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El Concordato está en marcha. Recibido por algunos con sorpresa, 
por otros con escepticismo, por todos con expectación, el Concorda- 
to, en sus primeros afios de vida, ha dado buena cuenta de sí, y 
aunque joven, tiene ya en su haber una huella profunda grabada en 
la vida jurídica espanola. Por lo que ha ocurrido desde su promul- 
gación hasta el dia de hoy, tenemos ya elementos para conjeturar 


«a posteriori» que el Concordato ha de ser un instrumento adecuado 


y eficaz para encauzar el sentimiento católico espanol por las vías 


| legales e institucionales del Estado. 


Como tantas veces se ha observado, el Concordato espafiol no fué 
un «alto el fuego», un mero modus vivendi que pusiera fin a hosti- 
lidades precedentes entre el Estado español y la Iglesia. No creó una 
situación nueva el trascendental documento, sino que vino a con- 
sagrar solemnemente y por escrito el espíritu y la práctica espanola 
que eran realidad viva desde el día del Aleamiento. Por eso, en el 
preámbulo del Concordato se dice, con verdad indiscutible, que ha 
sido elaborado por la Santa Sede y el Gobierno espafiol, «animados 
del deseo de asegurar una fecunda colaboración para el mayor bien 
de la vida religiosa y civil de la nación espafiola». 

Pero este espíritu de colaboración, que constituye la entrana 
viva de cualquier Concordato, tiene en el nuestro características sin- 
gulares. Si el convenio hubiera sido una tregua, mero cese de hosti- 
lidades, la colaboración habría de concretarse casi exclusivamente 
en mantener las soluciones pacíficas logradas, sin dar pasos atrás. 
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Pero nuestro Concordato no vino a cerrar un período inexistente de | 


inquietudes y desconfianzas, sino a abrir un hontanar de posibili- 
dades que tenemos que realizar. Más que una meta, es un punto de 
partida; más que un resultado, es un programa. Gran parte de su 
articulado está constituído por normas sólo embrionales. En efecto, 
muchas de esas normas no son inmediatamente realizables, sino que 
exigen un desarrollo previo en disposiciones más detalladas, tanto 
civiles como eclesiásticas; otras exigen la introducción de modifica- 
ciones en el ordenamiento todavía vigente; algunas contienen remi- 
siones mutuas de uno a otro ordenamiento, o a convenios futuros, y 
no faltan las que por su sobriedad o peculiar redacción, están recla- 
mando el trabajo doctrinal del intérprete. 

Resulta de todo esto que el Concordato sólo habrá logrado la 
eficacia que de él se espera cuando haya alcanzado el desarrollo 
necesario para constituir el gran cuerpo concordatario de leyes y 
de docirina contenido potencialmente en esas normas germinales. 
El ilustrísimo sefior Subsecretario de Educación Nacional, antiguo 
colaborador nuestro, en el estudio que encabeza este fascículo. nos 
dice magistralmente cuál es el punto hasta hoy conquistado, alu- 
diendo a la vez a las estapas aún intactas de nuestro programa. 

En esta tarea de realización del Concordato, la doctrina tiene 
una parte cuya importancia seria inutil encarecer a nuestros lec- 
tores. Pero tal vez no sea inutil recordar a los estudiosos del Derecho 
canónico la conveniencia de que dediquen sus esfuerzos al estudio 
del Concordato. Cierto que no nos faltan estudios meritisimos, pero 
abundan los superficiales: por otra parte, hay puntos de extraordi- 
nario interés científico y práctico virgenes aún a la exploración del 
canonista. He ahí, ante nuestros ojos, esa grave tarea. 
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LOS PRIMEROS ANOS DEL CONCORDATO 
DE 1953 (*) : 


El Concordato entre el Estado espanol y la Santa Sede, firmado el 27 de 
agosto de 1953, ratificado en 26 de octubre y publicado en el «Boletín Ofi- 
cial» del 19 de noviembre, todo del mismo afio, ha venido a introducir en 
nuestro ordenamiento jurídico una serie de cambios, anadiendo normas nue- 
vas, derogando otras, modificando algunas, elevando el rango legal de de- 
terminadas disposiciones y precisando perfiles en otras. Todo ello se advirtió 
claramente en la primera lectura que de su texto realizaron nuestros juristas, 
interesados pronto por conocer y valorar lo que el Convenio recién publicado 
iba a significar para nuestro Derecho interno. 

La aguda precisión terminológica del profesor PÉREZ SERRANO le hizo 
hablar entonces del impacto que el Concordato venía a producir en el Dete- 
cho civil. Pues bien; ahora, cuando ya tiene casi tres años y medio de vida el 
Concordato, puede ser buen momento para, volviendo la vista atrás, exami- 
nar cuál ha sido la repercusión y efectividad que realmente ha producido en 
nuestro Derecho, en estos sus primeros tiempos de vigencia. Poco más de 
tres años, pero ya es suficiente para valorar esa repercusión y, sobre todo, 
para formular una apreciación, que servirá también de pronóstico, sobre el 
ritmo con que tal efectividad se va realizando. 

Las ondas que produjo el Concordato en la superficie de nuestro mundo 
jurídico, al incrustarse dentro del mismo, han llegado más lejos y han sido 
más acusadas en el aspecto doctrinal que en el legislativo. 

La ciencia jurídica espafiola se aprestó inmediatamente y con especial cui- 
dado al trabajo de estudiar el nuevo Concordato y de procurar aquilatar sus 
«características y los cambios que en nuestro Derecho iba a producir. Y no 
sólo la Ciencia canónica espafiola y los estudiosos que entre nosotros se ocu- 
pan habitualmente de las relaciones entre el Derecho canónico y el Derecho 
estatal, sino también nuestros juristas civiles, en el sentido amplio de la pa- 
labra, es decir, los concretamente dedicados a las distintas ramas del Derecho 
secular español, los cuales se cuidaron bien pronto de matizar los efectos que 
en cada una de estas ramas iban a derivarse de ese impacto del Concordato. 
En seguida aparecieron aquellos primeros comentarios de «Ecclesia», que eran 


(*) Conferencia en el Instituto Nacional de Estudios Jurídicos, el 6 de febrero 
«de 1957. 


iie de 


L7! 


JOSE MALDONADO Y FERNANDEZ DEL TORCO 


bastante más que unas simples notas periodísticas de divulgación; pronto em- 
pezaron las lecciones y conferencias sobre el nuevo tema, como la de don 
ELoy MONTERO, que sirvió para abrir el curso de la Real Academia de Ju- 
risprudencia, y no se hicieron esperar los estudios, más densos, de las revis- 
tas especializadas espafiolas (pueden servir de ejemplo aquellos dos nümeros 
de la Revista ESPAÑOLA DE DERECHO CANÓNICO, repletos de estudios de 
fondo sobre los diversos problemas del Concordato); a las que se unieron las 
extranjeras (la mejor muestra es el artículo de Naurots publicado en la jo- 
ven y pujante «Revue de Droit Canonique»). 


Las revistas jurídicas no canónicas, en general, tampoco regatearon su es- 
fuerzo, y buena prueba es aquella preocupación del «Anuario de Derecho Ci- 
vil» por las cuestiones civiles (esta vez el término en sentido estricto) que 
venían a ser tocadas en el Concordato y que examinó en un nümero dedicado. 
a ellas especialmente con la participación de eminentes firmas civilistas, como 
las de FEDERICO DE CASTRO y AMADEO FUENMAYOR. 


También se interesaron por los nuevos problemas las Universidades del 
Estado, como la de Oviedo, que llamó para tratarlos a diversos especialistas. 

Pero lo más importante, en cuanto al interés despertado por el estudio 
del Concordato en la ciencia jurídica civil, ha sido la preocupación que se 
suscitó inmediatamente en los catedráticos de la Facultad de Derecho de la 
Universidad de Madrid. Esta Facultad, dentro del curso académico 1953-54, 
es decir, el que siguió a la publicación del convenio, organizó un curso es- 
pecial de lecciones, en las que los más prestigiosos nombres de su cuadro de 
profesores se dedicaron a tratar acerca de la repercusión del nuevo Concor- 
dato en cada una de las ramas de la Ciencia del Derecho, que, respectivamen- 
te, tienen encomendadas. Los nombres de Gascón Y Marin, YANGUAS, PÉ- 
REZ SERRANO, GARCÍA GALLO, GARCÍA VALDECASAS, JORDANA DE POZAS, 
GUASP, MARIANO SEBASTIÁN y PUIGDOLLERS, entre otros, revelan bien claro 
el interés que la Facultad puso en este empeño. Y a ellos se unieron los de 
relevantes canonistas como fray José LóPEz Ortiz, don LORENZO MIGUÉ- 
LEZ, don ELOY MONTERO, don LAUREANO PÉREZ MIER y don LAMBERTO DE 
ECHEVERRÍA, que en sus lecciones precisaron las características canónicas del 
nuevo texto. Por otra parte, durante los dos últimos cursos (1954-55 y 1955- 
56) ha funcionado aquí, en el Instituto, un Seminario de estudios sobre el 
propio Concordato, encaminado especialmente a precisar la repercusión del 
mismo en el ordenamiento civil, a cuyas sesiones asistió siempre un buen nú- 
mero de conocidos hombres de ciencia y prestigiosos profesionales del Derecho. 


Pues bien; no creo que sea injusto decir que a toda esta diligente activi- 
dad científica no ha correspondido una actuación legislativa igualmente rá- 
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pida, para la producción de las normas complementarias en todos aquellos. 
casos en que son precisas para la aplicación del Convenio. Es cierto que pron- 
to se constituyó en el Ministerio de Justicia una Comisión para la ejecución 
del Concordato, con objeto de que preparase esa legislación complementaria; 
como lo es, asimismo, que el plazo de un afio, en el que el Estado espafiol se 
comprometió, en el artículo 36 del propio Concordato, a promulgar las dis- 
posiciones de Derecho interno que fuesen necesarias para la ejecución del 
mismo, ha sido prorrogado varias veces, por acuerdo de las dos altas partes 
contratantes; y lo es también que, algunas veces, las nuevas normas requie- 
ren la modificación de textos de tanto arraigo y respeto como el Código Ci- 
vil, el Código Penal o las Leyes de Enjuiciamiento, para tocar los cuales ha 
de proceder el Estado con mesura y tacto y con la reposada atención que re- 
quiere su estructura venerable. 


Pero tampoco puede negarse que muchas de esas disposiciones comple- 
mentarias no están pendientes sino de la adopción de un simple decreto, e 
incluso, a veces, de una norma de rango menor. 


El Concordato, ley al mismo tiempo canónica y civil, nacida de la com- 
munis voluntas de la Iglesia y del Estado, no agota su totalidad en el texto 
escrito del acuerdo concertado, que es al mismo tiempo e inseparablemente 
Convenio y Ley, sino que sus normas, comunes a los dos órdenes jurídicos, 
eclesiástico y secular, en los que tiene un rango especialisimo, han de ser 
completadas, en uno y otro, por una serie de reglas de Derecho interno, que 
den plena efectividad a sus disposiciones en cada uno de los dos sistemas de 
Derecho. Estas normas, algunas de las cuales tendrán la categoría de Ley, ha- 
bran de ser desarrolladas, a su vez, en textos reglamentarios, órdenes e ins- 
trucciones, hasta desgranar todo ello en una serie de actos administrativos o 
judiciales, de aplicación ultima de todo el sistema. 


Hay que apresurarse a proclamar que ello no significa que el Concorda- 
to sea un mero mandato a los legisladores canónicos y civiles y a sostener que, 
por el contrario, sus normas tienen fuerza para ser aplicadas inmediatamente, 
en cuanto ello sea técnicamente posible, sin necesidad de ser recogidas en 
otros textos legales; pero no puede desconocerse que su cabal y completa apli- 
cación, su vigencia viva y contundente, supone todo un sistema de reglas en- 
cadenadas (como ocurre dentro del Derecho del Estado con las normas de ran- 
go constituyente), todas ellas orientadas hacia la misma finalidad y en el mis- 
mo sentido. Por ello, he creído yo que podía hablarse de un «complejo con- 
cordatatio», que abarca todo este sistema de normas encaminadas a conseguir 
la efectividad del Concordato hasta sus menores detalles, tanto dentro del 
orden canónico como dentro del orden civil. 
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Todo ese complejo, integrado por elementos de naturaleza distinta (Con- 


cordato, convenios complementarios, leyes, reglamentos, órdenes, instruccio- 


nes, actos civiles y canónicos), está determinado por su finalidad específica, y 
sus elementos, sin perjuicio de su diversa naturaleza, se hallan agrupados en 
un destino común. Este complejo unido dura mientras dura la vida del Con- 
cordato, y, al cesar ésta, cada uno de sus elementos, al quedar desentendido 
de la finalidad que los agrupaba, sigue ya sólo el destino de su naturaleza pro- 
pia, disgregándose todos ellos por los ámbitos de sus peculiares ordenamien- 
tos jurídicos internos. Por eso, al romperse un Concordato, no termina auto- 
máticamente la vigencia de la legislación canónica o civil que lo completó. 
Cesa su raíz concordataria, pero para dejar sin fuerza esas mormas concretas 
serán precisos actos efectivos de derogación, dentro ya del Derecho interno 
correspondiente. 

Para mostrar esto con claridad se ha acudido a una imagen, que puede 
leerse en PÉREZ MIER y que es familiar a los alumnos de mi cátedra. El com- 
plejo concordatario es como un barco, integrado por cosas de distinta natu- 
raleza (cuerdas, maderas, hierro, etc.), que navegan todas conjuntamente; 
pero, al deshacerse el barco, cada uno de estos elementos deja de seguir el des- 
tino común, para tomar el que por ley física corresponde a las condiciones de 
su naturaleza propia. 

Hasta tal punto forman estos elementos un conjunto, centrado en el tron- 
co del Concordato, pero con ramificaciones que se extienden hasta muy lejos 
en uno y otro campo, que ese conjunto ha llegado a constituir el objeto uni- 
tario de una ciencia independiente, surgida en el campo del estudio del De- 
recho con propia personalidad y autonomía. Así, en Italia, donde tienen un 
Concordato vigoroso y dotado de vida tan acusada que incluso ha podido 
traspasar incólume la línea que separó al régimen fascista de la nueva Repú- 
blica, la rama de la Ciencia jurídica (que se ha denominado «Derecho ecle- 
siástico» (mejor debiera llamarse «Derecho eclesiástico del Estado», como en 
Alemania, o «Derecho del Estado sobre materias eclesiásticas»; ese Derecho 
eclesiástico cuyo concepto dejó fijado Dr Lucca con tanta precisión y que 
es una asignatura independiente en el plan de estudios italiano de la carrera 
de Derecho) ha construído todo un organismo científico sobre la base del 
Concordato y su legislación complementaria. En España carecemos, hasta aho- 
ra, de estudios autónomos de esta naturaleza, pero no fuera malo que la pre- 
sencia de nuestro muevo Concordato pudiera impulsarlos. 

Todo ello viene a cuento de que, por lo que respecta al Concordato es- 
pañol de 1953, los necesarios complementos de la Legislación interna de 


nuestro país, a pesar de los tres años largos que lleva de vida, van producién- 
dose con una marcha muy lenta. 
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Ello no puede ser debido al propio Concordato, el cual contiene dos nor- 
mas precisas que indican claramente la intención de las altas partes contratan- 
tes. Ambas se encuentran en el artículo 36. Una de ellas marca, con criterio 


positivo, que el Estado español promulgará en el plazo de un año las dis- . 


posiciones de Derecho interno que sean necesarias para la ejecucién del Con- 
cordato; la otra, con una postura negativa, dice que se entienden derogadas 
con la entrada en vigor del mismo todas las disposiciones contenidas en Le- 
yes, Decretos, Ordenes y Reglamentos que en cualquier forma se opongan a 
lo que en,él se establece. 

El propio Concordato, pues; o mejor dicho, el Estado que, juntamente 
con la Iglesia, legisla en él, manifiesta allí su voluntad de que el Derecho in- 
terno espanol quede positiva y negativamente amoldado al Concordato con 
toda urgencia: por un lado, derogando inmediatamente cuanto a él se opon- 
ga; por otro lado, comprometiéndose a introducir en nuestro ordenamiento, en 
un plazo corto, todas las adiciones necesarias. 

Hemos de insistir aquí en la afirmación de que el Concordato no es un 
mero mandato a los legisladores eclesiástico y civil para que repitan en sus 
propios ordenamientos jurídicos las normas que el Concordato contiene, sino 
que goza de vigencia y efectividad inmediatas, por su propia fuerza; si bien 
hay normas en el mismo que, sin que sea que carecen de tal fuerza, necesitan 
ser desarrolladas en otras de más detalle para su correcta aplicación. 

Ya pasaron los tiempos en que la doctrina, que puede advertirse en los 
escritos más o menos situados en la línea fundamental del padre WERNZ, 
veía una naturaleza dualista en el Concordato (convenio por un lado y ley 
por otro). La teoría unitaria (que formuló enérgicamente en Bélgica Wac- 
NON, el afio treinta y tantos, repitió inmediatamente en Francia Naz, y entró 
poco después en España de la mano de PEREZ MIER) está hoy generalmente 
admitida. Según ella, ley y convenio son sólo dos facetas de una misma cosa, 
que no pueden separarse: el aspecto «in fieri» e «in facto» del mismo obje- 
to (como en el matrimonio). La ley que el Concordato es, es al mismo tiem- 
po, ya lo hemos dicho, norma eclesiástica y norma civil, nacida, no del solo 
precepto del Estado, o del solo mandato de la Iglesia, sino de la voluntad 
comün de ambos, que es necesario que se dé así unida para que el Concorda- 
to nazca (como en el matrimonio también). 

Basta, pues, con la promulgación del propio Concordato en el ámbito ecle- 
siástico y en el ámbito civil para que en uno y en otro sea norma inmediata- 
mente obligatoria por sí misma, no sólo para los legisladores, sino también 
para los súbditos. Incluso se trata de una norma de rango especial dentro del 
Derecho del Estado, puesto que es algo en lo que el propio legislador ha que- 
dado comprometido y de lo cual no puede volverse atrás por sí solo; viene, 
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pues, a ocupar un lugar preferente dentro de la jerarquía de las normas les 
gales, antes de las leyes de categoría ordinaria. 

No hacía falta que nuestro Concordato declarase derogadas las normas 
legales del ordenamiento interno español contrarias al mismo, pues por su 
propia promulgación venía a derogarlas, aunque no lo hubiese dicho. No hace 
falta, tampoco, que el legislador español declare que es aplicable al Concor- 
dato en cada materia para que sus normas concretas deban ser tenidas por 
vigentes, sino que basta con la publicación hecha en el «Boletín Oficial» de 
19 de noviembre de 1953 de la ratificación producida en 26 de octubre an- 
terior para que la Administración, los Tribunales y los particulares estén 
obligados a ajustarse a sus normas. Y no dice nada en contrario el hecho de 
que algunas de estas normas, para estar en condiciones técnicas de aplicación, 
hayan de ser desarrolladas en disposiciones de más detalle, lo mismo que 
ocurre con las leyes ordinarias. 

Con estas nociones previas conviene que nos adentremos por los diferentes 
artículos que integran el texto de nuestro Concordato, para encontrar dife- 
rentes matices en cuanto a la aplicación, dentro del ámbito del Derecho inter- 
no español, de sus disposiciones. 

Encontraremos allí artículos en los que se produce una incorporación al 
Derecho civil de normas del Derecho canónico, que así, por esta vía indirecta, 
vienen a tomar fuerza de ley secular; hallaremos también disposiciones del 
Concordato que pueden ser aplicadas inmediatamente sin necesidad de des- 
arrollo alguno; descubriremos asimismo en el texto concordado preceptos que 
contienen verdaderos mandatos al legislador civil en materias, en las cuales, 
aunque podrían haberse adoptado unas normas de aplicación inmediata, se 
ha preferido seguir el camino indirecto de ordenar al legislador interno que 
sea él quien las disponga, y daremos incluso con algunos artículos en los que 
el Concordato se remite a otros convenios parciales futuros, que han de con- 
certarse entre las mismas altas partes contratantes para regular determinadas 
materias. En las dos primeras hipótesis basta el precepto del Concordato, por 
sí solo; en las dos ültimas ese precepto necesita un complemento. A todo 
ello podría añadirse que existen en el Derecho español vigente algunos pun- 
tos, en los cuales, aunque la modificación no viene impuesta por las palabras 
expresas del Concordato, está requerida por el espíritu que informa el mismo. 


I) REMISIONES AL DERECHO CANÓNICO 


JORDANA DE Pozas, al estudiar los artículos 14 y 15 del Concordato, dice 
expresamente: «El Concordato, en esta materia, ha comenzado por respetar 
el Derecho canónico y convertirlo en Derecho nacional Los propios juristas 
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estatales se han dado, pues, cuenta de que en el Concordato se operan esas 
conversiones de normas de Derecho canónico en reglas de Derecho civil 
espanol. 

A cualquiera se le alcanza que tales conversiones no aparecen sólo cuando 
se ponen en relación el Derecho del Estado y el Derecho de la Iglesia, sino 
que también se dan, a veces, al relacionarse los derechos de dos Estados dife- 
rentes. La doctrina de Derecho internacional privado (ZITELMANN, TRIEPPEL) 
tiene bien construída la teoría de la llamada «remisión» y la ciencia del De- 
recho eclesiástico se ha aprovechado, en gran parte, de sus conclusiones, aun- 
que modificándolas considerablemente, puesto que, como BELLINI ha puesto 
gran empeno en demostrar, las hipótesis son semejantes, pero no iguales. 

En el campo de las relaciones del Derecho civil con el Derecho canónico, 
en que la teoría de SANTI ROMANO ha dejado precisados los rasgos principa- 
les, se han estudiado también estas remisiones, tanto las materiales como las 
formales. Parejamente a lo que ocurre con la llamada canonización (estudiada 
por CiPROTTI), en la que el Derecho canónico recibe normas civiles (así, en 
el parentesco legal, como impedimento.del matrimonio, cánones 1.059 y 1.080, 
o en la materia de contratos, canon 1.529), se contempla la posibilidad de que 
dentro del Derecho civil se reciban normas canónicas. 

Esta recepción de normas canónicas dentro del ordenamiento nacional es 
algo que ya se daba con claridad en el Derecho espafiol vigente al concertarse 
el Concordato. No sólo en el caso, más conocido, del artículo 75 del Código 
Civil, según el cual los requisitos, forma y solemnidades del matrimonio ca- 
nónico, que tiene efectos civiles, se rigen por las disposiciones de la Iglesia 
Católica y del Santo Concilio de Trento «admitidas como leyes del Reino», 
sino también en preceptos más modernos, como el decreto-ley de 1.2 de mayo 
de 1947, que declaró que el Motu Proprio Apostolico Hispaniarum Nuntio 
de 7 de abril anterior, en que se restableció la Rota Española, «queda incor- 
porado al ordenamiento jurídico español», y en normas dictadas en materia 
de ensenanza, como cl artículo 9 de la ley de Ordenación Universitaria de 
29 de julio de 1943 (en el que el Estado español reconoce a la Iglesia en ma- 
teria universitaria sus derechos docentes «conforme a los sagrados cánones»), 
el artículo 4.? de la ley de Ensefianza Media, de 26 de febrero de 1953 (en el 
que el Estado reconoce y garantiza los derechos docentes de la Iglesia «con- 
forme al Derecho canónico»), y el artículo 5.? de la ley de Ensefianza Pri- 
maria, de 17 de julio de 1945 (en el que se dice que la educación primaria 
se ajustará «a las disposiciones del Derecho canónico vigente»). Como puede 
advertirse, hay casos de remisión material y otros de mera remisión formal, 
pero en todos ellos existe un reenvío del Derecho civil al Derecho canónico. 

En el Concordato aparecen varias remisiones al Derecho canónico. Des- 
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a personas y cosas eclesiásticas de las que no se haya tratado expresamente en 
el propio Concordato, las cuales se dicé en el nümero 2 del artículo 55 que 
serán reguladas según el Derecho canónico vigente. A primera vista pudiera 
parecer que tal admisión en bloque está llamada a tener una amplia aplica- 
ción, pero no debe olvidarse que este precepto es una simple repetición de 
lo que, casi con las mismas palabras, decía el artículo 4.° del Concordato de- 
1851, el cual no puede decirse que haya servido para tal amplitud. Más fe- 
cundo será seguramente otro principio general, contenido en el número 4 
del artículo 24 del nuevo Concordato, por el cual todas las sentencias, decisio- 
nes en vía administrativa y decretos emanados de las Autoridades eclesiásticas 
en cualquier materia, dentro del ámbito de su competencia, tendrán efectos en 
el orden civil con sólo que hayan sido comunicados a la Autoridad del 
Estado. 

Pero, además, de estas dos remisiones generales, hay otras para puntos 
concretos; en algunas de ellas la remisión se hace genéricamente al Derecho 
canónico, sin concretar el precepto del mismo a que se refiere, pero en otras 
el canon determinado a que se remite el Concordato se menciona individual- 
mente, por su nümero. 

Al Derecho canónico, sin más, se remiten: el artículo 1.º, al reconocer 
los derechos y prerrogativas que por aquel corresponden a la Religión Cató- 
lica, que sigue siendo la unica de la Nación espafiola; el artículo 4.°, en el que 
reconoce el Estado espanol personalidad jurídica a las instituciones y asocia- 
ciones religiosas constituídas según el Derecho canónico; el artículo 5.º, al 
declarar festivos el Estado los días establecidos como tales en el Derecho 
canónico; el artículo 14, al eximir a los clérigos y religiosos de las funciones 
incompatibles con su estado, según las normas del Derecho canónico; el ar- 
tículo 18, en el que se admite que la Iglesia pueda recabar libremente de los 
fieles las prestaciones autorizadas por el Derecho canónico; el artículo 21, que 
menciona la venta de objetos artísticos de propiedad eclesiástica en subasta 
páblica, a tenor de las normas del Derecho canónico, y el artículo 23, cuando 
el Estado reconoce plenos efectos civiles al matrimonio celebrado segün las 
normas del Derecho canónico. En todos estos casos hay sólo remisiones for- 


males; se reconoce la competencia de un sistema de Derecho, de modo que se- 


da eficacia a sus normas, pero sin llegar el Estado a tomarlas como propias, 
sino considerándolas como reglas del ente originario que se estima competente. 

A preceptos determinados del Código de Derecho Canónico se remiten: 
el artículo 15, que declara exentos del servico militar a los clérigos y religio- 
sos, conforme a los cánones 121 y 614; el artículo 16, que prohibe que sean 


emplazados ante un juez laico, sin licencia de la Santa Sede, los prelados de 
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quienes habla el párrafo 2.º del canon 120; el artículo 22, que garantiza la 
inviolabilidad de los lugares sagrados, segán prescribe el canon 1.160; el ar- 
tículo 27, que da eficacia, en lo que respecta a los profesores de centros do- 


centes del Estado, a los motivos de cese a que se refiere el párrafo 3.9 del | 


canon 1.581, y el artículo 31, que reconoce a la Iglesia el derecho que le 
compete según el canon 1.375 de organizar y dirigir escuelas públicas. En 
todos estos casos llega a operarse verdadera remisión material; no se trata. 
sólo de reconocer la competencia legislativa de otro ordenamiento jurídico, 
sino que se viene a rellenar la norma civil con el contenido de una norma 
canónica completa, que le queda así incorporada. 


II) NORMAS DE APLICACIÓN INMEDIATA 


Las hay en el Concordato que pueden ser aplicadas por sí mismas, sin ne- 
cesidad de un desarrollo ulterior, por lo cual en ellas la vigencia inmediata 
del texto concordado no encuentra obstáculo técnico para producirse con toda 
su eficacia. 

Así, no debe haber dificultades para que la Santa Sede pueda libremente 
promulgar y publicar en España disposiciones relativas al gobierno de la Igle- 
sia y comunicar libremente con la Jerarquía y los fieles, como ordena el ar- 
tículo 2.º; ni para que tengan personalidad jurídica y plena capacidad patri- 
monial las instituciones y asociaciones religiosas existentes en España a la 
entrada en vigor del Concordato, y las que sean después erigidas o aprobadas, 
con la sola condición de que el Decreto de erección o aprobación se comuni- 
que al Estado, como dispone el artículo 4.º; ni para que se exija la licencia 
de la Santa Sede antes de emplazar un juez laico a un prelado, como manda. 
el artículo 16; ni para que en las causas criminales contra clérigos y religiosos, 
o en los embargos judiciales de sus bienes, o cuando sean citados como testigos 
ante los Tribunales del Estado, se observen las prescripciones determinadas 
por el mismo artículo; ni para que se dé la opción de compra al Estado, que 
ordena el artículo 21 en las ventas de bienes eclesiásticos a que se refiere; ni 
para que la fuerza pública garantice la inviolabilidad de los lugares sagrados 
en los términos del artículo 22; ni para que el Tribunal civil competente 
decrete lo necesario para la ejecución de las resoluciones canónicas en materia 
matrimonial, en cuanto a efectos civiles, tal como requiere el artículo 24; ni 
para que deban retirarse los libros y material de ensefianza contrarios al dogma 
y la moral católicos, cuando lo exijan los Ordinarios, conforme al artículo 26; 
ni para que las inscripciones de matrimonios canónicos en cl Registro Civil 
se acomoden a las nuevas normas dictadas en el Protocolo adicional. 
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En el artículo 20 se amplían las exenciones fiscales ya existentes para 
personas y cosas eclesiásticas; pues bien, en resolución de 22 de noviembre 
de 1955, el Tribunal Económico-Administrativo Central ha entrado, con mo- 
tivo de una reclamación concreta, a interpretar el texto de dicho artículo, pre- 
cisando el alcance de una de sus exenciones, pero dando por obligatoria su 
aplicación inmediata. 

A veces, el Concordato incluye entre sus normas alguna que ya tenía efec- | 
tividad en el Derecho espafiol anterior al mismo, y entonces lo que opera con 
respecto a ella es una elevación de su rango legal. Así ha hecho notar GUASP, 
en cuanto a los días festivos para la administración de justicia, que al declarar | 
el artículo 5.º inhábiles los festivos religiosos, no ha innovado nada, puesto | 
que ya estaban incluídos como tales en la orden de 9 de marzo de 1940, sien- | 
do lo único que ha cambiado el rango de la norma, que antes era una orden 
administrativa y ahora es una disposición concordada. 

Incluso, en algunas ocasiones, la efectividad inmediata de la norma ex- 
presada en el Concordato viene apoyada por un precepto civil anterior, como 
ocurre en relación con la capacidad jurídica de la Iglesia y los eclesiásticos, 
para lo que se remite el artículo 38 del Código Civil a lo concordado entre 
ambas potestades; el artículo 4.º del nuevo Concordato viene a ser, pues, esa 
norma concordada, para la cual ya tenía preparado lugar dentro de nuestro 
ordenamiento positivo vigente la remisión formulada por anticipado por el 
Código Civil. 

Algunas de estas disposiciones de aplicación inmediata suponen la dero- 
gación de preceptos concretos del Derecho vigente en Espafia con anteriori- 
dad. Ya sabemos que dicha derogación está especialmente apoyada por la 
norma general derogatoria del artículo 36 del Concordato y que, de todos 
modos, aunque ésta no se hubiese formulado especialmente, la propia norma 
concordada contraria a la que antes regia era bastante para operar esa dero- 
gación. Así ocurre, por ejemplo, como lo ha hecho notar el mismo Guasp, 
que: el apartado 3.° del artículo 22 del Concordato, que prohibe a la fuerza 
publica entrar en los edificios eclesiásticos sin el consentimiento de la compe- 
tente autoridad canónica, deroga preceptos concretos de la ley de Enjuicia- 
miento criminal, relativos a la actuación de la Policía judicial, pues, conforme 


a dicha ley, bastaba antes del Concordato con el simple recado de atención 
a la Autoridad eclesiástica. 


HI) MANDATOS AL LEGISLADOR 


Pueden ser de dos clases: o bien mandatos expresos, cuando la propia letra 
del Concordato encomienda a dicho legislador la adopción de ciertas normas 
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en materia determinada, o bien mandatos no expresos, cuando el texto del 
Concordato, sin formular esa orden, adopta unas normas que necesitan ser 
desarrolladas en el Derecho interno. 

Mandatos expresos aparecen en los artículos 9.º (en que el Estado espafiol 
se compromete a contribuir con medios materiales a las necesidades de las 
diócesis de nueva creación, para lo cual será necesaria su inclusión por medio 
de una ley económica en el Presupuesto del Estado), 29 (por el que el Es- 
tado ha de cuidar de que en los programas de radiodifusión y televisión se 
dé cabida a la exposición y defensa de la verdad religiosa) y 33 (en que se 
encarga al Estado que provea lo necesario para asegurar la conveniente asis- 
tencia religiosa en hospitales, sanatorios y centros similares), y especialmente 
en el Protocolo adicional relativo al artículo 23, en cuyos apartados b) y c) 
se dispone que las normas civiles referentes al matrimonio de los hijos serán 
puestas en armonía con lo que disponen los cánones 1.034 y 1.035 del Có- 
digo de Derecho canónico y que el Estado pondrá también en armonía. su 
propia legislación con el Derecho canónico en materia de reconocimiento de 
matrimonios mixtos. 

En alguna ocasión el mandato se dirige no únicamente al legislador, sino 
también a la Autoridad administrativa, para que ordene una conducta deter- 
minada, como cuando en el artículo 5.? se dispone no sólo que el Estado ten- 
drá por festivos los días establecidos como tales por la Iglesia, sino igualmente 
que las autoridades civiles, tanto nacionales como locales, velarán por la de- 


" bida observancia del descanso en dichos días. 


Pero ya hemos dicho que el legislador espanol no sólo tiene el deber de 
cumplir estos mandatos expresos, sino que además tiene la obligación general 
de poner a punto la ejecución del Concordato por medio de la legislación 
complementaria necesaria para ello; incluso llega a darle el propio Concor- 
dato, en su artículo 36, una orden explícita en tal sentido, cuando le dice que 
en el plazo de un año (luego ampliado más de una vez) promulgue las dis- 
posiciones de Derecho interno necesarias para esa ejecución. Mandato que 
no era necesario haber expresado, puesto que lo lleva implícito el acuerdo, si 
no es para la fijación de un plazo. 

Cuando en el artículo 14 se dispone que, revocado el «nihil obstat» con- 
cedido a un clérigo para ocupar un cargo püblico, éste no podrá continuar 
ejerciéndolo se está requiriendo que la legislación administrativa civil precise 
la situación de este clérigo como funcionario. JORDANA DE Pozas ha puesto 
de relieve que la exigencia de ese «nihil obstat» produce, en lo que se refiere 
a la Administración, una situación totalmente nueva, que va a requerir una 
regulación suficiente y delicada; habrá que precisar el momento en que se 
exigirá tal requisito (nombramiento o toma de posesión), el caso en que el ya. 
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funcionario ingrese en el clero, la posibilidad de retornar de nuevo al servicio: 
el clérigo funcionario a quien se retiró el «nihil obstat», los efectos de la re- 
tirada sobre la responsabilidad y derechos pasivos del funcionario, etc. 

Cuando en el artículo 15 se declaran exentos a los clérigos y religiosos del 
servicio militar aparece la necesidad de que por la autoridad castrense se 
dicten los preceptos que den efectividad a esa exención. 

Cuando en el artículo 16 se dan una serie de normas especiales para la. 
actuación de los Tribunales del Estado en los litigios en que sea parte algún 
clérigo, se está echando de menos las convenientes instrucciones a estos Tri- 
bunales para precisar los detalles de su conducta ante esas especialidades. 

Cuando en el artículo 21 se determina que en cada diócesis se constituirá. 
una comisión mixta para la conservación, reparación y reforma de los edifi- 
cios eclesiásticos declarados monumentos históricos o artísticos, se está requi- 
riendo, por una parte, la reglamentación del trabajo de dichas comisiones,. 
y por otra, el propio acto administrativo de constitución de las mismas. 

No vamos a multiplicar estos ejemplos, lo cual podría hacerse fácilmente: 
con una simple lectura del Concordato; a primera vista aparecen con preci- 
sión en el mismo estas normas que requieren desarrollo y complemento en la. 
legislación civil. 

Y en este punto es donde puede echarse de menos, segün apuntabamos. 
al principio, alguna mayor rapidez en la promulgación de esa legislación. 
complementaria. Se han dictado unas cuantas normas de la misma, pero toda- 
vía es necesario completarlas en varios puntos. 

A lo que primero se atendió fué a las especialidades que el artículo 16 
establece en la actuación de los Tribunales civiles. En 28 de enero de 1954 
el Tribunal Supremo dictó una Instrucción provisional para orientar la prác- 
tica de jueces y Tribunales, en relación con las nuevas necesidades que el Con- 
cordato aportaba, mediante una circular en la que reconocía expresamente que 
con los preceptos del Concordato han venido a incorporarse, automáticamente, 
a nuestra legislación civil nuevas normas de inexcusable observancia por los 
Tribunales de justicia. Es especialmente interesante, por la elevada autoridadad 
de donde procede, ese reconocimiento de la eficacia inmediata del Concor- 
dato, la cual quedó así planteada con toda claridad precisamente a los órganos 
jurisdiccionales que tienen en sus manos la garantía del cumplimiento de la 
ley. 

También por lo que respecta a la exención del servicio militar han venido- 
a quedar regulados con suficiente claridad todos los detalles en una orden del 
Ministerio del Ejército de 24 de agosto de 1953. 

El Ministerio de Trabajo ha cumplido asimismo con toda diligencia el 
deber que le impone el artículo 5.2 del Concordato, dictando una Circular, 
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en 29 de diciembre de 1953, en la que, con cita del propio Concordato, ase- 
gura la debida observancia del descanso en los días festivos. 

En materia de Hacienda, la orden del Ministerio del ramo de 6 de julio 
de 1955 ha reconocido la efectividad de aplicación de las exenciones de im- 
puestos y contribuciones que figuran en el artículo 20 del Concordato. Con 
motivo de una instancia cursada por los Capellanes de Prisiones acerca del 
alcance de la exención de las dotaciones del Culto y Clero y el ejercicio del 
ministerio sacerdotal, a que se refiere el número 3 del artículo 20 del Con- 
cordato, el Ministerio de Hacienda se pronuncia en el sentido de que la exen- 
ción concedida en este párrafo ha de entenderse que afecta, única y exclusi- 
vamente, a los haberes de las clases eclesiásticas que se satisfacen con cargo al 
Presupuesto del Estado y que se sometian a los descuentos del donativo de 
Clero y Monjas segün el Real decreto de 3 de enero de 1908. Hacienda reco- 
noce, por consiguiente, que basta con el texto del artículo 20 del Concordato 
para que las exenciones que en él se contienen sean efectivas, sin necesidad de 
nueva legislación, y entra a precisar el alcance de sus preceptos como inme- 
diatamente aplicables. El antiguo donativo de Clero y Monjas, que venía 
arrastrándose desde la ley de Presupuestos de 1867-68, viene, pues, a quedar 
sin efectos en la disposición del artículo 20 del Concordato. Por otra parte, 
las normas del mismo sobre dotaciones del Estado a la Iglesia vinieron a tener 
aplicación desde la ley de Presupuestos de 1954-55. 

Puede decirse que es en materia de ensefianza donde más copiosa resulta. 
la legislación civil complementaria del Concordato. Son bien definidas las 
tres líneas directrices del Concordato en esta materia. Comienza por disponer 
que la enseñanza, de cualquier clase, orden y grado, se ajustará en España a 
los principios católicos (artículo 26); afiade la necesidad de que la ensefianza 
de la Religión Católica sea materia ordinaria y obligatoria en los Centros 
docentes (artículo 27), y reconoce el derecho de la Iglesia para organizar y 
dirigir escuelas püblicas, con posible reconocimiento de efectos civiles (artícu- 
los 30 y 31), precisando además diversos detalles relativos a estos puntos 
y afiadiendo una recíproca admisión de alumnos en las Universidades de los. 
dos órdenes (artículo 28). 

Los tres principios fundamentales han sido atendidos en la legislación 
complementaria del Ministerio de Educación Nacional. 

La norma de que la enseñanza ha de ser ajustada a los principios del dog- 
ma y de la moral de la Iglesia Católica, contenida en el artículo 26, está de 
pleno acuerdo con toda la legislación dictada en materia de enseñanza en sus 
distintos grados desde 1936 (artículo 3 de la ley de Ensenanza Universitaria, 
artículo 2 de la ley de Ensefianza Media de 1953 y artículo 5 de la ley de 
Ensenanza Primaria de 1945), y ha venido además a ser atendida en el Re- 
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glamento de Disciplina académica, promulgado por decreto de 8 de septiem- 
bre de 1954, al reconocer éste como la primera falta grave que puede cometer 
el personal docente facultativo y técnico el hecho de proferir manifestaciones 
contra la Religión y la moral católicas, falta que considera aun más grave si 
ha sido expresada en el desempefio de la función docente. 

El propio artículo 26 del Concordato establece, para asegurar la efectividad 
de dicho principio, que los Ordinarios ejercerán libremente la misión de vigi- 
lancia que les corresponde sobre los centros docentes, y para desarrollar esta 
norma existe un Reglamento de Inspección de la Ensefianza Media de la Igle- 
sia, con efectos civiles por decreto de 8 de julio de 1955. Dicha inspección 
se extiende no sólo a los centros docentes que dependen de la Iglesia, sino 
también— y en éstos por lo que se refiere a doctrina y costumbres—a todos 
los demás Centros docentes que existen en España. 

El precepto del artículo 27 del Concordato, en el que se dispone la or- 
ganización para todo el territorio nacional de pruebas especiales de suficiencia 
pedagógica para aquellos a quienes deba ser confiada, conforme al mismo 
attículo, la ensefianza de la Religión en las Universidades y centros estatales 
de Ensefianza Media, ha recibido adecuado desarrollo en el Reglamento pro- 
mulgado por decreto de 8 de julio de 1955 y revisado por decreto de 27 de 
enero de 1956. En este punto merece también mencionarse, como prueba del 
respeto al Concordato por parte de la legislación docente posterior, que en el 
Reglamento general de los Centros no oficiales de Ensefianza Media, de 21 de 
julio de 1955, se menciona a éste expresamente para mostrar su acatamiento 
al mismo. 

Por ültimo, el reconocimiento de efectos civiles de los estudios realizados 
en centros docentes eclesiásticos, conforme a los artículos 30 y 31 del Con- 
cordato, ha venido también a ser regulado con detalle. Se ha atendido, por 
una parte, a la convalidación de los estudios de ensenanza superior en el de- 
creto de 6 de octubre de 1954, que dispone que los titulados con grados 
mayores en Facultades eclesiásticas podrán matricularse en las Universidades 
civiles y convalidar, total o parcialmente, sus estudios, conforme a unas nor- 
mas que han ido completándose por las órdenes de 9 de marzo de 1955 y 3 de 
junio y 27 de enero de 1956; en cuanto a los estudios del grado de ensefianza 
media, el decreto de 10 de agosto de 1954 estableció unas pruebas finales 
para adquirir el Bachillerato civil los alumnos de los Seminarios, determinán- 
dose la convalidación de los estudios realizados en los mismos para la ense- 
nanza media por otro decreto de 15 de julio de 1955. 

También es bastante lo que se ha hecho en materia de archivos eclesiás- 
ticos. La ayuda técnica y económica conveniente para la instalación, catalo- 
gación y conservación de dichos archivos, que el Estado se comprometió a 
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prestar en el numero 5 del artículo 21 del Concordato, ha sido una realidad. 
Bien es verdad que dicho compromiso venía a dar forma a una ayuda efectiva 
que ya estaba realizando el Ministerio de Educación Nacional. Buenos ejem- 
plos de la cual son la labor llevada a cabo por funcionarios del mismo en los 
archivos de las catedrales de Astorga, Segorbe y Orense y en los archivos 
parroquiales de la provincia de Alava. 

Por lo que respecta a los archivos monásticos, las leyes desamortizadoras 
del siglo XIX los hicieron pasar casi en su totalidad al Estado y se conservan 
en la Sección de Clero Secular y Regular del Archivo Histórico Nacional; 
hay excepciones como las de Silos, San Pelayo de Oviedo, San Vicente de 
Oviedo y Santillana del Mar, archivos que por otra parte han sido bien estu- 
diados (recuérdese al P. SERRANO y a JOSUÉ). 

Por lo que respecta a los archivos catedralicios, acerca de los cuales un in- 
forme alarmante de KEHR dió motivo a la Circular de la Nunciatura de 1929 
sobre reorganización de los mismos, que no puede decirse que fué bien aten- 
dida. A partir del año 1953, y aparte de la obra de catalogación, antes refe- 
tida, se ha avanzado mucho en la fotocopia de sus fondos, que asegura la 
conservación de los mismos, se ha atendido a la mejora de sus instalaciones 
y servicios y se ha cuidado la capacitación técnica de los archiveros eclesiásticos. 

En este ultimo aspecto fué extraordinariamente fecundo el Congreso de 
Archiveros Eclesiásticos celebrado en Zaragoza en 1955, estando en proyecto 
la organización en la Escuela de Archiveros de un cursillo dedicado a ellos 
especialmente. 

Como muestra de la solicitud del Estado en este punto, puede mencio- 
narse que se vienen dedicando a retribución para personal de bibliotecas y 
archiveros eclesiásticos cerca de dos millones de pesetas, y para subvención a 
los mismos, cerca de un millón, a partir de 1954. 

Al dar cuenta de este fiel cumplimiento de una parte del artículo 21 del 
Concordato no sería lícito ocultar que en cambio las comisiones mixtas que el 
mismo artículo previene para vigilar la conservación, reparación y reforma 
de los edificios eclesiásticos declarados monumentos nacionales históricos o 
artísticos no han sido nombradas todavía. 


IV) REMISION A CONVENIOS FUTUROS 


Tiene el Concordato tres maneras de referirse a ulteriores acuerdos. 

Unas vecés lo que se prevé es una mera conformidad entre determinadas 
autoridades eclesiásticas y civiles para la aplicación práctica en un punto con- 
creto. Así, para la creación de instituciones asistenciales del clero (artículo Lon 
organización y uso de archivos eclesiásticos (artículo 21), entrada de la fuerza 
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pública en edificios eclesiásticos (artículo 22), programas de Religión para 
centros docentes civiles (artículo 27), cursos especiales en las Universidades 
del Estado (artículo 28) o programas religiosos de radiodifusión y televisión 
(artículo 29). 

En otras ocasiones lo que se requiere es que la Iglesia y el Estado se con- 
cierten para dar la debida ejecución a textos del Concordato. Así, para la 
erección de nuevas diócesis (artículo 9), contribución económica a parroquias 
recién creadas (artículo 11), organización de pruebas de suficiencia pedagó- 
gica para. profesores de Religión (artículo 27), reconocimiento de efectos 
civiles a los estudios eclesiásticos (artículo 31), asistencia religiosa en estable- 
cimientos püblicos (artículo 34) e interpretación del propio Concordato (ar- 
tículo 35). 

Pero hay también casos en los cuales lo que se previene es que la Iglesia 
y el Estado vuelvan a poner sus voluntades en comün para hacer nacer un 
nuevo convenio en el que se den unas normas que sirvan para llenar un vacío 
dejado de intento en el Concordato. 

Si queremos precisar cuál sea la obligación que una y otro adquieren en 
orden a estos convenios ulteriores ahora citados, habrá que confesar que sólo 
quedan obligados a iniciar la negociación necesaria para ellos; a no ser que 
ya esté determinado en el Concordato, como ocurre en algunas ocasiones, el 
sentido que el futuro convenio va a tener, pues entonces la obligación se ex- 
tenderá a la orientación fundamental del convenio mismo. Así, cuando el 
artículo 9 del Concordato establece que las altas partes contratantes procede- 
ran de común acuerdo a una revisión de las circunstancias diocesanas, a fin de 
evitar en lo posible que las diócesis abarquen territorios pertenecientes a di- 
versas provincias civiles, o cuando en el artículo 19 se dice que la Iglesia y 
el Estado estudiarán, de común acuerdo, la creación de un adecuado patri- 
monio eclesiástico que asegure una congrua dotación del Culto y del Clero, se 
está determinando no sólo la necesidad del futuro convenio, sino también el 
sentido que debe inspirar los acuerdos del mismo; en cambio, cuando en el 
artículo se dice que la Santa Sede y el Gobierno espafiol regularán en acuerdo 
aparte, y lo antes posible, cuanto se refiere al problema de las capellanías 
pias en España, lo único que se requiere es que el acuerdo se celebre con ur- 
gencia, pero no se predispone el sentido de las normas que han de integrarlo. 

Conviene hacer alguna referencia a cada una de esas tres finalidades más 
importantes que se quieren atender por este medio: la revisión de las circuns- 
cripciones diocesanas; la regulación de las capellanías y fundaciones pías, y la 
creación de un patrimonio eclesiástico. 

Por lo que respecta a la revisión de las circunscripciones diocesanas, el Con- 
cordato de 1851 ya pretendió reorganizar las demarcaciones territoriales ecle- 
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stásticas, pero hay que reconocer que, en este aspecto, quedó en gran parte 
inaplicado. Por Bula de 5 de septiembre del mismo año 1851, recogida en 
Real decreto de 17 de octubre siguiente, se ordenó que continuasen los Obis- 
pados entonces existentes hasta que se determinasen y tuviesen cumplido efecto 
los nuevos límites y demarcación particular de cada diócesis; determinación y 
«demarcación que no llegó a llevarse a efecto. 

En 1880 daban cuenta SALAZAR y LA FUENTE de cómo, no habiéndose 
hecho el arreglo de diócesis previsto por el Concordato, la Santa Sede había 
dispuesto que varias de aquéllas las administrasen los Obispos comarcanos, 
y en 1926 seguía indicando Posríus que, prácticamente, habían quedado sin 
efecto las uniones decretadas por el Concordato, porque las dichas diócesis 
«continuaban en administración apostólica. Esta falta de ejecución del precepto 
del Concordato anterior relativo a las distribuciones territoriales (semejante a 
lo ocurrido en otros países, como Italia) hizo mirar con cierto escepticismo a 
los primeros comentaristas del artículo 9 del Concordato de 1953 el cumpli- 
miento de la previsión que en él se ordenaba. 

Sin embargo, a pesar de ello, ha sido éste uno de los puntos del Concor- 
‘dato que ha tenido una más rápida y cabal ejecución. Bien es verdad que, al 
'concertarse el Concordato, estaba ya iniciado un movimiento hacia la nueva 
división territorial eclesiástica en España, hallándose creadas nuevas diócesis, 
como las de Bilbao, San Sebastián y Albacete, habiéndose elevado a diócesis 
alguna de aquellas administraciones apostólicas que se venían arrastrando des- 
:de el siglo pasado; así como, ya firmado el Concordato, pero todavía dentro 
de ese movimiento previo al mismo, fué creada la diócesis de Huelva por dis- 
posición pontificia, recogida en el decreto de 6 de noviembre de 1956. 

Sea cualquiera el juicio que merezca a cada uno la adecuación territorial 
-de las diócesis eclesiásticas a las provincias, que pretende el Concordato (y así, 
en principio, no parece claro el juicio desfavorable, puesto que no hay duda 
«de que presenta ventajas en la práctica), el hecho es que los acuerdos previs- 
tos por el mencionado artículo 9 han venido llevándose a cabo y que varios 
decretos de la Sagrada Congregación Consistorial, publicados en Espafia por 
las correspondientes órdenes de la Dirección General de Asuntos Eclesiásticos 
del Ministerio de Justicia, han venido retocando y transformando los límites 
«de muchas de las diócesis españolas en el sentido que indica el Concordato. 

Concretamente, el decreto consistorial de 17 de octubre de 1954, trans- 
«crito por la Dirección General de Asuntos Eclesiásticos en 5 de agosto de 
1955, referente a 17 diócesis de la Región norte; el decreto consistorial de 
20 de mayo de 1955, transcrito en 17 de septiembre del mismo año, relativo 
a cuatro diócesis del Centro, y el decreto consistorial de 2 de septiembre de 
1955, transcrito en 21 de noviembre y 1 de diciembre del mismo ano, que 
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afectó,a 17 diócesis de Aragón y Levante, han revisado los límites de cast. 
una cuarentena de diócesis espafiolas, revisión que ha sido luego retocada em 
algunos detalles concretos por otros decretos consistoriales, recogidos en las: 
órdenes de 24 de marzo y 19 de septiembre de 1956. 

Por lo que se refiere al problema de las capellanías y fundaciones pías, no 
puede desconocerse que esta cuestión ha quedado ya tocada por el propio Con- 
cordato cuando ha reconocido la personalidad jurídica y la plena capacidad 


económica a todas las instituciones y asociaciones religiosas existentes en Es- | 


paña y a las que sean ulteriormente erigidas y aprobadas por las Autoridades 
eclesiásticas, siempre que el decreto de erección o aprobación de estas últimas. 


sea comunicado oficialmente a las Autoridades civiles. Dada la formulación: | 


de este precepto del artículo 4.º, hay que referir tal reconocimiento no sólo a. 
las asociaciones, sino también a esos que los cánones 1.489 y siguientes deno- 
minan «institutos eclesiásticos no colegiados», destinados a obras de religión 
o de caridad, ya espirituales, ya temporales, y erigidos por un decreto del 
Ordinario del lugar, por el que quedan constituídos en persona jurídica en la. 
Iglesia. Dichos institutos no colegiados (el propio canon menciona como ejem- 
plo de los mismos los hospitales y orfanatos) necesitarán para ser así erigidos. 
por el Ordinario lo que el Código llama «finis fundationis» y una dote eco- 
nómica suficiente. Tales fundaciones piadosas tendrán, pues, por determina- 
ción del artículo 4.º del Concordato, personalidad y capacidad en el Derecho 
Civil espafiol; pero, además, al ser incluídos en el precepto de dicho artículo, 
habrá de reconocerse que la gestión ordinaria y extraordinaria de sus bienes. 
y la vigilancia e inspección de dicha gestión sólo puede corresponder a las. 
autoridades competentes de la Iglesia. 

Este principio, de inexcusable aplicación en virtud del repetido artícu- 
lo 4.°, deja, pues, en gran parte resuelto por anticipado un buen nümero de 
problemas de los que habría de ocuparse el futuro convenio, al que remite el 
artículo 12. Pero quedan muchos otros, cuya dificultad hace que no pueda. 
esperarse tal convenio como cosa inmediata. 

Finalmente, por lo que toca al adecuado patrimonio eclesiástico, cuya crea- 
ción han de estudiar de común acuerdo la Iglesia y el Estado, cabe pensar que: 
el sistema de creación de un patrimonio rentable para atender a las necesidades. 
económicas de la Iglesia, aparte de que sería lo más justo, en orden a la repa- 
ración del despojo que llevó a cabo el Estado por las leyes desamortizadoras, 
tiene ventajas (como son la mayor seguridad y estabilidad de dichos medios. 
económicos y la posición más independiente de la Iglesia), pero tiene también 
inconvenientes (entre los que puede contarse, como ha hecho notar ECHEVE-: 
RRÍA, que, si viniera a ser fuente única de ingresos, sería necesaria la inmo- 
vilización en manos eclesiásticas de una gran masa de riqueza; si se com- 
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pusiese de títulos de la Deuda del Estado, la devaluación constante de la 
moneda sería un inconveniente gravísimo, y si se tratase de bienes inmuebles, 
se correría el riesgo de ocupar con exceso a los eclesiásticos en las atenciones 
de una explotación agraria; se ha puesto de relieve la ventaja que en este or- 
den tendrían los montes, pero un patrimonio forestal no es posible en todas. 
las regiones). En general, el hecho de que la Iglesia viniese a vivir de un 
patrimonio traería consigo todos los obstáculos económicos, que hacen cada. 
vez más difícil en todos los órdenes la sustentación sobre una base patrimo- 
nial y que hacen preferentes las rentas de trabajo. 

Pero, dejando aparte el juicio que pudiera formarse sobre el criterio adop- 
tado, el hecho es que, conforme al artículo 19 del Concordato, en España 
(pudiendo la Iglesia cobrar libre y directamente tributos económicos, sin opo- 
sición, pero sin auxilio ni intervención del Estado para ello) se va a mantener 
la dotación presupuestaria sólo transitoriamente hasta que se llegue a la 
constitución de un patrimonio eclesiástico suficiente. Pero insisto en que no se 
trata de crearlo «ex novo», sino de reconstruir el patrimonio eclesiástico que 
existió en nuestra Patria hasta hace cosa de un siglo, de rehacer lo que en- 
tonces se deshizo; ello aparece bien claro en el hecho de que el nuevo patri- 
monio sustituirá a la dotación de Culto y Clero que se contiene en el Presu- 
puesto del Estado, la cual, como se dice en el propio artículo 19, se aporta 
por éste a título de indemnización por las pasadas desamortizaciones de bienes 
eclesiásticos y como contribución a la obra de la Iglesia en favor de la Na- 
ción. Habrá de constituirse, pues, el nuevo patrimonio con la aportación del 
Estado, puesto que va a sustituir a esa indemnización que contiene el Presu- 
puesto, y su constitución deberá hacerse de acuerdo con la Iglesia, si bien no 
se determina la clase de bienes que lo van a integrar. 

El sustrato jurídico que respaldará dicho patrimonio tendrá por asiento 
unas bases que ya figuran en el Concordato, en el que se reconoce que la 


Iglesia tiene plena capacidad de adquirir, poseer y administrar toda clase de: 


bienes, sin intervención del Estado (artículo 4.2) y que puede recibir sumas 
y bienes muebles o inmuebles, sin limitación (artículo 18), y se admite un 
peculiar tratamiento de esos bienes, en razón de su naturaleza, marcando es- 
pecialidades para los mismos en materia tributaria (artículo 20) y en los casos 
de expropiación forzosa (artículo 28). Habrá, pues, de resultar muy laboriosa 
la gestión del convenio que se concierte para cumplir el artículo 19 del Con- 
cordato, y tampoco cabe esperar que se llegue a él rápidamente. 
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V) MODIFICACIONES REQUERIDAS POR EL ESPÍRITU DEL CONCORDATO 


La existencia de un Concordato entre la Santa Sede y un Estado quiere 
decir no sólo que ambos se han puesto de acuerdo sobre alguna o algunae 
materias mixtas en concreto, sino que existen unas líneas generales de las 
relaciones entre ambos entes soberanos. El espíritu del Concordato ha de ser, 
por consiguiente, algo que informe no sólo la solución de los problemas plan- 
teados y previstos en el mismo, sino, también, la de todos aquellos otros que 
pudieran aparecer en el futuro. Por eso resulta natural que en la legislación 
civil se introduzcan modificaciones que vienen determinadas no por la propia 
letra del Concordato, sino por los principios que lo inspiran. Es, por ejemplo, 
incompatible con el espíritu que ha de presidir las relaciones entre Espafia y la 
Santa Sede, en virtud del nuevo Concordato, el mantenimiento dentro de nues- 
tra ley de Enjuiciamiento Civil de los recursos de fuerza en conocer que si- 
guen vigentes en sus artículos 125 y siguientes. Somos ya varios los que hemos 
llamado la atención, en distintos trabajos publicados, sobre esta anomalía y 
los que hemos apuntado que, como consecuencia del nuevo régimen instau- 
rado para las relaciones entre la Iglesia y el Estado espafiol, dichos artículos 
debieran ser derogados. 

Es cierto que conviene que haya previstos algunos medios para dirimir los 
conflictos de competencia que pueden surgir, de hecho, entre las jurisdicciones 
eclesiástica y civil, pero también lo es que dichos medios no pueden ser (no 
sólo por la catolicidad proclamada del Estado espanol, sino incluso por exi- 
gencias de la buena técnica jurídica aplicable a la relación entre dos entes 
jurídicos soberanos) la sumisión de los tribunales eclesiásticos a las decisiones 
de la jurisdicción civil. 

Dentro del propio Concordato aparece la norma que debiera servir de base 
para la resolución de esos posibles conflictos, cuando, en el artículo 33, se 
dice que la Santa Sede y el Gobierno espafiol procederán de comin acuerdo 
en la resolución de las dudas o dificultades que pudieran surgir en la interpre- 
tación o aplicación de cualquier cláusula del Concordato, inspirándose para 
ello en los principios que lo informan. Esto ha de ser interpretado con un 
«criterio amplio y debe entenderse que se refiere no sólo a los problemas que 
aparezcan en relación con un pasaje concreto del Concordato, sino, en general, 
a todas las dificultades, a todos los conflictos que puedan tener lugar entre 
los dos entes soberanos. Siendo ello así, la decisión, que la ley de Enjuicia- 
miento Civil continúa atribuyendo de modo abusivo, injusto, parcial y tiránico 
(son palabras de un escritor civilista: FÁBREGA) a los tribunales del Estado, 


deberá ser sustituida por las decisiones que se tomen de comin acuerdo entre 
la Santa Sede y el Gobierno. 
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Tampoco sería malo aprovechar la coyuntura que ha puesto en primer 
plano la necesidad de todas estas revisiones del Derecho interno español para 
dejar encauzada, en un sistema claro y aplicable y totalmente de acuerdo con 
el Derecho canónico, toda la dificultosa legislación complementaria del ar- 
tículo 42 del Código Civil, para lo que el decreto de 26 de octubre de 1956, 
que modificó determinados artículos del Reglamento del Registro Civil, ha 
sido un primer paso importante. 


De todo lo dicho se desprende la conveniencia de imprimir a la adopción 
de todas esas normas complementarias del Concordato, que deben constituir 
los adecuados canales por donde discurra sin dificultad la aplicación completa 
del mismo, una celeridad de acuerdo con las necesidades planteadas. 

- El propio Ruiz-GIMÉNEZ, Embajador que tuvo a su cargo una buena parte 
de la gestación del Concordato, ha relatado cómo la negociación del mismo 
se llevó a efecto en algo menos de tres afios; pues bien, han transcurrido ya 
más de los tres afios desde la promulgación del Concordato y la labor con- 
vencional y legislativa complementaria del mismo falta todavía en buena 
parte, habiéndose reducido en gran manera el ritmo anterior. 

Ello no puede ni debe ser interpretado, en modo alguno, como una tibieza 
por parte del Estado espanol en el sincero y justo cumplimiento del Concor- 
dato; existe en el mismo, por el contrario, un clima de buena voluntad y amis- 
tad para con la Iglesia, dentro del cual los posibles conflictos entre las dos 
jurisdicciones se tratan con toda cordialidad y respeto para la misma. 

Ya, a poco de promulgarse el Concordato, apuntaba sagazmente LAMBERTO 
DE ECHEVERRÍA que la circunstancia de haber sido engendrado en un tal am- 
biente traía el inconveniente de que no se dejasen terminadas todas las cosas; 
se piensa que no es necesario atar todos los cabos, porque se supone que la 
amistad va a continuar. 

Son particularmente agudas y certeras las observaciones que sobre la pa- 
labra «concordato» ha formulado ALFONSO GaRcíA VALDECAsAS al estudiar 
este de 1953, marcando especialmente que su raíz central «cor» indica cómo 
se trata de cosa de corazón, de afecto; cómo el Concordato no supone mera- 
mente cruce de voluntades, sino también al modo de un unísono de sentimien- 
tos, una continuada conformidad de sentires, un estado de concordia, en que 
Ja interconexión es tan íntima que la falta de colaboración equivale a un des- 
garramiento, y cómo, en nuestro caso, esa situación predominante de concor- 
dia hace que la interpretación del Concordato se remita confiadamente a un 
común acuerdo, que no se duda de que se dará. 
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AN 2r Ese ambiente de confianza, de cordialidad, de paz entre ambas potestades, 
. en el que hay que situar al Concordato espafiol de 1953, ha sido, sin duda, y 
“Ja causa determinante de que no haya habido prisa por fijar con minuciosidad — 
todos los detalles de su aplicación. Se confía en que la vida y la efectividad: 
"A “del mismo discurrirán apaciblemente por el terreno de la buena armonía, que 
- indudablemente existe entre la Iglesia y el Estado español, dentro de la cual 
. tendrán solución amistosa los problemas que pudieran surgir. 

Los primeros años de la vida del Concordato español de 1953 son, pues, 
. . unos aíios de tranquila colaboración. Si la Historia general de los Concordatos 
i se ha dicho que ha sido para la Iglesia «Historia dolorum», la pequefia his- 
toria de tres anos del nuestro no puede, en justicia, recibir esa calificación. Es, 
= por el contrario, una Historia familiar y pacífica, en la que, incluso, estas | 
mismas características han producido la falta de prisa por encuadrar en um 3 
sistema cerrado de garantías los posibles conflictos. b j 
j Se tiene urgencia por dejar bien precisadas las relaciones jurídicas entre — | 
 extrafios, pero, en cambio, se acude mucho menos al Derecho formal en las | 
= relaciones entre los padres y los hijos. 
Y España es buena hija de la Iglesia. 
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PIO XII Y EL DERECHO PUBLICO 


Permitidme que al comenzar aquí, a la sombra del alma Mater de la Uni- 
versidad Salmanticense y bajo el tema «Pío XII y el derecho páblico», la 
postrera lección del ciclo de conferencias que se ha venido desarrollando estos 
días como homenaje de la Universidad Pontificia al Papa con ocasión de su 
octogésimo cumpleafios, y en el XVII afio de su pontificado, haga mías las 
palabras con que un ilustre internacionalista, don Fernando M.* Castiella, ini- 
ciaba once afios atrás su lección sobre un tema menos vasto que el que me ha 
sido sefialado a mi. 

«Para que nadie se llame a engano debo confesaros, desde el primer ins- 
tante, que me siento empequefiecido ante la magnitud del tema que me habéis 
asignado en este curso de conferencias: El problema internacional en la mente 
del Papa. 

Difícilmente podría encontrarse una materia de más candente actualidad 
y que, al mismo tiempo, fuese más grata, evocadora y reconfortante para los 
católicos espanoles. Ciertamente, el repasar—como yo lo he hecho en estos 
ültimos días—los escritos y alocuciones del Pontífice sobre las arduas cuestio- 
nes de la guerra y de la paz, proporciona uno de los mayores goces espirituales 
à quienes, como nosotros, tenemos la doble suerte de ser hijos sumisos de la 
Iglesia y de haber nacido, además, en estas tierras cristianas de la Península. 

Su Santidad, en efecto, como si desease corresponder a la secular e inque- 
brantable adhesión al Vicario de Cristo, de un pueblo como el nuestro, dotado 
de auténtico genio ecuménico, parece complacerse en poner acentos hispanos 
a lo largo de sus paternales advertencias al mundo beligerante» (1). 

Comprenderéis sin dificultad cómo las anteriores líneas, tan justas y exac- 
tas cuando las pronunciara su autor en 1945, tienen que resultar hoy, aquí, en 
Salamanca, forzosamente estrechas para contener los ültimos once afios de 
magisterio pontificio especialmente denso en el campo del derecho público, 
que ha constituído sin duda el objeto de las más continuas e intensas preocu- 
paciones del Pontífice y el que con mayor frecuencia ha atraído su atención 
en la tarea apostólica de dirigir y aleccionar al mundo. 

. En efecto, si la Encíclica Summi Pontificatus, en los albores de su ponti- 
ficado, al comienzo mismo de la guerra mundial, y los 17 Mensajes que afio 


d) F. M. CASTIELLA: El problema internacional en la mente del Papa (Madrid, 
1946), pp. 9-10. 
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tras afio el Papa ha dirigido al mundo en la fiesta de Navidad constituyen um 


cuerpo de doctrina completo y orgánico sobre los temas fundamentales del 
derecho público, en la serie casi ininterrumpida de discursos y alocuciones pon- 
tificias, el Papa aborda los puntos más diversos y variados de Derecho; irra- 
diando sobre ellos la luz de la verdad e iluminando con la seguridad de sus 


ensefianzas las cuestiones más acuciantes y difíciles al ritmo rápido con que: 


la realidad fecunda e inquieta de la vida se las iba presentando un día 
tras otro. 


Como criterio de orden que nos facilite el desarrollo sintético dentro de- 


los límites impuestos a esta lección de un tema tan amplio y extenso, juzgamos. 
indispensable dividir la exposición en tres secciones que versarán respectiva- 
mente sobre la doctrina de Pío XII en orden al problema internacional, res- 
pecto del ordenamiento interno de los Estados, y en relación con el derecho 
publico eclesiástico. Pero antes, como supuesto previo y como fundamento 
común a las tres secciones, debemos perfilar brevemente los trazos esenciales 
de la doctrina pontificia sobre el valor absoluto de la persona humana en sí 
- misma y, por ende, como verdadero centro y fin esencial del derecho, con la 
consiguiente condenación del positivismo jurídico y la inserción asimismo esen- 
cial del derecho positivo en el derecho natural, o sea, en la unidad y totalidad 
del orden moral como producto de la ley eterna. 


Y no se crea que esta consideración preliminar nos vaya a alejar del tema 
central, pues si bien se considera es precisamente aquí, en esta parte subterrá- 
nea, por así decirlo, sobre estos cimientos metafísicos donde descansa el dere- 
cho, todo derecho, y la misma distinción del derecho en público y privado. 

La persona humana, como ser racional, inteligente y libre creado por Dios, 
se ordena a Dios mismo como a su fin esencial y absoluto, y, por tanto, la so- 
ciedad, cualquiera sociedad formada por hombres, tendrá siempre razón de 
medio para que ellos alcancen el fin personal y absolutamente trascendente. 
De esta manera el fin intrínseco e inmanente de la sociedad, que consiste en 
el bien común, no constituye un valor absoluto en cuanto que no es fin en sí 
simpliciter, sino que, ordenándose en última instancia al fin absoluto y tras- 


cendente de la persona humana, el bien común se constituye intrínsecamente- 


tal por su relación al fin personal y trascendente de la totalidad de los hom- 
bres que integran la sociedad. Pero al mismo tiempo, el bien común, consi- 
derado como fin inmanente e intrínseco de la sociedad, determina y especifica 
su naturaleza, y por ello el bien común supera y excede los bienes particulares 
y los fines contingentes e individuales de las personas que componen la socie- 


dad, y, por consiguiente, los bienes particulares o meramente individuales de- 
los miembros de la sociedad se hallan subordinados y tienen que ceder ante el. 


== By) > 


LAUREANO PEREZ MIER 


bien comun por la, misma relación que éste guarda con la consecución del fin 
absoluto y ultimo de la persona humana (2). 

Nos contentaremos con espigar algunos textos pontificios nada más en la. 
serie interminable que podríamos traer aquí: 

1) «Este nuevo orden, que todos los pueblos anhelan ver realizado des- 
pués de las pruebas y ruinas de esta guerra, ha de alzarse sobre la roca indes- 
tructible e inmutable de la ley, moral, manifestada por el mismo Creador, me- 
diante el orden natural y esculpida por El con caracteres indelebles en los. 
corazones de los hombres; ley moral cuya observancia debe ser inculcada y 
promovida por la opinión püblica de todas las naciones y de todos los Estados 
con tal unanimidad de voz y de fuerza que ninguno pueda atreverse a ponerla 
en duda o a debilitar su fuerza obligatoria» (3). 

2) «Señor del mundo, según la ordenación divina, no es la voluntad y 
el poder de fortuitos y mudables grupos de intereses, sino el hombre, en me- 
dio de la familia y «de la sociedad con su trabajo» (4). 

3) «Origen y fin esencial de la vida social ha de ser la conservación, el 
desarrollo y el perfeccionamiento de la persona humana, ayudándola a poner 
en práctica rectamente la norma y valores de la religión y de la civilización, 
señaladas por el Creador a cada hombre y a toda la humanidad, ya en su 
conjunto, ya en sus naturales ramificaciones» (5). 

4) «Las últimas, profundas, lapidarias y fundamentales normas de la 
sociedad no pueden ser violadas por obra de la voluntad humana; se podrán 
negar, ignorar, despreciar o quebrantar, pero nunca se podrán derogar con 
eficacia Jurídica... En todo caso, el fin de toda la vida social subsiste idéntico, 
sagrado y obligatorio—es el desarrollo de los valores personales del hombre 
como imagen de Dios—, y todo miembro de la familia humana continua 
obligado a cumplir sus inmutables fines, cualquiera que sea el legislador y la 
autoridad a quien obedece. Subsiste, pues, siempre sin que cese por oposición 
alguna, su inalienable derecho, que ha de ser reconocido por amigos y enemi- 
gos, a una ordenación y a una práctica jurídica que sientan y conciban como 
su propio y esencial deber el servir al bien común» (6). 

(2) W. BERTRAMS: Das Privatrecht der Kirche (De iure privato Ecclesiae. Inqui- 


sitio philosophico-theologica in naturam iuris Ecclesiae), en «Gregorianum», t. 25 
(1944), p. 283 y sigs. 

(3) Acción CATÓLICA ESPAÑOLA: Colección de Encíclicas y documentos Pontificios; 
traducción e índices por Mons. Galindo (Madrid, 1955). 

Mensaje de Navidad de 1941: «El nuevo orden internacional», p. 203, n. 23. En 
adelante haremos las citas siempre con las siglas C. E. 

(4) Mensaje de Navidad de 1945: «La supranacionalidad de la Iglesia». C. E., 
p. 249, n. 13. 

(5) Mensaje de Navidad de 1942: «El orden interior de las Naciones». C. E., 
py 210 n4 9: 

(6) Idem, p. 212, n. 15. 
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5) «La fe, hasta lo ultimo, defenderá la personalidad del hombre. Y la 


«personalidad» significa energía y libertad, autodecisión y responsabilidad, 


alma espiritual e inmortal. Mientras haya creyentes sobre la tierra, aunque es- 
tén encadenados, el materialismo no podrá lanzar su grito de victoria» (7). 

6) «El mismo orden absoluto de los seres y de los fines, que senala al 
hombre como persona autónoma, o sea, como sujeto de deberes y derechos 
inviolables, raíz y término de su vida social, abraza también al Estado como 
sociedad necesaria, revestida de autoridad, sin la cual no podría ni existir ni 
vivir. Y si los hombres, valiéndose de la libertad personal, negaran toda de- 
pendencia de una autoridad superior dotada con el derecho de la coacción, 
por ello mismo socavarían el fundamento de su propia dignidad y libertad, 
esto es, aquel orden absoluto de los seres y de los fines. Establecidos sobre 
esta misma base, la persona, el Estado, el poder püblico, con sus respectivos 
derechos, están tan unidos y conexos entre sí que, o se mantienen firmes o se 
arruinan conjuntamente» (8). 

Solamente así, es decir, asentado sobre la roca inconmovible del orden 
moral establecido por Dios y sobre el valor trascendente de la persona huma- 
na, es como el derecho positivo, el derecho püblico y el derecho privado, ad- 
quiere todo su profundo sentido humano y participa de la dignidad e invio- 
labilidad del orden moral sobre el cual descansa y del cual deriva. 

Ved con qué noble majestad glosa el Pontífice el objeto y la misión de la 
jurisprudencia segün el texto clásico de Ulpiano, que la define «divinarum 
atque humanarum rerum notitia, iusti atque iniusti scientia» (9). 


(7) A los católicos de Alemania en su LXXV Congreso (Berlin), 1952. C. EB. 
351393; nº 4, 


F Mensaje de Navidad de 1944: «El problema de la democracia». C. E., p. 235, 
n. 9. 

(9) Diseurso al Congreso Nacional de Juristas Católicos de Italia, el 6-11-1949. 
«Ecclesia» (Madrid, 1949), vol. II, pp. 565-566: «¡Qué noble objeto se asigna en esta 
definición a la ciencia jurídica y qué alto la eleva sobre otras ramas del saber hu- 
mano! La mirada del jurista digno de este nombre se extiende sobre un amplísimo 
horizonte, cuya vastedad y variedad están significadas por las cosas mismas a las 
que debe dirigir su atención y su estudio. Tiene que conocer, ante todo, las cosas 
divinas, divinarum rerum notitia, no sólo porque en la vida humana social la religión 
debe ocupar el primer puesto y dirigir la conducta práctica del creyente, a la que 
también el derecho deberá dictar sus normas; no sólo porque algunas de las princi- 
pales instituciones, como la del matrimonio, tienen un carácter sagrado que el dere- 
cho no puede ignorar, sino sobre todo porque sin este superior conocimiento de las 
cosas divinas el panorama humano, que es el segundo y más inmediato objeto, hu- 
manarum rerum notitia, sobre el cual debe posarse la mente del jurista, quedaría 
privado de aquel fundamento que supera todas las vicisitudes humanas en el tiempo 
y en el espacio y reposa en el absoluto: en Dios. 

Sin duda, el jurista no está llamado por su profesión a dedicarse a la especulación 
teológica para conocer el objeto de su estudio; pero si él no sabe alzarse a la visión 
de la realidad suma y trascendente, de cuya voluntad deriva el orden del universo 
visible y de aquella pequena parte de éste que es el género humano con sus leyes 
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Escuchemos ahora la disección profunda y altamente aleccionadora del po- 
sitivismo jurídico en el discurso dirigido a.los Auditores de la Sagrada Rota 
Romana el 13 de noviembre de 1949: 


«En la ciencia, como en la práctica jurídica, está continuamente sobre el 
tapete la cuestión del verdadero y justo derecho. Pero, ;es que acaso hay, ade- 
más, algün otro? ; Hay, acaso, un derecho falso, e ilegítimo? Sin duda, la yux- 
taposición de estos dos términos ya de por sí sorprende y repugna. No es, sin 
embargo, menos verdad que la noción por ellos significada ha estado siempre 
viva en el sentido jurídico, aun en los clásicos paganos... Es preciso que el 
orden jurídico se sienta de nuevo ligado al orden moral, sin permitirse tras- 
pasar sus confines. Ahora bien; el orden moral está esencialmente fundado en 
Dios, en su, voluntad, en su santidad, en su ser. Aun la más profunda o más 
sutil ciencia del derecho no podría utilizar otro criterio para distinguir las 
leyes injustas de las justas y el simple derecho legal del derecho verdadero, 
que el perceptible ya con la sola luz de la razón por la naturaleza de las cosas 
y del hombre mismo, el de la ley escrita por el Creador en el corazón del 
hombre y expresamente confirmada por la revelación. Si el derecho y la cien- 


inmanentes y moralmente necesarias, le será imposible ver en ella su admirable 
unidad y en sus más íntimas profundidades espirituales la complicación de las rela- 
ciones sociales, a las que el derecho preside, y sus normas reguladoras. Si, como 
afirmaba el gran jurisconsulto y orador romano, natura iuris... ab hominis repetenda 
(est) natura (cfr. De Legibus, 1. 1, c. 5 6 17), la naturaleza o la esencia del derecho 
no puede derivarse sino de la naturaleza del hombre y como, por otra parte, esta 
naturaleza no puede ser conocida, ni siquiera aproximadamente, en su perfección, 
dignidad y elevación y en los fines que gobiernan y subordinan sus acciones, sin la 
conexión ontológica por la cual está ligada a su causa trascendente, es claro que 
al jurista no le será posible conquistar el concepto del derecho ni conseguir una orde- 
nación de él, si no renuncia a ver al hombre y a las cosas humanas fuera de la luz 
que emana de la divinidad para aclararle el camino fatigoso de sus investigaciones... 

Las cosas divinas y humanas que, según la definición de Ulpiano, forman el 
objeto más general de la jurisprudencia, están tan íntimamente unidas, que no se 
puede ignorar la primera sin perder la exacta valoración de la segunda. 

Esto es tanto más verdadero cuanto que el objeto más específico de la ciencia 
jurídica es lo justo y lo injusto, iusti atque iniusti scientia, o sea es la justicia, en su 
alta función equilibradora de las exigencias individuales y sociales en el seno de la 
familia humana. La justicia no es solamente un concepto abstracto, un ideal ex- 
terno al cual deben tratar de adaptarse las instituciones cuanto sea posible en un 
momento histórico dado, sino es también, y sobre todo, algo inmanente al hom- 
bre, a la sociedad, a sus instituciones fundamentales, a causa de aquella suma de 
principios prácticos que dicta e impone, de aquellas normas de conducta más uni- 
versales que forman parte del orden objetivo humano y civil establecido por la mente 
altísima del primer Autor. La ciencia de lo justo y lo injusto supone, pues, una más 
elevada sabiduría, que consiste en conocer el orden de lo creado, y consiguientemen- 
te, a su Ordenador. El derecho, como enseñaba el Aquinate, est obiectum iustitiae 
(STO. TOMÁS, 2.2, 2, q. 57, a. 1), es la norma en que se concreta y se actúa la grande 
y fecunda idea de la justicia, y como tal, si conduce a Dios, eterna e inmutable 
justicia en su esencia, recibe de Dios luz y claridad, vigor y fuerza, sentido y con- 
tenido.» 


A 


LAUREANO PEREZ MIER 


cia jurídica no quieren renunciar al único guía capaz de mantenerlos en el 
recto camino, tiene que reconocer las «obligaciones éticas» como normas ob- 
jetivas válidas aun en el mismo orden jurídico. 

La organización jurídica de la Iglesia católica jamás ha pasado, ni se halla 
en peligro de pasar nunca por semejante crisis. ¿Cómo podría ser de otro: 
modo? Su alfa y omega es la palabra del Salmista: Im aeternum, Domine, est 
verbum tuum, stabile ut caelum... Verbi tui caput constantia est, et aeternum: 
est omne decretum iustitiae tuae. Esto vale para todo el derecho divino, aun 
para aquel que el Hombre-Dios ha puesto como fundamento de su Iglesia. 
Efectivamente, ya desde el principio, en las primeras grandes promesas ha. 
establecido su. Iglesia como una sociedad jurídica. Ciego en verdad tendría que 
ser el que cerrase los ojos a esta realidad. 

«La ciencia y la práctica del derecho canónico no reconocen, evidentemen- 
te, ningán derecho legal que no sea también verdadero derecho; su misión. 
es dirigir en los límites fijados por la ley divina, el sistema jurídico eclesiás- 
tico siempre y enteramente hacia el fin de la Iglesia misma, que es la salud 
y el bien de las almas. A este fin sirve de modo perfecto el derecho divino; 
al mismo fin debe tender, lo más perfectamente posible, también el derecho: 
eclesiástico» (10). 


I. Pío XII ANTE EL PROBLEMA INTERNACIONAL 


No tememos incurrir en exageración si afirmamos que quizá ningún Papa. 
en ningún tiempo ha tenido una preocupación tan honda por la paz ni tra- 
bajado tan incansablemente como lo ha hecho Pío XII para poner fin a la 
guerra primero y establecer la verdadera paz entre los Estados después, adoc- 
trinando al mundo con insistencia no interrumpida desde el momento mismo 
de su elevación al solio pontificio hasta el día de hoy, sin una vacilación ni 
un desaliento en los diecisiete años transcurridos en guerra y sin paz después. 
que enmudecieron las armas. 

Ya en la Summi Pontificatus, la primera Encíclica que el Papa dirigió al 
mundo católico a los dos meses de desencadenada la guerra, Pío XII, conde- 
nando el nefasto absolutismo de Estado, hijo del positivismo jurídico, procla- 
maba que no hay derecho internacional posible si no es sobre la base del dere- 
cho natural y del orden moral. 

En efecto, escribe el Pontífice: «Es indispensable para la existencia de 
contactos armónicos y durables, y de relaciones ,fructuosas, que los pueblos 
reconozcan y observen aquellos principios de derecho natural internacional que: 


(10) O. E., pp. 1305-1307, nn. 3, 8-9. 
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regulan su desenvolvimiento y funcionamiento normal. Tales principios exi- 
gen el respeto de los derechos que se refieren a la independencia, a la vida 
y a la posibilidad de un desenvolvimiento progresivo en el camino de la civi- 
lización: exigen, además, la fidelidad a los pactos estipulados y sancionados 
conforme a las normas del derecho de gentes. 


No cabe duda de que la condición indispensable para toda pacífica convi- 
vencia entre los pueblos, y aun el alma de las relaciones jurídicas que rigen 
entre ellos, es la mutua confianza, la previsión y persuasión de la recíproca 
fidelidad a la palabra empenada, la seguridad de que por ambas partes existe 
el convencimiento de que es mejor la sabiduría que las armas bélicas y la dis- 
posición para discutir y no recurrir a la fuerza o a la amenaza de la fuerza en 
caso de que surgiesen tardanzas, impedimentos, cambios y divergencias, todo 
lo cual puede derivarse tanto de una mala voluntad cuanto del cambio de las 
circunstancias y de la oposición entre intereses reales» (11). 


Y entonces mismo el Papa, que no vive sino para la paz y trabaja por la 
paz, se pregunta a continuación: «Cuando termine esta guerra feroz, ¿los tra- 
tados de paz, el nuevo orden internacional, estarán animados por la justicia 
y por la equidad hacia todos, por aquel espíritu que libra y pacifica, o serán, 
por el contrario, una lamentable repetición de errores antiguos y recien 
tes?» (12). : 

Después podemos decir que la paz es el tema constante de sus Mensajes 
navideños, y esto no sólo en lo que dura la guerra, sino que estaba reservado 
a los Mensajes más recientes el análisis, un análisis cada vez más profundo, 
de los requisitos, de las propiedades y caracteres de la paz y de su íntima 
naturaleza. Sigamos sumariamente el hilo del pensamiento pontificio sobre el 
problema internacional de la paz al compás del desarrollo de sus enseñanzas. 


En el primer Mensaje de Navidad de 1939, dirigido a esclarecer las «pre- 
misas para una paz justa y honrosa», el Papa, después de volver su mirada al 
origen inmediato de la contienda y de señalar cómo «no eran insolubles los 
problemas que se agitaban entre las diversas naciones, pero la desconfianza, 
originada por una serie de circunstancias particulares, impedía, casi con fuerza 
irresistible, que nunca más se pudiera prestar fe a la eficacia de eventuales 
promesas y a la duración y vitalidad de posibles acuerdos», precisa luego con 
toda claridad cinco puntos fundamentales que debería abarcar todo plan o 
proposición de paz duradera; a saber: 1) un derecho igual de todas las na- 


aD C E DI an 20-28: 

(12) C. E. p. 172, n. 28: «La hora de la victoria es la hora del triunfo externo 
para quien tiene la fortuna de conseguirla; pero es al mismo tiempo la hora de la 
tentación, en la que el ángel de la justicia lucha con el demonio de la violencia.» 
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ciones a la vida y a la independencia; 2) desarme mutuamente consentido, 
orgánico y gradual o progresivo; 3) creación de instituciones jurídicas ade- 
cuadas que sirvan para asegurar el fiel y leal cumplimiento de los tratados, y a 
la vez para que éstos puedan ser revisados y corregidos en caso de necesidad; 
4) en especial se ha de proveer eficazmente a las verdaderas necesidades y a 
las justas exigencias, así de las naciones como de las minorías étnicas; 5) fs 
nalmente, la paz debe devolver a los pueblos una mutua y recíproca confianza 
entre ellos, mas para esto es indispensable que así los gobernantes como los 
pueblos mismos posean un espíritu de íntima y aguda responsabilidad que los 
lleve a contemplar los estatutos y reglamentos humanos según las normas in- 
mutablemente válidas del derecho divino, el ánico que puede prestar vida, 
autoridad y obligatoriedad a los tratados internacionales. Ved con qué lapida- 
ria concisión desarrolla el Pontífice las «cinco premisas para la paz», transi- 
das de afecto paternal y monumento de prudente realismo y de humana mo- 
deración, donde la justicia y la equidad se subliman en la fraternidad y el 
amor entre las naciones (13). 


(13) C. E., pp. 187-188, n. 15: Independencia de todas las maciones. «Un postulado 
fundamental de una paz justa y honrosa es asegurar el derecho a la vida y a la 
independencia de todas las naciones, grandes y pequenas, potentes y débiles. La vo- 
luntad de vivir de una nación no debe equivaler nunca a la sentencia de muerte 
para otra. Cuando tal igualdad de derechos es destruída, herida o puesta en peligro, 
el orden jurídico exige una reparación, cuya extensión y medida nunca ha de ser 
determinada por la espada o el arbitrio egoísta, sino por las normas de la justicia 
y de la recíproca equidad. 

N. 16. Fundamental importancia del desarme. A fin de que el orden, de tal suerte 
establecido, pueda tener tranquilidad y duración, quicios de la verdadera paz, las 
naciones han de ser libertadas de la pesada esclavitud de la carrera de armamentos 
y del peligro de que la fuerza material, en vez de servir para tutela del derecho, se 
convierta en una violenta tiranía. Tratados de paz que no atribuyesen fundamental 
importancia al desarme mutuamente consentido, orgánico y progresivo, tanto en el 
orden práctico como en el espiritual, y que no cuidasen de realizarlo lealmente, 
revelarían ante todo, tarde o temprano, su inconsistencia y falta de vitalidad. 

N. 17. Necesidad de instituciones jurídicas. En toda reordenación de la conviven- 
cia internacional sería conforme a las máximas de la humana sabiduría que todas 
las partes interesadas llegaran a notar bien las consecuencias de las lagunas y de 
las deficiencias del pasado; y al crear o reconstruir las instituciones internacionales, 
que tienen una misión tan alta, pero al mismo tiempo tan difícil, y llena de gravísi- 
ma responsabilidad, se deberían tener presentes las experiencias que resultaren de 
la ineficacia y del defectuoso funcionamiento de anteriores iniciativas semejantes. 
Y puesto que es tan dificil a la debilidad humana—casi podríamos decir imposible— 
preverlo todo y asegurarlo todo en el momento de intentar la paz cuando tanto 
cuesta sustraerse a las pasiones y a la venganza, es de importancia decisiva, para 
aceptar con honra un tratado de paz y para evitar arbitrarias y unilaterales lesio- 
nes e interpretaciones de las cláusulas del mismo, constituir instituciones jurídicas 
que sirvan para garantizar el leal y fiel cumplimiento de tales tratados y, en caso 
de reconocida necesidad, para revisarlos y corregirlos. 

N. 18. Naciones, pueblos y minorias étnicas. Hay un punto que debería reclamar 
muy especialmente la atención, si con sinceridad se quiere una mejor ordenación 
de Europa: es el que se refiere a las verdaderas necesidades y justas exigencias, 
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Un afio después, el Mensaje de 1940, volviendo sobre el problema de la 
paz, ahonda en lo que el Papa denomina las bases indispensables de un orden 
nuevo que responda al anhelo comün de los pueblos, y concreta estas bases en 
cinco puntos, que por hundir sus raíces en el espíritu mismo de los pueblos 
habrán de preparar el terreno para la eficacia y el arraigo de las instituciones 
jurídicas cuando suene la hora de la paz. Victorias sobre otras tantas tenden- 
cias malsanas surgidas o exacerbadas por la guerra en el espíritu de los pue- 
blos, el Papa las concreta así: 1) victoria sobre el odio; 2) victoria sobre la 
desconfianza; 3) victoria sobre el funesto principio de que la utilidad es la 
base y la regla del derecho, y de que la fuerza crea el derecho; 4) victoria 
sobre los gérmenes de conflictos, y 5) victoria sobre el frío egoísmo (14). 

En el Mensaje de Navidad de 1941, al determinar las condiciones del 
«nuevo orden» entre los Estados, que constituye un anhelo común de los pue- 
blos, el Papa establece de nuevo en primer lugar el derecho de libertad e in- 
dependencia de todas las naciones en los siguientes términos: 

«En el campo de un nuevo orden internacional fundado sobre los prin- 
cipios morales, no hay puesto para la lesión de la libertad, de la integridad 
y de la seguridad de otras naciones, cualquiera que sea su extensión territorial 
o su capacidad defensiva. Si es inevitable que los grandes Estados, por sus 
mayores posibilidades y su poderío, tracen el camino para la constitución de 
grupos económicos entre ellos y las naciones menores y más débiles, es, sin 
embargo, indiscutible—como para todos, en el conjunto del interés general— 
el derecho de éstas al respeto de su libertad en el campo político, a la eficaz 
guarda de la neutralidad en las luchas entre los Estados, que les corresponde 


tanto de las naciones y pueblos como aun de las minorías étnicas; exigencias ‘que, 
si no siempre bastan para fundamentar un estricto derecho cuando están en vigor 
tratados reconocidos y sancionados u otros títulos jurídicos que se opongan a ellas, 
sin embargo, merecen siempre un examen benévolo, a fin de solucionarlas por mé- 
todos pacíficos, o también, si fuere necesario, por medio de una equitativa, prudente 
v concorde revisión de los tratados. Devuelto así un verdadero equilibrio a las na- 
ciones, reconstituídas las bases de una confianza mutua, se alejarían muchas tenta- 
ciones de recurrir a la violencia. 

N. 19. Responsabilidad, justicia, amor. Pero aun los mejores reglamentos, bien 
que se cumplan con la mayor exactitud, serán imperfectos y condenados en defini- 
tiva al fracaso si los que dirigen la suerte de los pueblos mismos no se dejan pene- 
trar cada vez más por aquel espíritu del que ünicamente puede provenir la vida, 
autoridad y obligatoriedad de los reglamentos internacionales; esto es, por aquel 
sentido de íntima y aguda responsabilidad, que mira y pondera los estatutos hu- 
manos segün las santas e indestructibles normas del derecho divino; por aquel ham- 
bre y sed de justicia que se proclama como bienaventuranza en el Sermón de la 
Montafia y que tiene, como condición natural previa, la justicia moral; por aquel 
amor universal que es el compendio y el fin más avanzado del ideal cristiano y que 
por ello tiende un puente aun a quienes no tienen la felicidad de participar en nues- 
tra misma fe.» 

(14) C. E., pp. 196-197, nn. 25-30. 
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segün el dérecho natural y de gentes, y a la tutela de su propio desarrollo 
económico, pues tan sólo así podrán conseguir adecuadamente el bien comun, 
el bienestar material y espiritual del propio pueblo» (15). 

Cuatrocientos afios antes, justamente en 1539, el gran maestro Vitoria, 
aquí, en las aulas universitarias de Salamanca, había proclamado en sus céle- 
bres Relecciones De Indis o De iure belli las reglas o principios de justicia 
en la guerra y los derechos fundamentales de los Estados; derechos, según él; 
que vienen establecidos por el derecho de gentes o consentimiento virtual de 
todos los pueblos «auctoritate totius orbis» en cuanto se apoyan sobre la na- 
turaleza social del hombre. 


Vitoria enumera como el primero el derecho a la vida o el derecho de 
conversación que constituye una ley intrínseca de todos los seres. Y como se 
trata de una persona moral, como es el Estado, ningün interés—observa Vito- 
ria—, ninguna conveniencia de otro Estado puede justificar el privar a un 
Estado de su existencia si no es por un crimen que le constituyera en un peli- 
gro permanente para la comunidad de los Estados. Intimamente unido al de- 
recho de conservación está, segün Vitoria, el derecho a la independencia, pues- 
to que despojar a un Estado de su independencia es privarle de la soberanía 
y destruirle como Estado. 

Pero el derecho de independencia, nótese bien, según la mente de Vitoria, 
no es en modo alguno independencia o no sumisión del Estado al derecho de 
gentes; no es independencia del derecho, sino independencia o no sumisión 
a otro Estado o grupo de Estados que se conceptüen superiores, análogamente 
a cómo la dignidad de persona en la persona humana lo que niega es el reba- 
jamiento a la condición de medio o instrumento de otra (tal el esclavo: znstru- 
menium vocale, en el derecho romano); pero la sumisión al derecho no se 
opone a la dignidad de la persona, antes al contrario, la sumisión al derecho 
es característica del hombre como ser inteligente y libre (16). 


(15) OCE; p. 204, n. 27. 


(16) Relectio «De Indis», 2.º pars (ed. 2.2 Salamanca, 1565). N. 58, fol. 198: «No- 
num dubium. An liceat deponere principes hostium, et novos ponere et constituere, 
vel sibi retinere principatum. 

Prima propositio. Hoc non passim, et ex quacumque causa belli iusti licet facere: 
ut patet ex dictis. Nam poena non debet excedere quantitatem et rationem iniuriae, 
imo poenae sunt restringendae.. ergo dato quod iniuria illata ab hostibus sit suffi- 
ciens causa belli, non semper erit sufficiens ad exterminationem principatus hostis, 
et ad depositionem legitimorum et naturalium principum. Hoc enim esset prorsus 
saevum et inhumanum.» 

N. 59: «Non est negandum quin aliquando possint contingere sufficientes et legi- 
timae causae vel ad mutandos principes vel occupandum principatum: et hoc vel 
pro multitudine et atrocitate damnorum et iniuriarum, vel maxime quando aliter 
securitas et pax ab hostibus obtineri non potest: et inmineret grande periculum 
reipublicae ab illis, nisi hoc fieret. Hoc patet. Si enim licet occupare civitatem ex 
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El Pontífice reitera después la necesidad de un desarme que, «con serie- 
«dad y honradez, proceda a una limitación progresiva y adecuada de los arma- 
mentos», y centra la atención sobre la pacificación espiritual de los pueblos, 
sin la cual el desarme material no será posible, y dado que lo fuera, serviría 
de muy poco mientras la paz no se adueñe de los espíritus. Por eso añade en 
seguida: 

«Conforme a la medida en que se realice el desarme habrán de estable- 
cerse medios apropiados honrosos para todos y eficaces para devolver a la 
norma pacta sunt servanda la función vital y moral que le corresponde 
en las relaciones jurídicas entre los Estados. Tal norma, que ha sufrido en lo 
pasado crisis angustiosas e innegables infracciones, ha encontrado por ello 
contra sí una desconfianza casi incurable entre los diversos pueblos y los res- 
pectivos gobernantes. A fin de que renazca la recíproca confianza, han de 
surgir instituciones que, al ganarse el respeto general, se dediquen al nobilí- 
simo oficio tanto de garantizar el sincero cumplimiento de los tratados como 
de promover, segün todos los principios del derecho y de la equidad, las opor- 
tunas correcciones o revisiones» (17). 

En el Mensaje de 1946 ante la inminencia de los tratados de paz, el Papa 
insiste otra vez con más firmeza en la necesidad de que ellos aseguren la po- 
sibilidad de futuras correcciones si, como deben, han de aspirar a establecer 
un verdadero estado de paz entre los pueblos y no simplemente un período de 
tregua entre dos guerras. 

«Si a vuestra labor—dice Pío XII—en favor de la nueva ordenación y de 
la seguridad de la paz queréis dar íntima estabilidad y duración, si queréis 
impedir que más pronto o más tarde se quiebre por sus propias exigencias, por 
la dificultad práctica de su realización, por sus inherentes defectos y faltas, 
por sus lejanos efectos reales o psíquicos, imposibles ahora de calcular, tened 
sumo cuidado de no dejar obstáculos a la posibilidad de correcciones mediante 
un procedimiento claramente determinado, tan pronto como la mayoría de los 
pueblos, la voz de la razón y de la equidad muestren que tales modificaciones 
son oportunas y deseables, o quizá hasta obligadas» (18). 

Dos afios después, en 1948, ante la comün ansiedad por la paz y la pesa- 
dilla de una nueva guerra, el Mensaje de Navidad previene a los gobernantes 
y a los pueblos contta los dos escollos igualmente peligrosos en los que puede 


causa, ut dictum est, ergo tollere principem civitatis, et eadem est ratio de provin- 
cia, et principe provinciae, si causa maior contingat.» Véase J.-G. MENENDEZ REIGADA: 
Vitoria (Francois de), en «Dictionnaire de Théologie catholique», t. 1512.3 parte, 
«cols. 3138-3139. i 

(i DE OE ES P PB, ins PA 

(18) Triple invitación a los gobernantes. C. E., p. 255, n, 9. 
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naufragar el universal anhelo de paz; a saber, de un lado, la desconfianza. 
injustificada, y del otro, el deseo irracional de una paz a ultranza. 


«Nunca, desde que cesaron las hostilidades, los espíritus se han sentido ` 


tan oprimidos como hoy por la pesadilla de una nueva guerra y por la ansie- 
dad de la paz. Se mueven ellos entre dos polos opuestos. Algunos repiten ef 
refrán. Si vis pacem, para bellum. Otros creen encontrar la salvación en la 
fórmula: Paz a toda costa. Ambas partes quieren la paz, pero ambas la ponen 
en peligro: los unos, porque despiertan desconfianza; los otros, porque alien- 
tan la seguridad de quien prepara la agresión. Por tanto, una y otra compro- 
meten, aun sin quererlo, la causa de la paz» (19). 


Dijimos más arriba que los derechos fundamentales de los Estados, y em 
particular el derecho de soberanía o independencia, no está en oposición; an- 
tes al contrario, reclama con igual firmeza la afirmación de una mutua y: 
estrecha solidaridad de los Estados todos en una superior unidad: la comu- 
nidad internacional. 


Pío XII sienta el principio de la solidaridad de los pueblos en .términos: 
tajantes: «La doctrina católica sobre el Estado y la sociedad civil se ha fun- 
dado siempre en el principio de que, por voluntad divina, los pueblos formam 
entre sí una comunidad que tiene un fin y deberes comunes» (20). 


El Mensaje de 1944 reviste un interés extraordinario en orden a este prin- 
cipio verdaderamente fundamental de la paz y de la organización de un orden: 
internacional. Dice Pío XII: 


«Del reconocimiento de este principio depende el porvenir de la paz. 
Ninguna reforma mundial, ninguna garantía de paz, puede prescindir de él 
sin debilitarse ni negarse a si misma. Si, por el contrario, aquella misma exi- 
gencia moral encontrase su realización en una sociedad de pueblos que su- 
piese evitar los defectos de estructura y los errores de las precedentes solu- 
ciones, entonces la majestad de aquel orden regularía y dominaría por igual 
las deliberaciones de esta sociedad y la aplicación de sus medios de sanción. 
Por el mismo motivo se comprende cómo la autoridad de semejante sociedad 
de pueblos habrá de ser verdadera y efectiva sobre los Estados que sean sus: 
miembros, mas de tal suerte que cada uno de ellos conserve un derecho igual 
que corresponda a su relativa soberanía. Solamente de esta manera el espíritu 
de una sana democracia podrá penetrar a su vez aun en el vasto y espinoso» 
campo de la política exterior» (21). 


(19) Firme fe. Anhelo de paz. C. E., p. 269, n. 11. 
(20) C. E. p. 269, n. 10: 
(21) El problema de la democracia. C. E., PAS, Pd 
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La organización, siquiera sea imperfecta, de la comunidad internacional 
debe llevar no sólo a la condenación de la guerra de agresión, sino a la crea- 
ción de órganos internacionales adecuados que conduzcan al castipo de la 
guerra dicha y que eviten a la vez que los tratados degeneren en sostén y am- 
paro de injusticias para el futuro (22). 


El principio de solidaridad de los pueblos en la justicia y contra el es- 
píritu de agresión constituye en la mente de Pío XII la más sólida garantía 
de paz, garantía que se apoya no en el simple temor a la guerra, sino en el 
sentimiento moral de la justicia y en la convicción de que solamente así la 
fuerza y el poder se hallan al servicio de la justicia y del derecho. 


«Toda guerra de agresión contra aquellos bienes que la ordenación divina 
de la paz obliga a respetar y a garantizar incondicionalmente, y, por consi- 
guiente, también a proteger y defender, es pecado, delito, atentado contra. 
la majestad de Dios Creador y ordenador del mundo. Un pueblo, amenazado 
o víctima ya de una injusta agresión, si quiere pensar y obrar cristianamente 
no puede permanecer en una indiferencia pasiva, y con tanta mayor razón la 
solidaridad de la familia de los pueblos prohibe a los demás el comportarse 
como simples espectadores en una actitud de impasible neutralidad. El pre- 
cepto de la paz es de origen divino. Su fin es la protección de los bienes de la 
humanidad, en cuanto que son bienes del Creador. Ahora bien: entre estos. 
bienes hay algunos de tal importancia para la convivencia humana que el de- 
fenderlos contra la injusta agresión es, sin duda alguna, plenamente legítimo. 
A esta defensa viene obligada también la solidaridad de las naciones, que 
tienen el deber de no dejar abandonado al pueblo agredido. La seguridad de 
que tal deber no ha de quedar sin cumplirse servirá para desalentar al agre- 
sor y, en consecuencia, para evitar la guerra o, al menos, en la peor hipótesis, 
para abreviar sus sufrimientos» (23). 

Señalemos también aquí cómo el Papa edifica sus proposiciones sobre los 
sólidos cimientos que asentó Vitoria cuando justifica el derecho de interven- 
ción en los casos de que un Estado cualquiera atente contra el derecho de gen- 


tes, que es el derecho de la comunidad internacional, mejor aün, de toda la. 


humanidad. Cuando un Estado, ensefia Vitoria (24), viola el derecho de gen- 


(22) C. E., p. 238, nn. 14-16. 

(29) MEC SEEDS a all 

(24) Relectio «De Indis», 2.2 pars. N. 12, fol. 169: «Et idem est iudicium (de in- 
terventus liceitate), si etiam permittentes praedicationem, impediant conversionem, 
occidentes, vel aliter punientes conversos ad Christum, vel minis aliter deterrentes. 
Haec patet.. Ergo in favorem illorum qui opprimuntur, et patiuntur iniuriam, pos~ 
sunt Hispani movere bellum, maxime cum res sit tanti momenti.» 
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tes se sale de la órbita legítima de su soberanía y se hace preciso volverle, 
incluso coactivamente si fuere necesario, a los justos límites que le traza su 
naturaleza, de manera semejante a como en el ordenamiento jurídico interno 
la autoridad legítima reintegra mediante la pena al orden del derecho al de- 
lincuente que se salió de él por el delito. 

Y no se crea por eso que esta actitud moral excluya o desvalorice siquiera 
el temor a la guerra y que pueda, por tanto, degenerar en un peligro para 
la paz. 

Pío XII analiza profundamente el temor a la guerra en el Mensaje de 
Navidad de 1954. 

El temor a la guerra, como estado psicológico, dice el Papa, es hoy un sen- 
timiento universal que domina a todos los pueblos. Pero el sentimiento de 
temor simplemente no es capaz de producir la paz; más aün, no es siquiera 
suficiente para evitar la guerra, pues, «aunque por un lado teme la guerra 
como la mayor de las catástrofes, por otro pone en ella toda su confianza, 
como si fuese el medio para subsistir y la única capaz de regular las relaciones 
internacionales» (25). Un temor a la guerra que no sea el temor moral «que 
considera la guerra como una materia del orden moral, cuya violación cons- 


N. 15, fol. 171: «Alius titulus posset esse propter tyrannidem, vel ipsorum domi- 
norum apud barbaros, vel etiam propter leges tyrannicas in iniuriam innocentum, 
puta quia sacrificant homines innocentes, vel alias occidunt indemnatos ad vescen- 
dum carnibus eorum. Dico etiam, quod sine authoritate Pontificis possunt Hispani 
prohibere barbaros ab omni nefaria consuetudine et ritu, quia possunt defendere 
innocentes a morte iniusta... Ergo quilibet potest defendere illos a tali tyrannide, 
et oppresione, et hoc maxime spectat ad principes.» 

N. 19, fol. 185: «Principes non solum habent authoritatem in suos, sed etiam in 
extraneos ad coercendum illos, ut abstineant se ab iniuriis, et hoc iure gentium, et 
orbis totius authoritate. Imo videtur quod iure naturali, quia aliter orbis stare non 
posset nisi esset penes aliquos vis et authoritas deterrendi improbos, et coercendi, 
ne bonis et innocentibus noceant. Ea autem quae necessaria sunt ad gubernationem 
et conservationem orbis, sunt de iure naturali, nec alia ratione probari potest, quod 
respublica iure naturali habeat authoritatem afficiendi suplicio et poenis cives suos, 
qui reipublicae sunt perniciosi. Quod si respublica hoc potest in suos, haud dubium 
quim orbis possit im quoscumque perniciosos, et nequam homines: et hoc non nisi 
per principes, ergo pro certo principes possunt punire hostes qui iniuriam fecerunt 
reipublicae, et omnino postquam bellum rite et iuste susceptum est, hostes obnoxii 
sunt principi tanquam iudici proprio. Et confirmatur haec, quia re vera nec pax, 
nec tranquillitas, quae finis est belli, aliter haberi potest, nisi hostes malis, et damnis 
afficiantur, quibus deterreantur, ne iterum aliquid tale commitant.» 

En la Releccion 3.4 «De potestate civili» se encuentra este célebre pasaje: N. 21, 
fol. 93: «Ex omnibus dictis infertur corollarium, quod ius gentium non solum habet 
vim ex pacto et condicto inter homines, sed etiam habet vim legis, habet enim totus 
orbis, qui aliquo modo est una respublica, potestatem ferendi leges, aequas et con- 
venientes omnibus, quales sunt in iure gentium. Ex quo patet quod mortaliter pec- 
cant violantes iura gentium, sive in pace, sive in bello, in rebus tamen gravioribus, 
ut est de incolumitate legatorum, neque licet wni regono molle teneri iwre gentium, 
est enim latum totius orbis authoritate.» Véase J.-G. MENÉNDEZ REIGADA, art. cit., 
col. 3138. 

(25) Temor, error, verdad, coexistencia. C. E., p. 1623, n. 5. 
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tituye realmente una culpa que no queda sin castigo», un temor que se limite 
a considerar la guerra simplemente como «un dado que hay que jugar con 
mayor o menor cautela y destreza, y no como un hecho moral que obliga a la 
«conciencia», lejos de evitar el azote de la guerra a los pueblos los lanza pre- 
cipitadamente en ella, como aconteció en 1939. 


Pero hay también un temor racional a la guerra, temor que consiste en 
«considerar el problema de la paz y de la guerra como un hecho de respon- 
sabilidad superior y cristiana ante Dios y ante la ley moral. Ciertamente, aun 
“en este modo divino de considerar el problema entra el elemento «temor», 
como freno de la guerra y estímulo para la paz; pero se trata de un temor 
saludable de Dios, fiador y juez del orden moral y, por lo tanto, como ensefia 
€] Salmista, del principio de la sabiduría» (26). 

«La actual coexistencia en el temor—dice Pio XII—tiene ante sí tan sólo 
dos perspectivas: o se elevará a ser coexistencia en el temor de Dios y luego 
a una convivencia de paz verdadera, inspirada y vigilada por el orden moral 
que El ha impuesto, o se irá reduciendo cada vez más una parálisis glacial de 
la vida internacional» (27). 

En un mundo, como nos hallamos hoy, escindido en dos bandos que 
coexisten en el temor sin convivir, la única esperanza de una coexistencia en 
la verdad que pueda en su tiempo acercar los pueblos a la paz radica no en 
los regímenes ni en los sistemas sociales, stno únicamente en los hombres de 
uno y otro lado (28). 


IL. Pío XII Y EL ORDENAMIENTO INTERNO DE LOS ESTADOS 


Ya es hora de que pasemos a considerar las ensenanzas de Pío XII en 
relación con el «orden interior» de los Estados. 

El Mensaje de Navidad de 1942 se consagra casi por entero al «orden 
interior» de las naciones, y conmueve desde el principio la serena majestad 
con que el Vicario de Cristo justifica, en su misión de pastor y maestro uni- 
versal de la humanidad que ha sido designado por el mismo Jesus, la elección 
del tema para su Mensaje. 


(26) (Oe dike p 16237 Nn. 6: 

(Qu (OE dB Was ISS), 505 SE 

(28) C. E., pp. 1629-1630, n. 17: «No se puede construir en la verdad un puente 
entre estos dos mundos separados, si no es apoyándose en los hombres que viven en 
el uno y en el otro, y no sobre sus regímenes o sistemas sociales... Otro es el recto 
camino. En ambos campos son millones los que han conservado, en grado más o 
menos activo, la huella de Cristo: ellos, no menos que los fieles y fervorosos cre- 
yentes, deberían ser los llamados a colaborar para establecer una base de unidad 
de la familia humana.» 
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Oíd sus palabras augustas: «El lema Misereor super turbam es para Nos 
una sacra consigna, inviolable, poderosa y apremiante en todos los tiempos: 
| y en todas las vicisitudes humanas, como era la divisa de Jesús; y la Iglesia 
se negaría a sí misma, dejando de ser madre, si se hiciera sorda ante el grito 
angustioso y filial que todas las clases de la humanidad hacen llegar a sus. 
oídos. La Iglesia no pretende tomar partido por una u otra de las formas 
particulares y concretas con que los varios pueblos y Estados tienden a resol- 
ver los gigantescos problemas de orden interior y de colaboración internacio- 
nal, siempre que respeten la ley divina; mas por otra parte, la Iglesia, colum- 
na y fundamento de la verdad, y guardiana, por voluntad de Dios y por 
misión de Cristo, del orden natural y sobrenatural, no puede renunciar a pro- 
clamar ante sus hijos y ante el mundo entero las normas fundamentales e 
inquebrantables, salvándolas de toda tergiversación, oscuridad, impureza, falsa 
interpretación y error» (29). 

La convivencia en el orden, o la unidad de vida social en la variedad de los 
elementos sociales, constituye el primer elemento de la paz, tal como la de- 
fine Santo Tomás: «Tranquilidad de la convivencia en el orden.» 


Centro y elemento clave de toda vida social, según dijimos al principio, 
tiene que ser la persona humana. Esto supuesto, dice el Papa: «El orden, 
base de la vida asociada de los hombres; esto es, de seres racionales y morales, 
que tienden a realizar un fin conforme a su naturaleza, no es una simple 
yuxtaposición exterior de partes numéricamente distintas; es más bien, y ha 
de ser la tendencia y la realización, cada vez más perfecta, de una unidad 
interior que no excluya las diferencias fundadas en la realidad y sancionadas 
por la voluntad del Creador o por normas sobrenaturales» (30). 


Misión del ordenamiento jurídico: llegar a la paz por la justicia 


«Para que la vida social—escribe Pio XII—, segán Dios la quiere, ob- 
tenga su fin es esencial una ordenación jurídica que le sirva de apoyo exter- 


(29) C. E., pp. 208-209, nn. 3-4. 

(30) C. E., p. 209, n. 6. Y continüa más abajo, p. 211, n. 12: «La razón, iluminada 
por la fe, señala a cada una de las personas y de las sociedades particulares en la 
organización social un puesto determinado y digno; y sabe, hablaremos sólo de lo 
más importante, que toda la actividad del Estado, politica y económicamente, está 
sometida a la realización permanente del bien comün, es decir, de las condiciones 
externas necesarias al conjunto de los ciudadanos para el desarrollo de sus cualida- 
des y de sus oficios, de su vida material, intelectual y religiosa, en cuanto, por una 
parte, no sean suficientes la capacidad y las energías de la familia y de otros or- 
ganismos, a los cuales corresponde una natural precedencia, y por otra, la voluntad 
salvífica de Dios no haya determinado en la Iglesia otra sociedad universal al ser- 
vicio de la persona humana y de la realización de sus fines religiosos.» 
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no, de defensa y de protección; ordenación cuya misión no es dominar, sino 
servir, tender al desarrollo y aumento de la vitalidad de la sociedad en la 
rica multiplicidad de sus fines, conduciendo hacia su perfeccionamiento todas 
y cada una de las energías en pacífica cooperación y defendiéndolas, por me- 
dios apropiados y honestos, contra todo cuanto sea dafioso a su pleno des- 
arrollo» (31). 

«Sobre esta sistematización orgánica, la ünica vital, en la cual florecen en 
armonía la más noble humanidad y el más genuino espíritu cristiano, hállase 
esculpida la sentencia de la Escritura, comentada por el gran Doctor de Aqui- 
no: La paz es efecto de la justicia, que se aplica tanto al aspecto interno como 
al aspecto externo. Ella no admite ni oposición ni alternativa—amor o dere- 
cho—, sino la síntesis fecunda—amor y derecho—» (32). 


Convivencia en la tranquilidad 


El segundo elemento fundamental de la paz, dice Pío XII, hacia el cual 
tiende casi instintivamente toda sociedad humana, es la tranquilidad, que no 
tiene nada de comün con la inmovilidad, antes al contrario, lleva consigo una 
actividad ferviente, actividad natural y racional al mismo tiempo, y por ello 
vital, fecunda e inquieta y a la vez dirigida e iluminada por la razón, y como 
tal, ordenada. 

Una renovación y restauración de la vida social que dé a la sociedad la 
tranquilidad del orden en la que consiste la paz tiene que edificarse sobre 
estos cinco pilares que señala el Papa; 1) el pleno reconocimiento de la dig- 
nidad y los derechos de la persona humana; 2) la defensa de la unidad so- 
cial y singularmente de la familia; 3) la dignidad del trabajo; 4) la renova- 
ción del orden jurídico, y 5) la idea cristiana del Estado. 

Cuando Pío XII habla de reintegración del orden jurídico, lo que postula 
es un concepto genuinamente cristiano del derecho que venga a desterrar el 
positivismo jurídico y que vincule nuevamente el derecho positivo al orden 
moral y al derecho natural, no un derecho natural evanescente como simple 
ideal de justicia, sino derecho de contenido concreto en sus preceptos, verda- 
deramente inviolable y obligatorio, orden de justicia, en fin, objetivo, uni- 
versal e inmutable, esculpido por Dios en la misma naturaleza racional del 
hombre, el cual irá a desembocar así en el único, sólido y duradero Estado 
de derecho. 

«El saneamiento de esta situación—dice el Papa—resulta posible de ob- 
tenerse cuando se despierte la conciencia de un orden jurídico fundado en el 


(31) C. E., p. 212, n. 14. 
(32) C. E., p. 213, n. 18. 
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supremo dominio de Dios y defendido de todo capricho humano; conciencia. 
de un orden que extienda su mano protectora y vindicativa aun sobre los in- 
violables derechos del hombre y los proteja contra los.ataques de todo poder 
humano. 

Del orden jurídico querido por Dios nace el inalienable derecho del hom- 
bre a la seguridad jurídica, y por ello a una esfera concreta de derecho, pro- 
tegida contra todo ataque arbitrario. 

Las relaciones entre hombre y hombre, del individuo con la sociedad, con 
la autoridad y con los deberes sociales, y la relación de la sociedad y de la 
autoridad con cada uno de los individuos han de cimentarse sobre un claro- 
fundamento jurídico y estar protegidas, si hay necesidad, por la autoridad 
judicial. Esto supone: 

a) Un tribunal y un juez, que reciban sus normas de un derecho clara- 
mente formulado y circunscrito; 

b) normas jurídicas claras, que no se puedan tergiversar con abusivas 
apelaciones a un supuesto sentimiento popular o con meras razones de utilidad; 

c) el reconocimiento del principio según el cual también el Estado, sus 
funcionarios y las organizaciones de él dependientes están obligados a reparar 
y tevocar las medidas que ofendan a la libertad, a la propiedad, al honor, al 
mejoramiento y a la vida de los individuos» (33). 


El problema de la democracia 


En relación con el «orden interior» de los Estados, Pío XII aborda un 
problema particularmente interesante, el problema de la democracia, al cual 
dedica el Mensaje de Navidad de 1944, fecha en la que aparecía ya inminente 


el desenlace de la guerra con la consiguiente reorganización de gran nümero 
de Estados. 


Su planteamiento: punto de partida 


Comienza el Papa haciendo la descripción, ejemplo de vigorosa y fuerte 
sobriedad, de los hechos que plantean el problema de manera insoslayable. 

«Ademas—y éste es tal vez el punto más importante—, bajo el siniestro 
resplandor de la guerra que los rodea, entre las llamas del horno en que están 
aprisionados, los pueblos parecen como haber despertado de un prolongado 
letargo. Frente al Estado, frente a los gobernantes, aquéllos han tomado una 
actitud nueva, interrogativa, crítica, desconfiada. Ensefiados por una amarga 
experiencia, opónense con el mayor impetu a los monopolios de un poder 


(33) C. E., pp. 218-219, nn. 39-40. 
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dictatorial, incontrolable e intangible, y requieren un sistema de gobierno que 


sea más compatible con la dignidad y la libertad de los ciudadanos. 


Esas multitudes, agitadas, revueltas por la guerra hasta en sus más pro- 


fundos estratos, hállanse hoy penetradas de la persuasión—antes, tal vez, vaga. 


y confusa, pero ahora irrefrenable-—de que si no hubiera faltado la posibili- 


dad de vigilar y corregir la actuación de los poderes püblicos, el mundo no 


hubiese sido arrastrado por el torbellino desastroso de la guerra, y que para 
evitar en lo futuro la repetición de semejante catástrofe precisa crear en el 
pueblo mismo eficaces garantías» (34). 


Estado de la cuestión. Después de recoger textualmente en una especie 


de pre-notando las doctrinas profesadas por León XIII en la encíclica Libertas, 


segün la cual «no está prohibido el preferir para la repüblica una forma de 


gobierno popular, salva siempre la doctrina católica sobre el origen y ejercicio 
del poder, y que la Iglesia no reprueba ninguna forma de gobierno con tal 
que sea apta para la utilidad de los ciudadanos», Pío XII define el estado de 
la cuestión negativa y positivamente en los siguientes términos: «Al examinar 
las normas segün las cuales habrá de regularse para que se pueda llamar 
verdadera y sana democracia, adaptada a las circunstancias del momento pre- 
sente», «la preocupación y la solicitud de la Iglesia se dirige»: a) «no tanto 
a su estructura y organización exterior, las cuales dependen de las aspiracio- 
nes peculiares de cada pueblo (forma de régimen y forma de gobierno)»; 
b) «cuanto al hombre como tal, que lejos de ser el objeto y un elemento 
pasivo de la vida social, es por el contrario, y debe ser y permanecer su sujeto, 
su fundamento y su fin». 


En otros términos: a) «una vez concedido que la democracia, entendida 
en amplio sentido, admite distintas formas, y puede tener su realización así 
en las monarquías como en las repüblicas (35); b) a Nuestro examen se pre- 


(34D QT HS, p» 233, D: 4. 

(35) O. E., p. 233, nn. 5-6. F. VITORIA: Relectio «De potestate civil». Fol. 85, n. 10: 
«Et tres quidem causae publicae potestatis saecularis recte explicantur per definitio- 
nem, quae ab auctoribis talis ponitur: potestas publica est facultas, authoritas sive 
ius gubernandi rempublicam civilem. 

Quatenus ad publicam potestatem spectat, ostendimus publicas potestates esse 
a Deo, atque adeo iustas et legitimas; ex quibus sequitur probatio ultimae partis 
conclusionis supra positae, in qua dicebamus, nullam huiusmodi potestatem hominum 
consensu abrogari posse. Si enim homo cedere non potest iuri et facultati se defen- 
dendi, propriisque membris ex commodo suo utendi; ergo nec etiam potestati, cum 
hoc illi naturali et divino iure competat. Item etiam respublica nullo modo potest pri- 
vari huiusmodi potestate tuendi se, et administrandi adversus iniuriam et suorum et 
exterorum, quod sine publicis potestatibus facere non potest; atque ita si cives im hoc 
convenirent, ut omnes has potestates amitterent et ut mullis tenerentur legibus, mulli 
imperarent, pactum esset nullum et invalidum utpote contra ius naturale. i 

Ex superioribus infertur corollarium non contemnendum, his maxime, qui sub 
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sentan (estas) dos cuestiones: 1.º ¿Qué caracteres deben distinguir a los hom- 
bres que viven en la democracia y bajo el régimen democrático? 2.2 ¿Qué 
caracteres deben distinguir a los hombres que en la democracia ejercen el po- 
der público?» 


Los ciudadanos en el régimen democrático 


Derechos del ciudadano en la democracia. El Papa hace mención expresa 
de dos derechos; a saber: a) «manifestar su propio parecer sobre los deberes 
y los sacrificios, que le vienen impuestos»; b) «no estar obligado a obedecer 
sin haber sido escuchado»: «he ahí dos derechos del ciudadano que encuen- 
tran su expresión en la democracia, según indica su propio nombre». Según 
los frutos que del ejercicio de esos derechos se deriven, así habrá que juzgar 
de la salud y madurez de la democracia en un país (36). 


¿El régimen democrático, postulado natural? 


El Papa no responde directamente a la cuestión planteada por muchos, 
que sostienen que el régimen democrático constituye un postulado de derecho 
natural en el Estado moderno, y no responde porque no acepta ese plantea- 
miento, el cual él sustituye por este otro: cómo colocar al ciudadano en con- 
diciones cada vez mejores de tener su propia opinión personal, y de expresar- 
la y hacerla valer de manera conducente al bien común. 

A esto responde el Papa: 

1,2 El Estado no es una mera yuxtaposición mecánica, una aglomeración 
amorfa de individuos, sino que se halla integrado por el pueblo como unidad 
orgánica y organizadora. 

2.2 Pueblo, pues, y multitud amorfa o «masa» son dos conceptos dis- 
tintos: 


El pueblo: a) «vive y se mueve por su propia vida»; b) «vive de la ple- 
nitud de vida de los hombres que lo componen, cada uno de los cuales en su 


propio puesto y según su propio modo es una persona consciente de su propia 


uno principatu et regali degunt. Solent enim civitates, quae sine rege sunt, et popu- 
lari administratione reguntur iactare suam libertatem. Et corollarium est.» 

N. 11: «Quod non est minor libertas im regali principatu, quam in aristocratico 
et democratico. Probatur. Quia cum eadem sit potestas, ut supra probatum est, sive 
in uno, sive in pluribus sit, et tantum uni melius sit subiici quam pluribus (tot enim 
sunt domini quot sunt superiores) ergo non est minor libertas, ubi omnes uni sunt 
subditi, quam pluribus, maxime cum ubi sunt plures dominantes, plures sunt qui 
potestatem ambiant; et necesse est, ut seditionibus et dissensionibus respublica saepe 
laboret propter illorum diversas sententias... Optimum ergo regnum est unius, sicut 
totus orbis ab uno principe et domino sapientissime gubernatur.» 

(36) C. E., p. 234, n. 7. 
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responsabilidad y de sus propias convicciones»; c) «de la exuberancia de vida 
de un verdadero pueblo se difunde la vida, abundante, rica, por el Estado 
y por todos sus organismos, infundiéndoles, con un vigor sin cesar renóvado, 
la conciencia de su propia responsabilidad, el verdadero sentimiento del bien 
comün». 

Por el contrario, la masa: a) «de por sí es inerte, y no puede ser movida 
sino desde fuera»; b) «espera el impulso del exterior, fácil juguete en manos 
de cualquiera que explote sus instintos o sus impresiones, dispuesta a seguir, 
cambiando sin cesar, hoy ésta, mafiana aquella otra bandera»; C) el Estado 
puede también servirse de la fuerza elemental de la masa y «él mismo puede, 
con apoyo de la masa, inducida ya a no ser sino una simple máquina, imponer 
su voluntad a la parte mejor del verdadero pueblo: el interés común queda 
así gravemente herido por largo tiempo, y la herida muy frecuentemente es 
difícil de curar». 

Conclusión: que la masa «es la enemiga capital de la verdadera democra- 
cia y de su ideal de libertad y de igualdad». 


3.2 En un pueblo verdaderamente tal: a) «el ciudadano siente en sí mis- 
mo la conciencia de su personalidad, de sus deberes y de sus derechos, de su 
propia libertad unida al respeto de la libertad y de la dignidad ajenas»; 
b) existe, sí, la 1gualdad jurídica de los ciudadanos, pero a su lado subsisten 
mültiples y razonables desigualdades derivadas de la naturaleza misma de las 
cosas y que en intima armonía con la igualdad civil o jurídica tienden al bien 
comün en cuanto que «frente al Estado cada uno tiene el derecho de vivir 
honradamente su propia vida personal, en el puesto y en las condiciones en 
que los designios de la Providencia le hayan colocado». 

Donde se cumplen estos supuestos, allí se realiza indudablemente «el ideal 
democrático de libertad e igualdad en un pueblo que esté gobernado por ma- 
nos honradas y previsoras» (37). 

4.º «Qué sucederá, por el contrario, si el aparato democrático es confiado 
a la masa? 

Sucederá: a) que «la libertad como deber moral de la persona transfór- 
mase en una pretensión tiránica de dar libre desahogo a los impulsos y a los 
apetitos humanos con dafio para los demás»; es decir, en libertinaje; b) «la 
igualdad degenera en una nivelación mecánica», donde «poco a poco se hunde 
y desaparece el sentimiento del verdadero honor, la actividad personal, el res- 
peto a la tradición, la dignidad; en una palabra, todo cuanto da un valor a la 
vida»; c) finalmente, se produce en la sociedad este fenómeno: de un lado 


(37) C. E., p. 234, n. 8. 


me 


uo “están los explotadores de la democracia IUE la fuerza del dile o de 


la cion, y del otro, las víctimas de la democracia, a las que se les en- - 
eee su cáscara o forma externa, pero se les ha hurtado su verdadero espíritu, 
. que consiste en la libertad o igualdad, tal como se realizan en el verdadero: 


T Dio (38). ` 


— Los gobernantes en la democracia 


Principio fundamental. «El Estado democrático, sea monárquico o republi- 
cano, debe, como toda otra, forma de gobierno, estar investido con el poder 
de mandar con autoridad verdadera y eficaz.» Segün el orden natural estable- 
cido por Dios creador, «la dignidad del hombre es la dignidad de la imagen: 
de Dios, la dignidad del Estado es la dignidad de la comunidad moral que- 
rida por Dios y la dignidad de la autoridad política es la dignidad de su par- 
ticipación en la autoridad de Dios». j| 

Ninguna forma de Estado, afiade el Papa, puede negar este principio, y 
menos que ninguna otra la democracia. De lo contrario surgirá el peligro bien | 
cierto y grave de que «las vanas apariencias de una democracia de pura forma. 
sirvan con frecuencia de máscara a cuanto allí hay en realidad de menos de- 
mocrático» (39). 


Cualidades generales de los gobernantes. Solamente los gobernantes que 
a una clara inteligencia de estas verdades unan un sentimiento profundo de 
sus sublimes deberes estarán en condiciones de cumplir «sus propias obli- 
gaciones, sea del orden legislativo, o del judicial o ejecutivo, con aquella. 
conciencia de su propia responsabilidad, objetividad, imparcialidad, lealtad, | 
generosidad e incorruptibilidad, sin las cuales un gobierno democrático difí- 


cilmente logrará obtener el respeto, la confianza y la adhesión de la parte 
mejor del pueblo». 


Cualidades de los representantes. a) Los que como representantes del 
pueblo tienen en un régimen democrático el poder legislativo total o parcial- 
mente, necesitan poseer un sentido profundo de los principios de un orden: 
político y social, sano y conforme a las normas del derecho y de la justicia. 

b) «La cuestión de la elevación moral, de la capacidad práctica, de la. 
competencia intelectual de los diputados en el parlamento es para todo pueblo 
organizado democráticamente una cuestión de vida o muerte, de prosperidad 
o de decadencia, de saneamiento o de perpetuo malestar», y esto «porque el 
centro de gravedad de una democracia normalmente constituída reside en esta: 


(38) C. E. p. 235, n. 8. 
(39) C. E. p. 235, nn. 9-10. 
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l representación popular, de la cual se irradian las corrientes políticas por todos: 
los campos de la vida pública, así para el bien como para el mal.» 


c) Los cuerpos legisladores necesitan «extraer de su seno una selección 
de hombres, espiritualmente eminentes y de firme carácter, que se consideren 
como representantes de todo el pueblo y no como mandatarios de una muche- 
dumbre, a cuyos particulares intereses se sacrifican, desgraciadamente con fre- 
cuencia, las verdaderas necesidades y las verdaderas exigencias del bien co- 
mün». Si no lo hacen así, resultarán incapaces de realizar una acción fecunda: 
y de conciliarse la estimación y la confianza de la nación (40). 


Esta selección no puede limitarse a profesión alguna o condición deter- 
minada; antes bien, debe ser la imagen de la mültiple vida del pueblo. 


4.° El pueblo, «especialmente en los tiempos en que las necesidades apre- 
miantes sobreexcitan su impresionabilidad y lo hacen más fácil al desvío y a 
la perdición», así como en las «épocas de transición, generalmente atormenta- 
das y desgarradas por las pasiones, por la discrepancia de opiniones y por la 
oposición de programas», tiene necesidad de una selección de hombres de 
sólidas convicciones cristianas, de juicio recto y seguro, de sentido práctico 
y justo, conforme consigo mismo en todas las circunstancias, de doctrina clara. 
y sana, de propósitos firmes y rectilíneos», que sean capaces, «en virtud de la 
autoridad que se deriva de su pura conciencia y se irradia ampliamente en 
torno a ellos, de ser guías y directores del pueblo» y de «hacer que circule 
por las venas del pueblo y del Estado atacadas por mil fiebres, el antídoto 
espiritual de los criterios claros, de la bondad desprendida, de la justicia igual- 
mente favorable a todos, y la tendencia de la voluntad hacia la unión y la 
concordia nacional dentro de un espíritu de sincera fraternidad» (41). 


Democracia y absolutismo de Estado 


«El absolutismo del Estado—dice Pio XII—(que no ha de confundirse, 
como tal, con la monarquía absoluta, de la cual no se trata aquí), consiste 
de hecho en el principio erróneo de que la autoridad del Estado es ilimitada, 
y de que frente a ella, hasta cuando da libre curso a sus intenciones despóti- 
cas, sobrepasando los límites del bien y del mal, no se admite ninguna ape- 
lación a la ley superior y moralmente obligatoria.» 

«Un hombre, dominado por ideas rectas sobre el Estado y la autoridad 
y poder de que se halla revestido, como custodio del orden social, nunca ja- 


(40) GC. E. p. 236; n. 11. 
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más pensará en ofender la majestad de la ley positiva en el campo de su na- 
tural competencia.» 


Por eso «una sana democracia, fundada sobre los inmutables principios de 
la ley natural y de las verdades reveladas, será resueltamente contraria a 
aquella corrupción que atribuye a la legislación del Estado un poder sin fre- 
no ni límites y que hace también del régimen democrático, no obstante las 
contrarias pero vanas apatiencias, un verdadero y simple sistema de absolu- 
tismo» (42). 


III. Pío XII y EL DERECHO PÚBLICO ECLESIÁSTICO 


Al llegar a este apartado nos vemos constrenidos por las circunstancias 
a centrar la atención sobre una cuestión exclusivamente, aunque importantísi- 
ma, del derecho püblico eclesiástico; a saber, sobre el problema de la tolerancia. 


Sabido es cómo la Encíclica Mzrari Vos, de Gregorio XVI (1832); la 
Quanta cura y el Syllabus, de Pío IX (1864), y la Immortale Dez (1885) y 
Libertas (1888), de León XIII, donde se condenan los errores del Liberalis- 
mo y de las libertades que son hijuela y consecuencia del mismo como liber- 
tales de perdición, no proscriben por eso cualquiera aplicación práctica de 
aquellas libertades en todos los Estados indistintamente. 


En efecto, un año antes de la Encíclica Mzrar; Vos habiase promulgado 
en Bélgica la Constitución de 1831, cuyo artículo 14 proclamaba la libertad 
de cultos y la libertad de pensamiento o de opinión, y el artículo 16 devolvía 
a la Iglesia católica la libertad e independencia de los nombramientos eclesiás- 
ticos y del gobierno de los fieles sin intromisión alguna del Estado, instau- 
rando así la separación de la Iglesia del Estado (43). Roma no condenó la 
Constitución ni antes ni después de la Encíclica, y los católicos belgas no sola- 
mente aceptaron la Constitución, sino que, además, la Santa Sede promovió 
a la silla arzobispal de Malinas a monsenor Sterck, que había sido el más de- 
cidido campeón de la Constitución. 


(ADC BD. 23% e G 


(43) He aqui el texto en cuestión: Art. 14: «Quedan garantizadas la libertad de 
cultos y su ejercicio público, así como la libertad de manifestar opiniones en cual- 


quiera materia, salvo la represión de los delitos cometidos con motivo del uso de 
estas libertades.» 


Art. 15. «Nadie puede ser obligado a concurrir bajo cualquier pretexto a los 
actos y ceremonias de un culto ni a observar los días de fiesta.» 

Art. 16. «El Estado no tiene derecho a intervenir en el nombramiento ni en la 
toma de posesión de los ministros de un culto cualquiera, como tampoco a impedir- 
les la libre comunicación con sus superiores o la divulgación de sus actos, salvo en 
este ültimo caso la responsabilidad ordinaria en materia de prensa y publicación.» 
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La posición de Roma, pues, al tiempo de la Encíclica podría resumirse así: 
se acepta tolerar el régimen de las libertades modernas cuando no se puede 
evitar esa situación con tal de que queden a salvo los derechos de la Iglesia, 
admitiéndose asimismo que allí donde las libertades constitucionales hayan 
sido introducidas los católicos se sirvan de ellas para la defensa de la Iglesia 
en ese terreno; pero se condena formalmente la defensa de las mismas como 
un bien y un ideal o como si ellas fuesen beneficiosas en sí mismas (44). 


El pontificado de Pío XI no cambia tampoco la situación, ya que a la vez 
que la Encíclica Quanta cura y el Syllabus reiteraban la condenación de los 
errores del Liberalismo y las libertades de él derivadas, se formulaba, preci- 
samente en Roma, la distinción entre la tesis, o sea la doctrina y los principios 
expuestos en la Encíclica, que debían tener valor absoluto, y la hipótesis, o sea 
la regla de aplicación práctica que debe tomar en cuenta en cada caso par- 
ticular las circunstancias concretas de hecho, y que permite a veces la toleran- 
cia pasiva. 

León XIII, por una parte, reitera en sus Encíclicas, como no podía menos 
de suceder, las enseñanzas y doctrinas de sus predecesores, mas por otra parte 
es mucho más cuidadoso de los matices. Asi, por ejemplo, a la vez que expone 
y condena los errores del Liberalismo y de las falsas libertades, exponiendo 
la verdadera doctrina de la Iglesia sobre la constitución cristiana de los Esta- 
dos, se cuida también de afiadir y hacer constar expresamente que la Iglesia 
no es enemiga del progreso de los pueblos ni se opone a las libertades civiles 
y políticas, ni va tampoco contra las formas de gobierno democráticas. 

Dos ejemplos nos aclararán este procedimiento de León XIII. En la Im- 
mortale Dei, después de haber renovado la doctrina de sus predecesores sobre 
las libertades de cultos, de conciencia y de imprenta, añade luego acerca de la 
tolerancia y la libertad de cultos lo que sigue: 

«No hay tampoco razón alguna para, con justicia, acusar a la Iglesia de 
ser demasiado severa en la tolerancia, o de ser enemiga de la verdadera y 
auténtica libertad. 

En verdad, aunque la Iglesia juzga no ser lícito el que las diversas clases 
y formas de culto divino gocen del mismo derecho que compete a la religión 
verdadera, no por eso condena a los gobernantes de aquellos Estados que, ya 
para conseguir algún bien importante, ya para evitar algán grave mal, en la 
práctica toleran la existencia de dichos cultos en su Estado. 


(44) R. AUBERT: L'enseignement normatif du magistére ecclesiastique du XXe sié- 
cle sur le Liberalisme, en Tolérance et communauté humaine (Casterman-Tournai- 


París), p. 80. 
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También quiere absolutamente la Iglesia que nadie sea obligado contra 
su voluntad a abrazar la fe católica, pues, como sabiamente enseña San Agus- 
tín, el hombre no puede creer sino por voluntad suya espontánea» (45). 

En la Enciclica Libertas, León XIII dice expresamente: «Ni es tampoco, 
mirado en sí mismo, contrario a ningún deber el preferir para la república un 
modo de gobierno moderadamente popular, salva siempre la doctrina católica 
acerca del origen y ejercicio de la autoridad pública, Ningün género de go- 
bierno reprueba la Iglesia con tal que sea apto para la utilidad de los ciudada- 
nos; pero quiere, como también lo ordena la naturaleza, que cada uno de ellos 
esté constituído sin injuria de nadie, y singularmente dejando íntegros los 

«derechos de la Iglesia» (46). 
Y es precisamente en esta Encíclica donde León XIII expone la doctrina 


católica sobre la tolerancia en un pasaje de gran precisión y claridad que se 
ha hecho clásico (47). 


(45) C. E. p. 61, nn. 45-47. 

(46) CH. Po 83, n. 152: 

(47) He aquí el pasaje clásico en la materia: «A pesar de todo, la Iglesia se hace 
cargo maternalmente del grave peso de la humana flaqueza, y no ignora el curso de 
los ánimos y de los sucesos por donde va pasando nuestro siglo. Por esta causa, 
y sin conceder el menor derecho sino sólo a lo verdadero y honesto, no rehuye que 
la autoridad püblica soporte algunas cosas ajenas de verdad y de justicia, con mo- 
tivo de evitar un mal mayor o de adquirir o conservar mayor bien. Aun el mismo 
providentisimo Dios, con ser de infinita bondad y todopoderoso, permite que haya 
males en el mundo, en parte para que no se impidan mayores bienes, en parte para 
que no se sigan mayores males. Justo es imitar en el gobierno de la sociedad al que 
gobierna el mundo; y aun por lo mismo que la autoridad humana no puede impedir 
todos los males, debe conceder y dejar impunes muchas cosas, que han de ser, sin 
embargo, castigadas por la divina Providencia, y con justicia. 

Pero en tales circunstancias, si por causa del bien comün, y sólo por él, puede 
y aun debe la ley humana tolerar el mal, no puede, sin embargo, ni debe aprobarlo 
; ni quererlo en sí mismo; porque, como el mal en sí mismo es privación de bien, 
repugna al bien comün que debe querer el legislador y defenderlo cuanto mejor 
pueda. También en esto debe la ley humana proponerse imitar a Dios, que al per- 
mitir que haya males en el mundo ni quiere que los males se hagan ni quiere que 
no se hagan, sino quiere permitir que los haya, lo cual es bueno. Sentencia del 
Doctor Angélico, que brevísimamente encierra toda la doctrina de la tolerancia de 
los males. Pero ha de confesarse, para juzgar con acierto, que cuanto es mayor el 
mal que ha de tolerarse en la sociedad, otro tanto dista del mejor este género de 
sociedad; y, además, como la tolerancia de los males es cosa tocante a la prudencia 
politica, ha de estrecharse absolutamente a los límites que pide la causa de esta to- 
lerancia, esto es, al público bienestar. De modo que si daña a éste y ocasiona mayo- 
res males a la sociedad, es consiguiente que ya no es lícita, por faltar en tales 
circunstancias la razón de bien. Pero si por las circunstancias particulares de un 
Estado acaece no reclamar la Iglesia contra alguna de estas libertades modernas, no 
porque las prefiera en sí mismas, sino porque juzga conveniente que se permitan, 
mejorados los tiempos haría uso de su libertad, y persuadiendo, exhortando, supli- 
cando, procuraría, como debe, cumplir el encargo que Dios le ha encomendado, que 
p es mirar por la salvación eterna de los hombres. Pero siempre es verdad que liber- 

tad semejante, concedida indistintamente a todos y para todo, nunca, como hemos 
repetido varias veces, se ha de buscar por sí misma, por ser repugnante a la razón 
a que lo verdadero y lo falso tengan los mismos derechos.» C. E., pp. 80-81, nn. 41-42. 
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La doctrina de León XIII sobre la tolerancia puede desmenuzarse en las 
siguientes proposiciones: 

1. La Iglesia no rehuye que la autoridad publica tolere algunas cosas 
ajenas a la verdad y a la justicia, a fin de evitar un mal mayor o de adquirir 
O conservar un mayor bien. 

‘2.2 Por lo mismo que la autoridad humana no puede impedir todos los 
males, debe permitir y dejar impunes muchas cosas, que han de ser, sin em- 
bargo, castigadas por la divina Providencia y con justicia. 

3.º La ley humana no puede aprobar ni querer el mal en sí mismo; úni- 
camente por causa del bien común puede y aun debe tolerar el mal. 

4.^ Cuanto mayor sea el mal que haya de tolerar el Estado, tanto más 
lejano se halla él de la perfección; por lo que la tolerancia ha de circunscri- 
birse absolutamente dentro de los límites de la necesidad que la originó. 

5.2 En consecuencia, si por las circunstancias particulares de un Estado 
acaece no reclamar la Iglesia contra alguna de estas libertades modernas, me- 
jorados los tiempos ella haría uso de su libertad (de reclamar): persuadiendo, 
exhortando, suplicando, procurando. 

6.2 Semejante libertad concedida indistintamente a todos y para todo 
nunca se ha de buscar por sí misma, pues repugna a la razón que la verdad 
y la falsedad tengan los mismos derechos. 


El problema de la tolerancia, según Pio XII 


El Papa aborda el problema de la tolerancia en el discurso al V Congreso 


‘de la Unión de Juristas católicos de Italia, en 1953 (48), y se lo plantea con n 
(48) C. E., pp. 1482-1488. He aquí la parte relativa al problema de la tolerancia: Aud 


«A este propósito querríamos ahora presentaros—a vosotros que os gloriáis de vues- 
tra condición de juristas católicos—una de las cuestiones que se ofrecen en una 
comunidad de los pueblos; es decir, la práctica convivencia de las comunidades ca- 
“tólicas con las no católicas. 

A la vista de la confesión religiosa profesada por la gran mayoría de los ciu- 
dadanos, o sobre la base de una explícita declaración de su Estatuto, los pueblos 
y los Estados miembros de la Comunidad se dividirían en cristianos, no cristianos, 
religiosamente indiferentes o conscientemente «laicizados», y aun abiertamente ateos. 
Los intereses religiosos y morales exigirán en todo el territorio de la Comunidad E 
una regulación bien definida que valga para todo el «dominio» de cada uno de los M 
Estados soberanos miembros de dicha Comunidad de naciones. Segün las probabili- 
dades y las circunstancias, es previsible que tal regulación de derecho positivo sea 
enunciada asi: Dentro de su territorio y para sus ciudadanos, cada Estado regulará 3^ 
los asuntos religiosos y morales por medio de una ley propia; igualmente, en todo 
el territorio de la comunidad de los Estados estará permitido a los ciudadanos de 
cada Estado miembro el ejercicio de sus propias creencias y prácticas éticas y reli- 
giosas, en cuanto éstas no se opongan a las leyes penales del Estado en que habitan. 

Para el jurista, para el hombre político y para el Estado católico surge entonces " 
el siguiente problema: ;Pueden dar su asentimiento a semejante regulación cuando ; 
ge trata de entrar en la comunidad de los pueblos y permanecer en ella? 
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una amplitud hasta ahora desconocida, o sea, en relación con la convivencia 
de las comunidades católicas (Estados de población católica) con las comuni- 
dades no católicas en una comunidad de Estados. 


Examinando cuál sería de hecho la reglamentación de la materia religiosa. 
en una comunidad de Estados que comprendiera Estados cristianos, no cristia- 
nos, religiosamente indiferentes, declaradamente laicos y quizá abiertamente 
ateos, es previsible, dice, una reglamentación de derecho positivo que abarcara 

4 estas dos partes: 


Entonces, con referencia a los intereses religiosos y morales, se plantea una doble 
cuestión: La primera concierne a la verdad objetiva y a la obligación de la concien- 
cia hacia lo que es objetivamente verdadero y bueno; la segunda atañe a la efectiva. 
relación de la comunidad de pueblos en las materias de religión y de moral. La 
primera cuestión difícilmente puede ser objeto de una discusión y de una regulación 
entre cada uno de los Estados y su comunidad, especialmente en el caso de una 
pluralidad de confesiones religiosas dentro de la misma comunidad. La segunda, en 
cambio, puede ser de máxima importancia y urgencia. 

Pues bien, he aquí el modo de responder rectamente a la segunda cuestión. Ante 
todo es preciso afirmar claramente que ninguna autoridad humana, ningün Estado, 
ninguna comunidad de Estados, cualquiera que sea su carácter religioso, pueden dar 
un mandato positivo o una positiva autorización de ensefiar o de hacer lo que sería 
contrario a la verdad religiosa o al bien moral. Un mandato o una autorización de 
tal clase no tendrían fuerza obligatoria y quedarían sin valor. Ninguna autoridad 
podría darlos, porque es contra naturaleza obligar al espiritu y a la voluntad del 
hombre al error y al mal, o considerar al uno y al otro como indiferentes. Ni si- 
quiera Dios podría dar un mandato positivo o una positiva autorización de tal clase, 
porque estarían en contradicción con su absoluta veracidad y santidad. 

Otra cuestión esencialmente distinta es si, en una comunidad de Estados, puede 
—siquiera en determinadas circunstancias—establecerse la norma de que el libre 
ejercicio de una creencia y de una práctica religiosa o moral, que ya tienen valor 
en uno de los Estados miembros, no sea impedido en todo el territorio de la comu- 
nidad mediante leyes o providencias estatales coercitivas. En otros términos, se pre- 
gunta si el «no impedir», o sea, el tolerar, se halla permitido en tales circunstancias 
y, por ende, si la represión positiva no es siempre un deber. 

Acabamos, hace un momento, de referirnos a la autoridad de Dios. ; Puede Dios, 
aunque le fuera posible y fácil reprimir el error y la desviación moral, escoger en: 

" algunos casos el «no impedir», sin venir a contradicción con su perfección infinita? 
¿Puede ocurrir que en determinadas circunstancias El no dé a los hombres mandato 
alguno, ni les imponga ningün deber y ni aun les dé derecho alguno de impedir y de 
reprimir lo que es erróneo y falso? Una mirada a la realidad da una respuesta 
afirmativa. Ella muestra que el error y el pecado se encuentran en el mundo en 
amplia proporción. Dios los reprueba y, sin embargo, los deja existir. Por lo tanto, 
la afirmación de que «el extravío religioso y moral debe ser siempre impedido, cuan- 
do es posible, porque su tolerancia es en sí misma inmoral», no puede valer absoluta 
e incondicionalmente. Por otra parte, Dios no ha dado siquiera a la autoridad hu- 
mana un precepto de tal clase tan absoluto y universal, ni en el campo de la fe ni 
en el de la moral. No conocen semejante precepto ni la común convicción de los 
hombres, ni la conciencia cristiana, ni las fuentes de la revelación, ni la práctica 
de la Iglesia. Aun omitiendo ahora otros testimonios de la Sagrada Escritura tocan- 
tes a esta materia, Cristo, en la parábola de la cizafia, dió el siguiente aviso: Dejad 
que en el campo del mundo la cizaña crezca junto con la buena semilla, en beneficio: 
del trigo. Por lo tanto, el deber de reprimir las desviaciones morales y religiosas no 
puede ser una ültima norma de acción. Debe hallarse subordinado a normas más 
altas y más generales que, en determinadas circunstancias, permiten y hasta hacen, 
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a) Dentro de su territorio y para sus ciudadanos, cada Estado será com- 
petente para regular el estatuto religioso y moral de la población por medio de 
una ley propia. 


b) En todo el territorio de la comunidad de los Estados estará permitido 
a los ciudadanos de cualquiera Estado miembro el ejercicio de sus propias 
creencias y prácticas éticas y religiosas, en cuanto éstas no se opongan a las 
leyes penales del Estado en que habitan. 


Pasa el Papa por alto la primera parte, que en principio no ofrece difi- 
cultad. La dificultad radica en la segunda parte, o sea, en la permisión o auto- 
rización de todos los cultos a los ciudadanos de los Estados miembros, con el 
solo límite de las leyes penales del territorio. 


Distingue aquí el Papa dos cuestiones netamente diferentes: la primera, 
que se refiere a la verdad objetiva y a la obligación de conciencia hacia aquello 
que es objetivamente verdadero y bueno. Esta cuestión, dice Pío XII, difícil- 
mente podría ser objeto de discusión y regulación entre los Estados miembros 
y la comunidad de Estados, no solamente porque en la diversidad de confe- 
siones religiosas de los Estados miembros el juicio no podría ser uniforme ni 
verdadero, sino porque los Estados, como tales, son incompetentes para juzgar 
de la verdad objetiva, o sea, de lo que es objetivamente verdadero y bueno, 
teniendo que recibir ese juicio de fuera. 


tal vez, aparecer como mejor camino el no impedir el error, a fin de promover un 
bien mayor. 

Y asi quedan aclarados los dos principios, de los cuales precisa deducir, en los 
casos concretos, la respuesta a la gravisima cuestión acerca de la conducta del 
jurista, del hombre político y del Estado soberano católico ante una fórmula de tole- 
rancia religiosa y moral del contenido antes indicado, y que deba tomarse en consi- 
deración para la comunidad de los Estados. Primero: Lo que no responde a la ver- 
dad y a la norma moral no tiene objetivamente derecho alguno ni a la existencia, 
ni a la propaganda, ni a la acción. Segundo: El no impedirlo por medio de leyes 
estatales y de disposiciones coercitivas puede, sin embargo, hallarse justificado por 
el interés de un bien superior y más vasto. 

Mas luego, el ver si tal condición se cumple en el caso concreto—es la «quaestio 
facti»—debe juzgarlo ante todo el mismo estadista católico. En su decisión deberá 
guiarse por las consecuencias dafiosas que surgen de la intolerancia (véase el texto 
auténtico en Acta Apost. Sedis, vol. 20 [1953], p. 799: «Egli nella sua decisione si 
lascerá guidare dalle conseguenze dannose, che sorgono dalla tolleranza, parango- 
nate con quelle che mediante l'acettazione delle formula di tolleranza verranno 
risparmiate alla Comunitá degli Stati»), contrapuestas a las que por la aceptación 
de la fórmula de tolerancia podrán ahorrarse a la comunidad de los Estados; esto 
es, por el bien que segün una prudente previsión podrá derivarse para la misma 
comunidad como tal, e indirectamente para el Estado miembro de ella. En lo que 
se refiere al campo religioso y moral deberá él solicitar también el juicio de la Igle- 
sia. Por parte de la cual, en semejantes cuestiones decisivas, que tocan a la vida 
internacional, es competente en ültima instancia tan sólo Aquel a quien Cristo ha. 
confiado el guiar a toda la Iglesia: el Romano Pontífice.» Nn. 5-10, pp. 1484-1486. 
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La segunda cuestión se refiere a la relación de la comunidad de los Esta- | 
«os con los Estados miembros, y viceversa, es decir, a la permisión de los di- 
versos cultos a los ciudadanos de los Estados miembros en todo el territorio 
de la comunidad. 

Pío XII responde a la cuestión estableciendo una serie de proposiciones 
escalonadas. Pero antes de pasar a enumerarlas parécenos útil intercalar aquí 
algunas consideraciones que ayuden a su mejor comprensión. 


1. Refiérese la primera de ellas a la condición o naturaleza de los lla- 
:mados derechos de libertad. 

La doctrina iuspublicista de carácter civil resulta hoy conteste en procla- 
mar el carácter esencialmente negativo que revisten los derechos de liber- 
tad (49). Quiere esto decir que los derechos de libertad, como tales, no 
consisten formalmente en una facultad o autorización positiva de hacer algo 
(esto o aquello), sino simplemente en la afirmación y consagración de la 
independencia que, frente a la potestad del Estado o de otro sujeto cualquiera 
«constituído en potestad dentro del ordenamiento jurídico, asiste a la persona 
humana en orden al ejercicio de su libertad en aquellas materias o actividades 
que el ordenamiento jurídico y el orden moral reservan a la determinación 
libre (y como tal, moral) de la persona humana. 

El derecho de libertad, pues, significa derecho a una abstención u omisión 
de parte del Estado o de otro sujeto constituído en potestad en el mismo or- 
den de aquél; pero no arguye en el sujeto la facultad o poder de poner todas | 
y cada una de las acciones positivas que, consiguientemente a la abstención del 
Estado, resultan posibles. 

Lo propio de los derechos de libertad, así definidos, no es determinar en 
«concreto lo que puede ser o lo que no puede ser objeto de la libertad perso- 
nal, sino simplemente acotar el campo de la libertad personal, como se acota 
el campo de juego reservado a los jugadores. Sin una norma que prohiba 
«a todos, excepto a los jugadores, ocupar el campo de juego, faltaría la posi- 
bilidad misma de juego; pero a nadie se le ocurre pensar que una tal norma, 
que actúa únicamente como condición para hacer posible el juego, se convierta 
en regla del mismo, o que haga siquiera innecesario el reglamento. 

De idéntica manera, los derechos de libertad se limitan a acotar el campo 
dentro de cuyos límites ha de actuar y moverse la libertad humana, pero esos 
derechos no constituyen por sí mismos ni formulan la regla de ejercicio de la 
libertad humana. Como en el campo de juego previamente acotado se puede 


(49) S. ROMANO: Principii di diritto costituzionale generale (Milano, 1947), p. 113, 
n. 2 d); p. 121, nn. 3-2). S. Lemur: I diritti di libertá nella Costituzione italiana, en 
«La Civiltà Cattolica» (1953), vol. IV, pp. 30-32. 
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jugar bien o se puede jugar mal, y tan mal juego se puede desarrollar, que el 
reglamento obligue a expulsar del campo al jugador que quebranta las reglas 
:del juego; así también en el campo de ejercicio de la libertad que es el derecho 
positivo se puede hacer bueno o mal uso de la libertad, y tan malo, tan in- 
moral y abusivo puede resultar su uso, que el ordenamiento jurídico expulse 
al jugador del campo, declarando delictivo un cierto comportamiento o ejer- 
«icio de la libertad. 

Concuerda admirablemente con esto que vamos diciendo la doctrina de la 
Iglesia sobre la libertad de la conversión en los adultos, tal como la expone 
León XIII en la Immortale Dei, y la reitera Pío XII en los siguientes térmi- 
nos: «Segün los principios de la doctrina católica, la conversión debe ser el 
resultado, no de coacciones exteriores, sino de la adhesión interna a las ver- 
dades ensenadas por la Iglesia católica. Por eso, la Iglesia católica no admite 
en su seno a los adultos que soliciten la entrada o el retorno a la misma sino 
a condición de que tengan plena conciencia del alcance y de las consecuencias 
del acto que pretenden realizar» (50). 


2. En armonía con lo dicho, el derecho positivo humano, en cuanto 
«realis ac personalis bominis ad bominem proportio quae servata societatem 
servat, corrupta corrumpit», según la definición del Dante, reviste marcado 
carácter instrumental en relación con el fin personal y trascendente de la per- 
sona humana; de tal manera que la función propia del ordenamiento jurídico 
consiste en dotar y asegurar al hombre una esfera de poder, dentro de la cual 
resulte posible y, mejor aun que posible, que haga fácil al hombre conseguir, 
por el ejercicio y el uso moral y ordenado de su libertad, la realización de su 
destino en el tiempo—la perfección de la vida—y la obtención o consecución 
de su fin último—la salvación eterna—. 

3. Finalmente, el derecho como atributo moral de la persona, o sea, como 
verdadera facultad o poder objetivo y moralmente inviolable de hacer, exigir 
o poseer algo (derecho subjetivo) en su sentido pleno, total y trascendente, 
a la vez moral y jurídico, se vincula necesariamente con el ultimo fin, como 
poder moral e inviolable que asiste al hombre para realizar los actos que le 
conducen al último fin (51). Es claro, por tanto, que en este sentido y como 
tal poder moral e inviolable, el hombre nunca puede tener verdadero derecho 
subjetivo u obtener una autorización objetivamente válida para enseñar o hacer p 
algo que sea contrario a la verdad religiosa o al bien moral, porque ello en- Bn 
volvería una contradicción. o 


(50) Discurso a los Auditores de la Sagrada Rota Romana el afio 1946. «Eccle- 
sia» (1946), vol. II, p. 428. Enciclica Immortale Dei: C. E., p. 61, n. 47. 


(51) L. PÉREZ MIBR: Iglesia y Estado nuevo (Madrid, 1940), pp. 173-174. 
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© 42 Supuesto lo que precede, cabe ahora preguntar: ¿Cuál es la natura- 
leza de la norma positiva humana; o, de otro modo, en qué lugar dentro del 
cuadro descrito se ha de insertar la norma positiva humana por razón de sus 
efectos; es decir, de la obligación que produce y correlativamente del derecho 
que engendra en el sujeto al cual se dirige: en la cláusula primera, en la 
segunda o en la tercera? 

Es claro que, sin mermar nada a las normas sobre los derechos de libertad, 
la mayor parte del derecho positivo se halla constituido por normas que im- 
peran, prohiben o permiten, respectivamente, una actividad o comportamiento 
determinados. ¿Cuál es, pues, el valor y la eficacia que obtienen el imperio, 
la prohibición y la autorización propios de la ley humana positiva? 

En el orden del derecho positivo de índole civil, la norma, ya sea impe- 
rativa o prohibitiva, ya sea simplemente permisiva, generalmente no intenta 
vincular directamente la conciencia del sübdito, o sea que no pretende ligar 
en conciencia al súbdito directamente para que ponga.u omita la acción en 
cuestión, ni tampoco para que se tenga por autorizado en conciencia o moral- 
mente por la pura permisión legal, sino que la eficacia propia de la ley—lo 
que se llama su obligación estrictamente juridica—lo que pretende es que el 
sübdito ponga u omita el acto o, de lo contrario, sostenga la pena o sanción 
que acompafia a la ley. La obligación moral, pues, se extiende y a la vez se 
limita a sostener o padecer la sanción o la pena que la ley establece para el 
caso de transgresión. 

En la ley permisiva, que autoriza una determinada acción o conducta, la 
eficacia de la ley se dirige no a que el sübdito se estime autorizado en con- 
ciencia, en virtud de la misma ley, para poner el acto, sino simplemente a 
hacer que el acto permitido o autorizado por la ley no sea castigado o sancio- 
nado en el propio ordenamiento jurídico que lo permite; pero nada impide 
que lo sea en otro ordenamiento jurídico distinto. Además, de ley ordinaria, 
aunque no absolutamente necesaria, el ordenamiento que permite o autoriza 
un acto o conducta sanciona el obstáculo o impedimento ilegítimo que even- 
tualmente se opusiere por parte de otro a su ejercicio. Normalmente, pues, la 
| eficacia de la norma permisiva de carácter civil se limita a ser simplemente 
| un «no impedir» o «no castigar» (52). 


(52) F. VITORIA: Relectio «De potestate civili» fol. 90 v. (ed. 2.5, Salamanca, 
1565), n. 20: «Sed adhuc superest dubium. Si rex vellet non obligare ad culpam, an 
posset? Respondetur quod non est dubium quod possit.. Aliquando enim legislator 
sive ecclesiasticus sive saecularis non vult in suis legibus exigere obedientiam debi- 
tam a subditis, sed simpliciter ordinat quid faciendum sit, dicens et dirigens potius 
quam praecipiens: qualiter multa videntur esse in legibus et pragmaticis civilibus 
et ecclesiasticis.) —L. RODRIGO: Praelectiones Theologico-morales Comillenses, t. II, De 


legibus (1944), n. 231: «Obligationis species.—Duplex obligatio ad nostrum intentum 
distingui fundamentaliter poterit: 
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El hecho de que Pio XII se haya mantenido fiel, como veremos, a la línea 
tradicional, no solamente en la solución del problema, sino, además, en su 
mismo planteamiento, no resta valor, segün creemos, a las observaciones que 
preceden, puesto que Pío XII no tenía por qué vincular la validez absoluta 
e incondicionada de sus conclusiones a un determinado planteamiento doctri- 
nal, que si puede facilitar una mejor comprensión del problema, pero no roza 
siquiera y deja intactas las bases del derecho püblico eclesiástico, sobre las cua- 
les levantan sus conclusiones tanto León XIII como Pío XII. 


He aquí la serie de proposiciones escalonadas, tal como las establece a lo 
largo de su discurso el Papa: 


1. Ninguna autoridad humana (ningún Estado ni la comunidad de Es- 
tados) puede conceder una autorización positiva, o sea, con fuerza para vincu- 
lar objetivamente la conciencia del que la recibe, de enseñar o de hacer algo 


a) Obligatio moralis ad actum pertinet ad ordinem quo libera creatura devinci- 
tur eum ipso Deo ut suo ultimo fine: per eam determinatum exercitium libertatis 
intimatur ut necessario conexum cum ordine morali, qui est ordo quo ligatur crea- 
tura cum ipso Deo tanquam proprio fine ultimo. Posita ergo et intimata hac co- 
nexione per legitimam auctoritatem, praetermittere actum sic conexum fert praeter- 
mittere voluntatem ordinativam et ipsam ordinationem in finem ultimum; ideoque, 
importare debet consequenter haec praetermissio ut sanctionem impositam ab ipso 
Deo custode huius ordinis, amissionem vel retardationem illius finis, qui in solo Deo 
est et a solo Deo dispensatur... 


b) Obligatio wridica ad actum, et mere consequenter iuridico-moralis ad sanctio- 
nem, est illa obligatio per quam actus intimatur tanquam necessarius ad ordinem 
juridicum contingentem commissum humanis legislatoribus atque ab iisdem determi- 
natum ut necessarium in ordine ad finem temporalem itidem necessarium cui hic 
ordo inservit. 


Inde huius actus praetermissio implicat formaliter laesionem huius ordinis et fi- 
nis; consequenter autem incursionem adiectae sanctionis, scil. sive reatus poenalis 
contracti pro debita ordinis laesi reparatione, sive nullitatis actus contra gesti pro 
debita eiusdem ordinis tuitione cui valor actus contrariaretur. Huius tamen utriusque 
sanctionis vis sustinetur etiam in ordine morali per conexionem necessariam aucto- 
ritative statutam inter incursam reitatem poenalem ob laesum ordinem iuridicum 
et finem hominis ultimum. Iuridica igitur obligatio est obligatio immediate et for- 
maliter circa actum, et mere coram humano legislatore; sed ultimo et consequenter 
cirea sanctionem coram ipso Deo», pp. 168-169. 


N. 235: «Modus obligationis.. 2.2 In lege positiva distinguendi sunt diversi eius 
respectus aut species: prout formaliter imperativa determinati usus libertatis, par- 
ticipat necessitatem legis naturalis propriam: nam necessitas ex voluntate legisla- 
toris positivi conectentis determinatum libertatis exercitium cum fine sibi commisso 
et cum fine ultimo, sustinetur et sancitur per legem naturalem cum propria eius 
necessitate; prout poenalis, eius obligatio oritur ex conexione actus cum malo poe- 
nae legitime statutae a Superiore; prout irritans aut inhabilitans, ex conexione actus 
cum sanctione nullitatis eiusdem. 

Est autem in potestate Superioris legem positivam ferentis determinare efficaci- 
ter subditum ad actum intentum, urgendo simul aut seorsim nisi aliquid obstet, 
triplicem necessitatem descriptam: unde locus esse poterit legi sive mixtae, sive pure 
poenali, sive irritanti aut inhabilitanti», p. 171. 
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que sea contratio a la verdad religiosa o al bien moral (53). Un mandato o — 
una autorización de esta clase no tendría fuerza obligatoria y sería ineficaz. — 
Ninguna autoridad podría dar (aquel mandato o autorización), porque es con | 
tra natura obligar al hombre al error y al mal o considerar al uno y al otro: — 
como indiferentes. Ni siquiera Dios podría dar un mandato positivo o una. 


autorización positiva de esta clase, porque estaría en contradicción con su abso- 


futa veracidad y santidad. 


2.2 Es lícito establecer una norma por la que el libre ejercicio de una 
creencia y de una práctica religiosa moral que tenga vigencia en uno de los 


- Estados miembros no se impida en todo el territorio de la comunidad por me- 
“dio de leyes o providencias coercitivas? O en otros términos: ¿está permitido: 


en tales circunstancias el no impedir, o sea, el tolerar, de forma que la repre- 
sión positiva no sea siempre un deber? 


3.* No existe una norma de derecho divino, natural o positivo que im- 
ponga siempre y en todo caso el deber o siquiera que otorgue el derecho de 
impedir y de reprimir siempre en cuanto sea posible lo que es erróneo y 
falso (54). Dios reprueba el pecado y, sin embargo, permite que exista. Una. 
tal norma no consta ni por la convicción común de los hombres, ni en la con- 
ciencia cristiana, ni en las fuentes de la revelación, ni en la práctica de la. 
Iglesia. 

4. El deber de reprimir las desviaciones morales y religiosas no puede, 
por tanto, constituir una norma Ultima de acción, sino que debe estar subor- 
dinado a otras normas más altas y generales. 


5.º Tales normas más altas y más generales permiten en determinadas: 
circunstancias, e incluso muestran como el mejor camino, no impedir el error 
para promover un bien mayor. 


(53) En el discurso a la misma Unión de Juristas católicos de Italia, del 6-11- 
1949, que hemos citado al comienzo de la conferencia, Pio XII formula estas dos 
proposiciones: 

2º «El juez no puede nunca con su decisión obligar a nadie a un acto intrin-- 
secamente inmoral; es decir, contrario por su naturaleza a las leyes de Dios y de 
la Iglesia.» 

3.º «No puede en ningün caso reconocer y aprobar expresamente la ley injusta 
(la cual por lo demás, no constituiria nunca el fundamento de un juicio válido en 
conciencia y ante Dios). Por eso no puede pronunciar una sentencia penal que equi-- 
valga a tal aprobación.» «Ecclesia» (1949), vol. II, p. 566. 


(54) En la Alocución a los Auditores de la Sagrada Rota Romana citada en la 
nota 50, dice a este propósito Pío XII: «Los contactos cada vez más frecuentes y la 
promiscuidad de las diversas confesiones religiosas dentro de un mismo pueblo han 
llevado a los tribunales civiles a practicar el principio de la «tolerancia» y de la 
«libertad de conciencia». Mas atin, hay alli una tolerancia política, social y civil para 
los adeptos de las demás confesiones, que, en tales circunstancias, constituye un de-- 
ber moral incluso para los católicos.» «Ecclesia» (1946), vol. II, p. 427. 
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6. * Lo que no responde a la verdad y a la norma moral no tiene objeti- 
vamente ningún derecho a la existencia, a la propaganda y a la acción. 

75 Sin embargo, el no impedirlo por medio de leyes estatales y de dis- 
posiciones coercitivas puede estar justificados e en interés de un bien superior 
y más vasto. 

8.2 Pertenece al estadista católico juzgar si en un caso concreto se cum- 
plen aquellas condiciones—de un bien superior y más vasto—que justifiquem 
el permitir o no impedir. 

9.2 Para estimar rectamente ese bien mayor y más vasto, el estadista ca- 
tólico habrá de considerar las consecuencias dafiosas que la permisión acarrea 
dentro del Estado, en comparación con las que se evitan a la comunidad de los 
Estados y, por consiguiente, del bien que producirá directamente a la comu- 
nidad misma de los Estados e indirectamente al Estado que es miembro de ella. 

10.2 En el terreno religioso y moral, el estadista católico debe oír el jui- 
cio de la Iglesia y, concretamente en lo que toca al orden internacional, al 
Romano Pontífice, que tiene recibida de Cristo la guía de toda la Iglesia. 

Si colocamos ahora uno al lado de otro ambos textos, el de León XIII y 
el de Pío XII, y los comparamos entre sí, nos encontramos con que junto a 
una coincidencia completa tanto en el fondo de la doctrina y en la solución 
concreta del problema como en mantener su planteamiento estrictamente en el 
campo del Derecho püblico eclesiástico, lo que nos da, por así decirlo, como 
el tema de fondo y la composición del cuadro; presentan a la vez diferencias. 


- muy notables en la animación y movimiento de las figuras y en los juegos de 


luz y de colores. 

Acaso ninguna otra consideración acierte a expresar tan bien la semejanza 
y a la vez las diferencias entre ambos textos como la simple observación de, 
la diversa naturaleza de los documentos en. que ambos textos se contienen. 
El de León XIII hállase formulado en la Encíclica Lzbertas—documentos doc- 
trinales, las Encíclicas, de una solemnidad y empaque notables—, en tanto que 
el texto de Pío XII se contiene en un discurso, forma de expresión del magis- 
terio eclesiástico más ágil y menos solemne, sin duda; pero de sobra sabemos 
que en los discursos y alocuciones de Pío XII se contienen las ensefianzas de 
caracter práctico y las soluciones morales y jurídicas a los problemas más gra- 
ves e importantes de la vida individual y social en nuestros días. 

En el texto de Pío XII el problema se nos presenta en un panorama más 
amplio y extenso que en el texto de León XIII, y ello es debido a la amplitud 
misma que han impuesto a la vida tanto el creciente desarrollo de las relacio- 
nes internacionales como el progreso técnico alcanzado en los tres cuartos de 
siglo transcurridos desde entonces, factores ambos que tienden hacia una uni- 
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ficación creciente de la vida social en toda sus formas, y que van reduciendo 
cada vez más los compartimientos y las separaciones de tiempos pasados (55). 

Otra diferencia de gran interés. El texto de Pío XII, que constituye el 
tema central del discurso dirigido a un grupo de especialistas del Derecho, 
presenta la sobriedad y concisión de un informe jurídico, en el que un técnico 
del Derecho canónico y del Derecho püblico eclesiástico va trazando en la 
multiplicada variedad, en la meticulosidad y en la agudeza de las proposicio- 
nes el esbozo o esquema completo de un proyecto de ley pronto y dispuesto 
a verter en el lenguaje de artículos o de cánones las diversas condiciones que 
integran la hipótesis o fattispecie de la ley, y las partes o elementos múltiples 
en que se descompone una statuitio asimismo compleja y múltiple. 

Es evidente, en cambio, que una tal variedad de matices y una riqueza 
así de precisiones no se encuentran en el texto verdaderamente clásico de 
León XIII, el cual difícilmente podría servir por sí solo de esquema para 
articular un texto legal. En cambio, el estadista y el jurista católico encuentran 
en el texto de Pío XII casi todos los elementos necesarios para articular con 
precisión un texto legal, simplemente con seguir el hilo de sus proposiciones, 
sin más que sopesar y rellenar objetivamente, o sea, con fidelidad a la reali- 
dad, las condiciones de hecho o quaestio facti, según se expresa el Pontífice. 

Cumplese con ello una vez más en la Iglesia, y con esto terminamos, el 
acontecimiento, cien veces repetido y renovado, de que el Espíritu Santo dota 
siempre a su esposa del Padre, Pastor y Maestro que en cada tiempo ella ne- 
cesita. Ahi tenéis dos Papas igualmente virtuosos y santos ambos: León XIII 
fué el gran Maestro que la Iglesia requería en el siglo XIX para hacer frente 
al Naturalismo, al Liberalismo y al Socialismo: «lumen in coelo». Pío XII 
es el ángel mensajero de paz en este mundo atormentado y desquiciado por el 
terror: «pastor angelicus», el Papa de la paz entre los hombres, que, segün 


su propio lema, tiene que ser fruto del abrazo de la justicia y de la santidad: 
«opus iustitiae pax». 
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Auditor del Tribunal de la Rota española 


(55) Notese a este respecto cómo Pío XII no recoge en su discurso la proposi- 
ción de León XIII señalada por nosotros como proposición quinta, asi como la di- 
versa redacción que las proposiciones tercera y sexta de León XIII reciben en las 
proposiciones primera y sexta del texto de Pío XII. 
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LA FIGURA IDEAL DEL OBISPO 
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Aspectos de la personalidad vitoriama.—La personalidad polifacética de 
Francisco de Vitoria, O. P., ha sido estudiada desde los más diversos ángulos 
a lo largo de nuestro siglo. Su nombre, hoy conocido y venerado, se eleva con 
majestad sobre el pedestal de una rica bibliografía. Unos se han ocupado de 
fijar con minuciosidad su cronología, las fases de su vida, su influjo históri- 
co (1). Otros han preferido ahondar en el estudio de sus doctrinas y han in- 
vestigado su valor en el campo del Derecho internacional y su significación en 
la renovación teológica del siglo XVI (2). Dentro de este grupo, no faltan 


(1) Así, por ejemplo, el P. L. G. ALONSO GETINO, O, P.: El Maestro Fr. Francisco 
de Vitoria. Su vida, su doctrina, su influencia (Madrid, 1930). El P. V. BELTRÁN DE 
HEREDIA, O. P., en una larga serie de artículos y en su obra de síntesis, Francisco de 
Vitoria (Colección Pro Ecclesia et Patria), (Madrid, 1939). R. GARCÍA VILLOSLADA, S. J.: 
La Universidad de París durante los estudios de Francisco de Vitoria, O. P. (1507- 
1522) (Roma, 1938). Para una amplia información bibliográfica pueden verse, además 
de la obra citada del P. BELTRÁN DE HEREDIA, las notas del artículo del P. CAMILO 
MARÍA ABAD, S. J.: Dos inéditos del s. XVI sobre beneficios, en «Miscelánea Comillas», 
XVI (1951), p. 276 ss.' 

(2) V. gr, E. DE HINOJOSA: Francisco de Vitoria y sus escritos jurídicos (Discurso 
de entrada en la R. Academia de la Historia) (1889), reeditado en su obra Estudios 
sobre la Historia del Derecho español (Madrid, 1930), pp. 181-237, y J. BROWN SCOTT: 
El origen espanol del Derecho Internacional moderno (Valladolid, 1928); G. FRAI- 
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quienes han destacado algunas ideas ascéticas o espirituales, que hacen intere- 
sante la figura del dominico, aun dentro del marco del movimiento reformista. 
que llena el siglo en que le tocara vivir (3). 
Cierta particular atracción por los estudios que se refieren a este ultimo. 
sector me impulsó a estudiar con alguna detención el ideario reformista de 
Francisco de Vitoria respecto a la situación y necesaria revitalización de la i 
Iglesia de su tiempo. Pero la línea seguida en otros trabajos análogos (4) me- 
hizo fijar preferentemente mi atención en uno de los factores de este movi- 
miento de reforma, considerado central, por criterio de tan comprobada auto- - 
ridad como el de monsenor JEDIN: la concepción ascético-teológica de la fi- 
gura ideal del Obispo (5). 


Autenticidad y realismo.—Si algo hay que destaque en el eficiente magis- 
terio salmantino de Francisco de Vitoria es su autenticidad. Y queremos en- 
tender bajo esta palabra un doble aspecto característico en la obra de este gran: 
maestro: su presencia, como teólogo-moralista, en las cuestiones agitadas de. 
su tiempo y su excepcional valentía en abordarlos. | 


E Nada hay más opuesto al espíritu de Vitoria que lo que podíamos llamar | 
A absentismo del teólogo de los problemas vitales de su medio ambiente. Cuando + 
d en 1535 Vitoria atacaba de lleno el tratado De justitia, se enfrentaba con toda | 
"a la compleja realidad de su siglo y había de rehuir la inhibición fácil y con- | 
t| temporizadora, para abordar los mil problemas que planteaba la atmósfera | 


dentro de la cual se movía: la aceptación de personas y las mil formas Eo 


Es. simonía, la usura y la injusticia de los jueces, los títulos jurídicos de la con- | 
n quista de América, las rapifias de guerra, las crueldades y malas adquisiciones. 
e LE, O. P.: Francisco de Vitoria, norma y síntesis del Renacimiento ortodoxo de nues-- 
tro siglo de Oro, en «Ciencia Tomista», 50 (1934), 15-25; V. BELTRÁN DE HEREDIA, O. P.: 

dl Orientación humanística de la Teologia vitoriana, ibid., 72 (1947), 7-27; D., La for-- 


mación humanistica y escolástica de fray Francisco de Vitoria, en la colección de- 
Conferencias «Fray Francisco de Vitoria, Fundador del Derecho Internacional» (Ma- 
drid, 1946), pp. 39-62; R. Garcia VILLOSLADA, S. J.: Fray Francisco de Vitoria, Refore | 
mador de la Teología católica, ibid., 65-88; ID. Erasmo y Vitoria, en «Razón y Fe»,. 
108 (1935), 24 ss. 

(3) Cfr. JUAN DE Jesús Maria, O. C. D.: ¿Francisco de Vitoria, conciliarista?, en: 
«Ephemerides Theologicae Carmeliticae», I (1947), 103-148, y sobre todo V. BELTRÁN 
DE HEREDIA, O. P.: Las corrientes de espiritualidad entre los Dominicos de Castilla. 
durante la primera mitad del siglo XVI (Salamanca, 1941), p. 50 ss., y M. BATAILLON: 
Erasmo y Hspana. Trad. de A. Alatorre (México-Buenos Aires, 1950), I, 284 ss. 

(4) J. I. TELLECHEA IDÍGORAS: La figura ideal del Obispo en las obras de Hrasmo,- 
en «Scriptorium Victoriense», II (1955), 201-230, y los dos trabajitos aparecidos en la 
sección de «Expositores de Teologia sacerdotal» de la revista sacerdotal «Surge» 
(Vitoria), Bartolomé de los Mártires, XIV (1954), 540-45, 587-94, y Fray Luis de Gra- 
nada, XV (1955), 147-157 y 195-203. 


(5) H. JEDIN: Il tipo ideale di Vescovo secondo la Riforma Cattolica (Brescia, 
1950), p. 10. 
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de bienes de los conquistadores o «peruleros», etc. (6). El calor de lo con- 
creto y existencial anima sus lecciones, así como el color casi picaresco de sus 
ejemplos en castellano que van salpicando sus explicaciones latinas. Tratando 
del ayuno, nos hablará del «labrador muy ricacho que tiene muy largo» y del 
que juega a la pelota o va de caza; de la mujer que se hace odiosa a su marido 
«porque se para flaca y desgraciada»; del engafio o burla del ayuno fingido 
y «si se puede comer dos o tres bocados de pan y una tajada de diacitrón o 
una camuesa»; de los viandantes que cambian el orden de comidas porque 
«cuando llegan a la posada a la noche van papisecos» (7). 

No satisfecho con abordar estos problemas, lo sabe hacer con singular 
valentía. En metáfora muy espafiola, de Vitoria se puede decir que agarra los 
problemas por los cuernos. A pesar de su extraordinario prestigio, Vitoria 
conoce la flaqueza humana que se oculta bajo la moralidad aparente de quien 
más busca en sus consultas un justificante para su torcida conducta que una 
norma luminosa. Al aludir a los sucios negocios de mercaderes y cambistas 
“de Flandes o Medina—ambientes que, por otra parte, conocía directamente—, 
llega a afirmar: «Yo respondo de mala gana a estos casos de cambiadores, 
sin saber quién los pide y para qué. Porque muchos los preguntan para apro- 
vecharse y alargarse si les dan alguna licencia. Y si algo les dicen contra su 
interese, dáseles poco y bürlanse de la doctrina y de su autor» (8). Pero este 
subterfugio poco noble, que no es infrecuente entre quienes pueden mantener 
su malicia resguardados en diversas formas de preeminencia social, no 
desanima a Vitoria. A pesar de la prevista infructuosidad de su esfuerzo, siem- 
bra sin cesar ni desfallecer, y lo mismo ataca las milagrerías falsas (9) que 
examina el alcance de la autoridad papal o imperial (10). Con razón afirma 
de él el P. GETINO, O. P.: «En la historia del pensamiento humano será di- 
ficil encontrar nadie que pueda compararse a la valentía de Vitoria, echando 


(6) Para todo este trabajo utilizamos los seis volúmenes de la edición de los 
Comentarios a la II-II de Santo Tomás, preparada por el P. V. BELTRÁN DE HERE- 
DIA, O. P. (Salamanca, 1932-1952). Haciendo caso omiso del nümero del volumen co- 
rrespondiente a la «Biblioteca de Tedlogos Espafioles», de la que forma parte, cita- 
remos según el orden propio de los volúmenes dedicados al mismo Vitoria. Con el 
fin de abreviar el sistema de citación, a continuación del lugar del Comentario a la 
Suma indicaremos entre paréntesis el námero del volumen en nümeros romanos, y la 
página, en arábigos (cfr. III, pp. X-XI). 

(7) TELL q. 147, art. 4 (VI, 62, 66-7, 74-5). 

(8) Dictamina de cambiis (VI, 512-3). Cfr. III, XI. 

(9) Refiriéndose a los milagros del «Flos sanctorum», dice: «Sed non omnia sunt 
vera, sed quarta pars illorum quae dicuntur de sanctis et de beata Virgine. Quia 
dicere, ut ibi dicitur: Fertur in tali civitate quod talis sanctus fecit hoc miraculum, 
etc... profecto dicere hoc, est dicere idem que érase un rey y una reina...» I-I, 
q. 178, art. 2 (VI, 298). 

(10) Cfr. Relectiones de potestate Ecclesiae (1532), De potestate Papae et Com- 
cili (1532-3), De potestate civili (1521-8). 
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un jatro de agua fría sobre los entusiasmos ardientes que en Espafia habían 
levantado las hazafias de Hernán Cortés y levantaban las de Pizarro, y dicien- 
do al Emperador que poco miraban por su salvación los que le aconsejaban 
la conquista de las Indias» (11). 


Vitoria ante el problema de la Reforma.—Nada tiene de extraño que esta 
valentía se manifieste cuando trate de todo el vasto problema de reforma que 
se presentaba a los prohombres de su tiempo. Vitoria se crió en el fervor re- 
formista del París de los Colegios de Santiago y Standoch, vivió el espíritu 
de sus conventos de Burgos y Valladolid, y sobre todo se alimentó del fervor 
extraordinario del convento de San Esteban de Salamanca (12). Todo esto 
nos inclina a prever ya 4 priori que había de preocuparle el tema párticular 
que queremos estudiar. En efecto, Vitoria habla repetidas veces del Obispo, 
con la claridad y precisión de su mente vigorosa, con el peso de su ciencia y 
su prudencia, con el vigor de su temperamento resoluto y valiente. Lo que al 
comienzo del trabajo no era sino intuición previa, se convierte en segura com- 
probación tras la búsqueda afanosa de textos; sólo nos resta intentar la expo- 
sición sintética de los resultados (13). 

La tarea no se presentaba fácil. Francisco de Vitoria no escribió una obrita 
particular sobre la materia, un De offzczo praelatorum tan del gusto de su 
tiempo. Sus ideas las hemos de rebuscar dispersas en las páginas de sus Co- 
mentarios a Santo Tomás, ya que particularmente la II-II del Aquinate ofrece 
a los comentaristas coyunturas más o menos claras para alargarse, al abrigo 
del Maestro, en la exposición de temas fundamentales de la Teología ascético- 
pastoral acerca de la figura del prelado. Las cuestiones centrales de la parte 
De statibus bominum, en menor grado las cuestiones acerca de la simonía, li- 
mosna, caridad, prodigalidad, beneficios, etc., sirven de trampolín al teólogo- 
moralista para lanzarse a la censura vigorosa de abusos, y para marcar con 
decisión el norte que ha de regir toda la organización eclesiástica. Mas si la 
Summa del Aquinate, por evidentes razones pedagógicas, senala el cauce en 
la exposición doctrinal de sus comentaristas, resulta en cambio un tanto desen- 
cajada cuando se trata de sistematizar los elementos dispersos en torno al tema 
que estudiamos. Por esto, rompiendo el hilo de la misma, intentaré ordenar 
las ideas vitorianas en dos capítulos fundamentales, cuya misma disposición 
haga resaltar la concatenación lógica de su pensamiento: 


(11) L. G. ALONSO GETINO, O. P.: El Maestro fray Francisco de Vitoria..., p. 167. 


(12) Ibid., p. 176 ss. Los nombres de Clichtove, Crockart, Fenari i 
: j , , o, Maior, Lefevre 
d'Etaples, Eck, Juan Fisher (el Roffense), que aparecen citados en las lecciones de 
Vitoria, nos pueden poner en la pista de sus fuentes extranjeras. 


(13) Ya ha dedicado una página al tema el P. BELTRÀN D : i 
tes de espiritualidad..., p. 54. STER oct 
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I. Caracterización ascético-pastoral del episcopado. 

II. Deberes fundamentales: Residencia. Provisión de beneficios. Plurali- 
dad de beneficios. Cuestiones sobre bienes eclesiásticos: simonía, 
décimas, rentas y limosna. 


Trascendencia de su bostura.—No estará de más advertir en esta introduc- 
ción que al dedicar nuestra atención a Francisco de Vitoria no lo hacemos tan 
sólo por el valor intrínseco de sus ideas y por anadir a su bien merecido re- 
nombre un motivo más de gloria con el estudio de un sector de su obra menos 
conocido. Si esto justificaría este trabajo, todavía, sin embargo, existe una 
poderosa razón que obliga al esfuerzo: el influjo de sus ideas en el movimien- 
to reformista espafiol del siglo XVI. Al comprobar en nuestros días la gravi- 
tación que en los ambientes universitarios existe alrededor de ciertas figuras de 
indudable valor positivo, no podemos olvidar que Vitoria gozaba de un audi- 
torio que se aproximaba al millar de alumnos. Convertido en verdadero orácu- 
lo de la Universidad salmantina, sus palabras graves y sus recriminaciones 
severas, hasta su gracejo e ironía fina, habían de pesar fuertemente sobre 
los ánimos, con tanta o mayor fuerza que los más brillantes tratados ascé- 
ticos. Entre la turba de sus discípulos se encontraban precisamente aquellos 
que habían de poner en práctica cuanto.de manera tan clara y contundente 
sembraba sobre sus espíritus el profesor. Aun cuando el maestro no lo afir- 
mara con realismo lleno de gracia (14), ahí está la Historia para demostrar 
la pléyade de Obispos y profesores que se formaron en las lecciones del gran 
maestro salmantino (15). Refiriéndose al campo de la reforma, puede afir- 
marse lo que BELTRÁN DE HEREDIA dice del campo teológico: «Sus obras 
son sus discípulos» (16). Unos habían de mantener vivo su espíritu desde la 
cátedra, como Cano y Mancio del Corpus Christi, Martín de Ledesma y Vi- 
cente Barrón, Domingo de Soto y Diego de Chaves (17). Otros lo harían 
desde la cátedra del ejemplo vivo, elevados a las dignidades arzobispales y 
episcopales tanto en el Nuevo como en el Viejo Mundo: los nombres de Mar- 
tín de Ayala, arzobispo de Valencia; Gaspar Zúñiga de Avellaneda, arzo- 


(14) AI referirse a los que apetecen el episcopado dice «ut patet de illis qui 
sequuntur Imperatorem et majors pars nobilium qui studet Salmanticae hoc deside- 
rant...», II-II, q. 185, art. 1 (VI, 382). 

(15) V. BELTRÁN DE HEREDIA: Fray Francisco de Vitoria..., pp. 177 y 180 ss. 

(16) Ibid., p. 176. 

(17) Ibid., 181-3. En la misma página afirma este autor: «El predominio doctrinal 
de Vitoria en los círeulos académicos encierra una página inédita, por la que se 
explicaría, aun sin el profesorado de Cano, de Ledesma, de Mancio y de otras lum- 
breras de la Orden Dominicana, el hecho indiscutible de estar informada la ense- 
ñanza universitaria en España en el momento de su muerte por el espíritu renova- 
dor que él había difundido desde su aula.» 
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bispo de Santiago y Sevilla; Pedro Guerrero, de Granada; Francisco Blanco, 
obispo de Orense; Bartolomé Torres, de Canarias; Gregorio Gallo, de Orihue- 
la; Antonio Corrionero, de Almería, etc..., engruesan esta larga e ilustre lis- 
ta (18). No pocos—algunos nombres ya mencionados son sobradamente cono- 
cidos—serían portavoces de estas ideas en la magna asamblea tridentina. En 
todos los órdenes sería interesante seguir la huella vitoriana; pero, para este 
trabajo ulterior, era menester exponer y sistematizar previamente los principios 
reformistas del maestro. Esto es lo que primariamente intentamos en este mo- 
desto trabajo. Por tratarse de un trabajo doctrinal en el que precisamente in- 
tento desbrozar el camino para el estudio del influjo de Vitoria en sus contem- 
poráneos, es excusado decir que utilizaré profusamente los textos mismos del 
maestro. Mi labor será rebuscarlos minuciosamente, agruparlos ordenadamente 
y festonearlos con sucinto comentario. Mas las razones invocadas me valdrán 
el perdón indulgente de quién tenga ánimos para leerlo. 


I 


CARACTERIZACIÓN ASCÉTICO-PASTORAL DEL EPISCOPADO 


l. Officium pastoris. Status episcoporum 


Al encuadrar, siguiendo a SANTO Tomás (II-II, q. 184 s.), el meollo de 
cuestiones en torno al episcopado en la sección general De statibus, indica 
Vitoria, aunque vagamente, un elemento característico del mismo: es un esta- 
4o, con todo lo que esta palabra encierra de contorno unitario, estable, exte- 


rior, solemne, etc... Precisamente, para mejor definirlo, Vitoria lo contrapone 
al clérigo y al religioso: 


<... quia per hoc differt episcopus a clerico, quia episcopus est unius 
uxoris vir et non potest discedere a sua ecclesia, sed clericus tantum ha- 
bet sacrificare... episcopus est liber, monachus autem servus» (19). 


Esta atadura vincula al Obispo a una iglesia en orden a una mision con- 
creta, y ambos elementos, vínculo estable y misión, nos aproximan a algo que 
pertenece a la esencia misma del episcopado: este es un oficio. Este oficio 
—«officium pastoris» lo llamará sintéticamente Vitoria en otro lugar (20)— 
f MEE : 

undamentalmente está animado por la caridad y entrega a los demás, y llega 


(18) Ibid., p. 183 ss. Véase la larga enumeración, de la qu Ó 
mos algunos nombres. do el 


(19) II-II, q. 183, art. 1 (VI, 314). En contraposició iti 
L 2E , 3 ; A posición a este ra 
clericus, véase lo que decimos en el excursus 2.2 inks ur 


(20) II-II, q. 184, art. 7 (VI, 326). 
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-a exigir el sacrificio de la vida y, con mayor razón, el de su servicio constante 
«en diversas formas (predicación, sacramentos, visita, etc...) y el de los bienes 
materiales. En razón del oficio, estas funciones adquieren un carácter particu- 
lar de obligatoriedad, equivalente en la mente de Vitoria al voto, y que ex- 
plica que el episcopado sea estado de perfección. He aqui, reunidos en un 
texto, estos elementos; después de afirmar, siguiendo a SANTO TOMÁS y Ca- 
“YETANO, que el Obispo está en estado de perfección y, aunque no hace un 
“voto, asume establemente un oficio, prosigue: 


«Habet tamen votum aequivalens, id est, obligationem sui officii, quia 
ad episcopum pertinet animam ponere pro ovibus suis, et habet obligatio- 
nem ad illud et sic est in statu perfectionis. Unde infert Caietanus: si 
debet ponere vitam, tenetur etiam multo magis ponere bona temporalia, 
non solum in necessitate, quia isto modo tenentur omnes alii. Aliter tene- 
tur episcopus quam alii, nam episcopus obligatur tempore necessitatis et 
extra necessitatem, quando est utile, quia habet ex officio. Non sic 
alii» (21). 


La ordenación esencial de este munus sacrum mira a algo que, a manera 
«de ritornello, se repetirá constantemente en las páginas vitorianas: la utilidad 
de las almas, norma suprema de todo oficio pastoral en sus diversos gta- 
dos (22). 

Todos estos elementos nos explican que, siguiendo la línea tomista (23), 
"Vitoria considere el estado episcopal como el sumo estado de perfección, su- 
perior al del religioso; el Obispo se supone que es más perfecto, tiene por ofi- 
cio más perfecta caridad, se constituye en «status perfectionis exercendae». 
Naturalmente, siempre queda abierto el portillo a la subjetividad indivi- 
dual (24), e incluso, moralmente hablando, podremos decir que el estado 
religioso es más seguro en orden a la perfección, por razón de las circunstan- 
„cias; mas siempre se salva la norma objetiva: 


«Status episcoporum de se est perfectior, quia importat perfectionem 
jam in actu... Alio modo possumus loqui moraliter, quantum ad id quod 
invenitur in statibus, nam nune revera statuum securior est status reli- 
giosorum quam episcoporum, quia periculosum est esse episcopum. Nam 
valde difficile est gerere recte officium pastoris, et sic inveniuntur plures 
boni religiosi quam episcopi» (25). 


(21) II-IT, q. 184, art. 5 (VI, 322). 
(22) II-II, q. 63, art. 2, y II-II, q. 185, art. 3 (III, 232 ss, y VI, 337). 


(23) II-II, q. 184, arts. 5-7. : 
(24) II-II, q. 184, art. 7 (VI, 326). Podríamos destacar en este lugar el carácter 


esponsal del vínculo que une al Obispo con su iglesia; pero lo dejamos para cuando 


iratemos de la renuncia al episcopado. | : oy 
(25) Ibid. En la p. 327 dirá por eso mismo «status episcoporum est periculosissi- 


:Simus». 
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La posibilidad del paso del estado episcopal al religioso, ya estudiada por 
SANTO Tomás (III, q. 185, art. 4), obliga a los comentaristas a precisar aún 
más las ideas sobre la cuestión. Así, Vitoria nos dirá. 


«Tota difficultas est quommodo, cum status episcoporum sit perfec-- 
‘tior, teneatur ingredi religionem et relinquere statum episcopalem. Sed. 
quia revera est difficilis status, nam non perficit homines, sed exigit ho- 
mines perfectos, religio tamen facit homines perfectos, ideo utilior status: 
est status monachorum quam episcoporum. Et sic quia regulariter epis-- 
copi sunt imperfecti, utilius est ingredi religionem» (29). 


Con esto vemos que el estado episcopal, como tal, no es per se perfectivo 
de quien lo detenta, ni se ordena primariamente a ello, aunque por otra parte- 
aparece claro el neto carácter exigitivo de perfección que lleva consigo. Esto- 
nos lleva, en la profundización de su contenido, a examinar sus exigencias. 
fundamentales. i 


2. Exigencias fundamentales 


Para desbrozar el camino se nos antoja oportuna la comparación que esta- 
blece Vitoria entre quien ejerce el episcopado y quien posee un beneficio con 
cura de almas. Este ültimo, destino normal de todo sacerdote juzgado digno 
y ordenado por la Iglesia, puede ser apetecido; no así el episcopado. La razóm 
es precisamente la diferencia que existe entre ambos: 


«Ad episcopum requiritur magna perfectio, scilicet quod omnes prae-- 
cedat; sed ad sacerdotis et curati officium, non tanta, nam sufficit quod 
sciat optime ministrare sacramenta. Secundo, quia non requiritur tanta. 
doctrina, nam ab episcopo exigitur utrum sciat utrumque Testamentum, 
quia ei incumbit ex officio praedicare. Tamen sacerdos curatus non tene- 
tur ex officio ad aliud, nisi solum docere doctrinam fidei et indicere obser- 
vantiam festorum et jejuniorum. Item, quia tamquam agentia principalia. 
pertinet ad episcopos cura animarum, ad curatos vero tamquam ad agen-- 

. tia secundaria» (27). 


Tres son, pues, los elementos específicos del episcopado que aparecen en 
este texto: perfección notable, oficio de predicar y cierta principalidad en eb 
ejercicio de la cura pastoral. Veámoslos separadamente y en conexión con otros. 
capítulos, junto a los cuales alcanzan su perfecto desarrollo. 


(26) II-II, q. 189, art. 3 (VI, 399). 
(27) "ILL q 185, art. 1 (VI, 333-4). 
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A. Perfección notable.—Vitoria, como SANTO Tomás (H-U, q. 1857 
art. 3), se plantea la cuestión clásica: «Utrum oporteat eum qui ad episcopa- 
tum assumitur esse ceteris meliorem?» Dos principios han de presidir la so- 
lución de este problema: 1. El Obispo, en cuanto tal, hace profesión de per- 


fección. «Ex hoc quod est episcopus profitetur perfectionem» (28). 2. No vale 


el escudarse en la necesidad de ministros en el pueblo cristiano, sino que hay 
que buscar la utilidad de las almas—la mayor utilidad— Xy, por tanto, esco- 
ger a los mejores (29). Sobre esta base, Vitoria irá resolviendo toda una gama 
de problemas diversos. 

a) ¿Puede escogerse o puede aceptar el episcopado uno que es pecador 
notorio y positivamente indigno? ;Es aceptable quien será inútil para esta 
misión? Vitoria responde con la más tajante negativa, apoyado en diversas 
razones: 


«.. nee est confidendum de illo quod diliget filios Dei, quandoquidem. 
non diligit Deum...» (30). 

«Sicut si aliquis artificem aliquem vocaret ad hoc quod incipiat fa- 
cere una traza de casa, et ille est sutor et perdit domum, an talis excu- 
saretur de illo damno per hoc quod vocatus fuit?.. Ita de episcopo est 
dicendum, quod non excusatur si ex imbecillitate illius oves pereant, 
quantumcumque vocatus fuerit ad episcopatum...» (31). 


b) De acuerdo con los principios expuestos, Vitoria exige que sean los 


mejores, más dignos y más ütiles; la misma doctrina repetirá cuando se refiera. 


a la provisión de beneficios por parte de los Obispos: 


«.. nullus est idoneus ad regendum episcopatum nisi sit bonus... Et 
sic quando eliguntur abbates in monasteriis, non solum oportet eligere 
bonum, sed meliorem, quia debent etiam quaerere quae sunt utilia. Et 
idem est intelligendum de illis qui curam animarum habent. Itaque de- 
bent meliorem eligere, nam tenentur quod semper melius est providere 
et si non quaereret utilitatem sui populi, peccaret mortaliter» (32). 


Tan grave es esta obligación, que llega a alcanzar bajo su severísimo dic- 
tado al mismo Rey en la delicada función del nombramiento o designación 


(28) II-II, q. 185, art. 3 (VI, 338). 


(29) Ibid., p. 337. Lo que afirma acerca de la provisión de beneficios por parte - 


de los Obispos vale respecto al problema que nos ocupa: «Non enim sufficit provi- 
dere necessitati quia isto modo etiam tenentur alii, sed respicere tenentur utilitatem 
et non solum necessitatem...» 


(30) II-II, q. 185, art. 3 (VI, 337). 
(31) T-I, q. 63, art. 2 (III, 249). 
(32) HUELLA 185; arts (VEM): 
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«de los Obispos. Aqui el pensamiento de Vitoria no sabe encubrir bajo su se- 
tiedad respetuosa cierto deje de amarga ironía mezclada con el tono más ame- 
nazador. El texto, aunque largo, es por demás interesante: 


«Sed dubitatur de rege, an teneatur conferre episcopatum dignioribus. 
Satis esset quaerere de sufficientibus et utinam semper sic fieret. Sed 
non dubito quin sit immane sacrilegium providere episcopatum indignis. 
Clamaret profecto civitas Salmanticensis, si Imperator poneret in ea 
praetorem malum et amentem; et tamen si episcopus indignus et malus 
eligatur ad regimen animarum, non fit mentio, nec de moribus illius qui 
eligitur! Breviter dico quod si Rex non conferret episcopatum dignioribus 
—credendum est quod sic fiat quia habet doctissimos et sanctissimos con- 
siliarios— sed dico quod si ita non conferat, non est dubium nisi quod 
non potest majus sacrilegium fieri circa Deum quam male providere epis- 
copatum, ubi est periculum animarum et esset magnum peccatum accep- 
tionis personarum» (33). 


La firmeza y resolución con que califica de «immane sacrilegium» una 
desconsideración en la que entra en juego el peligro de las almas, nos indica 
hasta qué punto es elevada la mira de Vitoria en la materia. 

También considerado desde el ángulo del género de vida, el episcopado 
aparece como el más perfecto, ya que une en la vida mixta los primores de 
la vida contemplativa y activa: 


«Secundo dico concedendo quod status episcoporum sit perfectior. Et 
tamen sua vita est activa; ego nego, quia profecto nec Gregorius nec Aus- 
gustinus nec Bernardus, De consideratione ad Eugenium dicunt quod vita 
episcoporum solum est vita activa, sed est mixta ex activa et contempla- 
tiva, nam oportet episcopum orare et docere. Unde sicut est perfectissi- 
mus gradus vitae activae vita episcoporum, ita est perfectissimus gradus 
vitae contemplativae. Ex quo patet maximum esse episcoporum errorem 
qui numquam orationi et contemplationi vacant» (34). 


Con la proposición, como ejemplo, de figuras como la de San Agustín o 
San Gregorio, Vitoria se incorpora a la corriente de su tiempo que vuelve 
decididamente los ojos a la pureza de la iglesia antigua (35), y con ello intenta 
espiritualizar el ministerio frente a un ambiente en el que actividades jurídico- 
administrativas sofocaban bastante el espíritu y casi parecían caracterizar la 
actuación de los supremos pastores. Por eso concluye: 


«Profecto putant modo praelati hujus temporis quod postquam sunt 
episcopi, non debent videre librum nec orare. Putant enim quod totum 


(33) II-IL, q. 63, art. 2 (III, 249). 


(34) II-II, q. 182, art. 1 (VI, 309). 
(35) Cfr. JEDIN, O. C. 
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negotium sit habere lites, excommunicare hunc et alium. Et hoc non di- 
citur nisi de episcopis, illis, qui nunc boni dicuntur» (36). 


. Esto nos lleva de la mano a estudiar cuáles son los cauces de acción en 
esta concepción más espiritualista de la función pastoral: un puesto de pre- 
ferencia merece la predicación o función magisterial del Obispo; pero, junto 
a Ésta, nos presentará otras funciones que completan ampliamente la cura 
pastoral. 


B. Predicación «ex officio» y ciencia correspondiente —Vitoria no dedi- 
ca largos párrafos al deber de predicar, peculiar del Obispo, como lo harán 
sus compañeros de hábito fray BARTOLOMÉ DE Los MÁRTIRES y fray Luis 
DE GRANADA (37); pero, sin duda, tiene muy presente la función magisterial 
del Obispo. Concebida en un sentido muy vasto, le lleva a exigir una ciencia 
‘en quien ha de ejercerla: 


<... ab episcopo exigitur utrum sciat utrumque Testamentum, quia ei 
incumbit ex officio praedicare» (38). 


El deber de predicar, de vigilar sobre las herejías, de, orientar al pueblo 
cristiano, etc., exige de él una ciencia superior a la del simple párroco; su ig- 
norancia—por desgracia bastante comun—constituye un grave pecado: 


«Revera major pars episcoporum se contenta con lo que sabe el la- 
brador. An ergo episcopi condemnentur. Quidam Parisius dicebat, dolen- 
dum est de illis. Et revera merito illud dicebat, postquam tantum hono- 
rem sibi vendicaverunt et scientiam quae illis annexa debet esse, est 
quasi rara avis in terris, quandoquidem in paucioribus quam oporteat re- 
periatur, utpote multi insurgunt haereses et quasi nullus episcopus hac- 
tenus inventus est qui eis obviam eat. Solus unus episcopus est modo in 
Ecclesia, puta Roffensis, vir magnae doctrinae, qui scribat contra luthe- 
ranos» (39). 


Pero esta visión un tanto negra de la situación de su tiempo se basaba en 
un problema real, que no en vano llegaba hasta las cátedras de los doctores: 
¿Es preferible el teólogo al canonista? O dicho de otra manera, ¿no acarreaba 
males de cierta envergadura social la preferencia práctica que se concedía al 
hombre leguleyo, buen administrador, sobre el hombre espiritual y de doc- 


(36) THI qs 182) art. 19 (VI 810): 

(31) BARTHOLOMAEUS A MARTYRIBUS: Stimulus Pastorum (Romae, 1572), f. 47 v y Ss. 
LUDOVICUS GRANATENSIS: De offitio et moribus episcoporum (Romae, 1572), f. 22 ss. 
Cfr. Artículos citados, «Surge», XIV (1954), 588-9, y XV (1955), 195. 

(38) II-II, q. 185, art. 3 (VI, 337). 
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. trina? Vitoria expone su parecer y afronta con valentía una situación que re- 
| A Sultaba a sus ojos insoportable: 


«Theologus tamen est praeferendus quando pullulant haereses. Sine 
dubio prout nunc regitur Ecclesia, scilicet per litem, melius jurista aget. 
quam theologus, quia si theologus vadat ad visitandum et inveniat con- 
EDU. cubinarium, non scit aferre secum testes et scribam et rapere ab illo un 

NN | marco y suso tirar adelante. Hoc profecto non scit theologus, quia non 
P y^ 1 est doctus in illis nec oportet. 

EN Videant tamen episcopi quod in sua ordinatione dicitur, si sciunt 
i utrumque Testamentum, scilicet Vetus et Novum, et multi sunt qui nec 
4 litteram sciunt. Sed non dicitur eisdem an sciant utrumque ff. Digestunr 

: y vetus et novum. Et quod pejus est quia dicunt quod melius cognoscunt 
. al haereses canonistae quam theologi et ratio illorum est quia nullus est. 
^e inquisitor in Hispania qui sit theologus, sed canonista» (40). 


Todo un capítulo dedicará fray BARTOLOMÉ DE Los MARTIRES a demos- 
= trar la primacía de este deber sagrado de la predicación sobre la actividad 
forense (41). Pero muy arraigado debía de estar cierto desorden cuando se 


1 


Pag , 
bo levantan contra él tantas y tan graves voces. 


EU C. Principalidad em el ejercicio de la cura pastoral.—Mas el deber de. 
predicar no agota todo el contenido de la misión episcopal. 
E Hay un denominador común que abarca y anima toda la actividad pasto- 
RE ral; y pertenece a la esencia misma del episcopado: prodesse (42). Esta ex- 
; a: traversión es algo fundamental en el oficio pastoral, pero se reviste de las 
más variadas formas o actividades. Por eso, como llama que mantiene vivo: 
el espíritu, San Pablo, y con él la tradición, nos hablarán de la solicitud pas- 
E toral. Vitoria no utiliza esta palabra, pero cuando nos habla de los «sudores 
|. pastorales» está muy próximo a este concepto: en ellos, siguiendo a SANTO 


— Tomás en su comentario a Timoteo (I, 3, 1), está la finalidad del episcopado 
E y su grandeza máxima: 


É 


esi: «Quia revera qui episcopatum desiderat, solum desiderat laborem et 


E^ non debet habere multas mulas y mozos de espuelas, sed debet insudare- 
E. quomodo gregem Dei pascat» (43). 


A El apacentar la grey del Señor se desdobla en las variadas funciones epis- 
copales, a las que los autores espirituales dedican fecundos capítulos. Vitoria 
no se extiende largamente en su consideración; solamente cuando trata de in- 


, (40) II-II, q. 185, art. 3 (VI, 338-9). 
s. (41) Cír. nota 3T. 


A i (42) LIL, q. 185, art. 1 (VI, 341). 
7 1 ^ (43) Ibid., 334-5. 

VASE t 
NT. 


EMT GNE 


FRANCISCO DE VITORIA Y LA REFORMA CATOLICA 


sistir en el deber de la residencia personal tiene un párrafo en el que con 


mayor riqueza conceptual define las funciones episcopales, adquiriendo casi 
cierta entonación ascética: 


«... tenetur ipse pascere per se, nam pastor est ille qui per se servat 
gregem, quia qui per alios pascit non dicitur pastor, sed dominus gre- 
gis» (44). 

<... officium episcopi exigit multa, et doctrinam et administrationem 
sacramentorum et sacramentalium et consecrare ecclesiam et ordinare... 
ut doceat et praesit in sollicitudine... Et Ezcehielis 34, 4, ponuntur sex 
quae spectant ad episcopum, scilicet consolare infirmos, sanare aegrotos, 
alligare confractos, redimere abjectum, reducere errantem, custodire for- 
tes, id est, promovere dignos ad dignitatem, nam ista spectant episcopo 
ex officio» (45). 


La enumeración es por demás sucinta, pero bastante completa. Con esto 
y recogiendo alusiones incidentales en textos ya citados, podemos recomponer 
el] esquema siguiente; en el que ordenemos las funciones episcopales: 


f) 


8) 
h) 


«Orare et docere», I-II, q. 182, art. 1 (VI, 309). 

«Ez incumbit ex officio praedicare», I-II, q. 185, art. 1 (VI, 333-4). 
«Animam ponere pro ovibus... ponere bona temporalia», I-II, q. 184, 
artes (V De320)t 

«Ipse pascere per se», I-II, q. 185, art. 4 (VI, 342). 

«Oportet quod pastor cognoscat oves suas», ILIL q. 83, art. 2 
(III, 248). 

«Officium episcopi exigit multa et doctrinam et administrationem 
sacramentorum et sacramentalium et consecrare ecclesiam et ordina- 
re», II-II, q. 185, art. 4 (VI, 342). 

«Praesit im sollicitudine... consolare... sanare... alligare... redimere... 
custodire... reducere... promovere...», I-II, q. 185, art. 4 (VI, 342). 
«... In his quae pertinent ad episcopatum, ut visitare subditos ei prae- 
dicare», II-II, q. 83, art. 2 (III, 342). 


Aunque a veces tan sólo insinuadas, las funciones episcopales, enmarcadas 
«de esta suerte, adquieren una sistematización orgánica, que da tanto al con- 
junto como a las partes un relieve particular. Hay que dispensar a Vitoria de 
su brevedad, ya que no quiso darnos un tratado de pastoral ni trazarnos un 
«Speculum Pastorum». Mas no anduvo descaminado en la indicación de las 


(44) 


II-II, q. 185, art. 4 (VI, 342). La fuente bíblica que nos presenta la figura 


del Buen Pastor es, naturalmente, Ezequiel, 33, y San Juan, 10, 11, y Pale AR 
(45) Ibid., 342. 
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actividades fundamentales y, sobre todo, trató de reforzarlas, vinculándolas. 
esencialmente al oficio episcopal, con la obligatoriedad especial que pesa sobre 
quien asume esta función. Todo este conjunto armónico hace que la misión 
episcopal pueda ser calificada de peligrosa, más aün, peligrosísima (46). Y que 
este calificativo no es una repetición de cumplido del pensamiento tomis- 
ta (47) o una piadosa exageración ascética nos lo demuestra la impresionante 
gravedad con que Vitoria hablará de la eterna condenación de los Obispos no- 
como de un espectro lejano y huero, sino como de algo que realmente ame- 
naza las conciencias de los pastores espirituales. 


«... dico quod si aliqui damnentur non mirum est, cum etiam alii dam- 
nentur qui non sunt in tanto periculo» (48). 


Precisamente el carácter total de este oficio, la vinculación permanente de- 
matiz esponsal y las gravísimas responsabilidades anejas distinguen al Obispo 
del simple presbítero. Sin embargo, la realidad viva le obligará a no acen- 
tuar demasiado esta distinción, particularmente cuando se trata de los curati 
o sacerdotes con cura de almas. El problema es interesante y vamos a dedi- 
carle un pequeño excursus, que nos ayudará a precisar ulteriormente su pen- 
samiento. 


Excursus 1. El Obispo y el presbítero con cura de almas 


Naturalmente, no se trata de la diferencia específica que media entre Obis- 
po y presbítero por razón del orden y de la potestad jurisdiccional (49), sino 
de la diferencia que se quiere recalcar en razón del mismo oficio pastoral. 
¿Es tan clara y neta la diferenciación por razón del mismo oficio? ¿No existe 
una evidente analogía o afinidad? Vimos que en una ocasión al tratar de con- 
traponerlos dijo Vitoria que en el Obispo se requería superior perfección y 
no tanta en el curato «nam sufficit quod sciat optime ministrare sacramen- 
ta» (50). Esta afirmación representa el grado ínfimo que concede al simple 
sacerdote. Pero en otros lugares, al dictado de la realidad, pone mayor conte- 
nido en este oficio o misión pastoral del sacerdote. Tratemos de agrupar 
estas ideas. 


(46) Cfr. nota 25. 

(UO TIS ISA cartes. 

(48) II-IL q. 63, art. 2 (ITI, 249): 

(49) II-II, q. 184, art. 6 (VI, 324-5). 

(50) II-IL q. 185, art. 1 (VI, 333). Ibid., 334, añade: «Tamen sacerdos curatus non 
tenetur ex officio ad aliud nisi solum docere doctrinam fidei et indicere observan- 


tiam festorum et jejuniorum.» En la q. 183, art. 1 (VI, 314), dijo igualmente: «sed 
clericus tantum habet sacrificare». 
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Repetidamente asocia Vitoria los curati a la misión episcopal cuando los: 
lama vicarios del Obispo: 


«Itaque curati sunt tamquam vicarii ipsorum episcoporum. Itaque ille- 
ordo solum est tamquam vicari et non tamquam de per se illis compe-- 
tens» (51). 


Este concepto de vicaría lleva consigo otro matiz importante: el curato es 
agente secundario, mientras que el Obispo es el agente principal: 


«Item, quia tamquam agentia principalia pertinet ad episcopos cura. 
animarum, ad curatos vero tamquam ad agentia secundaria» (52). 


Pero bajo este carácter de vicariedad y secundariedad—valgan las expre- 
siones—existe una estrecha afinidad entre ambas funciones. También el cu- 
rato asume una función que lo carga con particulares obligaciones (53). No 
le es ajeno el ideal evangélico del buen pastor con sus exigencias correspon- 
dientes: dar la vida por su grey con no comün rigor de justicia, residir entre 
su pueblo, acercarse a él y conocerlo (54). ;Es tan taxativo que su ünica obli- 
gación es el sacrificar y administrar los sacramentos? Cuando Vitoria trata 
de dar una base sólida a la sentencia que defiende que ha de elegirse al más 
digno sobre el digno para los beneficios con cargo de almas, su visión de los 
deberes pastorales del párroco es más rica en contenido y no deja de ser en 
cierta manera original: 


«Si dignior eligatur, non tenetur plus facere quam alius qui est dig- 
nus —argwmenta Vitoria—. Patet, quia non tenetur praedicare si non 
vult nec episcopus potest cogere, sed solum tenetur administrare sacra- 
menta. Sed hoc facere dignus... 

Ad hoe respondetur; quando dicitur quod non tenetur plus laborare, 
potest negari. Contra, quia solum tenetur administrare sacramenta et 
non praedicare. Dico quod de jure positivo verum est, sed tamen de jure 
naturali et divino videtur quod teneatur prodesse et praedicare. Patet ex 
Paulo, quia debet esse doctus; item, quia debet laborare verbo et doctri- 


(51) II-III, q. 184, art. 6 (VI, 323). Precisamente en este lugar se pregunta Vitoria 
si el orden de los curatos es de derecho divino. Su solución es interesante: «Et 
videtur quod sic, quia loco illorum Septuaginta duo Apostoli, qui erant loco clirato- 
rum. Sed tamen hoc fuit dependenter ab episcopis, scilicet per modum vicariorum. 
Ita curati sunt tamquam vicarii ipsorum episcoporum. Itaque ille ordo est tamquam 
vicari et non tamquam de per se illis competens; et sic est de jure divino sed de- 
pendenter. Unde quidam Doctor Parisius dicebat mihi, quod episcopus non poterat 
absolvere aliquem sine licentia parrochi, nam dicebat quod curatus haberet illum 
ordinem. Sed nihilominus fecimus ut palinodiam decantaret.» Ibid., 324. 

(52) TI. 185, arts d (VI, 333-4): 

(53) Ibid. 

(54) En la interpretación tradicional de la parábola del Buen Pastor, no aparece 
de modo exclusivo la figura del Obispo; la naturaleza misma de su contenido se 
refiere también al sacerdote. 


=> NO ju 


B T s A dpi da n ae YE Ves ^w 


FRANCISCO DE VITORIA Y LA REFORMA CATOLICA | 


na. I Tim. 5, 17. Contra, quia solum oficium est administrare sacramenta 
et non praedicare. Dico quod hoc est de jure positivo, sed praedicare non 
sic est limitatum de jure divino postquam est pastor. Secundo dico, dato 
quod non teneatur praedicare, verisimilius est quod praedicabit et quod 
faciet pinguia pascua, ut bonus pastor. Item, quia potest occurrere neces- 
sitas in fide, sicut si insurgat haeresis aliqua. Etiam pro tempore confes- 
sionis. Ideo tenetur eligere meliorem...» (55). 


A través de la dialéctica metal del dominico, con sus razones y sus con- 
tras, se descubre una profunda consideración teológica del oficio pastoral que 
va más allá de la pura visión jurídica. Ante la eventualidad de cualquier ley 
parece querer salvar algo esencial a toda función pastoral: el provecho de las 
almas, de esta o aquella manera, en mayor o menor grado. Sobre todo pastor 
pesa una grave responsabilidad que desborda el ámbito de lo puramente per- 
sonal, y tiene marcado volumen social. De él depende la ruina o provecho 
espiritual de las almas (56). Toda la gravedad extrema de Vitoria cuando 
trata de la recta provisión de beneficios por parte de los Obispos se funda 
en la repercusión social de este acto en orden a la utilidad del pueblo cris- 
tiano. Por ültimo, al curato engloba junto con el Obispo cuando habla de sus 
obligaciones en materia de caridad corporal, de uso de los bienes eclesiásticos, 
limosnas, etc... (57). Todo esto es en razón de su oficio, aunque sea «depen- 
denter ab episcopo», «tamquam vicarius episcopi», «agens secundarium». ¿No 
se podrá decir igualmente de su misión, que aun en grado menor, es peligrosa? 
. Esto supuesto, ¿hasta qué punto es netamente específica en razón de 
su oficio la diferencia entre Obispo y curato? SANTO Tomás afina perfecta- 
mente los conceptos que le han de servir de base para sus conclusiones. En 
Ja II-II, q. 184, art. 8, al referirse al curato, subdivide los diversos aspectos: 
por razón de estado, es secular; por razón del orden, sacerdote; por razón del 
oficio, tiene cura de almas. Se asemeja más al Obispo que el religioso en 
cuanto a la cura de almas; no así en cuanto a la estabilidad. Pero aun dentro 
de esa semejanza, nos va descubriendo las desemejanzas: a) en cuanto a la 
extensión de la función, es menos universal que la del Obispo; b) en cuanto 
a la principalidad en el oficio y el carácter de las obligaciones anejas, es se- 
cundario y dependiente; c) en cuanto a la estabilidad y solemnidad (elemen- 


(55) II-II, q. 63, art. 2 (III, 240). 


(56) Ibid., 242 ss. De ahí, por ejemplo, que ataque duramente los cambios ince- 


oris. de beneficios, por cuanto que hace imposible el conocimiento de las almas. 
id. : 


(57) Cfr. capítulo siguiente. 
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tos característicos del estado jurídico de perfección), es igualmente infe- 
rior (58). 

Vitoria, que fundamentalmente maneja estos conceptos y sigue el pensa- 
miento del Aquinate, apunta a las mismas soluciones, pero cuando plantea 
una cuestión clásica, Utrum omnes praelati sint in statu perfectionis, parece 
dudar y dejar sin remate definido el problema: Frente a la respuesta afirma- 
tiva de JUAN Mayor y determinados ambientes parisienses a los que hace 
alusión se alza la resuelta negativa de CAYETANO. Pero Vitoria se pregunta: 


«Sed quare vos dicitis quod episcopi habeant obligationem [ponendi 
vitam pro ovibus] et non curati? Ratio est quia episcopi sunt pastores 
principales; curati autem sunt vicarii episcoporum. Ideo majorem obli- 
gationem importat episcopatus quam curatus» (59). 


Se diría que Vitoria, moviéndose en un plano teológico más que canóni- 
co, frente al problema de la perfección recalca con especial simpatía el sentido 
del ofício episcopal. Y por otra parte, más que un afán por distanciar, en ra- 
zón del oficio, a Obispo y curato, aparece en él una tendencia a aproximar- 
los: existe una analogía en el oficio, salvadas las diferencias extensivas e in- 
tensivas; existe una analogía en sus obligaciones y deberes, dentro de la mayor 
o menor gravedad de las mismas. Menos se expresa en relación a una posible 
analogía en la estabilidad y solemnidad. Sin embargo, sin haberse metido 
con excesiva profundidad en Ja cuestión, al mantenerse sobre esta linea de lo 
gradual, del más y del menos, Vitoria muestra una tendencia a introducir, 
aunque con alguna reserva, al presbítero curato en la esfera del Obispo. Den- 
tro de esta tendencia el Obispo no es un supercurato—valga la palabra—, en 


(58) He aqui los textos correspondientes: II-II, q. 184, art. 8: «Ad quintum di- 
cendum quod presbyteri curati et archidiaconi sunt similiores episcopis quam reli- 
giosi, quantum ad aliquid, scilicet, quantum ad curam animarum quam secundario 
habent.» 

II-II, q. 184, art. 6, ad 2um: «Episcopi principaliter habent curam ovium suae 
dioecesis; presbyteri autem curati et archidiaconi habent aliquas subministrationes 
sub episcopis.» Ibid., ad 3um: «Ad tertium dicendum quod sicut plebani et archidia- 
coni non habent principaliter curam, sed administrationem quamdam secundum quod 
eis ab episcopo committitur; ita ad eos non pertinet principaliter pastorale officium 
nec obligatio ponendi animam pro ovibus. Unde magis habent quoddam officium ad 
perfectionem pertinens, quam obtineat perfectionis statum.» 

Ibid. ad 2um: «.. ita in Ecclesia cura episcopalis solemnitate consecrationis co- 
mittitur; cura autem archidiaconatus et presbyteratus cum simplici injunctione...» 
Ibid., art. 6: «Similiter etiam nec ex parte curae quam suscipiunt ponuntur in statu 
perfectionis. Non enim obligantur ex hoc ipso vinculo perpetui voti ad hoc quod 
curam animarum retineant, sed possunt eam deserere, vel transeundo ad religionem, 
etiam absque licentia episcopi.. etiam de licentia episcopi potest quis archidiacona- 
tum vel parrochiam dimittere et simplicem praebendam accipere sine cura...» 

(59) II-II, q. 184, art. 6 (VI, 323). El argumento de Major es como sigue: «Quia 
ex hoc quod ordinantur ad ea quae sunt perfectionis, sunt in statu perfectionis, qui 
etiam debent ponere vitam pro ovibus...» 
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quien función, deberes y obligaciones adquieren un nuevo estadio superior. 
Por el contrario, el episcopado viene a ser, por decirlo en términos de escuela, 
el analogatum princeps, frente al cual secundariamente, participadamente, de- 
pendientemente, aparece el otro término propio de la analogía: el presbítero- 
curato. Esta idea, que de variadas formas aparece en la más pura tradición. 
patristica, parece adquirir nuevo relieve en momentos de gran espíritu de 
reforma de las estructuras de la Iglesia, como el del siglo XVI, en los que se 
quiere dar un alto sentido al clero, llamado plebano. Aun dejando solamente 
apuntada la idea, creo que es de gran interés y fecundidad para el estudio 
histórico de la espiritualidad sacerdotal. 


Excursus 2. La apetencia y la renuncia al episcopado 


Como complemento a cuanto llevamos dicho, todavía podíamos incluir 
en este capítulo de caracterización ascético-pastoral del episcopado una cues- 
tión que ocupó grandemente la atención de los comentaristas y precisa cier- 
tamente los contornos de las ideas expuestas. Appetere-renunciare son las pa- 
labras que presentan el nervio del problema. El episcopado, como institución 
encuadrada dentro del marco humano, encierra naturalmente aspectos que 
desbordan la pura consideración teológica. Con mente realista, SANTO TOMAS. 
nos habla de tres aspectos: uno principal, que es la función episcopal; otros 
dos accidentales, pero reales, la preeminencia de grado y consecuentemente 
el honor y los bienes temporales anejos, variables, según los tiempos, pero 
ciertamente importantes en siglos anteriores. Vitoria los sintetiza en pocas 
palabras: «Unum quod est principale, prodesse aliis; aliud est eminentia seu 
honor... et tertium est bonum temporale» (60). Considerados dentro de esta. 
complejidad, todos y cada uno de estos factores pueden actuar como causas 
finales ante la psicología humana; y así enmarcado se presenta el problema 
de la apetencia o renuncia al mismo. 

A juzgar por la extensión con que trata Vitoria el tema (61), parece que 
la apetencia desmedida del episcopado alcanzaba la amplitud de una epidemia 
social. Es evidente que ésta era tan compleja como puede serlo la subjetividad 
de quienes lo apetecían. Ello obligaba a matizar en la solución de los proble- 
mas y, aun sin caer en una especie de nonius moral, había que manejar los: 
conceptos de lícito, ilícito, inmoral y gravemente pecaminoso. Como sucede 
con todos los males sociales que impregnan y dominan profundamente un 


(60) II-II, q. 185, art. 1 (VI, 328). SANTO Tomás, en el mismo lugar, dice: «In epis- 
copatu tria possunt considerari: quorum unum est principale et finale, scilicet, epis-- 
copalis operatio per quam utilitati proximorum intendit.. Aliud autem est altitudo» 
gradus.. Tertium autem est quod consequenter se habet ad ista, scilicet, reverentia 
et honor, sufficientia temporalium...» 

(61) Ibid. (VI, 328 ss). 
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ambiente, nunca faltan razones que amparan posiciones confusas. Vitoria es 
explícito en su enumeración: a) Es lícito el apetecer los honores, mientras la 
intención no vaya desvirtuada por fines inmorales. b) Es lícito apetecer el 
canonicato, que lleva consigo elementos espirituales y temporales. Una simple 
diferencia gradual en el honor no cambia sustancialmente el problema, y, por 
otra parte, añade picarescamente Vitoria «potest esse canonicatus tam pinguis 
sicut episcopatus; czerto que más querría ser canónigo de Toledo que Obispo 
de anillo» (62). c) Por ultimo, a la vista está que muchos lo apetecen y bus- 
can por mil caminos, sin que nadie los reprenda ni declare en estado de con- 
denación, «ut patet de illis qui sequuntur Imperatorem et majors pars nobi- 
lium qui studet Salmanticae hoc desiderant et non reprehenduntur propter 
hoc» (63). 

Pero el maestro no tiene menos remilgo para plantear crudamente los pro- 
blemas que para afrontarlos resueltamente: él se inclina por la sentencia ne- 
gativa, calificándola de «omnium sanctorum». Nada de silencios, pecamino- 
sos por buscados, ni de contemporización con los trepadores prepotentes, en 
la mente de este valiente profesor, cuyas clases tenían que ser un revulsivo 
para los males sociales y un auténtico cenáculo de renovación espiritual. De 
sus principios brota con lógica inflexible toda la gama de soluciones: a) El 
apetecer no es intrínsecamente malo; sin embargo, hay algo de absoluta- 
mente malo; esto es, es peligrosa semejante postura, y, por otra parte, es 
injurioso para los demás el que uno quiera mandar sobre otros. b) El apetecer 
exclusivamente por un fin temporal (honor, riqueza) es ilícito, absolutamente 
hablando, porque pervierte el orden natural, segün el cual la primacía co- 
rresponde al bien de las almas (64). Todavía puede existir una manera sub- 
terránea de apetecer el honor, cuando lo que interesa primordialmente es 
el título mismo, no el oficio, esto es, cuando el objeto de apetencias es un 
episcopado im partibus o titular. En pocas ocasiones se muestra Vitoria tan 
cruelmente tajante como en este punto, que él considera, como más tarde al- 
gunos espafioles en Trento, una monstruosidad, como no sea en caso de 
coadjutoría respecto a otro Obispo impedido. He aquí sus terribles palabras, 
donde se insináa más de lo que claramente se afirma: 


(62) Ibid., 329. A título de curiosidad anotamos los puyazos de Vitoria contra 
los canónigos: «Nam si ego dicerem alicui, vendo tibi benefitium meum, no el cantar 
en el coro, que esto de buena gana te lo doy, simo véndote la renta, nemo dicit... 
nam offitium canonici non est solum colligere et recipere redditus temporales, sed 
etiam est spirituale quodcumque sit, ut orare pro populo vel cantare. Videtis quod 
non faciunt canonici, quia illud est offitium spirituale illorum, ni cantan, mi bailan». 
II-II, q. 100, art. 2 (V, 139-140). 

(63) Ibid. 

(64) Ibid., 328-9. 
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«Si illud fiat sine rationabili causa, credo esse magnum delubrium et 
sic fieri credo cum peccato petentis et Papae concedentis quia est scan- 
dalum in Ecclesia. Nam regulariter omnes sunt simoniaci, omnia enim 
vendunt et quae possunt et quae non. Et sic revera cum sint pauperes, 
commitunt multa mala. Non dico quod omnes, quia aliqui sunt boni viri. 
Saltim committunt se periculo; ordenan a veinte y aun a ciento. Credo 
quod hoc non potest fieri sine peccato mortali» (65). 


Vitoria, que cita y estudia las sentencias de teólogos y canonistas, como 
CAYETANO, ADRIANO, SILVESTRE, etc., elenca de esta forma sus calificaciones 
morales: 

a) Peca mortalmente quien, sabiendo que es indigno porque no reúne 
las condiciones requeridas de doctrina y moralidad, busca o acepta el episco- 
pado; con ello hace una injuria a los que son dignos y se expone a gobernar 
mal. «Certe—anade Vitoria—maxima injuria fieret Toletanis, qui tot millia 
ducatorum praestant archiepiscopo, si non haberet curam illorum» (66). No 
vale el subterfugio común de decir que puede servirse de dignos ministros, 
porque en ese caso éstos son los que se merecerían y no él, y prosigue: 


«Hoc nihil est, quia totum es andar remendando. Dicetis: ergo omnes 
indocti peccant mortaliter appetentes episcopatum. Ego nescio. Certe cre- 
do quod sie, quia in sua ordinatione exigitur hoc, scilicet quod si sciat 
utrumque Testamentum. Verum est quod non requiritur quod tantam 
habeant doctrinam sicut beatus Augustinus, sed aliquam debent habere. 
Nec sufficit scire latine potius quam gallice, si nihil aliud sciat» (67). 


b) Si duda si es digno, peca mortalmente al apetecerlo. 

c) Quien con probabilidad se estima digno, puede apetecerlo, pero no 
es lícito, por peligroso, y así peca venialmente. 

d) Por ultimo, quien lo apetece por buen fin—el prodesse aliis—no co- 
mete un acto ilícito, pero por cuanto siempre encierra alguna presunción y 
puede haber pecado venial, la norma más segura es el no buscarlo. «Tu- 
tissimum est non appetere» (68). Esta es la respuesta moral y ascéticamente 
superior. 


(65) Ibid., 333. 

(66) Ibid., 330. 

(67) Ibid., 331. 

(68) Ibid. Este principio vale en el caso de que un padre trate de obtener un 
beneficio para su propio hijo. Ibid., 332. Lo mismo en el caso de que un Obispo per- 
siga un episcopado mayor: si lo hace por razón del fin principal, es lícito y bueno; si 
es digno, y lo hace por riquezas u honores, es pecado venial, y afiade Vitoria: «ista 
est ratio quare omnes appetunt majores episcopatus». Si es indigno no hay razón 
que rebaje su responsabilidad: «Ita de episcopo est dicendum, quod non excusetur si 


ex imbecillitate illius oves pereant, quantumeumque vocatus fuerit ad episco atu 
ILII, q. 83, art. 2 (III, 249). T DP eae 
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Menos complicaciones teóricas y prácticas ofrecía el problema de la re- 
nuncia al episcopado. Un principio fundamental sirve de base a la solución 
de los diversos casos: entre el Obispo y su diócesis existe un vínculo de ca- 
rácter esponsal. Este matiz propio del Obispo explica la estabilidàd. .de su 
función y la especie de inamovilidad de su persona con relación a la diócesis, 
en la que insiste Vitoria: 


«... episcopus est unius uxoris vir et non potest discedere a sua Eccle- 
sia» (69). 
«... episcopus est sponsus ecclesiae et debet esse unius uxoris vir» (70). 


Esta idea, que tendrá su repercusión cuando trate de la residencia y de 
la pluralidad de beneficios, es también norma orientadora cuando trata de 
la renuncia: por razón de ese ligamen esponsal el Obispo no puede ni debe 
abandonar su iglesia sin una razón que lo justifique; de lo contrario comete 
un acto injurioso para su iglesia esposa, 


«..nam est matrimonium quoddam inter episcopum et Ecclesiam suam, 
quia est tamquam vinculum perpetuum quo ecclesia ligatur episcopo et e 
contra. Ita quod nisi ipse sit perniciosus, ecclesia non potest alium quae- 
rere et relinquere istum; sic episcopus non potest relinquere sine licen- 
tia sponsae, scilicet Ecclesiae» (71). 


Esto supuesto, veamos las concreciones prácticas del principio expuesto: 

a) Se puede renunciar a la diócesis para entrar en religión si uno ve el 
peligro espiritual de su alma; no se puede dar este paso sin licencia del Papa, 
«quia est quodammodo matrimonium inter episcopum et ecclesiam» (72). 

b) Si uno no puede atender a su diócesis, puede renunciar, pero seria 
preferible el que tuviese un coadjutor. Nunca podría renunciar si previese 
con seguridad que le ha de suceder un indigno. En suma, hace falta una causa 
seria que compense la especie de injuria que se comete contra la propia igle- 
sia. Sin esta causa ni el Papa obraría bien en sus dispensas. (73). - 


La amplitud con que concibe Vitoria esta vinculación esponsal del pastor, 
con su iglesia le hace manifestar cierto disgusto ante la movilidad de los pas: 


tores espirituales, que, además de causar perjuicio.a la grey cristiana, parecen 
sacrificar en aras. del beneficio. temporal estos lazos sagrados: 


© «3. est considerandum quod ‘de’ mutatione ministrorum sequitur jac: 
tura- populi, quia oportet quod pastor cognoscat oves.suas et qui sic. eas 


(69) II-II, q. 183, art. 1 (VI; 314). 
(70) II-II, q. 185, art. 5 (VI, 342). 
(71) II-II, q. 185, art. 4 (VI, 339). 
(72). .Ibid. y :IIL,. a... 189, art..3.(VI, 398). .. à; dece idis 24^ 
(73) Ibid. es A o TM S. Secon). a Oe Ilio OSA 
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cognoscit et etiam pauperes, potest et scit adhibere illis remedia. Si ta- 
men adveniret novus pastor, prius quam cognosceret illas, esset pericu- 
Jum aliquarum ovium et ideo quia ex mutatione sequitur magnum in- 
conveniens, deberet cessare. Maxime hoc currit in episcopatibus, quia 
mutantur episcopi ab uno episcopatu in alium, quod quidem non debet 
fieri nec removeri episcopus, quia episcopus debet esse sicut unius uxoris 
vir, ut inquit Paulus» (74). 


No está de más el haber insistido en este matiz, para cerrar este primer 
capítulo de caracterización ascético-pastoral del episcopado, porque con ello 
se demuestra que sin llegar al tono piadoso de los autores espirituales, un ele- 
mento de tan alto valor espiritual como el del matrimonio del Obispo con 
su iglesia no era algo aéreo y sin consistencia para Vitoria, que tan repetidas 
veces se basará en él para fundamentar seriamente graves exigencias. 

Sólo nos resta tratar de algunas cuestiones, de excepcional importancia 
en el siglo de Vitoria, que, incluídas en esta primera parte, hubieran entor- 
pecido la marcha del trabajo por sus proporciones: nos referimos a los pro- 
blemas de la residencia, de la provisión de beneficios y del uso y adminis- 
tración de los bienes eclesiásticos. 


II 


DEBERES FUNDAMENTALES 


1. La residencia 


El primer problema de grueso calibre que trataremos es el del deber per- 
sonal de la residencia. Y no creo que sea exagerado el calificativo si pensamos 
en la auténtica batalla tridentina en torno al tema, en la que la facción espa- 
nola defendió fuertemente la teoría vitoriana (75). La cuestión era grave y, 
sobre todo, abusos inveterados y muy generalizados parecían poner a prueba 
los más sólidos principios; por eso había que apuntalar seriamente las normas 
morales sobre la base inconmovible del derecho divino. Los pros y contras pre- 
sentados por Vitoria, que sigue de cerca a CAYETANO, nos introducen mejor 
que nada en la dificultad de la cuestión. 

Si el deber de residencia se reducía al campo del derecho humano o po- 
sitivo, quedaba abierto el portillo de la costumbre contraria o de la dispensa. 
Si su base era la asistencia espiritual de los fieles, había soluciones que reme- 
diaban esta dificultad. Pero, como acabamos de insinuar, era la generalización 


(74) 1II-II, q. 63, art. 2 (III, 248). 


(75) III, q. 185, art. 4 (II, 339 ss.). Cfr. F. GARCÍA GUERRERO: El decreto sobre 
residencia de los Obispos en la tercera Asamblea del Concilio de Trento (Cádiz, 1943). 
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«absoluta del absentismo el obstáculo que más podía hacer temblar al más se- 
vero moralista, y Vitoria no desconocía esa triste realidad, que nos describe 
«on crudeza: 


«Tertio arguitur, quia est consuetudo christianorum pene omnium epis- 
coporum, qui in aliis rebus aestimantur boni viri nec hoc reputatur apud 
illos peccatum nisi veniale, immo putant quod bene faciunt acompafiando 
al Rey. Sequitur ergo quod non tenentur ad residendum, quia ad summum 
qui resident in suis ecclesiis sunt duo aut tres. Et augetur dubium, quia 
est lex in Hispania quod episcopi praesideant in consilio regis, ut est 
videre de episcopo Ovetensi y de Badajoz et similibus et sic videntur quod 
tales excusentur» (76). 


Aun cuando fuesen más de dos o tres los que residían y no faltasen razo- 
mes que pudiesen excusar a algunos, quiere decirse que la situación era ver- 
daderamente alarmante. Pero Vitoria no es hombre que se asuste ante la más 
agobiante presión del ambiente. Son muy serias las razones en contra de esta 
postura: a) En su condición de pastores buenos (Ezech., 33, y Juan, 10-11 y 
21, 17) deben apacentar por sí sus greyes. No pueden ser como el mercenario 
a quien no pertenece la grey y no está obligado a dar la vida por sus ovejas 
o a hacer frente a los peligros sin darse a la fuga. b) Sólo por su presencia 
pueden cumplir las exigencias de su oficio, esto es, el adoctrinar y predicar, 
administrar los sacramentos, consagrar ministros e iglesias, conocer a su grey, 
«consolar, corregir, vigilar, visitar, etc... (77). c) En tercer lugar, pesa mucho 
la autoridad de CavETANO, que afirma que pecan mortalmente los que no 
residen, aunque, como anota con fina ironía Vitoria, «verum est quod quando 
fecit hanc quaestionem, non erat episcopus, sed postea» (78). d) Por ültimo, 
el carácter esponsal del vínculo del Obispo con su iglesia, tan recalcado por 
"Vitoria, exige esta entrega perfecta a su esposa, sin que nadie, sin mancilla de 
cierto adulterio espiritual, pueda sustituirle: 


«.. quia episcopus est sponsus Ecclesiae et debet esse unius uxoris 
vir. Sed maritus non satisfacit uxori si sit absens nam non generabit 
filios. Quam bonum esset quod maritus mitteret uxori suae alium virum 
ad generandum!... Ita profecto faciunt nunc episcopi. Mittunt ecclesiae 
uxori suae alium et habent filios fornicationis» (79). 


Mucho pesaban sobre la conciencia moral del maestro estas razones, y tan 
«evidentes le parecían, que no duda un momento en adoptar la más firme pos- 
tura contra todas las reacciones del medio ambiente en que vive: 

(76) Ibid., 341. 

(T7) Ibid., 342. 


(78) Ibid. 
(19) Ibid., 342-3. 
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o. i «Est de jure divino et naturali quod resideat, quia non potest implere 
A Es officium suum absens.» 
Ea ^. <... quantum est de se tenentur residere. Et sic credo quod conclusio 
RE est vera. Et quamvis isti episcopi non credant, sed irrideant, non mihi 
oH i credant sed evangelio... in lumine naturali hoc est notum. Hoc est mirum 
profecto, quod isti episcopi recipiant tam grande stipendium et quod nul- 
lus procuret salutem proximorum. Et revera mihi videtur quod omnes 
tales sunt in statu damnationis. Nec minus credo hoc quam quod sim 
7 ! homo. Ipsi solvant argumenta. Ego nescio profecto solvere et utinam 
ji hoc esset murmur de illis» (80). 


y 
EU. Los más avanzados Padres tridentinos no podrán superar en tono taxativo 
y firme, al par que modesto, al maestro, a quien no tiembla la tierra bajo 
E. los pies. 
WU Sin embargo, «puede haber causas que justifiquen la ausencia total o par- 
QUA cial? Según CAYETANO, sí, y serían el bien de la propia iglesia, el bien de la 
EN. Iglesia universal (Concilio, llamada del Papa) y la predicación de la fe. Vito- 
TEUA ria restringe más las concesiones, al admitir sólo la ausencia parcial, por biem 
t .— de otra iglesia, por graves negocios o serio impedimento y por razones de 
7 "salud, cuando se queda cerca: «Istis seclusis—añade—nulla est causa quae eos 
possit excusare a peccato mortali et statu damnationis» (81). Y tan absoluto 
se muestra en el nulla causa, que se aparta de CAYETANO en un punto, ver- 
- . daderamente delicado en su tiempo: en la práctica era muy vago el matiz del 
_ servicio a la Iglesia universal en aquellos que al amparo de la tiara pontificia 
NN. faltaban perpetuamente de su diócesis (82). Vitoria se siente seguro sobre la. 
B ` base asentada y ajusta cuentas a todos: 


M «Dato quod persona ista esset necessaria ad tale servitium perpetuo, 
E provideatur alteri de episcopatu illius et maneat ipse Romae si voluerit, 
ne^ nom in necessitate quando non potest aliter fieri, licet; sed quando non 
y est necessarium ad quid? O, dicetis, est secretarius Papae! Nihil ad me, 

y quia bene potest Papa habere alium qui non sit episcopus pro secreta- 
Bur. rio» (83). 


ES ' «A la luz de este principio se disipa la fuerza aparente de los argumentos 
NW . -enumerados en contrario: a) A las exigencias del oficio no puede atender 
"m otra persona, porque en teoría se trata de un oficio personal e intransferible 
im que la Iglesia carga sobre los hombros del Obispo, y al jus divinum sólo per- 
A (80) Ibid. 344 y 343. 


(81) Ibid. à 
(82) Cfr. GARCÍA GUERRERO, O. C., p. 28 ss, acerca del absentismo en las diócesis: 
de Toledo, León, Cádiz, Tarragona, etc. La pluralidad de beneficios y en última ins- 


tancia la complicidad de Roma aparecen como causas de este abuso. Ibid., pp: 30-1.. 
(83) II-II, q. 185, art. 5 (VI, 343). 
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sonalmente puede satisfacerse, y en la práctica el sustituto o mercenario no 
cumplirá con el oficio tan bien, porque le faltarán la benevolencia, el presti- 
gio y la autoridad del verdadero pastor. b) Respecto a la costumbre contraria, 
en general, Vitoria dirá que es mala y no puede prevalecer contra el derecho 
divino y natural; y contra la costumbre romana en particular, afirmará que no 
existe base positiva para asegurar que quien está en Roma parece descargado 
de este deber y, sobre todo, «jura non potuerunt aliquid facere contra jus di- 
vinum et naturale» (84). 

E] sabio dominico debió de sentirse al fin de esta lección como embargado 
de pesadumbre y casi desaliento. Verdadero Quijote del espíritu, aunque no 
fueran gigantes, eran muchos y muy molinos los que tenía enfrente. Como 
colofón a su disertación hay una frase preciosa donde se mezclan el deseo por 
liquidar una batalla que se prevé casi inütil al mismo tiempo que la voluntad 
firme por hacer prevalecer, como ültimo lanzazo, algo que cree muy seguto 
y firme: | 

«Et hoc satis erit pro isto articulo: primo, quia hie non sunt episcopi; 
secundo, quia forte aliquis vestrum erit episcopus. Sed quod pejus est 
ipsi episcopi nolunt consulere nec juristam nec theologum. Sed si dica- 
tur ilis, dicunt: Anda, que todas som opiniones y fantasías de teólogos. 
Et sic multi discedunt cum isto errore et profecto credo quod in statu 
damnationis decedunt. Deus convertat illos eorumque illuminet intellec- 


tum ut cognoscant se male agere et resipiscant. Nam cum impius poeni- 
tentiam egerit et praecepta custodierit, vita vivet et non morietur» (85). 


2. Provision de beneficios 


Una segunda cuestión fundamental, ampliamente tratada por Vitoria, es 
la de la recta provisión de beneficios, y al decir recta nos referimos concre- 
tamente al problema teológico de si debe otorgar los beneficios eclesiásticos 
a los más dignos. Nuevamente se encuentra Vitoria con un campo enmarafia- 
do y confuso por razón de abusos muy generalizados, y por lo mismo son 
vatiadísimos los casos que a una mentalidad casuística pudieran presentarse. 

El principio fundamental de Vitoria es contundente; «Alia est opinio 
communis theologorum quod tenetur eligere dignissimum et optimum» (86). 
Una impresionante lista de autores abonan esta sentencia: SANTO TOMÁS y 
Escoro, ALEJANDRO DE HALES y SILVESTRE, ADRIANO y MAJOR, son notn- 
bres de alto significado, que, además, en la intención de Vitoria, inclinan la. 
balanza en un sentido con el prestigio de la casi unanimidad: 


— (84) Ibid.; 344-5. 
(85) Ibid., 345. 
(86). ILIL q. 63, art. 2 (III, 234-237). 
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«Citavi tot doctores ad hoc quod videatis quod ista opinio, licet non 
sit in usu, est tamen communis opinio. Nec scio alteros oppositum tenen- 
tes et si sunt, ego non vidi. Et revera ipsi non curant de hac nostra opi- 
nione communi in providendis beneficiis» (87). 


Resulta verdaderamente noble el mantener en línea teórica un principio, 
«alificado como comün y general, aun admitiendo que en línea práctica sea 
común y general el uso contrario. Pero nunca, ante espíritus de temple, los he- 
hos crearon el derecho, por muy generalizados que estuviesen, u obligaron 
a sacrificar en aras del ambiente reinante las normas objetivas de la justicia. 
"Tal era, una vez más, el caso de Vitoria. El mantener teóricamente su posición 
implicaba una condenación muy severa del mundo que le rodeaba y, por lo 
mismo, por encima de intereses encontrados, había de establecer sólidamente 
su postura: «Ad examinandam quaestionem istam oportet scire veritatem, 
quia si verum est quod tenentur semper eligere potiorem, certe aliqui episcopi 
sunt in periculo animarum, quia non semper sic eligunt» (88). ;Cuánto espí- 
ritu de valiente independencia se encierra en ese limpio afán por llegar a la 
verdad! O portet scire veritatem! 

Si el peso de los autores podía constituir un argumento externo de valor, 
los textos de la Biblia y razones de orden natural fundamentaban interna- 
mente su postura. Aunque la Sagrada Escritura no tratase expresamente de la 
provisión de beneficios, en ella se condena la acepción de personas (Jac., 21, 1) 
y se proponen las condiciones que ha de reunir el candidato al sagrado mi- 
nisterio. La triple interrogación de Cristo a Pedro podría ser una indicación 
normativa en la materia, y sobre todo un texto clásico de SAN PABLO (I Tim., 
3, 2-7), parece muy a propósito para aclarar este problema. 


«Ex isto ergo loco Pauli —dirá Vitoria— patet quod non sufficit eli- 
gere idoneum et quemcumque, sed illum qui habeat omnes illas conditio- 
nes. Et licet modo vix invenietis aliquem habentem omnes illas conditio- 
nes, quaerendi tamen sunt qui plures conditiones habeant ex illis quas 
ponit Paulus. Ergo illum tenetur episcopus eligere ad benefitium et cu- 
ram animarum, quod non sint cupidi rerum temporalium, que no sean 
arrendadores. Et ii autem, id est, post omnia ista, probentur primo, etc... 
Videte conditiones Pauli. Non sufficit scire quod non habet concubinam, 
sed debet habere alias conditiones» (89). 


(87) Ibid. 

(88) Ibid., 233, 

(89) Ibid., 235-6. En el mismo lugar y reflejando la triste realidad, afiade: «Item, 
etiam ad Tim., 5, 22, dicit illud quod episcopi deberent considerare et non conside- 
rant, est quia non legunt Paulum et Scripturam Sacram. Et etiamsi solum legerent 
Chrysostomum et Bernardum certe aliter facerent quam faciunt, quia postquam 
sunt christiani et habentes spem salutis suae, aliter providerent beneficiis.» Ibid., 236. 
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A esto se unen muy graves razones naturales: el derecho natural y la jus- 
ticia distributiva exigen que el reparto de los beneficios sea equitativo, sin 
acepción de personas ni consiguiente injuria para aquellos que sean más dig- 
nos. Lo mismo se desprende de abundantes textos del Decreto de Gracia- 
no (90). Sin embargo, a pesar de su severidad, Vitoria sabe buscar el camino 
de la comprensión, concediendo cierto margen a la prudencia de quien otorga 
y de quien acepta los beneficios (91). El término fijo que regula la actuación 
de la prudencia es el salvar ante todo la utilidad de la Iglesia y el provecho 
de las almas, y en segundo lugar el justo orden exigido por los méritos de 
dos ministros: 


«Respondetur quod licet ita sit quod debeat haberi respectus ad utili- 
tatem et merita ministrorum, tamen major respectus debet haberi ad 
utilitatem Ecclesiae quam personae. Verum est quod mala providentia 
Ecclesiae est quod benefitium magis tenue sit cum cura animarum, sicut 
quod canonicus habeat ducentum millia dipondiorum, et curatus duo mil- 
lia, quia inconveniente uno dato, plura sequuntur. Sed nihilominus potius 
habendus est respectus ad Ecclesiam, id est, potius est consideranda in- 
juria quae fit illi quam injuria quae fit personae. Et ideo semper est po- 
tius providendum Ecclesiae dando benefitium curatum digniori et doctio- 
ri, licet non valeat tantum quantum valet benefitium simplex quod con- 
fertur minime digno» (92). 


Esta frase nos revela hasta qué punto Vitoria posee una elevada visión 
pastoral de la organización eclesiástica, bien lejana de la visión mercantilista 
de muchos de sus contemporáneos, o dicho de otra manera, hasta qué punto 
en su mentalidad el oficio obtenía la primacía sobre el beneficio. 


(90) Ibid., 236. 

(91) Este espíritu amplio y elevado sobre la pequefia casuistica se manifiesta en 
frases como las que siguen: «Ego nollem anguste loqui in ista materia nec facere 
regulas strictas. Et revera si res esset dubia, an scilicet episcopi teneantur ad resti- 
tutionem necne, ego plus declinarem in illam quod non teneantur ad restitutionem, 
ne tantum gravamen inferamus episcopis.» Ibid., 253. 

Ibid., 247-8, dice: «.. debet fieri distributio communis taliter quod non excludan- 
tur digni et solum accipiantur dignissimi et sufficientissimi.» Ni todos los beneficios 
se han de dar a teólogos, ni todos a canonistas, sino a todos ellos conforme a dig- 
nidad. A un gran teólogo y además noble, se le podrían dar dos beneficios, dejándole 
a otro sin ninguno, pero es más justo dar a ambos. 

(92) Ibid., 246. ;Podrá quien acepta un beneficio dejar de lado problemas de ma- 
nifiesta violación de justicia amparándose en la supuesta buena fe del Prelado? 
«Verum esset—dird Vitoria refiriéndose a este proceder—si episcopus esset Augusti- 
nus vel Ambrosius. Cum ergo nec nomine nec re sit aliquis illorum, ille non debet 
confidere de episcopo, maxime quia est quaestio de conscientia.» Ibid., 239. Pero a 
continuación dará una regla prudente para tranquilizar la conciencia: «.. non opor- 
tet istas regulas generales ita strictas facere ut omnes condemnemus. Dico igitur 
mitius quod minus idoneus licite potest accipere benefitium, licet sciat alium esse 
digniorem, quia sufficit ei quod sit sufficiens.» Ibid. 
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Sobre esta base, aun podemos preguntarnos si la infracción de esta nor- 
ma constituye pecado mortal. De por sí, la infracción de la justicia distributi- 
ES va, y más aün todavía cuando con ella se menosprecian altos intereses del bien. 
— de la Iglesia, es materia de pecado mortal (93). Pero este principio puede 
ser temperado por dos factores: el que no sea tan neta la diferencia entre los 
Ep. que aspiran a un beneficio, siempre en orden a la utilidad de las almas, y el 
ds | . que, por lo tanto, no sea en la práctica tan grande el fruto distinto que se 
Em seguirá del nombramiento de dos sujetos, ambos dignos—nunca uno indig- 
y» «no—, aunque uno de ellos sea superior al otro. Salvados estos extremos, la 
m 3 | norma prudente de Vitoria es la siguiente: 
4 ^ P «Sit ergo regula generalis quod episcopi tenentur regulariter et ordi- 


TM nariae providere digniori, et si in casu aliquando confringat regulam, pos- 
semus excusare illum, ut dictum est, de mortali. Licet ego non sim se- 


ha curus de hoe, nescio enim an haec excusatio valeret coram Deo» (94). 

Gm El hecho de que interfiera la justicia en el asunto le obliga a tratar de 
EU. la posible obligación de restitución en el caso de que aquélla no sea observa- 
UM da. Vitoria no es un censor lleno de acritud ni un iconoclasta que disfruta. 
E derribando el prestigio ajeno, sino un moralista sumamente consciente y res- 
E ponsable de su elevada misión. Aunque admita la probabilidad de ambas, 
a entre la sentencia negativa de ADRIANO y la afirmativa de CAYETANO, pre- 
E . fiere esta segunda como más justa y segura, basándose para ello en la obliga- 
E ción de administrar—la Iglesia es el sujeto de dominio—los bienes eclesiás- 
Be. ticos conforme al dictado de la justicia distributiva (95). Omitiendo los múl- 
Mur : tiples casos posibles que aduce, dos parecen las normas fundamentales apli- 
n. cables a los casos que en que el más digno es pospuesto a otro: Si esto ocurre 
i. mediante fraude, envidia, dolo, miedo, etc., hay obligación de restitución por 
M. parte del usurpador. Si la razón motiva es la propia utilidad u otra, pero sin 
m. injuria del más digno, no hay obligación de restitución (96). | 

E ` En resumen, Vitoria pretende mantener muy alta la bandera de la ‘objé- 
D. tividad y de la justicia bajo el signo de la gran responsabilidad pastoral. El 


(93) Ibid., 243, y ahade: «Qui est acceptor personarum in spiritualibus ut-in be- 
nefitiis ecclesiasticis, facit injustum, quia facit contra justitiam distributivam. Ergo 
si est peccatum videtur quod sit mortale. Praeterea quia acceptio- personarum est de 
rebus gravissimis, sicut de gubernatione Ecclesiae et de perditione animarum.» 

(94) Ibid. Pero Vitoria todavía quiere insistir en la gravedad del asunto, cual 
si no quedara con esto satisfecho, y dice que así como fácilmente acusamos de pe- 
cado mortal a quienes eligen mal al padre abad, jefe de la familia monástica, no 
podemos hacerlo de otra forma cuando se trata del Obispo, padre de miles de almas. 
«Unde—concluye—non debent excusari episcopi et electores quia sunt magni domini, 
si non bene gerunt negotium Ecclesiae.» Ibid. 244. Igualmente tajante -se muestra 
.en el asunto de concesión de cátedras. Cfr. ibid., 250. : AS 

(95) Ibid., 251-6. 

(96) Ibid., 256-8. 
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ambiente que le rodeaba debía serle hostil, a juzgar por sus alusiones mani- 
fiestas al mismo. Mas las orientaciones vitorianas, que con espíritu amplio se 
remontan sobre el rasero escrupuloso de las onzas para conformarse con la 
generosa medida de los quintales, no podían menos de sanear la mentalidad 
imperante: 


«Unde dico in hac materia, tractando illam ex aequo et loquendo late 
sine scrupulo, quod nos nolumus cogere episcopos quod quaerant minis- 
tros por onzas, ut puta quis magis jejunat vel recitat. Contenti certe es- 
semus quod quaererent illos por arrobas y quintales. Est. v. gr. doctus et 
pauper et alius indoctus. Quid est hic examinandum? Certe nihil. Sed 
multum conqueruntur de theologis quod sint nimis stricte loquentes, 
quia non potest punctualiter idoneitas pensari. Sed nos dicimus quod uti- 
nam la midiesen por quintales, ut dictum est. Sed certe nullo modo cu- 
rant pensare dignitatem et sufficientiam.» 

«Sed adhuc dicunt aliqui episcopi: Revera theologi sunt nimis scrupu- 
losi et stricti in materia de provisione benefitiorum et alii et ipsi episcopi 
non possunt credere quod de his sint reddituri rationem. Dico quod non 
mirum est quoniam episcopi non legunt Scripturam sacram, ibi enim vi- 
derent Paulum non semel dicentem, Oportet nos comparere ante tribu- 
nal Christi (2 Cor. 5, 10). Et parum curant de hac provisione benefitio- 
rum quia non credunt quod de illa sint reddituri rationem in die juditii. 
Pues bien, que allá lo veremos» (97). 


Nada podía oponerse razonablemente a una postura tan prudente y com- 
prensiva sino la conducta generalizada de quienes ordinariamente actuaban en 
contra. ¿Será posible que todos ellos, que por lo demás son estimados como 
buenos, hayan de ser condenados tan gravemente? Este era el ültimo baluarte 
—argumentum maximum, lo llama Vitoria—en el que se refugiaba un abuso 
inveterado. El maestro responde en unos párrafos admirables, que por su ex- 
tensión los dejamos para el apéndice: En la realidad concreta nunca el punto 
de la provisión de los beneficios constituye el capítulo ánico digno de eterna 
condenación. Quien cumple religiosamente con los otros deberes episcopales, 
cumple también con éste. Pero muchas veces quien descuida ordinariamente 
este deber fundamental es negligente igualmente en otros como el de predi- 
car y visitar a sus sübditos y tan sólo se ocupa de cobrar sus rentas. Por lo 
demás, nada tiene de admirable que un prelado se pueda condenar cuando 
vemos que otros se condenan y que nadie hay en toda una diócesis en tan gra- 
ve peligro de condenación—zec scortum, añade con grafismo—como el Obis- 
po, quien debe dar cuenta de su propia alma y de las de sus hijos (98). 


(97) Ibid., 254-5. 
(98) Ibid., 242-3. Cfr. Apéndice 2. 
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Pocas páginas tan inspiradas y de tan fuerte entonación ascética como es- 
tas que acabamos de citar. Su sangre vasca y el peso de su cátedra de prima. 
salmantina no lo impulsaban a la hipérbole o a exageraciones oratorias piado- 
sas. Todo es auténtico y sincero en su espíritu. Nadie le discutirá el merecido. 
título de reformador desde la cátedra. 


3. La pluralidad de beneficios 


En íntima conexión con la provisión de beneficios se presenta otra cues- 
tión no menos espinosa; es a saber, la de la“pluralidad de los mismos. Tan 
unidas están ambas que en sus Comentarios a Santo Tomás las trató de con- 
suno en el capítulo de la acepción de personas. Aunque Vitoria tiene presente 
la diversidad de matiz en el caso de beneficios incompatibles o compatibles, 
sin embargo en todos parece descubrir—hasta cuando se trata de un sujeto 
sufficientissimus ad plura—un doble motivo para reprobar la pluralidad: la 
acepción de personas, a la cual casi necesariamente va unida la pluralidad, 
y la falta consiguiente contra la justicia distributiva que supone la acumula- 
ción de beneficios por parte de los agraciados (99). Por ambos capítulos clau- 
dicaba la conducta de muchos hijos de la nobleza, que precisamente por pri- 
vilegio de sangre, acaparaban sin miramientos muchedumbre de beneficios, 
pensiones, etc... (100). 

Pero mayor atención dedicó el Maestro al problema en una famosa carta. 
al doctor Luis Gómez, familiar del Cardenal Tavera (101). Aunque este do- 


(99) De ahí que en otro lugar califique de «regulariter illicitum» este acumular- 
beneficios. Nadie es digno de muchos beneficios, ni es capaz de atenderlos decorosa- 
mente. Con ello cierra el paso a otros y además defrauda al pueblo, que contribuye 
con sus bienes, II-II, q. 185, art. 2 (VI, 334). 

(100) Ibid., 246 ss. El aspecto de injusticia que creaba la actitud de la nobleza 
lo pone de manifiesto en las frases siguientes: «Et si dicatis, iste est nobilis: certe, 
si illa nobilitas esset multum profutura Ecclesiae, bene caeteris paribus esset prae-- 
ferendis omnibus. Sed revera in collatione tali semper et ut in plurimum intercedit 
ipsa ratio nobilitatis, propter quam non solum bono Ecclesiae, sed etiam bona pau- 
perum sibi usurpant. Pro quo est notandum quod haec benefitia ecclesiastica insti- 
tuta sunt ex bonis communibus ex omni genere christianorum et ideo fit injuria 
magna si non distribuantur proportionabiliter, sic scilicet quod non sit omnis res- 
pectus ad personam, sed etiam ad dignitatem et merita et ad utilitatem Ecclesiae.. 
Et ideo solum ratione nobilitatis non sunt habenda plura benefitia. Iam enim, si 
essent in episcopatum tres vel quatuor nobiles, alias indocti, occuparent omnia be-- 
nefitia et alii docti remanerent pauperes.. Et si dicas quod habent dispensationem, 
dico quod in ipsa dispensatione est acceptio personarum et peccatum, quia quod 
Papa dispenset non idoneo, cum alius sit magis idoneus, est acceptio personarum.» 
Ibid., 247. 

(101) Esta carta la ha publieado con variantes y numerosas notas eruditas el 
P. C. M. ABAD, S. J., en «Miscelánea Comillas», XVI (1951), 319-26. A la carta acom- 
pafia un brevísimo Apéndice de Vitoria sobre el mismo asunto, ibid., pp. 326-7. Dada 
la brevedad de ambos documentos y el gran interés de los mismos, me permito aña- 
dirlos, omitiendo las notas, a manera de apéndice de este trabajo, siguiendo el texto. 
del P. ABAD. 
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cumento significa una preciosa aportación al problema, acaso brilla más por 
su profundo contenido humano. Resulta realmente conmovedor ver al oráculo: 
de Salamanca «muy embarazado en responder» y afirmando repetidas veces. 
«que no sé, que no entiendo», «no alcanco otra cosa», «se me espelucan los 
cabellos». ;Cuánta autenticidad científica y humana no reflejan semejantes. 
expresiones! ¡Qué genuino sentido de responsabilidad el suyo, cuando al en- 
contrarse en la encrucijada moral del Evangelio, los Doctores, la razón y equi- 
dad, por una parte, y por otra, el uso y costumbre de muchos tenidos por 
buenos, no quiere implicarse con su veredicto en materia de bienes, y le falta 
corazón para condenar tantas personas que ni matan ni roban (102). El desea- 
ria una junta de buenos Obispos que, examinando las doctrinas de los Padres 
y doctores, determinasen la norma de conducta «y que no fuese vía estrecha, 
sino larga, que se suffriesse» (103). En cuanto a la solución del problema 
con la máxima cautela, parece indicar su forma de actuación práctica y su con- 
cepción teórica. 

A nadie ha dado licencia con su consejo con la que justificase la irresi- 
dencia o la pluralidad (menos la primera que la segunda); el dar licencia a 
uno sería hacer regla para todos (104). Post factum, esto es, cuando uno de 
hecho posee varios beneficios o no reside en ellos, declarando la peligrosidad 
suma de tal conducta, si advierte falta notable, lo reprueba y le niega la abso- 
lución; si no advierte falta notable en su ausencia, sino diligencia, lo amones- 
ta, pero absuelve (105). 

En cuanto a sus ideas teóricas, las podemos compendiar así: a) Tanto la 
pluralidad de beneficios como la irresidencia van contra el derecho divino y 


(102) P. ABAD, art. cit., pp. 319-20. En mi Apéndice, n. 2. p. 105. 
(103) Ibid., pp. 320-1. Apénd. n. 5, p. 106. 


(104) Estos conceptos se encuentran mejor matizados en el Apéndice a la Car- 
ta, publicado por el P. ABAD, art. cit., p. 327. En mi Apéndice, p. 108. Dice así: «Lo 
tercero digo... que ante factum, nunca ninguno llevó de mí licencia para tomar 
beneficio donde no ha de residir, ni hallo por donde la pueda dar, y quien la diere 
a uno, hace regla para todos. Y lo mesmo digo de multitudine benefitiorum incom- 
patibilium, aunque en esto no con tanto rigor como en lo primero, porque no es tan 
injusto ni con tanto agravio de las iglesias. Y pues el derecho consiente que haya 
sobre esto dispensación, cuando hay aparente causa para ello, puédese sufrir.» 


(105) Ibid.: «Lo cuarto es que post factum, cuando uno tiene un beneficio cura- 
do donde no reside, ni pretende residir, si consta que hay notable falta en su bene- 
ficio simple, condemno hominem et negabo absolutionem. Pero si pone buena dili- 
gencia y recaudo, de manera que no parece hacer su absencia notable falta, admo- 
neo quidem que es cosa peligrosa y escrupulosa, pero non negabo absolutionem, ni 
aun le dejo con mucha dubda; pero ni aun post factwm oso dar licencia para mu- 
chos beneficios con cura animarum.» En la carta había matizado menos: «La 2. és 
que yo nec propter pluralitatem benefitiorwm nec propter absentiam benefit, nunca 
condené absolute a nadie; mec megavi absolutionem, dummodo provean a sus igle- 
sias commode; tamen admonens que es cosa peligrosa, que miren lo que hazen.» 
Ibid., p. 320. Apénd., p. 106. 
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natural. Este principio lo da como «mucho más probable opinión» (106). 
b) Por causa razonable, no aparente, puede haber dispensa de ambas. c) No 
basta el simple hecho de la dispensa pontificia; en ella descubre Vitoria la 
anomalía de que lo que es excepción se haya abusivamente transformado en 
ley ordinaria (107). d) La pluralidad es peor falta que la irresidencia, porque 
aquélla trae consigo a ésta. Mas, aun inclinandose a mayor condescendencia 
con la segunda, Vitoria se muestra severo con ambas: «Pero digo serio que 
aunque desease mucho al arzobispado de Sevilla y me lo hubiesen de dar por- 
que se afirmasse o probasse que absolutamente, sin otra cosa, es lícito im foro 
conscientiae o pluralitas benefitiorum o non residentia, creo que no lo ha- 
ría» (108). c) Al final de la carta, recomienda Vitoria a quien le consultó 
mucha cautela en su actuar: hablar en privado, en términos generales y un 
tanto vagos y hesitativos, remitiéndose más a la conciencia ajena que a su 
propio juicio. La falta de medida en su celo le acarrearía graves consecuen- 
cias, «concitares in te lo que no querríamos». Por eso concluye Vitoria con 
tono resignado: «Crea v. m. que quien oy se anda a decir verdades, lapides 
(ut ait Plautus) loquitur, y lo tiene como a hombre que anda descalabran- 
do» (109). Siempre el decir verdades ha requerido buen cupo de heroísmo. 
Por eso, en el templo de héroes de nuestro siglo XVI, junto a los que demos- 
traron una fortaleza casi sobrehumana manejando la espada, y aun sobre todos 
ellos, corresponderá un sitial de honor al Padre Maestro fray Francisco de 
Vitoria. 


Á. Cuestiones sobre bienes eclesiásticos 


A. Postura general ante el problema.—Con esto entramos en el último 
punto de este trabajo, que se refiere a las cuestiones en torno a los bienes 
temporales dentro de la problemática de la figura ideal del Obispo. En rea- 
lidad, Vitoria se levanta por encima de la pura consideración canónica o jurí- 
dica, para examinar con mayor hondura la cuestión, sin excluir los puntos de 
vista de matiz ascético. Así trataremos de esquematizar su pensamiento desde 
un triple ángulo: del ascético, del ángulo de la postura general de la Igle- 
sia frente a los bienes, y del de la postura personal del Obispo. 


(106) Ibid., p. 321. Apénd. n. 6, p. 106. En el Apéndice a la carta, ibid., p. 328. 
Apénd., p. 109, dice: «Pluralitas cum mon residentia est mala et injuriosa, pero no 
tanto ut non possit excusari ex aliqua causa. Et per consequens, ante factum, se ha 
de estorbar; post factum, si non sit prava perversitas, no se ha de condenar.» 

(107) Ibid., pp. 322-5. En este como en otros puntos Vitoria es riguroso respecto 
a las dispensas pontificias. Cfr. II-II, q. 63, art. 2 (III, 232 ss.); q. 86 (IV, 
308 ss.); q. 100, art. 5 (V, 151 ss). Cfr. Relectio De potestate Papae et Concilii. 

(108) Ibid., p. 325. Apéndice, n. 9. Cfr. nota 104. 

(109) Ibid., p. 326. Apéndice, n. 10. 
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Para el primer punto es particularmente elocuente un texto en el que 
"Vitoria quiere contraponer la postura del religioso y la del Obispo ante las 
riquezas dentro del marco de la contemplación. Vitoria demuestra una vez 
más su equilibrio y serenidad ante las situaciones, al mismo tiempo que su 
elevado espíritu: 


«Ad hoe respondetur concedendo totum, quod si egestas impedit a 
contemplatione, melius est esse divitem. Et fateor quod in hoc aliquis ex 
numero religiosorum vehementer errat et sic illa est impedimentum reli- 
gionis, et per consequens melius esset, ut dixi, esse divitem. Secundo, dico 
quod nulla est egestas quae possit hominem reddere ita sollicitum sicut 
divitiae, quia Dominus dixit in Evangelio, Math. 6, 34, Nolite solliciti 
esse.. Ergo si non credimus Evangelio, cui credemus? O, monachi habent 
divitias! Verum est, sed non debent esse ita solliciti sicut saeculares, sed 
taliter que s? se perdiere, que se pierda, y si lo hurtaren, que sea hurtado. 
Unde vituperandum est quod monachi habent boves et oves ad augendum 
redditus suos» (110). 


Una frase vale muchas veces por todo un tratado, y bastaría la que acaba- 
mos de citar para demostrar hasta qué punto, sin afectación oratoria alguna, 
Vitoria era un hombre de sincera fe en el Evangelio—con cuanto esto signi- 
fica—y, por lo mismo, de una elegancia espiritual exquisita. Aun sin desco- 
nocer, como veremos en seguida, la realidad prosaica de la vida, cuando se 
mueve en el campo del ideal teórico, Vitoria mantiene en toda su pureza sus 
principio base. Y tan por encima estaba de todos los bienes materiales, que al 
trazar el camino a los Obispos nos señalará con acierto la postura señorial de 
quien ha dominado toda oprimente solicitud en la materia: 


«Respondetur quod ex imperfectione hominis est quod divitiae reddant 
hominem sollicitum et quia religiosi nondum sunt perfecti sed in perfec- 
tione adquirenda tamquam discipuli, ideo malum esset eis habere pro- 
prium. Sed episcopos praesuponimus perfectos, et sic licet divitiae affluant, 
non apponunt cor ita ut impediantur a contemplatione... Unde labor exer- 
cendus est, sollicitudo vitanda; que si se pierda, vaya en buena hora» (111). 


;Cuánto meollo ascético se oculta en esta ultima frase tan lapidaria! 

B. Postura ante la situación de su tiempo.—Un poco más complicado re- 
sulta penetrar en el pensamiento vitoriano acerca de la situación, en general, 
de la Iglesia de su tiempo ante la riqueza. No es éste el lugar de extenderse 
en la descripción histórica de su posición económica, sino que basta recordar 
las grandes posesiones, v. gr., de los episcopados espafioles en el siglo XVI, 


(110) II-II, q. 186, art. 3 (VI, 361). 
(111) Ibid. 
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con rentas fijas no despreciables, provenientes de la misma propiedad y de: 
las décimas y oblaciones de los fieles. Leyendo un poco entre líneas en las pá- 
ginas de Vitoria, parece descubrirse cierta preocupación ante una situación. 
social que no estima demasiado justa y un acento moderno en el afán de 
revisión que con reserva manifiesta. Así, por ejemplo, cuando trata de los 
diezmos, intenta delimitar aquello que se basa en el derecho natural y lo que: 
parece simple imposición del derecho positivo, y disimuladamente indica qué 
le parece excesivo en el procedimiento de los diezmos (112). Dado el porcen- 
taje mínimo de clérigos con relación a la masa del pueblo, recibe mucho más 
que éste en concepto de los mismos, con la agravante—ascético-social, podria- 
mos decir—de que además de poseer sus bienes patrimoniales, por su condi- 
ción de clérigo del Nuevo Testamento debiera seguir caminos de pobreza. 
Sólo en razón de padre de los pobres pudiera excusarse en ellos esta acumu- 
lación de la riqueza: 


«Laici namque contenti essent cum quinta parte bonorum, deductis 
expensis.. Non possunt clerici excusari a tyrannide nisi dicamus illis dari 
tot bona decimarum pro sustentatione pauperum et sic non multum acci- 
piunt. Ex hoc infert Caietanus quod clerici et episcopi possunt cogi plus 
ad sustentationem pauperum quam laici, et merito possunt ab eis bona 
auferri. Et hoc confirmatur quia omnes clerici sunt pastores et bonus: 
pastor debet animam suam ponere pro ovibus suis, sed illi non ponunt 
nec tunicam nec obulum dant, ergo male faciunt» (113). 


Mas el sistema de los diezmos, desde un punto de vista económico, estaba 
en cierto sentido minado por las cargas que pesaban sobre muchos beneficios 
en razón de pensiones o raciones que se habían de dar a otros sujetos ajenos 
al mismo beneficio. La generalización de esta práctica la hacía abusiva y pa- 
recía crear un estado de manifiesta injusticia social. Las oblaciones impuestas 
a los fieles podían ser justas cuando la causa motiva era la necesidad real de 
sustento por parte de los clérigos; pero si los diezmos eran ingresos más que 
suficientes, ¿con qué título se podía obligar al pueblo bajo precepto a contri- 
buir con nuevas oblaciones? Y, sobre todo, si de los frutos de un beneficio se 
aplicaban grandes cantidades para pensiones de otros sujetos, ¿cómo onerar 
nuevamente los escasos bienes del pueblo? Vitoria se muestra muy reservado 
y advierte en la práctica de las pensiones sobre beneficios algo que va contra 
el mismo derecho natural, y parece superar las facultades papales de dispensa: 


«Papa non est dominus benefitiorum, quidquid dicat Bartulus, sed so-" 
Ium est dispensator et distributor eorum. Unde Papa non potest pro libito- 
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(112) "Cir [LIL q... 87, art. 1 (IV, 317), y ro. 185, art. (VI, 347). 
(113) Ibid. 
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suo decimas unius ecclesiae applicare alteri ecclesiae vel alteri episcopa- 
tui. Non est dubium quin quisque ignarus aequitatis naturalis dicet quod 
est vituperabile et iniquum quod decimae unius populi honorati applicen- 
tur alteri Ecclesiae et maneat populus cum ministro vel ministris eccle- 
siae non habentibus unde vivant. Certe ridiculum est que las capellanias 
del doctor no sé quién, por aplicación del Papa, tengan los réditos del be- 
neficio del Espinar o de Hontiveros. Non est dubium quin sit male fac- 
tum; Papa enim est dispensator et non dissipator. Et non est dubium nisi 
quod et Papa peccat mortaliter et ille qui suscipit, quia faciunt injuriam 
populo et ministris ejus...» (114). 


C. ¿Derecho de propiedad sobre bienes y frutos?—Vistas estas aprecia- 
ciones generales de Vitoria sobre el conjunto de la administración de los bie- 
nes eclesiásticos, pasemos a estudiar sus ideales acerca de la conducta personal 
de los administradores. Dijimos administradores y no propietarios, porque 
ésta es una de las ideas básicas de Vitoria: ni el Papa, ni los demás ministros, 
son dueños de los bienes de la Iglesia (115). Las riquezas de la Iglesia pro- 
vienen de los bienes de todos los cristianos (116). El cumplimiento de los 
deberes anejos al oficio propio es el título que justifica la propiedad sobre 
los frutos correspondientes, hasta el punto de que Vitoria insista mucho en la 
idea del «stipendium et salarium pro ministerio» y éste sea un nuevo motivo 
de justicia que obligará a la residencia y al recto cumplimiento de las obliga- 
ciones ministeriales: 


«Videant episcopi quod ministerium praestant, quia revera ego non 
plus dubito quod omnia dantur tamquam salarium quam dubito de ar- 
ticulo Trinitatis» (117). 


(114) II-II, q. 86, art. 1 (IV, 309). No reprueba la práctica de forma absoluta, sino 
que admite causas razonables, v. gr. que Universidad de Salamanca tenga rentas 
en Medina y Las Huelgas de Avila, II-II, q. 187, art. 4 (VI, 385). La misma idea apa- 
recerá cuando trate de los abusos en materia de pensiones: «V. gr. uno dejó cien 
hanegas de trigo de renta para una capellanía de cinco misas cada semana et signa- 
vit ministros illius; clarum est quod ille non dat illa centum modia tritici papae 
para que venda a otros de otra parte la capellanía», II-II, q. 100, art. 2 (V, 160). 

(115) Esta idea, que parece en la cita anterior, aflora insistentemente en los 
escritos de Vitoria, que sigue en ello a CAYETANO. En otro lugar, II-II, q. 63, art. 2 
(II, 252), afirmará de igual suerte: «Benefitia ecclesiastica sunt bona communia 
totius Ecclesiae et debita ministris; ergo debent distribui secundum .dignitatem mi- 
nistrorum.. Falsum est quod Papa sit dominus benefitiorum nec episcopus, sed dis- 
pensator. Solum enim Ecclesia est domina illorum. Sicut ergo offitia regni sunt Rei- 
publicae et subditorum, ita benefitia sunt ministrorum. Ergo secundum dignitatem 
illorum sunt distribuenda; ergo qui non sic distribuit, tenetur ad restitutionem.» 

(116) De ahí una de las razones que exigen la justicia distributiva: «Pro quo 
est notandum quod haee benefitia ecclesiastica instituta sunt ex boni communibus 
ex omni genere christianorum et ideo fit injuria magna si non distribuantur pro- 
portionabiliter, sic scilicet quod non sit omnis respectus ad personam, sed etiam ad 
dignitatem et utilitatem Ecclesiae», II-II, q. 63, art. 3 (III, 247). 

(117) II-II, q. 185, art. 1 (VI, p. 334). Por esta razón la injusticia en esta materia 
es pecado mortal, cuando no hay justa causa, a pesar de todas las dispensas. Ibid., 
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«Terrible cosa es que pague diezmos el labrador a quien nunca vió ni 
oyó» (118). 


^ Naturalmente, Vitoria admite el estricto derecho de propiedad del Obis- 
po y del clérigo sobre la parte correspondiente de los frutos de sus benefi- 
cios (119). Respecto al uso de los mismos, sigue fundamentalmente a SANTO 
Tomás. Exige rigurosamente la división cuatripartita de los frutos y sólo 
bajo esta condición admite el derecho de propiedad. En caso de no observarse 
está obligado a la restitución. Con todo, hay obligación grave de socorrer am- 
pliamente a los pobres, sobre todo cuando las rentas superan con creces a las 
necesidades (120). Esta misma idea la encontramos más precisa en un párrafo 
aislado de las cuestiones De charitate: 


«Praeterea de ecclesiasticis qui habent largos sumptus et habent su- 
perfluum, non excusantur si non dent largas elemosynasquia isti non 
habent cui relinquant. Ego bene scio quod non credent ipsi, sed revera ita 
est quod damnantur omnes illi et melius est quod damnentur» (121). 


Más delicado resulta precisar la cantidad que estaba obligado a dar. ; Aca- 
so todos los bienes superfluos? Vitoria no se atreve a afirmarlo, pero recalca 
el deber de las amplias limosnas (122). 


D. Especies de simonía.—Por último, dentro de este terreno es obvio que 
Vitoria se enfrente con las diversas especies de simonía, el cáncer de la admi- 
nistración eclesiástica de aquellos tiempos. Mucho debía conocer la realidad 
cuando trata de juzgar variadísimos casos, incluso aquellos en que sin tra- 


330, dirá: «Certe maxima injuria fieret Toletanis qui tot millia ducatorum praestant 
Archiepiscopo, si non haberet curam illorum.» 

(118) Carta a Luis Gómez, l. c., p. 322. Apéndice n. 6, p. 106. 

(119) II-II, q. 185, art. 6 (VI, 345-6). 

(120) Ibid., 347. 

(121) T HAI 0. 32) art 5 (Up. 183): 

(122) Vitoria parece mostrarse benigno al referirse a los clérigos en general. 
Según Vitoria, son dueños de sus porciones respectivas. De lo superfluo pueden dis- 
poner como de los bienes patrimoniales o como cualquier laico, pudiendo como éste 
caer en el pecado de prodigalidad. La razón de esta amplitud de criterio es que 
«non sunt praelati, ergo nec patres pauperum». Unicamente porque no deben dotar 
a sus hijos como los seglares les quedarán más bienes superfluos para los pobres, 
II-II, q. 185, art. 6 (VI, 347-9). Sin embargo, en otro lugar, al tratar del pecado de 
prodigalidad en el clérigo, Vitoria aporta las siguientes precisiones: «In primo ar- 
gumento tangit Doctor an clerici prodigi peccent mortaliter. Ita, dicit Caietanus, 
intelligit Doctor, nam alias nulla esset diferentia inter laicos et clericos, si absolute 
loquutus fuisset de omnibus. Sed hoc ipsi non credunt, nam dicunt que lo dicen los 
frailes. Sed demus quod sit dubium; tamen si sit certum, ut ego bene credo, qué se- 
ría de ellos? Ex maxime hoc haberet verum de episcopis et archidiaconis», II-II, 
q. 119, art. 1 (V, 269). Afios más tarde se llegaría a mayor precisión en la materia, 
especialmente a raíz de la controversia entre Martin de Azpilcueta y Sarmiento. 
Cfr. nuestro estudio Hl dominio y uso de los bienes eclesiásticos, según Bartolomé 
de Carranza, en REVISTA ESPAÑOLA DE DERECHO CANÓNICO, IX (1954), 725-778. 
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tarse de clara simonía parecía descubrirse ramificaciones del mismo vicio. 
Así, ataca costumbres que estima abusivas (123), es severo con la práctica de 
arriendo de beneficios por parte del Papa (124); reprende a quienes, olvi- 
dando que son esposos de sus iglesias, las abandonan una vez obtenidas, reser- 
vándose pensiones (125); censura el sistema de pensiones sin causa razona- 
ble (126) y fustiga componendas- poco limpias en materia beneficial (127). 
No es menos valiente al condenar la más fina especie de simonía, la llamada: 
ab obsequio o a lingua, con ejemplos vivos, en los que la razón motiva es la 
privanza del Rey o las rentas u honor que de él se reciben (128). De todos 
estos abusos vale lo que dijo anteriormente: 


«Certe sunt novae consuetudines in Ecclesia quae sunt valde propin- 
quae simoniae. Et si sint malae non imputantur inferioribus, sed superio- 
ribus qui graviter peccant. Et ita ego excusarem ministros inferiores, sed. 
non excusarem episcopum et alios superiores qui approbant tales consue- 
tudines» (129). 


CONCLUSION 


A] final ya de esta fatigosa tarea de busqueda y ordenación de textos, creo 
que podemos trazar un esbozo sintético acerca de la doctrina vitoriana y sus 
caracteres. Era preciso extraer el comentario sustancioso, la frase breve y la 
pincelada del ejemplo, para, uniendo piedrecitas, componer el mosaico com- 
pleto. El campo era totalmente inexplorado. El interés del tema y el resultado 
obtenido, superior a cuanto se podía esperar, colman la más ambiciosa aspi- 
ración. 


(123) II-II, q. 100, art. 2 (V, 131): «.. tales consuetudines etiam approbatae me- 
lius esset quod non essent, sicut me déis medio real por una misa, non dubito que 
^o pasó ciem anos que esto se usd em la Iglesia.» 

(124) fbid., 138 ss. 

(125) ZO 

(126) Ibid., 148 ss. 

(127) Así descubre especies de simonía en determinados pactos en materia be- 
neficial: «Quotidie ego molestor de istis rebus. En estos beneficios patrimoniales, 
veniunt ad me multi: Señor, yo hice con Fulano tal pacto, que porque tenía acción 
al beneficio y desistiese, le di tanto. An sit simonia. Non est dubium quod est simo- 
nia», II-IT, q. 100, art. 6 (V, 182). Cfr. texto de la nota 62. 

(128) Ibid., art. 5, pp. 152 y 154. El temor a no corresponder a los ducados de 
renta que se reciben del rey y la perspectiva de perder su favor pueden, si son 
causas determinantes, hacer simoníaca la concesión de un beneficio. «Talis collator 
—dirá Vitoria—magis aestimat praeces quam ipsam pecuniam.» «Et si hoc non est 
verum—añade, censurando a la sentencia contraria—guay de los Obispos», ibid., 158. 
Otro caso práctico propone páginas más adelante, ibid., 160: «Sicut si nobilis un 
caballero peteret ab episcopo quod det filio suo benefitium, «n deanazgo et episco- 
pus diceret: Dabo, sed debetis rogare regem, que mi sobrino asiente por su contino 
y le dé cien mil de partido.» 

(129) Ibid., 131. 
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Síntesis doctrinal.—En suma, Francisco de Vitoria ha caracterizado bien 
el episcopado como oficio pastoral, ha subrayado su matiz esponsal y ha des- 
tacado la primacía del oficio sobre el beneficio desde una perspectiva pastoral. 
Ha insistido con particular fuerza sobre deberes fundamentales como la resi- 
dencia personal o la recta provisión de beneficios. Desde un ángulo más bien 
negativo, no es menos importante su aportación: Atacó con todo el peso de 
su autoridad el absentismo, la pluralidad de beneficios, la ignorancia y el 
lujo de los Obispos, los peligros de cierto funcionarismo en el ejercicio pas- 
toral, y hasta parece percibirse en él cierto disgusto respecto a la impostación 
global del problema económico o financiero de la Iglesia, a causa, sin duda, 
de su fina sensibilidad frente a una especie de malestar social del pueblo. 

Podíamos decir que el mismo ritmo forzado impuesto por el Comentario 
a Santo Tomás no le ha permitido explayarse a fondo sobre algunos puntos, 
como lo podía hacer en sus Relecciones. Por esta razón acaso resulta incom- 
pleto su pensamiento respecto a las cuestiones sobre estado de perfección, en 
la enumeración más reposada de los deberes episcopales, o en los problemas 
referentes a la propiedad y uso de los bienes eclesiásticos, donde será supe- 
rado, a raíz de la controversia famosa entre el doctor Navarro y Sarmiento, 
por su compafiero de hábito fray Bartolomé de Carranza. 


Carácter de la doctrina de Francisco de Vitoria.—Francisco de Vitoria, 
haciendo honor a su fama de teólogo, se sitúa en el terreno intermedio entre 
el canonista y el autor espiritual. No encontramos en él el tono inflamado de 
un Pablo de León, ni la frialdad geométrica de Cayetano. Pero Vitoria reüne 
en sí las cualidades de ambos: conoce las leyes y decretos de la Iglesia lo mis- 
mo que los principios inconmovibles que han de presidir la vida pastoral, 
y, por otra parte, su espíritu campea sobre el mejor momento de la Reforma 
dominicana. Francisco de Vitoria es, en síntesis, un consumado moralista: se 
adentra por entero en los problemas, sin perder nunca, al enredarse en deta- 
Iles, la clara visión de los principios. Por esta razón es a veces hasta un tanto 
trágica su postura cuando ha de decidirse a llevar a filo de espada las conclu- 
siones prácticas de los mismos, aun cuando haya de abrirse paso a través del 
boscaje sofocante de costumbres abusivas, algunas veces al parecer amparadas 
por el nombre de canonistas. 

Pero Francisco de Vitoria se había educado en el ambiente reformado de 
Santiago de París, y seguía inmerso en el alto clima espiritual de los conven- 
tos de Burgos, Valladolid y San Esteban de Salamanca. Su propia condición 
espiritual explica mejor que nada el alto ideal que como meta tiene presente 
cuando se ocupa de los graves problemas de la Iglesia de su tiempo. No es 
exuberante en las citas de Escritura y Santos Padres, ni ello era normal en su 
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‘tiempo, especialmente entre comentaristas del Aquinate. Pero sus alusiones 
a San Agustín, San Gregorio y San Bernardo, su religioso pupilaje respecto 
a Santo Tomás, sus citas más abundantes de Sagrada Escritura, en particular 
de San Pablo, y sobre todo la insistencia con que acusa a los demás de no 
leer la Escritura y los Padres, parecen indicar que, aun sin el comprobante 
“expreso de su erudición, su espíritu estaba muy familiarizado con las venas 
más auténticas del espíritu cristiano. La lapidaria frase «Si non credimus Evan- 
gelio, cui credemus?», dicha precisamente cuando se refería a cierto abandono 
«onfiado en manos de la Providencia en materia de cuidados temporales, no 
es una salida de cumplido, sino la expresión del tono evangélico de su espí- 
itu interior. j 

A la luz de estas afirmaciones, resulta muy problemático el planteamiento 
del erasmismo de Francisco de Vitoria. Aunque el nombre de Erasmo aparece 
algunas veces en su Comentario a Santo Tomás—preferentemente en asuntos 
«crítico-filológicos—, nunca es mencionado en la materia que nos ocupa. Por 
Otra parte, no es preciso recurrir a la fuente erasmiana para explicar la postura 
de Vitoria concretamente en el campo que acabamos de estudiar. Su aporta- 
«ción positiva deriva de la más pura tradición católica. De igual suerte, para 
explicar sus censuras ante abusos evidentes de su siglo, no es necesario recu- 
rrir a las diatribas de Erasmo, sino que basta con reconocer su elevación de 
espíritu y sus dotes de observación, puestas en evidencia por ese tono franca- 
mente realista de todas sus páginas (130). 


Carácter de su magisterio; realismo y valentía.— Finalmente, hay en Fran- 
«isco de Vitoria algunas notas que forman como el halo inseparable de su 
magisterio personalísimo. BELTRÁN DE HEREDIA ha sabido dibujar con acierto 
«el boceto espiritual de nuestro dominico: distinción y lógica, erudición y 
agudo ingenio, espíritu tranquilo y reposado, afable y manso, poco amigo 
«de discusiones y querellas, mas apreciado y amigo de todos, sereno y seguro 
‘en sus juicios, etc... (131). Pero todavía podíamos añadir algo que hace incon- 
fundible el magisterio vitoriano. En primer lugar, su realismo en el estudio 
de los problemas. El matiz concretísimo de muchos de los temas que aborda, 
el conocimiento del ambiente de que hace gala, y hasta la donosura de esas 
maravillosas pinceladas costumbristas de sus ejemplos de clase, preciosos por 


‘su alto valor de psicología social, impregnaban su lección de cierto tono fa- 


miliar, pero sobre todo de la más palpitante actualidad. Al comienzo de este 
artículo aludíamos a la inusitada valentia de Francisco de Vitoria; ha habido 


(1300 Acerca de este punto puede verse el juicio bien matizado del P. V. BEL- 


‘TRAN DE HEREDIA, O. P.: Las corrientes de espiritualidad... p. BONS. 


(131) Ip.: Francisco de Vitoria, pp. 148-9. 
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ocasión de comprobarlo aun en el estrecho marco de este estudio. La entereza‘ 
de su alma se manifiesta de formas variadas: Vitoria no es de la especie de: 
moralistas que practican una especie de absentismo, esto es, el rehuir o si- 
lenciar los problemas delicados, aunque gravísimos, o el escamotear soluciones: 
frente a un ambiente hostil y contrario. Aun cuando confiese que «quien oy 
anda a decir verdades, lapides (aut ait Plautus) loquitur y lo tienen como a 
hombre que anda descalabrando» (132), sabe ser enérgico e inflexible lo: 
mismo con el Papa que con el Emperador, con los Obispos que con los mer- 
caderes. Pero, por otra parte, sin ceder en los principios, posee una elegante: 
flexibilidad y suavidad en la benigna aplicación de los mismos a las situa- 
ciones concretas. 


Valor ejemplar —A la hora de dar el juicio definitivo sobre la doctrina 
y el magisterio de Francisco de Vitoria hay que destacar como conclusión de 
todo lo dicho el excepcional valor ejemplar de su. magisterio, que nos explica. 
el vasto influjo alcanzado sobre su siglo. «Esta predicación continua—dice: 
BELTRÁN DE HEREDIA—aparte de la resonancia que tuvo en la literatura 
teológica y en el Concilio de Trento, contribuyó eficazmente a reformar el 
episcopado español, en el que veinticinco años después figuraban más de 
una docena de teólogos salidos del aula de Vitoria, sin contar los canonistas 
que también solían frecuentar sus lecciones» (133). Con razón afirma a ren- 
glón seguido el mismo autor, que tan hondo fué el influjo de Vitoria, que 
la llamada escuela espafiola del Concilio de Trento no fué sino el reflejo 
vivo de la escuela salmantina vitoriana. 

Este fué el milagro de Francisco de Vitoria: situándose entre la sutileza 
de Cayetano y la practicidad de fray Bartolomé de los Mártires, sin la ligere- 
za de Erasmo de Rotterdam ni el fuego de Savonarola, supo forjar serena- 
mente el recio temple de unas figuras cuyos nombres hicieron, de nuestro 
Siglo de Oro, el Siglo de los Santos. 


J. Ignacio TELLECHEA IDIGORAS, Pbro. 


Seminario de San Sebastian 


(132) Carta a Luis Gómez, 1. c. p. 326. Apéndice, n. 10. 

(133) ID.: Las corrientes de espiritualidad dominicana, p. 53. Por su parte, GARCÍA 
GUERRERO, O. c., p. 175, afiade: «Dentro del Concilio, la disputa estuvo sustentada. 
principalmente por los Prelados españoles. Al decidirse abiertamente por la senten- 
cia afirmativa, aprendida por muchos de ellos del gran restaurador de la 'Teología, 
fray Francisco de Vitoria, lo hicieron más que por un deseo de afianzar y consolidar- 
posibles derechos episcopales, guiados por un espíritu de sana reforma.» 
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APENDICES O 
| APENDICE 1 
CARTA QUE ESCRIBIO EL PADRE FRAY FRANCISCO DE VICTORIA 


AL DOCTOR LUIS GOMEZ, CRIADO DEL CARDENAL DON JUAN 
' TAUERA SOBRE COSAS DE BENEFICIOS Y RESIDENCIAS 


1.—Yo respondi luego a la primera carta de v. m., y a lo que v. m. man- 
da por ésta digo, que, con tantos annos de studio y con tanto uso y trato 
destas cosas de consciencia, yo no me suelo hallar muy embarazado en respon- 
der a los casos que occurren. En sola esta materia estanco, i se me espelucan 
los cabellos cada uez que en ella me hablan; y sin dubda recibo pena. Ansí 
que v. m. me perdone, si no respondo tam absolutamente como v. m. qui- 
siera y yo lo suelo hazer. 


2.— 1 la 1.º parte, i la más principal, de la respuesta [es], que no sé. La 
causa es que, por una parte está el euangelio, segün pareze, y los doctores 
i cuanto leemos, a lo menos en los antiguos 1 de más authoridad, y la razón 
i aequidad. Por otra parte está el vso 1 costumbre, no sólo de los que parezen 
gente desalmada i descuidada, sino de muchos tenidos por buenos y temero- 
sos y que de ueras en las otras cosas lo son; que no ay corazón para condenar 
tantas personas que ni matan ni roban. 


3.—Yo, señor, no soy de aquellos de quien dize lessu Christo en el 
euangelio que nec ¿psi intrant mec alios sinunt intrare: soy más inclinado a 
quitar scrúpulos que a ponellos. Pero con todo eso, pues me hizo Dios mer- 
ced que, por mi hacienda no corre peligro mi saluación, querría estar attento 
a que no me lo corriese por la agena. Los perlados disponen de los beneffi- 
cios a su propósito y de sus criados y deudos, y los criados gozan de sus 
rentas a su placer; i de los vnos y de los otros ay algunos que ningún scrú- 
pulo tienen, ni les pasa por pensamiento, de pluralitate benefficiorum, o de 
non residentia. Otros, si les escarua tantito la consciencia, querrían llevarse 
ellos la hacienda, y los scrúpulos echárnoslo a cuestas. Yo no querría que 
me cupiese parte de pagar de lo que no como. Iterum dico: que no sé: que 
no lo entiendo. 

Esta es la primera parte. 

(*) Dado el interés de los documentos que presentamos y la brevedad de los mis- 


mos, nos permitimos publicarlos como complemento de nuestro trabajo, a pesar de 
haber visto anteriormente la luz publica. Cfr. nota 101. 
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4.—La 2.2 es, que yo, «nec propter pluralitatem benefficiorum nec propter 
absentiam beneficii» nunca condené absolute a nadie; «nec negavi absolm- 
tionem», dummodo prouean a sus Iglesias commode, tamen admones que 
es cosa peligrosa; que miren lo que hazen. 


5.—Lo 3.º digo, que io deseo que, con authoridad de alguno de nuestros 
maiores prelados se hiziese sobre este artículo vna junta de buenos perlados 
i que allí se mirase lo que está escrito por hombres doctos y de authoridad, 
y se viese cómo avemos de uiuir; y que no fuese uía estrecha, sino larga, 
que se suffriese. 


6.—Lo 4.º, si requiris opinionem meam, para mí tengo, no por artículo 
de fe, sino por mucho más probable opinión, que tam pluralitas benefficiorum 
quam non residentia in benefficio, est non solum contra ius bumanum, sed 
contra ius divinum et naturale: no alcanço otra cosa. An non licet mibi nesci- 
re quod nescio; no sé más que esto. Lo que San Pablo dize: 87 spiritualia vobis 
seminamus, multum est ut carnalia vestra metamus? Terrible cosa es que pa- 
.gue diezmos el labrador a quien nunca vió ni oyó. 


7.—Lo quinto es, que habere pluralitatem benefficiorum vel non residere, 
no es hurtar, ni adulterar, ni matar, guae ita sunt mala, ut nullo modo fieri 
possint bona, et in quibus dispensari non potest; sino que ex rationabili causa 
potest dispensari, et bene fieri, ut quis babeat plura et non resideat. Cada vno 
mire si la tiene y si es uerdadera, o aparente, 77 nomine Domini. 


8.—Lo sexto es que no me satisface del todo para la consciencia la dis- 
pensación del papa, para lo vno o para lo otro, sí alliunde non appareat cau- 
sa. Ego in illa sententia sum, ut putem scilicet. pontificem in definitionibus 
fidei et religionis errare non posse, quamquam parisienses nostri quibus subs- 
cribunt complutenses vestri nec hoc illi tribuant; pero en las dispensaciones 
particulares, 4/mam non saepe peccaret; specialmente que la ley ha de 
ser, como la regla, general 1 ordinaria; la dispensación, como la excepción par- 
ticular i rara. Agora fit omnino e contrario, que, en este caso, ninguno pide 
dispensación nullims ordinis, de ningún linaje de gente, que no la alcance.— 
Dispensatio in lege fit per aequitatem, como dizen no sólo los theólo- 
gos, mas aún Aristóteles: ub; non est aequitas, scilicet rationabilis causa, quis 
locus dispensationi? —Ni tampoco me satisface la costumbre i multitud de los 
que pasan por esto: como dize Aristóteles, per nostram affirmationem vel 
negationem nibil mutatur in re. Y San Pablo: est autem omnis bomo men- 
dax, Deus autem verax. Ansi, que, si ello está prohibido zure diuino, parum 
reffert que todo el mundo aga o diga lo contrario. I Aristóteles dize que re- 
gula virtutis est non ut plures, sed ut sapiens deffinierit. Péssense los aucthores 
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y doctores de la vna parte y de la otra, y uéanlo los hombres buenos, a quién 
‘se ha de dar más crédito. En tiempo de Guillermo parisiense, doctor egregio 
i obispo de Paris, ante tempora Sancti Thomae, con grande acuerdo y solem- 
nidad se determinó este artículo de pluralitate benefficiorum, y quedó por 
condenada la sententia que admite pluralitatem. | Y] según escriuen graues 
doctores de aquel tiempo, fuit confirmata sententia parisiensis claro et 
Aperto miraculo. Pues, siendo esto así, hasta que uea maiores doctores o meio- 
res razones en contrario, ¿cómo puedo dejar a lo menos de auer miedo, que 
por uentura, no sea uerdadera aquella determinación de París? 


9.—Yo he hablado ygualmente de pluralitate i de non residentia. Vna de 
las principales razones contra pluralitatem beneficiorum es que no pueden 
residir. Yo antes pasaría por la no residencia, que por la pluralidad. Pero digo 
serio, que, aunque desease mucho el arzobispado de Seuilla y me lo vuiéssen 
de dar por que affirmasse o probasse que absolutamente, sin otra cosa, es 
lícito zz foro conscientiae, o pluralitas beneficiorum o non residentia, creo 
que no lo haría. Y con todo esto, como dixe denantes, neminem condemno, 
mec indico alienum seruum; tamen uereor que no sea ante tribunal Christi 
como en nuestra vniuersidad, que nos multant aunque leamos por substitutos, 
y lea el substituto mejor que io; y sz forte (quod Deus auertat) fuesse 
así, como yo he miedo que sea, ya v. m. ue que no se pueden escusar bien los 
perlados que dan beneficios a los que saben que no los han de residir: ellos 
mismos los ocupan para que no residan; o conferunt un beneficio curado a 
quien saben que, sin otra causa, tiene otro. San Pablo dize que digni sunt 
morte non solum qui ea faciunt, sed qui consentiunt et facientibus. Quanto 
más cooperantes y aucthores del mal. 

Plura dixi quam omnino constitueram, y he sido más largo que lo fuera 
con otro. ; 


10.—Lo ültimo es, que, con todo esto, no me paresce que v. m. deue 
tomar esta querella de ir a la mano a este trato i estilo: digo, así zm genere, 
nist forte cum aliquo amico priuato, sino que en común, v. m. hable cum du- 
bio, ex timore, y que ipsi uiderint; que es cosa peligrosa i no segura, sin al- 
guna causa; no pronunciando de re absolute; porque io no esperaría alium 
exitum, de pasar v. m. más adelante, sino que concitares in te lo que no 
querríamos. 

Crea v. m. que quien oy se anda a decir uerdades, lapides (ut ait Plautus) 
Joquitur; y lo tienen como a hombre que anda descalabrando. 

Perdone v. m. la prolixidad, et vale in Domino. 

De Salamanca, a 21 de nouiembre. 

Tui nominis studiosissimus. 
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PARECER DEL PADRE FRAY FRANCISCO DE VITORIA 
DEL «PLURALITATE BENEFICIORUM» : 


Es el caso, que una persona seglar tiene un beneficio curado y otro simple, 
y una ración; y él está en el estudio con propósito de ser clérigo, pero no de 
residir en ninguno destos beneficios. Pregúntase si los puede tener todos o 
alguno dellos, supuesto quel reza sus horas y los provee bien de ministros, 
y aun los visita algunas [veces]: o si es obligado a dejarlos, todo o parte 
dellos; y a restituir los fructos que ha llevado, todo o parte, supuesto que 
pensaba estar con buena conciencia. 

| A esta dubda y dificultad común, lo primero digo que no sé qué diga, 
porque lo que ahora se usa y pasa, no solamente entre los que tenemos por 
desalmados y malos cristianos, sino entre los tenidos por mejores, en este caso 
de multitud de beneficios, de residentia illorum, está tan lejos de lo que 
leemos en los doctores sanctos y en los Derechos, que no podemos seguir la 
regla y sentencia de los sanctos, sin condenar manifiestamente a muchas gen- 
tes y a la mayor parte de los prelados, que es cosa áspera. Y, por tanto, que 
[cual |quiera que yo diga en este caso, siempre quiero dejar la puerta abierta, 
porque, si algán día me pareciere otra cosa, la pueda decir, sin que se tenga 
por contradicción. 

Lo segundo digo, que hasta ahora yo me he conformado y seguido em 
este caso al Cardenal Cayetano, que me parece que escribió cuerda y cristia- 
namente; y hasta que otra cosa mejor oiga o lea, paso con este su parecer, el 
cual pone brevemente en la Summa, verbo «Beneficio», et verbo «interroga- 
tones confessionis». 

Lo tercero digo, que en una manera respondo en estos casos ante factum, 
y en otra post facíum; que ante factum, nunca ninguno llevó de mí licencia 
para tomar beneficio donde no ha de residir, ni hallo por donde la pueda 
dar; y quien la diere a uno, hace regla para todos. Y lo mesmo digo de mul- 
titudine beneficiorum. incompatibilium; aunque en esto, no con tanto rigor 
como lo primero, porque no es tan injusto ni con tanto agravio de las Igle- 
sias. Y pues el derecho consiente que haya sobre esto dispensación, cuando 
hay aparente causa para ello, puédese sufrir. 

Lo cuarto es que post factum, cuando uno tiene un beneficio curado don- 
de no reside ni pretende residir, si consta que hay notable falta en su bene- 
ficio simple, condemno bominem et negabo absolutionem. Pero, si pone bue- 
na diligencia y recaudo, de manera que no parece hacer su absencia notable 
falta, admoneo quidem ques cosa peligrosa y escrupulosa, peto non negabo 
absolutionem, ni aun le dejo con mucha dubda: pero ni aun post factum. oso: 
dar licencia para muchos beneficios cum cura animarum. 
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Lo quinto es que otros beneficios sine cura animarum, si notablemente 
son muchos, maxime pensata qualitate personae, etiam post factum, simplici- 
Jer negabo absolutionem. 

Lo sexto es que de los otros beneficios compatibles por derecho o por cos- 
tumbre, ahora sean simples, o un curado con un simple, no hago escrüpulo, 
neque ante factum neque post factum, quia juste fit quod legis auctoritate fit. 

Lo séptimo, ques respuesta del caso, es que este poseedor destos benefi- 
«ios no puede estar sin escrüpulo, no pretendiendo residir en su beneficio. 
Pero si pone buen cuidado para que su absencia no haga falta, no hay por qué 
compelerle a renunciar el beneficio ni negarle la absolución, especialmente 
que, mirando cómo van hoy las cosas, es verisímile que, si él lo deja, caerá el 
beneficio en manos de algün desalmado, que ni tenga cuenta con eso ni con 
esotro, ni se mate por esos escrüpulos. Y cuanto a la ración y al beneficio 
simple, si de derecho lo puede tener sin dispensación, que no lo sé, no hay 
por qué le poner escrúpulo. Y si es con dispensación, yo aconsejaria que sol- 
tase el uno: pero, si no quiere, pues que estudia y es hombre de bien, quédese 
con ellos y con un poco de escrüpulo. 

Cuanto a la restitución de los fructos, aunque tenga cincuenta, etiam cum 
cura animarum, no hay que disputar, sino quod non tenetur ad restitutionem. 
Las razones de todo esto, para en cátedra, podrían ser largas; para aconsejar 
in facto, en particular, basta por ahora que pluralitas cum non residentia est 
mala et injuriosa, pero no tanto ut non possit excusari ex aliqua causa. Et per 
consequens, ante factum, se ha de estorbar: post factum, si non sit prava per- 
versitas, no se ha de condenar. 

Este es mi parecer hasta ver otro mejor. 


Fray FRANCISCO DE VITORIA. 


(Publicado por el P. C. ABAD, S. J., en «Miscellanea Comillas», XVI 
[1951], 319-327.) 


AG Der IN DLC E? 


Argumentum maximum est, quia si hoc est verum, quod episcopi semper 
tenentur aligere potiorem, cum ergo sic non fiat, vae episcopis quorum certe 
pauci vel nulli hoc curant! Sed quamvis non sic fiat nec faciant hanc diligen- 
tiam, multi tamen episcopi aestimantur boni. Gravissimum ergo videtur dam- 
nare esos. 

Ad hoc Dominus BEDA Parisius dabat multas solutiones; sed quia non 
satisfaciebant, dicebat quod dolendum est quod omnes damnentur. Respondeo 
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et dico: Primo, quod omnes episcopi qui in aliis ecclesiasticis regendis et 
gubernandis sunt solliciti, sicat in his quae pertinent ad episcopatum, ut visi- 
tare subditos et praedicare, etc... gerunt etiam curam in distributione benefi- 
tiorum. Sed episcopi qui non visitant subditos suos et qui nihil aliud curant 
nisi redditus exigere exacte, non mirum est quod damnentur, praesertim cum: 
in multis aliis sint negligentes et non solum in distributione benefitiorum; 
quia propter istam causam solum non damnantur sed quia non visitant subdi- 
tos, nec sunt sobrii, sed aleatores, licet alii sint oppositum facientes. Unde: 
conclusio est quod absolute propter hoc non damnantur, quia qui bene se 
habent in aliis, etiam se habent bene in providendo benefitia. Sed si dam- 
nantur, est quia multa alia accidunt, ultra malam distributionem benefitiorum. 

Secundo, dico quod etsi aliqui damnentur, non mirum est, cum alii etiam: 
damnentur qui non sunt in tanto periculo. Quanto enim quis est in sublimiori 
statu et dignitate, tanto in majori periculo versatur, ut inquit AUGUSTINUS (1). 
Et revera in toto episcopatu Salmanticensi vel in quocumque alio episcopatu 
nullus est in tanto periculo et damnatione sicut est episcopus, nec scortum, 


. quia suae animae et omnium subditorum animarum rationem debent reddere, 


quia omnia oportet quod ponant pro salute unius animae. Unde si multi de: 
episcopatu damnantur, et de hoc non miramur, quare obsecro debemus mirari. 
quod episcopi damnentur, postquam negligenter faciunt officium suum? For- 
san poterat mederi per bonos curatos, per praedicatores, per correctiones. Sed 
haec omittamus, quia hic non sumus constituti judices ad condemnandum 
episcopos vel ad determinandum qui faciant, sed qui faciendum sit; maxime 
quia propter nostrum negare vel affirmare nihil ponitur in re, id est, nec 
ipsi salvabuntur nec condemnabuntur. Deus enim scit an damnabuntur vel 
salvabuntur. 


FRANCISCO DE VITORIA, O. P.: Comentarios a la Secunda Secundae: 
de Santo Tomás, Ed. del P. V. Beltrán de Heredia, O. P., t. III (Bibl. de- 
Teól. Españ., IV) (Salamanca, 1934), pp. 242-3. 


(1) Epla. 211, n. 15. PL., 33, 965. 
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DOCUMENTOS - 
Y JURISPRUDENCIA 
COMENTADOS 


DE NUEVO SOBRE LAS FUNCIONES DE 
LA SEMANA SANTA 


1. Otra vez, y ésta es la tercera (1), la Sagrada Congregación de Ritos 
vuelve sobre el ya conocido tema de la reforma de todo el complejo articulado 
jurídico-litárgico de las funciones de la Semana Santa. 


2. Insistencia ésta muy oportuna y digna de toda loa, por cierto, ya por 
tratarse de dar el mayor esplendor posible a la celebración de los misterios 
más fundamentales de nuestra religión, ya también porque la existencia—muy 
bien llamada por los antiguos la madre de la ciencia—es la que nos va ense- 
fiando las no pocas dificultades que suelen surgir en el momento crítico de 
pasar a la aplicación práctica de cualquier nuevo sistema jurídico, por muy 
perfecto y acabado que en su botación se le considere. 

Máxime, tratándose de una nueva sistematización, tan extensa y profunda, 
como es la que sobre las funciones de la Semana Santa introdujo el nuevo 
Orden, contenido en el Decreto General y en la aneja Instrucción de 16 de 
noviembre de 1955 y perfeccionado en algunos pequefos detalles por la De- 
claración del 15 de marzo de 1956. 


3. Por lo que se refiere a los presupuestos generales juridicos—elabora- 
ción técnica, aprobación competente, valor de las nuevas normas, etc.—, nada 
especial leemos en la breve Introducción (2) que precede a estas nuevas Or- 
denaciones y Declaraciones. 

Se pone de relieve el buen acogimiento que tuvo entre los fieles la nueva 
reforma, así como el excelente resultado que ésta dió (3), e inmediatamente 
se pasa a indicar el motivo de las nuevas disposiciones. 


(1) La primera con su Decretum Generale y aneja Instructio del 16 de noviem- 
bre de 1955. Et cfr. A. A. S., vol. XXII, n. 17, pp. 838-847. La segunda con la Decla- 
ratio del 15 de marzo de 1956, promulgada en el A. A. S., vol. XXIII, n. 3, pp. 153-154. 

(2) Desde las palabras: Liturgica hebdomadae sanctae imstauratio hasta las 
otras: Quapropter, de specialà mandato, etc. 

(3) «Liturgica Hebdomadae Sanctae instauratio.. laetanti animo ab omnibus 
acceptata est et ubique locorum optimo cum successu pastorali in rem deducta.» 
Introducción. 
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4. Este motivo lo constituyen las diversas dificultades que se han en- 
contrado en la aplicación fiel y exacta de dicho nuevo ordenamiento jurídico- 
litáfgico, dificultades muy oportuna y sumisamente significadas a esta Sagra- 
da Congregación por los celosos Pastores de las almas, encargados por ambos 
Derechos, el general y el particular (4), de llevar a la práctica esta reforma (5). 


5. Un tercer punto (6) nos refiere el consabido mecanismo con que ha. 
funcionado la Comisión especial permanente, que entiende en esta reforma, 
para dar estas nuevas Disposiciones y Declaraciones, que, sometidas a la apro- 
bación específica del Santo Padre, completan el marco jurídico-litárgico den- 
tro del cual habrán de celebrarse los misterios de la Pasión, Muerte y Resu- 
rrección de Nuestro Senor Jesucristo, con el mayor fruto posible para las al- 
mas y la mayor fidelidad a los datos ciertos que nos ha transmitido la historia. 
sobre esos misterios. 


* * * 


6. Fácil, en su aspecto exterior, la presente legislación, expuesta en cinco: 
Normas generales, subdivididas en un total de 22 nümeros. 


De ritu solemni vel simplici in celebranda liturgia Hebdomadae 


Sanctae adbibendo 


7. Es la primera Norma, que comprende los tres primeros nümeros. 
Aborda la cuestión sobre las dos formas litúrgicas, consagradas por la Instruc- 
ción e inculcadas en la Declaración, en las que ha de celebrarse el nuevo orden 
de las funciones sagradas: 

a) La forma solemne, que ha de observarse «in omnibus ecclesiis et ora- 
toriis publicis et semipublicis, ~b7 copia habeatur sacrorum ministrorum» (T); y 


(4) Véase el can. 336, $ 1, y las Normas I, n. 1, p. 842, y IV, n. 23, de la aneja. 
Instrucción, p. 847. 

(5) «Nonnulli tamen Excellentissimi Episcopi, relatione facta ad hanc S. C. 
quasdam difficultates practicas, ex diversis locorum et gentium adiunctis exortas, 
significaverunt.» Introdwcción. 

(6) «His—difficultatibus—solvendis, Pontificia illa peritorum virorum Commissio, 
quae Ordinem instauratum paraverat, re mature perpensa, has redegit 'Ordinationes. 
et declarationes'.» Introducción. Y además: «Haec autem omnia Ss.mo Domino Nos- 
tro Pio Papa XII ab infrascripto Cardinali Praefecto per singula relata, ab eadem 
Sanctitate Sua adprobata sunt. Quapropter, de speciali mandato eiusdem Ss.mi 
D. N. Pii Papae XII, Sacra Rituum Congregatio ea quae sequuntur, statuit» Intro- 
ducción. 

(7) “Norma L n. À. 
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| b) La forma simple, a observarse en los mismos lugares indicados, pero 
cuando sacri ministri desint (8). Hipótesis ésta la más ordinaria y frecuente 
en las parroquias rurales, en donde no hay más que un sacerdote. Y eso, cuan- 
do no tenga que venir de otra parroquia, en la que habitualmente reside. 


8. Las disposiciones relativas a esta doble forma nada nuevo contienen, 
comparadas con la legislación precedente de la Instrucción y sobre todo de la 
Declaración, de la que han sido tomadas ad pedem litterae. 


9. La novedad, sin embargo, nos la ofrece el número tercero, que crea 
una tercera forma ritual, mixta de la solemne—a la que no llega (9) —y de la 
simple, en la que ha de catalogarse. 


10. En el caso práctico en el que, no obstante que las funciones sagradas 
se celebren ritu simplici, «praesto sit alter sacerdos vel saltem diaconus» (10), 
que se ha hecho caer por allí, por ejemplo, en busca de descanso, o simple- 
mente de paso. 

En esta contingencia o coincidencia, establece el nümero tercero: «nil im- 
pedit quominus hic, diaconali more indutus, cantet evangelium, quando occu- 
rrit, aut historiam passionis (ipsi celebranti parte Christi reservata) vel prae- 
conium paschale, lectiones quoque et invitationes ut sunt Flectamus genua et 
Levate, aut Benedicamus Domino vel Ite missa est; uno verbo, partes diaconi 
congrue absolvat» (11). 


11. Nueva forma, evidentemente, hoy introducida con el objeto de con- 
seguir, dentro de lo posible, los dos fines principales, que se ha prefijado el 
nuevo Orden de la Semana Santa: el litárgico y el pastoral. 


II 


De Dominica II Passionis seu in Palmis 


12. De mucha mayor envergadura se nos presenta la novedad, que in- 
troduce el número 4 de la Segunda Norma (12), relativa al tiempo, o a la 


(8) Norma I, n. 2. p^ : 
(9) Para la solemne se requieren, por lo menos, los tres ministros ordinarios: 


sacerdote, diácono y subdiácono; para la simple es suficiente el celebrante, con la- 


asistencia, sin embargo, de otros clérigos, o por lo menos monaguillos, y, por cierto, 
«trium ad minus pro Dominica II Passionis seu in palmis et pro Missa in Cena Domi- 
ni; et quatuor saltem in celebratione Actionis liturgicae feriae VI in Passione et 
Morte Domini et Vigiliae paschalis», como mandaba ya la Declaración, n. 2, y vuelve 
a repetir el n. 2 de esta Primera Norma. 

(10) Norma I, n. 3. 

(11) Norma I, n. 3. 

(12) Que comprende desde el número 4 al 7. 


* 
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hora, en que pueden celebrarse la bendición de los ramos, la procesión siguien- 
te y, como final, la Misa. 


13. Como regla general dichas funciones han de celebrarse por la ma- 
hana: «fiant mane» (13), es decir, bora consueta Missae principalis (14), y 
donde haya la obligación coral «post Tertiam» (15). En lo que no hay alguna 
novedad (16). 


14. Esto no obsta para que en las iglesias «ubi Missae vespertinae cum 
magno populi concursu celebrari solent» (17), el Ordinario del lugar, dentro 
de ciertos limites, pueda permitir que esas funciones se celebren horis ves- 
pertinis (18). Los límites son, en primer lugar, sí vera pastoralis ratio inter- 
cedat, y, en segundo, que no se dupliquen dichas funciones: una vez por la 
mafiana y otra por la tarde. 


15. Esperábamos y... ¡no esperábamos esta innovación! 


16. No la esperábamos porque, en verdad, el Decreto General, apoyado 
en esto por el más absoluto silencio por parte de la Instrucción (19), había 
sido muy claro, preciso y aun comedido sobre este particular. Fiunt mane! 

Mientras el legislador, en dicho Decreto, se había sentido lo suficiente- 
mente fuerte para arremeter, con brío y sin miramientos, contra el horario 
que nos habían legado las ultimas centurias sobre el de las funciones de los 
tres últimos días de la Semana Santa (jueves, viernes y sábado), por lo que 
toca al del Domingo de Ramos se había mostrado muy conservador y coheren- 
te al principio general, establecido por el canon 821, § 1, y según el cual 
«Missae celebrandae initium ne fiat citius quam una hora ante auroram vel 
serius quam una hora post meridiem». 

Es decir, en la primera reforma quedó intacto, por no decir intangible, 
que esas funciones habían de celebrarse por la mafiana: fiant mane! 


17. Y,sin embargo, como decíamos, esperábamos esta innovación, dado 


el hecho indiscutible y el derecho claro de que hoy andan de moda las Misas 
vespertinas. 


(13) Norma II, n. 4, primera parte. 

(14) Norma II, n. 4. 

(15) Norma II, n. 4, primera parte. 

(16) Véase el Decretum, Norma II, n. 6, p. 841, que prescribe: «solemnis bene- 


dictio et processio ramorum fiunt mane, hora consueta; in choro autem post Ter- 
tiam». 


(17) Norma II, n. 4, segunda parte. 

(18) Norma II, n. 4, segunda parte. 

(19) Véase la Norma I, n. 2, a), p. 842; la II, n. 7, p. 845, y sobre todo la III, 
p. 846: ni una lejana alusión al horario vespertino, que ahora establece el n. 4 de 
la Norma II de estas nuevas Ordinationes et Declarationes. 
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De éstas a la innovación introducida por el número 4 de la Segunda Nor- 
ma, no había más que un paso. Para darlo, una sola cosa faltaba: el tiempo 
suficiente para pensarlo y darlo. Fué el transcurrido entre el Decretum Gene- 


rale (16 de noviembre de 1955) y las actuales Ordinationes et Declarationes 
(1 de febrero de 1957). 


18. Por nuestra parte, no podemos por menos de alabarlo, ya que, dadas 
las condiciones, tan especiales, de esta nuestra vida moderna, el horario ves- 
pertino ofrece indiscutibles y amplias ventajas pàra la consecución del doble 
fin, el pastoral y el litárgico, que la Iglesia se ha propuesto conseguir con 
esta reforma del horario de las funciones de la Semana Santa. 


19. A esta innovación, ciertamente notable, y de la que son de esperar 
los más saludables frutos espirituales para las almas, siguen tres disposicio- 
nes (nn. 5-7), de evidente utilidad para la piedad de los fieles (n. 7) y de no 
escaso interés para los liturgistas y aun canonistas (nn. 5 y 6). 


20. Prescribe, efectivamente, el primero de estos últimos números (n. 5) 
que todas estas funciones—bendición de los ramos, procesión y Misa—no 
pueden celebrarse separadamente, cada una de por sí, sino todas en con- 
junto (20). 


21. Y el segundo (n. 6) trata de satisfacer una tendencia, por lo visto 
simpática a los fieles, consistente en que la procesión de los ramos sea eso: 
una verdadera procesión. No ya limitada a un desplazamiento interno de los 
concurrentes en el mismo lugar sagrado (iglesia, oratorio püblico o semipü- 
blico), sino que sea una marcha triunfal de un lugar a otro. 


22. Esta concepcién—marcha triunfal de un lugar a otro—puede verifi- 
carse cómodamente en aquellos lugares en los que haya otro lugar sagrado, 
además del de la iglesia parroquial o de la categoría que sea. En aquél se ben- 
dicen los ramos y luego se procede a esa marcha en dirección a la iglesia pa- 
rroquial, en la que ha de completarse la ceremonia con la celebración del au- 
gusto sacrificio de la Misa. 


23. No así, sin embargo, en aquellos lugares en los que no haya más 
que una iglesia. 
¿Qué hacer en estos casos? 


24. El número 6 de la Norma Segunda nos brinda las siguientes faci- 


lidades: la bendición de los ramos, ceremonia ciertamente sagrada, puede ha- 


(20) «Sola ramorum benedictio, absque subsequenti processione et Missa, cele- 
brari non licet.» Norma II, n. 5. 
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cerse (a) in aliquo convenienti loco, más aún: (b) etiam sub dio, como, por 


ejemplo (a) ante aediculam sacram, y, a falta de ésta, (b) ante ipsam crucem 


processionalem. Condición única: que la procesión se mueva desde ahí hasta 
la iglesia para celebrar en ésta el incruento sacrificio de la Misa (20) 


25. Atentamente considerado el texto legal, hemos de concluir y soste- 
ner que cualquier lugar basta para esa bendición de los ramos, con tal que 
reúna la cualidad general: que sea conveniente. : 

¿La escuela del pueblo? ¿Alguna ermita, aunque se halle en ruinas? ¿El 


‘centro social de la Acción Católica? 


' 26. El texto legal, repetimos, nada determina sobre esas cualidades. Bas- 


ta que sea un lugar conveniente. Aplicaríamos, por lo tanto, al caso el cono- 
cido principio exegético: Qzi omne dixit, nibil excepit. 


27. Esta interpretación amplia, que sostenemos, recurriendo al principio 
de que favorabilia amplianda, resulta confirmada con creces por las disposi- 
ciones siguientes: puede hacerse esa bendición «etiam sub dio»: al aire libre. 
Y esto, ante aediculam sacram, una Cruz, por ejemplo, que erigieron los Pa- 
dres Pasionistas, o Redentoristas, o Dominicos, o Jesuítas, en alguna Misión 
que dieron en ese pueblo, o alguna imagen de la Virgen o de cualquier otro 
santo, erigida incluso en la esquina de alguna calle; o también, ante ipsam 
crucem processtonalem. 


28. El deseo de la Iglesia de satisfacer esa aspiración de los fieles (cfr. 
n. 21) es evidente; las facilidades dadas, extraordinarias. Generalmente las 
ceremonias sagradas—administración de los sacramentos, celebración de la 
Santa Misa, enterramiento, etc—locum sacrum requirunt (22). Para esta ben- 
dición de los ramos, que es una ceremonia sagrada, basta cualquier lugar, con 


tal que sea conveniente y además la procesión inde sequatur ad ecclesiam pro 
missae celebratione. 


29. En el mismo plano de la realidad de la vida se mueve el legislador 
cuando en el nümero 7 de esta Norma Segunda ordena: «Cum vix omnes 
fideles benedictioni ramorum interesse possint—se piense en las madres de 
familia, en las chicas de servicio, en los que en ese día se vieren obligados 
a emprender un viaje, o estén fuera del pueblo, etc.—curent ecclesiarum recto- 


(21) «Ubi vero haec altera ecclesia non habeatur, ramorum benedictio im aliquo 
convenienti loco fieri potest, imo etiam sub dio, ante aediculam sacram, vel ante 
crucem processionalem, dummodo processio inde sequatur ad ecclesiam pro missae 
celebratione.» Norma II, n. 6, segunda parte. 


(22) Cfr. cans. 773, 791, 908, 1.009, 1.109, 822, 1.161, 1.205, etc. 
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wes, ut rami benedicti in sacristia vel alio apto loco praesto sint, fidelibus qui | Y 
processioni non interfuerunt, distribuendi» (23). 3 

Magnífica manera de conciliar, por una parte, la ausencia, que suponemos 
siempre forzada, de algunos de los fieles con el deseo de los mismos, por 
otra, de conservar en sus habitaciones el ramo bendecido en tal solemne fes- 
tividad. 


HI js 
De Feria V in Cena Domini 


50. Y no dudamos de la alegría que producirán entre el pueblo fiel, y 
más atin entre los sacerdotes (en esos días muy agobiados por el mucho tra- 
bajo de las funciones), las reformas que nos trae esta Tercera Norma, inte- | 
grada por siete números (desde el 8 al 14). E 


31. Repara, en efecto, los siguientes fallos, que se observaban en la le- 
gislación precedente: 

a) La estrechez del tiempo fijado para la Misa vespertina in Cena Do- 
mini, tiempo que iba desde las cinco hasta las ocho (24) y que en el porvenir 
irá desde las cuatro hasta las nueve (25). Un par de horas más, que permitirá ij 
un cierto desahogo en la ejecución de dichas funciones litúrgicas. 

Nuevo horario éste—desde las cuatro hasta las nueve—al que han de ate- 
nerse también las Misas leídas, que el Ordinario podrá permitir en ese día, i 
a tenor de lo establecido en el número 9 de estas Declarationes, número que 
a su vez reproduce literalmente el 4 de la Declaratio del 15 de marzo de 
1956 (26). 

b) Pero, sobre todo, el número 12 repara el fallo, gravísimo, a nuestro : 
entender, existente en la legislación precedente, que no daba oportunidad a 
los enfermos ordinarios para recibir la comunión precisamente en ese tan sig- 
nificado día, en el que la Iglesia conmemora la institución del sacramento eu- : 
carístico. 

«Eadem feria V in Cena Domini—establecia el número 18 de la Norma 
"Tercera de la Instrucción—sacra communio fidelibus distribui potest tantum- 


(23) Norma II, n. 7. 

(24) «.. non autem ante horam quintam post meridiem nec post horam octa- 
vam». Decretum, Norma II, n. 7, p. 841. 

(25) «Missa vero in Cena Domini litanda est vespere, hora magis opportuna, non 
‘autem ante hora quartam post meridiem nec post horam nonam.» Norma III, n. 8. 

(26) «Hae Missae lectae infra idem temporis spatium celebrari debent quod su- 
pra, n. 8, pro Missa in Cena Domini assignatum est» Norma III, n. 9. 
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modo inter Missas vespertinas, vel continuo ac statim ab iis expletis... excep- 
tis infirmis im periculo mortis constitutis» (27). 

Y «qué para los que están enfermos, pero que, por gracia de Dios, todavía 
no han llegado a la suprema lucha? 

Nada se establecía para estos casos, que no son pocos, por cierto. 

En el porvenir, y en virtud del número 12 de esta tercera Norma: «Infir- 
mis sacra communio hac die deferri licet, horis ante et postmeridianis». Por 
la mafiana, pues, o por la tarde. 

Generosidad, ésta, digna de toda alabanza, pero que no se ha extendido 
para el Viernes Santo. ;La tendrá algún día el legislador para esos enfermos? 
Así es de esperar. 


32. Y como nada de especial contienen los nümeros restantes de esta 
tercera Norma (28), pasemos a la breve exposición de las reformas que nos 
ha traído la 


IV 
De Feria VI in Passione et Morte Domin: 


33. Se reducen a las dos siguientes: a) ampliación del horario para la 


Acción litúrgica de ese día; b) nueva forma ritual para la adoración de la 
Santa Cruz. 


34. También el horario general, establecido por el Decreto (29) para 
esta Acción liturgica, se había demostrado insuficiente, al parecer de algunos 
reverendísimos Prelados. 


Para obviar ese inconveniente, muy oportunamente establece el número 15. 
de esta cuarta Norma: «solemnis Actio liturgica celebratur horis postmeridia- 
nis, et quidem circa horam tertiam; si vero ratio pastoralis id suadeat, znchoa- 


ri potest inde a meridie, vel tardiori hora, non autem ultra boram nonam se- 
rotinam». 


(27) A. A. S, p. 846. Ya, sin embargo, en la publicación—no promulgada—del 
Decretum y aneja Instrucción, aparecida en el Osservatore Romano del 27 de no- 
viembre de 1955, se leia esta otra redacción del mismo nümero 18: «Eadem feria V 
in Cena Domini sacra communio fidelibus distribui potest etc.., exceptis infirmis vel 
in periculo mortis constitutis.» 

(28) El 13 y el 14 reproducen literalmente el 6 y el 3 de la Declaratio y el 10: 
insinúa: «Valde convenit ut in missis quoque lectis supra recensitis (n. 9) celebrans, 
post evangelium, fideles breviter alloquatur de potissimis huius diei mysteriis.» 

(29) «Feria VI in Passione et Morte Domini solemnis actio liturgica celebratur 
horis postmeridianis, et quidem circa horam tertiam; si vero ratio pastoralis id sua- 


deat, licet tardiorem seligere horam, non autem ultra horam sextam.» Norma II, 
n. 8, p. 841. 
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35. Quedan, pues, en claro los siguientes principios: 

a) Como norma general, en conformidad con los datos históricos, que 
poseemos, dicha Actio liturgica ha de celebrarse, en cuanto posible, circa ho- 
ram tertiam (30). 

b) Cesa esta norma general desde el momento que la ratio pastoralis 
aliud suadeat. La presencia de los fieles no sea posible en ésas, sino en otras 
horas; sacerdotes encargados de dos o más parroquias, etc. 

c) En este caso (y sólo en el mismo) la Actio liturgica puede comenzar- 
se: (a) al mediodía, o (b) a cualquier hora más tarde, con tal que no se 
pase de las nueve de la tarde: «non autem ultra boram nonam serotinamy. 


36. Es indudable que el nuevo orden de las funciones de la Semana 
Santa, sea por la asidua preparación pastoral, sea incluso por su misma nove- 
dad, multiplicó la afluencia de los fieles a las iglesias, que en muchos casos 
llegaron a verse materialmente llenas de devotos asistentes. 

De ahí, sin embargo, un grave problema surgía para la tradicional forma 
de la adoración de la Santa Cruz, acto estrictamente personal y que exige un 
desplazamiento hasta el lugar en donde se halla visible y tangible el símbolo 
de nuestra religión. 


37. Dada esa ingente multitud de fieles, y muchas veces en iglesias de 
dimensiones relativamente reducidas, ;es conciliable ese acto personal con el 
buen orden e incluso con la misma devoción que exige de una manera espe- 
cial este acto? 

Los empujones, los pisotones, las impaciencias, las escenas desagradables 
entre el que pisó y el que fué pisado, no parecen exclusivos, ni mucho menos, 
de los que van al cine o a otro cualquier espectáculo. Pueden darse también 
en las iglesias, especialmente en ese y en otros muchos actos. 

Y éste es, efectivamente, el problema, que varios excelentísimos sefores 
Obispos denunciaron a la Sagrada Congregación de Ritos, tratándose del acto 
de la adoración de la Cruz. 


38. Dicha Sagrada Congregación, ponderadas seriamente esas innegables 
circunstancias, optó por proponer una nueva forma para ese acto de adoración, 
forma que pudiéramos llamar colectiva. 

He aquí cómo nos la describe el mismo legislador: «Celebrans, postquam 
clerus, sí adsit, et ministrantes adorationem expleverint, S. Crucem e manibus 
ministrantium sumat et in summitate graduum altaris consistens, pacis verbis 


(30) Norma IV, n. 15. 
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populum ad S. Crucis adorationem invitet eamque altius elevatam teneat, per 
‘breve tempus a fidelibus in silentio adorandam» (31). 


39. ¿Sería razón suficiente para seguir esta nueva forma el mucho tiem- 
po que requiere la antigua? 

Sinceramente creemos que no. El mismo legislador invoca una razón de 
indole externa, cuales son los inconvenientes que arriba (n. 37) hemos seña- 
lado. «Si parochus aut ecclesiae rector—establece el legislador—praevideat 
adorationem S. Crucis, prouti in Ordine hebdomadae sanctae praescribitur, 
“ob ingentem populi, vix aut nom sine boni ordinis et devotionis detrimento 
peragi posse, tunc, etc» (32). 

No es, pues, solamente el zngens populi concursus, que autoriza esa nueva 
forma, sino el hecho de que por esa ingente concurrencia de pueblo, la forma 
tradicional «vix aut mom sime boni ordinis et devotionis detrimento peragi 
posset» (33). 


40. Y termina esta cuarta Norma con el número 18, que no hace más 
que repetir ad pedem litterae la disposición contenida en el numero 19 de la 
tercera Norma de la Instrucción: en este dia la sagrada Comunión puede dis- 
tribuirse «unice inter solemnem Actionem liturgicam, exceptis in periculo mor- 
tis constitutis». 


v 
De Sabbato Sancto et vigilia paschali 


41. Es la ultima Norma, integrada por los cuatro ültimos nümeros 
(19-22), que tampoco aportan alguna novedad digna de especial considera- 
ción, salvo quizá el áltimo, que tiende a mantener la autonomía de las fun- 
ciones de la vigilia pascual de la colaboración de las sagradas órdenes. «... non 
convenit, ut inter eiusdem vigiliae Missarum solemnia, Tonsura vel ordines 
minores aut maiores conferantur» (34). 

42. El primer nümero (19), en sus dos primeras letras (a y b) inculca 
el horario establecido por el Decreto para esas funciones (35), ya el ordinario, 
circa mediam noctem (para el principio de la Misa), ya el excepcional, que 


permite adelantar ese principio, pero no «ante diei crepusculum, aut certe ` 
Aon ante solis occasum». 


(31) Norma IV, n. 17. 
(32 Norma IV, n. 17. 
(35) Norma IV In. 17. 
(34) Norma V, n. 22, 
(35) Norma II, n. 9, p. 841. 
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Bajo la tercera letra se determina que el Ordinario del lugar no puede per- 
mitir esa anticipación «indistincte vel generaliter pro tota dioecesi aut regio- 
ne», como por un decreto general, sino «tantum pro ecclesizs vel locis, ubi 
vera urgeat necessitas», siendo conveniente además que el horario ordinario 
se observe en la iglesia catedral y en todas las restantes iglesias, especialmente 
«de los religiosos «ubi sine gravi incommodo id fieri potest» (36). 


43. Y los otros dos números (20 y 21) reproducen literalmente el 5 y 6 
de la declaratio, tocante a la separabilidad entre las funciones del Jueves y 
Viernes Santo y las de la vigilia pascual ya la facultad que tiene el Ordinario 
del lugar para permitir la binación en este día, con tal que no sea en la mis- 
ma parroquia, a los sacerdotes «qui curam duarum vel plurium habeant pa- 
roeciarum». 


" * EA * 


Tal, en breve síntesis y sin escarbar mucho en sus intimidades jurídicas, 
el nuevo sistema de la Semana Santa, que la Iglesia acaba de darnos. 

Sobre todas las, ciertamente, indiscutibles cualidades que ofrece esta nue- 
va legislación (precisión, ecuanimidad, oportunidad, etc.), resalta el deseo ve- 
hemente de la Sagrada Congregación de Ritos de proporcionar las mayores 
facilidades posibles para el conseguimiento de los dos fines de la reforma: 
el litúrgico y el pastoral. 


S. ALVAREZ-MENENDEZ, O. P. 


(36) Es de notar que mientras el Decreto, a justificación del horario excepcional, 
aduce estas razones: «ponderatis fidelium et locorum condicionibus»; esta Norma M 
especifica más dichas razones: «ponderatis fidelium et locorum peculiaribus condi- 
tionibus, propter graves ratiomes ordinis publici et pastoralis». La identidad substan- 
cial de ambas fórmulas jurídicas, para nosotros, sin embargo, es evidente. 
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LA AFINIDAD DE LOS INFIELES, 
IMPEDIMENTO MATRIMONIAL 


DUBIUM. DE AFFINITATE. 


Quaesitum est ab hac Suprema Sacra Congregatione an affinitas, in infideli- 


tate contracta, impedimentum evadat pro matrimoniis, quae ineantur post bap- 


tismum, etsi unius partis tantum. 
Feria IV, die 16 Ianuarii 1957. 

Em. ac Rev.mi DD. Cardinales, rebus fidei ac morum tutandis praepositi, 
praehabito Consultorum voto, proposito dubio responderi decreverunt: Affirma- 
tive. 

Feria autem V, die 24 eiusdem mensis et anni, Ss.mus D. N. D. Pius divina 
Providentia Papa XII, in Audientia Em.o ac Rev.mo D.no Cardinali Pro-Secreta- 
rio S. Officii concessa, relatam Sibi Em.orum Patrum resolutionem adprobavit 
atque publicari iussit. 

Datum Romae, ex Aedibus S. Officii, die 31 Ianuarii 1957. 


ARCTURUS DE Jorio, Notarius. 
PARTA ST GH) (OREO. WHC 


El contenido de esta respuesta de la Sagrada Congregación del Santo Ofi- 


cio es claro en sus términos. Viene a resolver un pleito antiguo debatido en 


la doctrina canónica, complicado y enrevesado por las vicisitudes históricas 
por las que ha pasado el impedimento matrimonial de afinidad, y a la vez 
por la vexata quaestio del origen Jurídico del impedimento. La respuesta re- 
suelve una cuestión particular de la controversia sin decidir en el fondo de la 
cuestión y sin referirse a otros problemas particulares de la misma, pero por 
la conexión que con ellos tiene, nos referiremos también a ellas en este escue- 
to comentario. 


La cuestión en el Derecho antiguo 


Parece indudable que la afinidad, tanto en su concepto como en su efecto 
dirimente del matrimonio, viene a la Iglesia de las manos del Derecho roma- 
no. Existía también en el Derecho mosaico (1): esta circunstancia, unida al 
hecho de que varios Concilios a partir del siglo V aluden a las prohibiciones 
del Levítico y del Deuteronomio, explica que algunos emitieran la hipótesis 


(1) Levit. XVIII, 8 ss; XX, 11 ss.; Deut, XXV, 5 ss.; cfr. Math. XXII, 24 s. 
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de que la afinidad eclesiástica tendría sus orígenes en el Antiguo Testamento. 


Cuando la legislación canónica comienza a aparecer en Concilios particulares, 
la noción es la de los romanos que expresó MODESTINUS en estas palabras: 
«adfines sunt viri et uxoris cognati, dicti, ab eo, quod duae cognationes, quae 
diversae inter se sunt, per nuptias copulantur et altera ad alterius cognationis. 
finem accedit: namque coniungendae affinitatis causa fit ex nuptiis» (D. 38, 
10, 4, 3). j 

En cuanto al impedimento matrimonial de afinidad, los romanos en la 
época clásica lo admitían solamente para el primer grado en línea recta (2); 
en cambio, las disposiciones conciliares, ya desde el principio, manifestaron 
una clara tendencia a extender el alcance del impedimento. El Concilio de 
Neocesarea (a. 314) prohibe bajo pena de muerte el matrimonio entre cuña- 
ños (3); esta norma pasará al Derecho civil bajo el emperador Constancio II, 
y renovada por varios emperadores, quedará consagrada en el Derecho justi- 
nianeo (C. 13, 12, 2; 5, 5, 5). A partir del siglo V, los Concilios, unos tras: 
otros, van ampliando el impedimento de afinidad por las ramas colaterales, 
para procurar que los hombres busquen esposa fuera de sus conciudadanos 
próximos (exogamia). La evolución continüa homogénea hasta el siglo VIII. 
En este primer siglo aparece una noción nueva del impedimento que habrá de 
producir efectos importantísimos, tanto en la doctrina como en el nümero de 
personas afectadas por el impedimento. 

Hasta esta época, la afinidad se cimentaba en el hecho del matrimonio, 
como expresa el texto mencionado de MODESTINUS. Una idea antigua expre- 
sada ya por San Basilio para condenar las bodas entre cuñados (4) y que más 
tarde recogerá San Agustin, de quien la toma GRACIANO (5), gana poco a poco: 


el terreno de la teoría de las zustae nuptiae como fundamento de la afinidad - 


y hará consistir éste no en el matrimonio, sino en la cópula, cualquiera que 
ésta sea. Esta idea no es sino el desarrollo de una frase del Génesis (II, 24) 
repetida por San Pablo (I Cor. VI, 16), según la cual los esposos se con- 
funden y se compenetran en una unidad, en «una carne». La idea se abrió. 
paso con lentitud, pero a partir del Concilio romano del año 743, que la ad- 
mite, gana hitos rápidamente, a pesar de la resistencia de muchos, como SANTO 
Tomás (6), fieles a la tradición primitiva. 


Segün el nuevo sistema, no es el matrimonio consensual el productor de- 


la afinidad, sino la unitas carnis realizada por la cópula. BERNARDO DE PAVÍA,. 


(2) BONFANTE: Istituzioni di Diritto romano (Turin, 1946), p. 186. 
(3) Can. 2; cfr. MANSI, vol. II, col. 540. 

(4) Carta 160, MIGNE, serie griega, 32, 627. 

(DEG IRA CG 2 ve los 

(6 S. TH.: Supplem., q. 55, a. 4, ad 2. 
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a fines del siglo XI, establece esta doctrina como indudable: «inter sponsam: 
et consanguineos sponsi nulla est affinitas nisi coitus intercedat» (7). Las 
consecuencias lógicas del nuevo concepto fueron trascendentales. 

a) La unitas carnis, al identificar entre sí a los esposos, hará que la afi- 
nidad se asimile totalmente a la consanguinidad y se compute como ésta: así, 
si no puedo casarme con mi consanguíneo en séptimo grado colateral, tampo- 
co podré casarse con el consanguíneo en séptimo grado de mi mujer, una vez 
muerta ésta (8). 

b) Dado que el elemento productor de la afinidad es la relación sexual, 
poco importará que ésta sea lícita o ilícita. De ahí la extensión del impedi- 
mento a los consanguíneos de la persona con quien se ha tenido relación sexual 
ilícita. Y si la mujer peca con el consanguíneo del marido, se hace afín de 
éste, y en consecuencia le está prohibido pedir el débito. 


c) Del principio de asimilación arriba expresado resulta que dos afines. 


con relación a un tercero lo son también entre sí, lo mismo que dos consan- 
guíneos de un tercero son consanguíneos entre sí. Si muere mi hermano 
casado y mi cufiada se casa con otro, tenemos tres familias unidas con vínculo 


de afinidad: la mía, la de mi cufiada y la de su segundo marido (afinidad de 


segundo género). Si ahora muere mi cufiada y su segundo marido se casa con 
otra, serán cuatro las familias afines (afinidad de tercer género). Si al morir 
mi hermano casado mi cufiada se casa con otro hermano mío, o tiene relación: 
sexual con él, mi familia es doblemente afín a la suya, porque dos personas 


de mi familia se han hecho zza caro con ella, etc. La doctrina de la época. 


compendiaba estas multiplicaciones en la regla «affinitas parit affinitatem». 
(De la afinidad de segundo género tenemos un residuo en el Derecho oriental 


vigente; el Motu proprio Crebrae allatae dice así en su canon 68, $ 3: «1.? Iure 


particulari, affinitas praeterea oritur ex trigeneia seu ex duobus matrimoniis 
validis, etiam non consummatis si duae personae matrimonium contrahant: 
a) cum una eademque tertia persona, soluto matrimonio, unam post alteram, 
aut b) cum duabus personis inter se consanguineis.» ) 


La situación creada por esta frondosidad desmedida del impedimento llegó: 


a ser insostenible. En aquella época de escasa movilidad de la población, el 
hallar esposa no afín llegó a constituir en muchos casos un problema sin so- 
lución práctica. La extraordinaria complejidad del sistema de cómputo de la 
afinidad hacía que la ley fuera poco conocida en sus detalles, con la natural 
secuela de matrimonios contraídos inválidamente. Era necesaria una reforma. 
De ella se encargaron los Padres del Concilio Lateranense IV (a. 1215), cele- 


(7) BERNARDI PaPIENSIS FAVENTINI EPISCOPI: Summa Decretalium | (Ratisbona,. 


1860), p. 168. 
(8) V. toda la causa XXXV de Graciano. 
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brado bajo el Papa Inocencio III. El Concilio podó enérgicamente el impedi- 
mento, suprimiendo el segundo y tercer grado de afinidad, restableciendo la 
regla antigua de la infecundidad interna del impedimento («affinitas non 
parit affinitatem»), y limitando éste a la afinidad de la mujer con los con- 
sanguíneos del marido y viceversa (can. 8, X, IV, 14). Pero no cambió cl 
concepto de afinidad ni suprimió la afinidad «ex copula illicita»: el Concilio 
tridentino (ses. 24, can. 4) completó un poco esta reforma reduciendo la afi- 
nidad «ex copula illicita» al segundo grado. La ley lateranense, con la afiadi- 
dura tridentina, estaba vigente aün la víspera de la promulgación del Código. 
Cuando triunfó la teoría de la cópula carnal, lícita o ilícita, como funda- 
mento de la afinidad, quedó pendiente el problema de los matrimonios ratos 
y no consumados. No llegó a suprimirse el impedimento en ellos fundado; 
hacia el siglo X comenzó a llamársele con el nombre de «publica honesti- 
dad» (9). En el derecho de las Decretales, la püblica honestidad nacía de los 
esponsales y de los matrimonios no consumados, aun inválidos: ésta se ex- 
tendía hasta el cuarto grado, aquélla solamente valía en el primer grado. 


E * * 


A la vez que las cuestiones indicadas, se debatió en tiempo de nuestros 
clásicos la cuestión del origen jurídico del impedimento. Pocos eran los que 
veían en él una cuestión de mero Derecho eclesiástico, y en ellos hay que con- 
tar con la reacción contra la doctrina protestante, inclinada a fundar el impe- 
dimento en el Derecho divino con el fin de negar la validez de la dispensa 
otorgada por Julio II a Enrique VIII para que se casara con su cuñada Cata- 
lina de Aragón, tía de Carlos V. Esa era, en efecto, la tesis de los canonistas 
áulicos del Rey de Inglaterra, deseoso de separarse de su esposa para unirse 
con Ana Bolena. Los autores de la época citan de consuno este episodio y al- 
gunos le dedican amplios comentarios (10). 

Este problema del origen jurídico del impedimento se desdobla en dos 
cuestiones, que SÁNCHEZ plantea así: 


Praemittendum est, aliud esse quaerere, an affinitas sit vinculum 
naturale, et aliud, an iure naturali dirimat matrimonium. Non enim ex 
primo sequitur secundum... Unde quaerere an affinitas sit quid natu- 
rale, nil aliud est, quam quaerere an stando in iure naturae oriatur 
affinitas aliqua ex copula coniugali, aut fornicaria, et ita inter infideles 


: (9) Alusión a MODESTINUS: «Semper in coniunctionibus non solum quid licet con- 
siderandum est, sed et quid honestum sit» (D., 23, 2, 42). Pero esto no autoriza a 
situar las raíces del impedimento canónico de püblica honestidad en el Derecho 
romano. 


(10) SANCHEZ: De matrimonio. L. VII, disp. 66, n. 11. 
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. . vi * . * t à ^ 
consurgat sicut consanguinitas: an potius sit merum Ecclesiae inventum y d 
sicut cognatio spiritualis (11). q 


pisa 


A) La doctrina anterior al Código admite con raras excepciones que la 


ka 
ra 


afinidad no es un merum Ecclesiae inventum, sino una institución natural » 
instar consanguinitatis, como lo demuestra el hecho de que existe en todos los E 
países y culturas. Todas las lenguas tienen en sus vocabularios equivalencias 6 
de nuestros términos «suegro, suegra, yerno, nuera, cuñado, cuñada», etc., * 
que expresan la vinculación natural entre los afines. P 

Aparte de estas razones, los autores de la época insisten también en el E 
motivo de la unitas carnis exigido por la legislación contemporánea del im- d 


pedimento de afinidad. Pero en cuanto a valorar este argumento, las opinio- 
nes estaban divididas. No faltaban quienes creían que la afinidad brota natu- X. 
ralmente de toda relación sexual lícita o ilícita, es decir, de la unidad carnal 
realizada en toda cópula completa. SÁNCHEZ, aunque aduce, como todos, el E 
argumento de la unitas carnis, pero no por eso admite que la cópula fornica- i 
ria produzca afinidad por Derecho natural (12); al contrario, observa muy 17 
sensatamente que las uniones carnales extramatrimoniales, lejos de dar origen Nc 
a una unión y amistad estable entre cada uno de los pecadores y los consan- ww 
guíneos del otro, «potius inter eos oriuntur odia et inimicitiae». Entre el hijo ^ad 
y la segunda mujer de su padre aparece naturalmente una relación de afecto 
y de reverencia que no se dan entre ese hijo y la mujer con quien su padre a 
pecó. 


B) En cuanto a la raíz próxima del impedimento de afinidad, la doc- 
trina anterior al Código iba bastante hermanada. La afinidad, se decía, es 
natural, pero el impedimento matrimonial de afinidad no es natural, sino 
eclesiástico. Sin embargo, en cuanto a la afinidad de línea recta, los autores 
discrepaban entre sí. Pero también en este asunto la doctrina había minimi- 
zado el argumento de la unitas carnis, porque se admitía que la afinidad ex 
copula illicita no dirime el matrimonio iure naturae ni siquiera en los grados 
de línea recta. Lo dirime, en cambio, la procedente de cópula conyugal, segün 
sostenían algunos autores de renombre, como REIFFENSTUEL (15), apoyados 
principalmente en la condenación paulina del incestuoso de Corinto ( I Cor., 
V, 1). SÁNCHEZ (14) y PONCE DE LEÓN (15) creían, por el contrario, que 
ningün impedimento de afinidad es natural, sino sólo eclesiástico. Esta doc- 


(11) S&wcHEZz: De matrimonio. L. VII, disp. 65, n. 1. 
(fo Y EET OR Ung 
(13) In 1. IV, tit. XIV, 8 2, n. 49; edición Vives, vol. V, p. 470. 


(14) fre, disp: 166: na T. 
(15) De matrimonio, 1. VII, c. 34, n. 5. 
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trina prevaleció implícitamente en el Decreto de la Sagrada Congregación 
Inquisitorial de 20 de febrero de 1888, que es el antecedente de nuestro ca- 
non 1.043; por lo cual ya SANTI (16) la tenía por cierta. 


C) Siendo la afinidad una institución natural anterior y superior a la 
legislación eclesiástica, es natural que si un infiel se casa legítimamente, con- 
trae afinidad. Mientras no se bautice será afín de los consanguíneos de su 
mujer, pero no puede tener impedimento matrimonial canónico de afinidad. 
Ahora bien, si se bautiza entra en la esfera de influencia del ordenamiento 
canónico sin perder su vinculación natural de afinidad contraída antes del 
bautismo; por lo cual, si viene viudo a la Iglesia o enviuda dentro de ella, le 
alcanza la ley del impedimento canónico y no puede contraer matrimonio vá- 
lidamente con sus afines en grado prohibido. 


La cuestión después del Código 


El Código reformó radicalmente estos impedimentos rehabilitando la doc- 
trina primitiva de afinidad, que hoy se funda ünicamente en el matrimonio, 
aunque no esté consumado (can. 97, § 1). Se volvía al concepto romano; en 
el Derecho del Código, la afinidad nace no de la cópula, ni licita ni ilícita, 
sino del matrimonio. El matrimonio inválido produce pública honestidad, lo. 
mismo que la cópula ilícita habitual y notoria (concubinato); la cópula ilícita 
no habitual ni notoria no produce impedimento (can. 1.078). 

El nuevo ordenamiento de los impedimentos de afinidad y de pública ho- 
nestidad establecido en el Código no eliminó las cuestiones disputadas, sino 
que en parte vino a agravarlas, parte por la poco afortunada redacción del 
canon 97, parte por haber mudado el Código los conceptos de afinidad y de 
püblica honestidad. 

El canon 97, $ 1, establece que la afinidad nace «ex matrimonio valido, 
sive rato tantum, sive rato et consummato». El texto es importantísimo; con- 
tiene una definición legal y trata, además, de introducir un nuevo concepto 
de afinidad: es de suponer que el legislador, al redactar ese canon, lo ha hecho 
con especial cuidado y diligencia. ¿Y qué es un matrimonio rato? Lo define 
el canon 1.015, § 1; es el matrimonio sacramental, el de los bautizados. El 
matrimonio de los no bautizados no se puede llamar rato, sino legítimo, como 
dice el 8 3 del mismo canon. De ahí resulta que entre infieles no puede haber 
afinidad en sentido canónico. Esta sorprendente conclusión fluye tan espon- 
tánea de los cánones 97 y 1.015, que no es de extrafiar que, al aparecer el 
Código, escritores de gran autoridad la abrazaran sin vacilar. Ya en 1919, 


(16) Praelec. Iwr. Can., vol. IV (Ratisbona, 1909), p. 253. 
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CERATO (17) la sefialaba y la admitía. Sin embargo, dos afios más tarde, 
NOLDIN (18) volvía a la tesis tradicional contraria: la afinidad nace de cual- 
quier matrimonio válido, no sólo del rato o sacramental. Andando los años, 
los autores se fueron alineando ya en una, ya en otra de las dos soluciones 
Opuestas. 

Refiriéndonos ordenadamente a los tres problemas que arriba hemos men- 
cionado, la doctrina actual se perfila así: 


A) En cuanto a la raíz próxima del impedimento, se admite &nánime- 
mente que éste no procede de la ley natural, sino sólo de la eclesiástica. Pres- 
cindiendo de otras consideraciones, bástenos mencionar el canon 1.043, el 
cual permite al Ordinario dispensar en peligro de muerte de todos 10s impe- 
dimentos de Derecho eclesiástico, a excepción del presbiterado y de la afi- 
nidad ¿n linea recta consummato matrimonio. Ahora bien, no se puede excep- 
tuar de la regla lo que no está contenido en ella. Luego la afinidad, incluso 
im linea recta consummalo matrimonio, no es de Derecho natural, sino ecle- 
siástico. 

B) Tocante al fundamento remoto del impedimento, es decir, a la no- 
ción de la afinidad canónica, ya hemos dicho que el Código rompió la concor- 
dia antigua y separó a los canonistas en dos grupos (19). 

Segün una opinión, la afinidad es un vínculo sacramental; sólo nace del 
matrimonio de los bautizados. El argumento principal de esta opinión estriba 
en el texto de los cánones 97 y 1.015 citados. Se aduce también, en favor 
de esta solución, que el vínculo creado por el matrimonio legítimo no con- 
sumado, en el Derecho antiguo no afectaba a los infieles (20); este vínculo 
se llamaba entonces püblica honestidad; hoy se llama afinidad, pero se trata 
de la misma cosa. Por lo cual, Ja afinidad, al menos antes de la consumación 
del matrimonio, no afecta a los infieles, luego no nace de cualquier matrimo- 
nio válido, sino sólo del de bautizados. Esta opinión, especulativamente in- 
cierta, resulta prácticamente cierta en cuanto al impedimento matrimonial en 
virtud del canon 15; impedimento dudoso no es impedimento. 

Según otra opinión, la afinidad es una secuela de todo matrimonio, ya sea 
propiamente rato o meramente legítimo. Es cierto que el canon 97, $ 1, junto 


(17) Matrimonium a Codice Iuris Canonici integre desumptum (Padua, 1919), n. 72. 

(18) Summa Th. Mor., vol. III, de sacram. (Oeniponte, 1921), n. 598, b. 

(19) V, recensión de opiniones en MICHIELS: Principia generalia de personis in, 
ecclesia, ed. 1.º (Lublin, 1932), p. 222; CAPPELLO: De matrimonio (Roma, 1947), p. 508; 
aunque hay que advertir que no todos los autores expresan su opinión con igual 
seguridad y firmeza, sino a veces en términos vacilantes. Cfr. W. Conway: Problems 
in Canon Law (Dublín, 1956), p. 201, y otros dudan o no sentencian; cfr. CORONATA: 
De sacram., vol. III (Roma, 1947), p. 543. 

(20) Respuesta de la S. C. del S. O. de 19 de abril de 1837; GASPARRI: Fontes, 


n. 875. 
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con el 1.015, $$ 1 y 3, llevan a la conclusión contraria, pero no se puede | 
insistir demasiado en esta precisión terminológica que el Código en otros lu- 
gares no observa (21). Por otra parte, observan atinadamente CHELODI (22) 
y WERNZ-ViDAL (23) que los canonistas antiguos y modernos emplean con 
frecuencia los términos «rato» y «rato y consumado» con referencia al matri- 
monio de infieles. Pero la razón fundamental que apoya esta opinión estriba 
en el hecho de que la afinidad no es una construcción artificial del Derecho, 
sino un dato prejurídico, consistente en la relación espontánea que brota na- 
turalmente entre afines bajo el supuesto del matrimonio. El impedimento 
matrimonial es sólo una de las consecuencias que el Derecho adscribe a la 
afinidad, la cual produce también efectos en asuntos administrativos (cánones 
1:520, $ 2;/y 1.540). y en^materia. judicial” (cans: 1:615; 1.7558 020002; 
1.757, § 3, n. 3; 1.974; 2.027, § 1), mientras que se le niegan en cuanto a la 
extensión posible de la infamia (can. 2.295, § 4). Es indudable que la afini- 
dad a que se refieren estas normas nada tiene que ver con el bautismo de los 
esposos, porque están dictadas en consideración a la unión íntima y a la co- 
munidad de intereses que crea la afinidad por su misma naturaleza; aunque 
los cónyuges de cuyo matrimonio nace esa afinidad no estén bautizados. Esto 
induce a admitir que la definición del canon 97, $ 1, tomada al pie de la 
letra, no es aplicable a las normas de los cánones citados, sino que el legisla- 
dor toma en ellos la afinidad en el sentido en que se entiende vulgarmente 
y en los términos en que la admiten todos los pueblos y países, sin pretender 
introducir en ella un elemento extraño, el bautismo de los casados, que res- 
tringiría enormemente su concepto. 

También es de notar que el legislador funda la pública honestidad «ex. 
matrimonio invalido, sive consummato, sive non» (can. 1.078), fórmula que 
abarca todo matrimonio, aunque no sea rato. Teniendo en cuenta que la re- 
lación de publica honestidad es tncomparablemente más débil que la de afi- 
nidad, parece absurdo que la ley exija el bautismo para el nacimiento de la 
afinidad y no para el de la püblica honestidad. 

Es muy significativo a este respecto el canon 68, § 1, del Motu proprio 
Crebrae allatae, en el que se codifica el Derecho matrimonial para el Oriente. 
La definición de la afinidad contenida en ese canon ha eliminado el elemento 
sacramental que contiene nuestro canon 97, poniéndose abiertamente de parte 


(21) Cir. cans. 1.075 y 232, $ 2, n. 2, en los que la palabra «legítimo» se emplea 
en sentido de «rato». 


(22) Jus matrimoniale (Trento, 1921), p .105, nota 2. 
(23) Ius matrimoniale (Roma, 1928), n. 367, II. 
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de la segunda opinión: «affinitas... oritur e matrimonio valido etsi non con- 
summato», dice el canon citado (24). 


C) La cuestión de si el impedimento matrimonial de afinidad nace del 
matrimonio de infieles es sólo una aplicación de la controversia mencionada. 
Las posturas doctrinales en esta cuestión coinciden lógicamente con las opi- 
niones que sustentan los escritores en cuanto a la afinidad en general. Hay 
varios autores, como REGATILLO (25), que distinguen entre el matrimonio 
de infieles consumado y el no consumado. El matrimonio consumado produce 
indudablemente impedimento de afinidad, según la respuesta del Santo Ofi- 
cio de 26 de agosto de 1891 (26); en cuanto al no consumado, dudan o ad- 
miten el impedimento con menor seguridad. 

La respuesta del Santo Oficio que encabeza estas líneas se refiere a esta 
cuestión concreta, para darle solución. Segün esta respuesta, para efectos del 
impedimento matrimonial, la afinidad resultante de un matrimonio de infie- 
les es verdadera afinidad y produce, por tanto, impedimento. No lo produ- 
cirá mientras los cónyuges viven en la infidelidad, porque los infieles no son 
personas en el orden canónico. Pero si se bautizan, entran en là esfera de 
eficacia de la ley canónica sin perder su condición de casados válidamente, 
o de viudos de matrimonio válido, ni la de afines de los consanguíneos de su 
cónyuge. Esta afinidad comienza a operar en el orden canónico por el mero 
hecho del bautismo, produciendo impedimento matrimonial. 

Advierte la respuesta que no es necesario que se bauticen los dos esposos 
infieles; basta el bautismo de uno cualquiera de ellos. Sea el matrimonio A-B, 
ambos infieles. A se bautiza; B muere; A no puede casarse con b, consan- 
guíneo (en grado prohibido) de B; el impedimento existe aunque 5 no esté 
bautizado. Ese matrimonio pertenece a la jurisdicción eclesiástica por ser cató- 
lica una de las partes, aunque la otra no lo sea. Pero si A se bautiza y muere, 
B infiel puede casarse con a, consanguíneo infiel de A, porque siendo ambos 
infieles, no están ligados por el impedimento canónico, aunque sean afines. 

Sea el matrimonio A-B, ambos infieles. Muere A. ;Puede casarse B (in- 
fiel) con a, bautizado? La respuesta no resuelve este caso, puesto que sólo 
alude a los casos en los que los cónyuges infieles se convierten («matrimoniis 


(24) Cree MICHIELS: Principia generalia de personis in ecclesia, ed: 2.2 (Tour- 
nai, 1955), p. 267, que la primera opinión, después de este texto, ha perdido toda su 
probabilidad intrínseca. Sin embargo, I.. CREUSEN, en su conocido Epitome Iuris ca- 
nonici, t. II, ed. 7.2 (Roma, 1954), n. 357, edición, como se ve, posterior al Motu pro- 
prio Crebrae allatae, sigue tratando el asunto como dudoso con duda de derecho. 

(25) Ius Sacramentarium, vol. II (Santander, 1946), n. 462. | 

(26) «Affinitatem quae in infidelitate naturaliter contrahitur ex copula tum li- 
cita tum illicita non esse impedimentum pro matrimoniis quae in infidelitate ineun- 
tur; evadere tamen impedimentum pro matrimoniis quae ineuntur post baptismum; 
quo suscepto, infideles fiunt subditi Eeclesiae.» S. O. 26 aug. 1891, 
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quae ineantur post baptismum, etsi unius partis tantum»). Ahora bien, en 
este caso no se ha bautizado ninguno de los dos. Creemos, sin embargo, que 
el impedimento existe, porque se dan las dos condiciones requeridas; que el 
matrimonio pertenezca a la jurisdicción eclesiástica y que exista afinidad di- 
rimente. 

La primera condición está fuera de duda, puesto que se trata de matrimo- 
nio entre partes de las cuales una es bautizada. También se da la segunda 
condición, ob paritatem rationis, con el primer caso, el cual entra de lleno en 
la letra de la respuesta. 

En efecto, la respuesta se refiere a la afinidad procedente de un matrimo- 
nio de infieles («affinitas in infidelitate contracta»). Esta afinidad es la que 
produce el impedimento matrimonial. El Santo Oficio menciona el bautismo, 
pero no como condición sine qua non del impedimento, sino sólo para ex- 
presar que no es necesario que se hayan bautizado ambos cónyuges, bastando 
que se haya bautizado uno de ellos, es decir, el supérstite que pretende ca- 
sarse con el consanguíneo de su cónyuge premuerto. El bautismo en el caso 
tiene el efecto de colocar al infiel bajo el orden canónico, pero no el de cua- 
lificar la afinidad para que produzca impedimento. Sería absurdo e ilógico 
que la afinidad im infidelitate contracta fuera impedimento para el viudo con- 
verso con relación a un infiel y no lo fuera para un católico con relación al 
viuda infiel, ya que la razón es en ambos casos idéntica. 


* * * 


En cuanto al problema general del concepto de la afinidad canónica, el 
Santo Oficio nada ha resuelto. Pero, al admitir como buena la afinidad pro- 
cedente del matrimonio de infieles para el impedimento matrimonial, ya no 
puede caber duda razonable de que esa afinidad ha de producir los demás 
efectos canónicos que la ley establece. La opinión de autores como CAPPELLO, 
que vivía tenazmente asida a la letra del canon 97, § 1, está, sin duda, herida 
de muerte y puede augurarse que desaparecerá rápidamente. Si el insigne 
MICHIELS pudo afirmar, al aparecer el canon 68 del Motu proprio Crebrae 
allatae, que tal opinión había quedado privada de todo fundamento objetivo, 
con mucha mayor razón podremos decir eso mismo hoy, después de la res- 
puesta del Santo Oficio que queda comentada. 


ToMÁs G. BARBERENA 


Universidad Pontificia. Salamanca 
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IL. ESTATALES 


RESENA DE DERECHO DEL ESTADO 
SOBRE MATERIAS ECLESIASTICAS 


Recogemos en la presente RESENA las disposiciones emanadas del poder 
civil, de interés desde el punto de vista del Derecho eclesiástico, publicadas 
durante el primer cuatrimestre del año en curso. 


LEGISLACION 


I. ENSENANZA 


1. Normas para la convalidación de estudios eclesiásticos por los de Ma- 
gisterig.—Por circular (1) de la Dirección General de Enseñanza Primaria se 
han dictado las normas procedentes para la aplicación del Decreto de 8 de 
junio de 1956, que ya comentamos aquí, para la convalidación por los estu- 
dios de la carrera del Magisterio, de los realizados en los Seminarios Dioce- 
sanos o en las Casas de Formación Eclesiástica cuyos planes de estudios sean 
similares a los de los Seminarios. 

Se ordena que en el documento en que se conceda la convalidación se 
haga constar detalladamente tanto las asignaturas que se convalidan como las 
que, por no ser convalidades, deberán aprobarse en las Escuelas del Magiste- 
rio, debiéndose hacer constar igualmente si se dispensa o no la prueba final 
de cartera. 

Para quienes tengan aprobados solamente los cinco cursos de Humanida- 
des en los Seminarios o Casas de Formación Eclesiástica, no se concede la con- 
validación de asignaturas, concediéndoles únicamente derecho a matricularse 
en las Escuelas del Magisterio. Y se considerarán comprendidos en este caso 
quienes tengan aprobado el ciclo completo de Humanidades en los Semina- 
rios o Casas de Formación Eclesiástica, aunque, por la diversidad de planes, 
no comprenda el ciclo los cinco cursos. De interés es también subrayar que las 
disposiciones resefiadas conceden la convalidación de las asignaturas de los 
estudios de Humanidades solamente cuando éstos se hayan a en los Se- 
minarios y Casas de Formación Religiosa, no siendo de abono las aprobadas 
en otros Centros, aunque les haya dado validez el Seminario. 


(1) Circular de la Dirección General de Enseñanza Primaria de 19 de febrero 
de 1957 («B. O. E.» de 28 de febrero de 1957), corregida por nota de la misma Direc- 
ción publicada en el «B. O. E.» de marzo de 1957. 
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La convalidación de una asignatura del plan de dde del Magisterio, 
en cuyo enunciado se contiene la Metodología de la misma, no incluye la con- 
validación de dicha Metodología, ya que no figura ésta en la tabla de conva- 
lidaciones del Decreto referido. 
dis m 4» A los solicitantes que, además de los cinco cursos de Humanidades, hu- 
1 E bieren aprobado uno más de Filosofía, se les concederá la convalidación de 
ES asighaturas, aunque no coincida plenamente la denominación de las mismas, 
E^ siempre que del examen del certificado de estudios eclesiásticos se desprenda 
ie que han sido aprobadas y se les ha dedicado el mismo número de cursos, por 
i lo menos, que tienen asignado en las Escuelas del Magisterio. 
Para que pueda convalidarse cada una de las dos asignaturas de Filosofía 
. a quienes tengan aprobados los cinco cursos de Humanidades, será indispen- 
sable que conste en el certificado de estudios eclesiásticos la aprobación de 
cada una de las materias que constituyen la asignatura, tal como se estudia 
en la Escuela del Magisterio o que de una manera general se haga constar 


E M que tienen aprobado el ciclo completo de estudios filosóficos. La Ontología 
Eo Especial se considerará constituída por la Cosmología y la Teodicea. Cuando 
EU. solamente haya sido cursada alguna materia de dichas disciplinas se convali- 
e dará la aprobada, debiendo aprobarse el resto de las materias. 

E Para la convalidación de la asignatura de Francés será indispensable que 


figuren aprobados dos cursos, por lo menos, de dicha materia en el certifi- 
cado de estudios eclesiásticos, convalidando el primer curso si se tuviere apro- 
bado uno solo. 


2. Los Centros de Enseñanza Media, al formular la solicitud para ser 
reconocidos, deberán justificar el cumplimiento de la legislación vigente so- 
bre alumnos gratuitos. —Por un Decreto de 11 de enero de 1957 (2), el Mi- 
nisterio de Educación Nacional ha modificado la disposición del mismo ran- 


ed go de 21 de junio de 1955, que regulaba las solicitudes de creación y clasifi- 
E- cación de Centros no oficiales de Ensefianza Media. 

À bv En virtud de la nueva regulación, los Centros que ya estuvieren en fun- 
Tl ) cionamiento, al formular la solicitud deberán aportar certificación del rector 
m de haber cumplido las obligaciones que impone la legislación vigente sobre 
EC admisión de alumnos gratuitos, y relación nominal, con el visto bueno del 
T: mismo rector, de los que tuvieren, debiéndose consignar además su domicilio. 
P Para el caso de que dichos Centros cuenten con residencias o internados, 
de presentarán también declaración de tener reservada para becarios de Organis- 
A mos oficiales un namero de plazas—vacantes o provisional y condicionalmen- 
T tdi 

DM 

" ; (2) «B. O. E» de 29 de enero de 1957. 
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te atribuidas—en sus internados o residencias, igual al diez por ciento del to- 
tal de aquellas con las que contaren. 

También se prevé que a la referida solicitud se podrán acompañar igual- 
mente cuantos otros documentos consideren los interesados convenientes apot- 
tar. 

Como sanción para los Centros no estatales legalmente reconocidos en la 
actualidad o que se reconozcan en lo sucesivo que incumplieren las obligacio- 
nes antes dichas, se dispone que una vez declarado este incumplimiento por el 
Ministerio de Educación Nacional pierdan aquéllos dicha consideración legal. 


3. Carácter benéfico-docente de los Colegios Menores de Enseñanza Me- 
dia.—Aunque el artículo 37 de la Ley de 26 de febrero de 1953 preveía la 
reglamentación de las residencias o Colegios Menores de Enseñanza Media, 
lo cierto es que—como dice en su preámbulo un reciente Decreto del Minis- 
terio de Educación Nacional (3)—1o reducido del número de los actualmente 
existentes ha hecho imposible hasta ahora acumular, en la medida necesaria, 
el haber de experiencia indispensable para acometer con garantías de acierto 
la reglamentación prevista, que por ello ha venido demorándose. 

Sin embargo, no es lógico que tal demora perjudique a los Colegios Me- 
nores ya existentes; en consecuencia, y teniendo en cuenta que el artículo cuar- 
to del Decreto de 26 de octubre de 1956 ya establecía igual beneficio para los 
Colegios Mayores Universitarios, el Decreto antes referido dispone en su ar- 
ticulo ánico que los Colegios Menores de Ensefianza Media gozarán, desde 
la fecha de su constitución o reconocimiento, de la consideración de Fundacio- 
nes benéfico-docentes clasificadas, beneficio que, según el preámbulo del mis- 
mo, se refiere tanto a los ya existentes como a los que se establezcan en lo 
sucesivo. 


II. CIRCUNSCRIPCIONES ECLESIASTICAS 


La parroquia de Santiago de Acebo se agrega al municipio de Rivera de 
Piquín.—Por Decreto de 21 de diciembre de 1956 (4), el Ministerio de la 
Gobernación accede a la segregación de la parroquia de Santiago de Acebo, 
que pertenecía al municipio de Fonsagrada (Lugo), para su agregación al de 
Rivera de Piquín, de la misma provincia. 

El mencionado Decreto faculta al Ministerio de la Gobernación a fin de 
que disponga lo pertinente para su ejecución. i 


(3) Decreto de 22 de febrero de 1957 («B. O. E.» de 10 de marzo de 1957). 
(4) «B. O. E.» de 5 de enero de 1957. 
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HI. Días FESTIVOS 


1. Días de fiesta en la Marina de Guerra, con los actos a celebrar en 
cada uno.—Por una reciente Orden (5) del Ministerio de Marina se ha am- 
pliado lo dispuesto en la de 15 de febrero de 1945, precisando con carácter 
preceptivo las conmemoraciones del calendario de festividades que establece. 


Determina, por una parte, los que llama días de fiesta religiosa, que ten- 
drán el mismo carácter y significado que todos los domingos del afio, y son: 
1.? de enero, la Circuncisión del Sefior; 6 de enero, la Epifanía; 19 de marzo, 
San José; 29 de junio, San Pedro y San Pablo; 15 de agosto, la Asunción de 
Nuestra Sefiora; 1.2 de noviembre, Todos los Santos; 25 de diciembre, Navi- 
dad; Jueves, Viernes y Sábado Santos; la Ascensión y Corpus Christi. 

Senala también los días que Ilama de Fiesta Nacional, con carácter oficial 
unos, y absoluto, otros. El 1.? de abril, el 2 de mayo y el 20 de noviembre son 
de la primera clase; así como el 19 de abril, el 18 de julio, el 1.? y el 12 de 
octubre son Fiestas Nacionales absolutas. 

El día 1.2 de mayo, San José Artesano, lo considera como fiesta laboral, 
porque sólo lo será para la Maestranza y personal civil eventual o contratado. 
También quedan un tanto aparte de la clasificación anterior los días 16 y 17 de 
julio, el primero Conmemoración de Nuestra Senora del Carmen, ya que nin- 
guno de los dos puede propiamente considerarse del mismo carácter que los 
antes enunciados. Los días 25 de julio y 8 de diciembre son al mismo tiempo 
fiestas religiosas y nacionales absolutas. 

Como es lógico, la disposición que reseñamos precisa minuciosamente los 
actos a celebrar en cada una de las festividades que enumera: recepciones, 
galas, salvas, desfiles militares, iluminaciones de gala, etc. 


2. Los días de Semana Santa como festividades oficiales.—Dos órdenes 
del pasado mes de abril —una, de la Presidencia (6), y la otra, del Ministerio 
de Justicia (7)—se han ocupado del alcance, como días festivos, de los de 
Semana Santa. | 

Segün la primera, las festividades de Semana Santa y Pascua de Resurrec- 
ción no serán motivo para la concesión de permisos generales a quienes tra- 
bajan en la Administración, y únicamente dejarán de ser laborables el Jueves 
Santo, desde las catorce horas; el Viernes y el Sábado Santo. 

La segunda preceptúa que desde la fecha de su publicación, o sea, afec- 
tando ya a los pasados, son días inhábiles en su integridad, a efectos judicia- 


(6) Orden de 9 de abri! de 1957 («B. O. E.» de 13 de abril de 1957). 
(7) Orden de 15 de abril de 1957 («B. O. E.» de 16 de abril de 1957). 
(5) Orden de 31 de enero de 1957 («B. O. E.» de 9 de febrero de 1957). 
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les y para protestos notariales de letras de cambio, los días Jueves, Viernes y 
Sábado Santo. 


IV. Los CLÉRIGOS ANTE LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA DEL EsTADO 


7. Privación de libertad de clérigos y religiosos no reducidos al estado 
laical.—Una consulta formulada por el Arzobispo de Pamplona y el Presi- 
dente de su Audiencia Territorial ha motivado una reciente Orden del Minis- 
terio de Justicia (8) que se refiere al arduo problema del cumplimiento de las 
penas de privación de libertad impuestas por los Tribunales a los clérigos y 
religiosos, Orden que, como es lógico, armoniza y desarrolla lo establecido en 
el artículo 16 del Concordato y en el Reglamento de los Servicios de Prisio- 
nes de 2 de febrero de 1956. 

Por una parte, establece que el cumplimiento de las penas de privación 
de libertad por los clérigos y religiosos condenados que hubieren sido redu- 
cidos por la autoridad eclesiástica al estado laical, se ajustará en todo a lo es- 
tablecido en el Reglamento antes citado. Pero los que no hubieren sido redu- 
cidos al estado laical las cumplirán en la Casa eclesiástica o religiosa designada 
en cada provincia por el Ordinario respectivo y la autoridad judicial. De- 
signación que comunicarán a la Dirección General de Prisiones, la que podrá 
hacer las observaciones que estime oportunas en orden a la adecuación de la 
Casa para el cumplimiento de la pena. El Ordinario deberá también facilitar 
a este Organismo los datos y circunstancias necesarios para la formación del 
expediente personal de cada preso. 

También preceptúa la Orden que en el cumplimiento de la pena de priva- 
ción de libertad se observe, en lo posible, el régimen establecido por el Re- 
glamento, si bien adaptándolo al sistema de vida interna de la Casa eclesiás- 
tica o religiosa donde haya de llevarse a cabo, correspondiendo al Superior de 
la misma hacer observar el régimen de comunicaciones, visitas y trabajo del 
penado. Igualmente, las correcciones y premios y, en general, el régimen dis- 
ciplinario, se ajustarán a lo establecido en aquel Reglamento y serán acorda- 
dos por la Dirección General del Ramo, a propuesta del Superior de la Casa 
y previo informe del Ordinario correspondiente. 

También a propuesta del Superior, y previo informe del Ordinario, serán 
aplicables a los clérigos y religiosos condenados a penas de privación de li- 
bertad, y en función de la conducta que observen en la Casa donde se halla- 
ren recluídos, los beneficios de libertad condicional y redención de penas por 


el trabajo. 
(8) Orden de 22 de abril de 1957 («B. O. E.» de 29 de abril de 1957). 
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ES.  Prisionés, previo concierto con la autoridad eclesiástica competente, al precio 
uv oficial de la ración y condiciones reglamentariamente establecidas. 
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Coram Ilmo. Dr. MOYSES GARCIA TORRES, Officiali ac Ponente 
NULLITATIS MATRIMONII ( Ex capite impotentiae ) 


SPECIES FACTI (compendiose redacta). Cum partes in causa simul con- 
venirent, mutuam compararunt inter se cognitionem, ex qua amicalis con- 
suetudo non sero fuit exorta. Post annum iam haec consuetudo in veras prae- 
matrimoniales relationes. fuit. traducta, quae relationes sunt normaliter evo- 


` Iutate. Sex circiter mensibus relationes sunt protractae et communi concordia 


matrimonium fuit celebratum. Instaurato coniugali convictu, qui ad septem- 
decim annos fuit protractus, baud felix fuit initi coniugii exitus, tum ex in- 
dole diversa utriusque nupturientis, quae quibusdam dissensionibus occasio- 
nem praebuit, tum praesertim quia, ut tradit actrix in oblato libello, vita in- 
lima matrimonii penitus normaliter non fuit absoluta, siquidem proles exulavit. 
Et ratio est quia conventus iam ante matrimonium duplici orchiti laboraverat 
una cum obstructione canalium deferentium, quae perfectam consummationem 
non patiebatur nec inde verum eiaculare~ semen poterat. 


IN IURE 


1. Primarius matrimonii finis ad procreationem et educationem prolis 
ordinatur, et hoc tum natura sua tum ex legalibus praescriptionibus, sicut vi- 
dere est in canone 1.015, par. 1.2. Consequenter matrimonialis contractus na- 
tura sua ordinatur ad actum coniugalem, quo coniuges fiunt una caro, ut 
exinde proles procreetur ac educari rite valeat. Si quid ergo directe obstet huic 
primario fini, ipsi coniugii naturae sese opponet et contractum irritum effi- 
ciet. Directe opponitur praeprimis tum viri tum mulieris impotentia, quae im- 
pedimentum dirimens a natura constituit, ac praetensum coniugium nullum 
facit. Circa ipsum haec tradit can. 1.068, par. 1.*: «Impotentia antecedens et 
perpetua, sive ex parte viri, sive ex parte mulieris, sive alteri cognita sive 
non, sive absoluta sive relativa, matrimonium ipso iure naturae dirimit.» 
Impotentia proinde est incapacitas viri aut mulieris ad copulam perfectam, 
i e. de se aptam ad prolis generationem. (WERNZ-VIDAL: De Matrim., 
n. 217; p. 240). Haec incapacitas ex multiplici capite originem ducere pot- 
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est, vel ex defectu alicuius organi essentialis ad copulam exequendam, vel ex 
defectu, non organi, sed functionis organi propriae, qui defectus impediat 
vel semen aptum ad generationem elaborare, vel ipsum normalibus viis du- 
cere. In omni casu impotentia confundi nequit cum sterilitate in qua, licet 
generatio dari non possit, hoc evenit accidentaliter vel secundario, dum in 
impotentia generatio directe et principaliter produci nequit. Sterilitas inde, 
quae matrimonium non dirimit, est inhabilitas ad actualem generationem, 
quamvis copula perfecta haberi possit; ita evenit in senibus; impotentia vero 
copulam perfectam, et consequenter etiam generationem impedit. 


2. Duplex praeprimis impotentia distingui oporter: Impotentia coéun- 
di et impotentia generandi, in qua distinctione periti medici et civiles com- 
mentatores non semper huic canonicae distinctioni cohaerent, et diversimode 
terminos usurpant, licet in ambitu canonico magna inter utrumque extet dif- 
ferentia. Impotentia coéundi, quae matrimonium dirimit si antecedens et per- 
petua sit, habetur quando copula perfecta, 1. e. apta ad prolis generationem 
fieri nequit; impotentia vero generandi, quae etiam sterilitas nuncupatur, da- 
tur quando exsistit perfecta copula, attamen proles non procreatur ex aliqua 
circumstantia accidentali superveniente. Utramque distinctionem una cum ge- 
nuino conceptu copulae perfectae edocet SRR, in Decis. diei 25 aprilis 1941: 
«Impotentia coéundi distinguenda est ab impotentia generandi seu sterili- 
tate. Prima habetur quando copula perfecta fieri nequit. Copula perfecta au- 
tem, prout in iure intelligitur, est ea in qua vir, erecto membro, in vaginam 
vere, etsi gradu imperfecto, penétrat atque seminationem saltem partialem 
naturali modo immediate in ea peragit. Quae seminatio secundum constan- 
tem iurisprudentiam S. R. Rotae, intelligitur emissio non qualiscumque li- 
quoris, sed veri seminis, id est, elaborati in testiculis. Impotentia generandi 
adest quando non obstante copula perfecta, procreatio prolis fieri nequit» 
(n. 2, p. 285). Quibus verbis elucet quid ad copulam perfectam requi- 
ratur, quid nomine veri seminis intelligitur, et aliunde excluditur tum onanis- 
mus, tum generatio artificialis. Consequenter qui laborat impotentia generan- 
di, non cogundi, non incapax ad matrimonium habetur; qui laborat vero im- 
potentia co&undi, coniugium valide inire nequit. 


3. Ad normam citati canonis 1.068, ut impedimentum impotentiae exis- 
tat, requiritur ut agatur de impotentia coéundi et ut sit antecedens et perpe- 
tua, sive sit absoluta vel relativa, sive natura vel facto hominis acquisita. 
Antecedens, id est, praecedens matrimonii celebrationi, quia hoc ab initio erit 
validum aut nullum, prout impedimentum existat necne; si vero impotentia 
superveniat coniugio iam celebrato et ab initio valido nullatenus influxum 
exercere potest in ipsum in ordine ad obiectivum valorem. Erit insuper per- 
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petua quae opera hominis mediis ordinariis quae in discrimen vitam non 
vertant sanari non possit. Impotentia sanabilis mediis communibus non ad- 
modum periculosis et cum exitus probabilitate matrimonium non irritat. » 
Ratio iuridica utriusque in eo stat ut tali adstante impotentia coéundi perfec- "E 
ta copula fieri nequit, cum conditiones ad eamdem necessarie desiderentur. ; 
En quae super ipsis tradit clarissimus WERNZ-VIDAL: «Ad veram copulam 
quattuor elementa requiruntur: 1. Effusio seminis ex parte viri, quae si non 
datur, tametsi unio habeatur membrorum seu vaginae penetratio, vera copu- at 
la non datur. At, attenta naturali connexione inter physicam unionem sexua- 
lem et seminis effusionem, haec, illa existente, in foro externo praesumitur. 
Quae praesumptio, convincentibus argumentis elidenda, est maximi momenti 3 
in causis ubi quaestio est de matrimonii inconsummatione. Tale argumentum 
habetur cum constat esse omnino imperviam communicationem virgae cum Ea 
vesiculis seminalibus et testiculis, tametsi haec organa et verum semen non ^O 
desint... Quare copula coniugalis perfecta habetur per seminis, ab ipso mem- ; 
bro virili intra vaginam, effusionem, ad quam ex parte viri requiritur et suf- 

ficit: a) Virga erectibilis; b) unum saltem testiculum ad verum semen elabo- 

randum; c) pervia communicatio inter virgam et testiculum» (Ius Canonicum, Ro 
V., n. 218, pp. 242-243). D. 


4. Ex dictis evincitur ad copulam perfectam inter alia requiri veri se- — | 
minis elaborationem (in testiculis) ac ipsius effusionem, quamvis spermato- | 
zoidis exspers habeatur, ut in senibus evenire potest, nam etiam in hoc casu EV 
erit verum semen, quamvis minime prolificum. Ita GASPARRI: «Principium (^ 
activum generationis est semen seu sperma virile, continens spermatozoida. i 
Hoc sperma elaboratur in testibus, conservatur in vesiculis seminalibus, eiacu- 
latur per membrum virile... Licet autem senile vel iuvenile semen saepius non T 
sit prolificum, quia spermatozoida in eodem aut desunt aut languescunt, ta- E 
men est eiusdem rationis seu naturae cum vero semine fecundo, utpote in 
suis organis naturalibus, nempe, testiculis elaboratum» (De Matrim., I, nn. 
503-504). Exinde si vir in copula humorem emittit similem virili semini sed 
non in testiculis elaboratum, ut accidit in eunuchis et spadonibus et etiam in 
his quorum testiculi ita informes sunt ut semen elaborare nequant, talis im- 
potentia laborat coéundi quia nec producit nec immittit verum semen. Ita 
SRR: «Illud tenuissimum liquidum in epidydimo elaboratum per coitum ex- 
tra flueret et in vaginam immitteretur, tamen non esset verum semen, quippe 
quod nec a testiculis elaboratum esset, nec a testiculis proveniens (25 aprilis 
1941, n. 4, p. 287). Quod ubetiori sermone subiende confirmatur: «Ad 
asserendum in viro potentia coéundi utique non sufficit, ut in copula eiacu- 
lari possit qualiscumque humor ex glandulis proveniens, sed fequiritur ut 
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eiaculari possit semen in testiculis elaboratum et per diversos canales ad ex- 
tra progressum» (ib. n. 6, p. 289). 


5. Duplici ex dictis ratione vir impotentia coéundi laborare dicendus: 
vel organis caret quibus verum semen elaborare valeat, vel verum elaborat 
semen, sed extra immittere nequit ob viarum deferentium obstructionem. 
Super hoc edocet SRR: «Patet quando in viro verificetur impotentia ab de- 
fectum veri seminis. Hoc enim ex duplici fonte oriri potest: siquidem aut tes- 
ticuli semen producere non valent, aut semen in testiculis elaboratum ad ex- 
tra exire nequit. Primum accidit si testiculi vel a nativitate adeo insufficien- 
ter evoluti sunt, ut semen producere nequant, vel si post normalem evolutio- 
nem ob morbum veneraeum orchitis in tali gradu atrophia affecti sunt, ut 
totaliter incapaces evadant ad semen producendum. Alterum vero quando 
canaliculi epididymi, vel caeteri canales deferentes ob epipidymitem vel alium 
morbum in eo gradu obstructi sunt ut semen in testiculis elaboratum ad 
extra exire non possit» (7b., n. 9, p. 294). Proinde epididymitis bilateralis, 
qua ambo epididymi adeo obstructi sunt ut semen, si existat, exire non possit, 
causa est sufficiens ad copulam perfectam impediendam. Quod si epididymi- 
tis non solum antecesserit matrimonii celebrationi sed etiam insanabilis ha- 
beatur, absque haesitatione habebitur impedimentum impotentiae, matrimonium 
dirimens. Rem pariter confirmat SRR: «Quod attinet ad virum inter causas 
impotentiae accensetur obstructio viarum spermaticarum (epididymorum et ca- 
nalium deferentium), quia obstructio haec impossibilem reddit transitum se- 
minis ex testiculis ad uretram, et ideo vir huic vitio obnoxius inhabilis est ad 
seminis effusionem, in qua est pars essentialis actus coniugalis» (18 aprilis 
1931, p 133): 


6. Impotentia item distinguitur in instrumentalem et functionalem, ut 
vestigia sequamur SRR: «Illa quae organica quoque vel anathomica dicitur 
ortum ducit ex aliqua laesione, seu ex defectu anathomico, naturali vel acci- 
dentali, corporis; haec vero dicta quoque pro variis suis causis phsychica, ner- 
vosa, neurastenia sexualis, non tribuitur laesioni organi seu corporis, sed 
pendet, vel e nervorum debilitate, quae saepe cum aliis morbis cohaeret, vel 
e causis psychologicis» (16 februarii 1940, n. 3, p. 143). Ulterius impotentia 
est naturalis, ex vitio naturali et intrinseco corporis, et accidentalis, ex causa 
extrinseca, v. gr. ictu, operatione, morbo. Est etiam absoluta, relate ad omnes 
personas, et relativa, quae respicit tantum personam determinatam. In omni 
casu si impotentia talis iuridice habeatur et existat ante nuptias, matrimonium 
irritat; impedit enim copulam perfectam, seu aptam de se ad prolis genera- 
tionem, licet per accidens generatio non sequatur, et si vera impotentia detur 
adimpleri non possunt conditiones quas perfecta copula secumfert, et quae, 
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iterum repetendum ad haec reducuntur: Effusio seminis, quin sufficiat mera 
penetratio; seminis veri, in testiculis elaborati, non humoris qualiscumque, 
prout haberi potest etiam in eunuchis. Effundi et recipi debet modo naturali, 
ut excludatur fecundatio artificialis, et effundi oportet in vagina mulieris, ut 
excludatur onanismus. Consequenter perfecta copula dari potest etiam in ste- 
rilibus, quia elabore possunt verum semen, quamvis accidentaliter prolificum 
non evadat. 


7. Ex supradictis iam evincitur quandonam in concreto vir impotens 
censeatur: Si caret virga vel utroque testiculo; si laborat antecendenti, totali 
et perpetua atrophia utriusque testiculi; si habet defectum absolutum conduc- 
tionis seminis, ob atrophiam canalium defereritium, qua verum semen licet 
elaboretur in testiculis emitti non potest (cfr. CAPPELLO: De Matrim., pp. 414- 
427). Haec tamen impotentia haud facilis est probatu ob impedimenti in- 
dolem, quae simplicem cognitionem effugit. Attamen non est impossibilis 
probatio, et ad iurisprudentiae tramites et auctorum sententiae, haec media 
ordinaria habentur: Confessiones utriusque coniugis una cum depositionibus 
testium, nec non indiciis ac circumstantia quae in existentiam impedimenti 
devenire nos faciant; ac praesertim peritiae seu corporum inspectiones quibus 
innixus iudex facta clarescere poterit, quamvis «non teneatur peritorum con- 
clusiones admittere, quin eorum dicta cribaverit, perpendens scilicet an facta, 
quibus peritiae innitum vera sint, iuridice probata ante matrimonii celebratio- 
nem et ab aliis non contradicta» (SRR, Dec. X, n. 2, p. 3). Non sufficit 
proinde impotentiam evincere tempore peractae peritiae, sed illam necesse est 
demonstrare ante matrimonii celebrationem extitisse, eamque perpetuam exsta- 
re. En quae circa probationem tradit SRR: «Cum exercitium officii coniugalis 
sit factum coniugibus intimum, iurata eorum confessio vim probativam habet 
quamdam, at non plenam... confessio debet corroborari per attestationes... per 
indicia et circumstantias concurrentes... ac potissimum per argumentum physi- 


cum, seu per inspectionem corporis a peritis faciendam» (16 februarii 1940, 


n. 5, p. 144). Ex quibus sufficienter ut videtur, demostratum manet quando- 
nam impotentiae impedimentum praesertim in viro existat, et quo pacto possit 
iuridice demonstrari. 


INSPAGLO 


1. Matrimonium de quo impraesentiarum disseritur nullum accusatur ob 
impedimentum impotentiae ex parte viri, existens ante nuptiarum celebratio- 
nem, existens etiam modo, et insanabile habitum. Quod impedimentum non 
consisti in absentia alicuius organi ad generationem essentialis, nec in laesione 
gravi ipsius, sed in obliteratione canalium deferentium semen e testiculis ad 
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virgam, ob epididymitem duplicem quam vir subiit et memoratam oblitera- 
tionem in perpetuum reliquit, quae obex non erat ut vir erectionem haberet, 
imo et vaginam penetraret, forsan emissione alicuius humoris, qui non est 
verum semen in testiculis elaboratum, quatenus tale semen, licet detur, exte- 
rius effundi non potest ob canalium obstructionem totalem. En quae super hoc 
capite utraque pars in causa deponit: Actrix manifestat iam ante matrimonium 
extitisse inter ipsos relationes sexuales completas, et ignorasse conventum ali- 
quo impedimento laborare: «El noviazgo duró seis meses. En este tiempo 
hubo entre nosotros intimidades sexuales completas.., yo no supe que R. hu- 
biese padecido alguna enfermedad de este tipo... Yo no tuve sospecha de que 
él no estuviera en plenitud de sus facultades viriles.» Si erectionem habebat, 
femineum vas penetrare poterat et liquorem eiaculare, nihil mirum si femina 
virum normalem censebat. Et quod res ita se habuit ipsa actrix subinde mani- 
festat: «En el viaje de novios consumamos el matrimonio por primera vez de 
un modo normal, porque yo no encontré nada anormal... hubo entre nosotros 
la natural conjunción de sexos.., el coito fué normal. No advertí ninguna 
anormalidad en los órganos genitales suyos y hubo penetración y eyaculación 
de semen dentro de mi vagina en ese primer contacto y en los que después 
hemos tenido durante nuestra convivencia.» Attamen quidquam notatu dig- 
num: mulier gravida non evasit: «Durante mi vida conyugal yo no he que- 
dado nunca embarazada»; et exinde memorat causam quae suo iudicio obex 
fuit ut filios procrearet, morbum nempe quam vir subiit: «Yo atribuyo esta 
carencia de embarazo a la enfermedad que padece mi marido y que yo des- 
cubrí hará unos diez años porque acudí al doctor L. en vista de que no tenía- 
mos hijos, y ese médico me manifestó que yo estaba con todos mis Órganos 
normales para poderlos tener. Así se lo comuniqué al doctor U.; este médico 
me manifestó a mí que mi esposo tenía obstruídos los canales y que ésta es 
la causa por la cual él no podría tener hijos.» His circumstantiis, supervenien- 
tibus insuper coniugalibus discordiis, materialis separatio inter eos fuit pro- 
ducta, tempore iam supra indicto. Conventus confirmat infirmitatis existen- 
tiam ante matrimonium, ex qua devenit inhabilitas ad procreationem, licet non 
careret erectione convenienti et eiaculatione, non veri seminis, sed alicuius 
humoris. Concordat proinde cum actricis confessione: «Durante el noviazgo 
tuvimos intimidades sexuales. Antes del noviazgo yo padecí una enfermedad 
que impedía la procreación por mi parte. Esta enfermedad es la llamada or- 
quitis doble, que fué la resultante de una blenorragia... Al fin me curé de la 
blenorragia y de la orquitis, pero por lo visto yo debi quedar estéril para la 
procreación. No le comuniqué a mi novia la existencia de esta enfermedad 
ni las consecuencias que me pudo dejar... Yo fuí al matrimonio en pleno uso 
de mis facultades viriles, pero ignorando si era o no estéril... La primera no- 
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che de casados consumamos normalmente el matrimonio... Por mi parte hubo i A 
la erección necesaria para realizar la penetración. La eyaculación se efectuó Na 
dentro de la vagina de mi mujer... Un año después de acabada la guerra yo is 
me someti a una investigación médica ante el doctor O., el cual certificó que Do 


mi semen era infecundo... Durante toda nuestra convivencia matrimonial mi 
esposa no ha quedado nunca embarazada... Estimo por todo lo dicho que el 
defecto mío que impidió la consumación del matrimonio en orden a la fe- 
cundación lo padecí antes de casarme... Actualmente continúa la consecuencia 
de la orquitis.» Ex utraque confessione evincitur: existentia morbi viri iam 
ante matrimonium, quae morbus blenorragia et orchitis duplex nuncupata, " 
licet non impediret erectionem et virgae penetrationem, causa fuit absentiae 


AO ee 


generationis sobolis. Partes, in re medica haud peritae, ignorant naturam inti- v 
mam infirmitatis, et tantum ex auditis a medicis sciunt de obstructione cana- b. 
lium deferentium semen ex parte viri. ne 

2. Excussi testes ad duplex genus Nobis sunt reducendi: Alii ordinarii xU 
nuncupati, sive scientia propria sive ex relatis cognoscunt existentiam morbi T 


viti, et quidem ante nuptias, tradentes adhuc perseverare; sciunt insuper et DC 
nomen infirmitatis nec non qualitatem eiusdem; attamen velut imperiti in ( 
medica scientia, ignorant ambitum et effectus morbi, nec ipsis fas est decer- ae 
nere an agatur de vero impotentiae impedimento vel minus. Non ideo eorum "Ins 
testimonium est spernendum. Alii testes, sunt iam quodammodo qualificati, 
ut periti medici, qui naturam infirmitatis ac sequelas eius agnoscunt, sive 
quia ut medici conventum viderunt, sive quia ab eodem vel ab aliis de infir- 
mitate audierunt, maioris ponderis, ut patet erunt horum attestationes. Iisdem 
adiungendi erunt periti a Tribunali deputati, de quorum peritia suo loco 
disseremus. 


T un 


ve 


(Omissis.) | ig 

3. Sequentes testes, medici, iam scientifico rigore de morbo disserunt, 
naturam eius exponunt, effectus qui derivantur necnon fundamenta praebent, 
quibus dignosci fas sit an impotentia existat vel minus. Et imprimis magni 
est habendum testimonium Dni. Dris. Q., qui non semel affirmat perfectam 
copulam in sensu canonico explicato dari non potuisse ob defectum eiaculatio- 
nis veri seminis, quod constituit impotentiam, eamque esse antecedentem ct 
insanabilem. Hic doctor anno 1929 conventum examinavit, et attestationem 
diagnostici exaravit, quae actis adest, manifestans: «R. fué asistido en mi 
consulta privada en Madrid en 1929 de una uretritis gonocócica, complicada 
con epididimitis doble, que determinó una azoospermia absoluta desde aque- 
lla fecha. Esta azoospermia estaba producida por obliteración de las vías se- 
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minales; me consta que persiste desde entonces y crea una esterilidad absoluta 
no pudiendo fecundar ninguna mujer» (fol ...). Coram Tribunali serius 
praedictum testimonium ratum habuit in omnibus, et si eidem credamus, et 
non est cur dubitemus inspecta maxima auctoritate scientifica testis, apparet 
vera impotentia in sensu canonico explicato, non ex organi defectu sed ex 


obstructione canalium, impediente ut verum semen in testiculis elaboratum 


eiaculari possit. Testimonium inde est absolutum et firmum; et talis impo- 
tentia evadit antecedens—anno 1929 iam vir erat eadem affectus—et 
perpetua ex ipsis verbis attestationis, in sensu canonico impedimentum. non 
constituit, nam iam diximus terminologiam quam periti adhibere solent non 
apprime conceptui canonico cohaerere, et in hoc casu sterilitas confunditur 
cum impotentia, siquidem ex tali defectu copula perfecta dari nequit. Ipse 
testis in declaratione iudiciali uberiori sermone rem exponit et semel et iterum 
exposita confirmat: «Traté como médico a R. en el aho 1929. Entonces pa- 
decía una blenorragia, complicada con epididimitis doble. A pesar de esta 
enfermedad yo juzgo que este sefior podía realizar la penetración de su pene 
en la vagina de la mujer; ahora bien, entiendo que este señor no podía eyacu- 
lar normalmente verdadero semen, por estar obstruído el conducto que de las 
vesículas seminales va, o mejor dicho: del epidídimo va a las vesículas semi- 
nales. Esto en Medicina tiene un nombre, que es «impotentia generandi». Nor- 
malmente el que se queda estéril por este motivo, o sea por la obstrucción de 
ese conducto por una cicatriz fibrosa de ambos epidídimos, permanece estéril 
hasta el final de sus días... Cuando este sefior se casó ya padecía esta enferme- 
dad... La esposa no ha quedado en estado, que yo sepa. Atribuyo esa carencia 
de embarazo a la impotencia generandi del marido... Puedo asegurar bajo la 
santidad del juramento prestado que R. se hallaba incapacitado para consumar 
el matrimonio antes de contraerlo en el sentido que ya he explicado, o sea, 
porque este senor, debido a su enfermedad, no podía eyacular verdadero se- 
men... Estimo que no puede ser sanada esa impotencia generandi del varón...» 
(fol. ...). Claritate, quatenus fas est, attestatio gaudet, et quamvis de sterilitate 
sermonem faciat, necnon de impotentia generandi, revera in sensu canonico 
agitur de impotentia coéundi, ob saepius repetitas rationes. 


4. Alii testes medici non directe interventum habuerunt circa virum, 
attamen de infirmitate cognitionem habent, sive ex ipso convento sive ex 
aliis, et confirmant supra exposita a Q. Ita Dnus. D.: «Lo único que sé es 
que (omissis) R. padeció una enfermedad de tipo venéreo con inflamación de 
ambos testículos. Esta enfermedad pudo impedir la generación...» (fol. ...). 
Similiter Dnus. N.: «Yo no he tratado como médico en ninguna ocasión a R., 
pero sé que ha sido tratado profesionalmente por el Q. Lo trató de una or- 
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tiepididimitis doble, producida por una blenorragia. Esa enfermedad la con- 
trajo R. aproximadamente hacia el año 1927 6 1928... R. acudió a mí para 
que le sirviera de intermediario a fin de que un laboratorio de solvencia le 
hiciera un análisis de su propio semen, cosa que así se hizo, dando por resul- 
tado que prácticamente R. padecía una azoospermia y, consiguientemente, que 
era incapaz de fecundar; el análisis en cuestión no pudo decir, como es natu- 
ral, a qué era debida esa azoospermia. Como yo no conozco que R. haya pa- 
decido otra blenorragia que la dicha, tengo que atribuir esa azoospermia a esa 
enfermedad y, consiguientemente, que desde entonces R. es incapaz de fecun- 
dar» (fol. ...). Semen de quo in casu non est verum semen, in testiculis ela- 
boratum, sed alius liquor, sepermatibus orbatus, quatenus semen verum, si 
existat, immitti non valet ex repetita obstructione canalium deferentium. Nec 
conventum examinavit Z., ab ipso tamen de infirmitate fuit edoctus: «El in- 
teresado me ha manifestado a mí diversas veces que él creía que padecía 
esterilidad, por la que no podía tener hijos, y que esa esterilidad, al parecer, 
había sido originada por una enfermedad venérea antigua, que no pudo pre- 
cisar cuándo la contrajo. Debo hacer constar que esto lo conozco ünicamente 
por manifestaciones del interesado, porque yo no lo he explorado en este 
terreno» (fol. ...). Loquitur subinde de propositione fecundationis artificialis, 
quae tandem non est peracta. Unde ex testibus ordinariis, arte medica impe- 
ritis, cognoscimus existentiam morbi et quidem matrimonio antecedentis, cui 
morbo ipsi adscribunt carentiam filiorum; ex testibus medicis, praesertim ex 
attestatione et declaratione Dris. Q., natura infirmitatis apparet, necnon eius 
influxus in ordine ad filiorum procreationem, tradens conventum incapacem 
esse ad sobolem procreandam, ex obliteratione canalium deferentium semen 
in testiculis elaboratum, quamvis possit membrum erigere, vaginam femineam 
penetrare et humorem eiaculare, qui nullatenus erit verum semen. Propterea 
copula perfecta, seu apta ad prolis generationem, 1n casu non existit nec existe- 
re potest, quae conditio canonice impotentia coéundi nuncupatur, et matrimo- 
nium irritat. 


5. Cum tamen supradictae probationes sufficientes ad iuris tramitem non 
habeantur, opus fuit peritos medicos ex officio deputare, ut conventi accura- 
tum examen perficerent ac dictamen emitterent, quo iudicare fas sit an vit 
impotentia laboret vel minus. Ad hunc scopum designavimus duos peritos 
omni exceptione maiores qui munus acceptarunt et ad iuris normas executioni 
mandarunt, suas peritias scripto redactas Tribunali exhibentes. Alter fuit 
Dr. Dnus. E., in cuius peritia, postquam descriptio fit genitalium viri una cum 
specimine vitae ipsius, inter alia ait: «He apreciado en R. la existencia de 
lesiones consecutivas a una antigua uretritis y epididimitis blenorrágica, que 
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adquirió hace treinta años. La infección determinó epididimitis bilateral, com 
fase muy aguda, y que, al pasar ésta, quedó como consecuencia indeleble, la 
típica induración post-inflamatoria o cicatricial, situada en el extremo inferior 
del conducto deferente en su unión con la cola del epidídimo, posible causa de 
obliteración canalicular con azoospermia» (fol. ...). Existentia infirmitatis, na- 
tura eiusdem una cum effectibus scientifico rigore cernuntur. Spes non est 
morbi curationis operatione mediante, ob quae consenda perpetua, et quae 
supra ab aliis sunt dicta validiori vi confirmantur: «R. es hombre estéril, se- 
gún los síntomas. Se trata de una zmpotentia generandi. liene erecciónes nor- 


“males... con impotentia ad seminandum» (fol. ...). Tam explicatum manet quo- 


modo sterilitas a peritis intellecta una cum impotentia generandi, sit in sensu: 
canonico impotentia coéundi, siquidem ex postremis verbis deducitur: «impo- 
tentia ad seminandum». Quod revera constituit peculiarem conditionem huius, 
morbi, impotentiam generantis, continetur sequentibus: «Las alteraciones exis- 
ten solamente en la unión de epidídimo con el conducto deferente, ocasio- 
nando obliteración parcial o total. Aun con obliteración total, el testículo em 
su parte glandular (dídimo) conserva la función de producir y contener zoos- 
permos, que quedarán retenidos en los tubos seminíferos. Esa obstrucción epi- 
didimaria existe en él desde que padeció la epididimitis bilateral. Al produ- 
citse la obstrucción, la espermatogénesis o función del dídimo persiste, aunque. 
estacionada, manteniendo los zoospermos con vitalidad, retenidos en los tubos 
seminíferos; se trata en este caso de una azoospermia exsecretora o mecánica» 
(fol. ...). Unde conventus potest in testiculis verum semen elaborare; attamen 
ob obstructionem nequit deferri, et consequenter perfecta copula produci non. 
valet, in quo stat vera in sensu canonico impotentia. Ideo prosequitur: «Lo. 
creo capaz de consumar el acto matrimonial, pero respecto a verter en la va- 
gina un semen normal no lo creo, dadas las alteraciones epididimarias que en 
él he encontrado» (fol. ...). Adhuc clariori ratione attestatur: «El semen que 
pueda verter en la vagina, si hay obstrucción completa en los epididímos, 
carecerá de zoospermos, estando constituído solamente por líquido prostático: 
y algo de serosidad mucosa de la vesícula seminal. Si la obliteración de epi- 
dídimos es incompleta, el semen contendrá zoospermos, pero éstos podrán 
estar disminuídos en nümero, alterados en su movilidad o en su mayoría 
muertos, siendo en estas condiciones un semen anormal» (fol. ...). Obstruc- 
tio exinde totalis constituit impedimentum emittendi quodlibet semen verum; 
at iuxta peritum etiam si obstructio sit tantum partialis, semen ob rationes 
quas adducit, non potest verum et normale censeri. In casu agitur de obstruc- 
tione totali, ut ex textu huiusce attestationis eruitur et ex aliis probationibus 
confirmatur. Utrum in effuso semine adsint vel non zoospermi solummodo: 
ex analisi ipsius determinari potest, quod generatim fieri nequit nisi princi- 
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pia moralia permittantur, quod non licet. Perito clarum est epididymitem 
fuisse bilateralem, una cum memorata «impotentia generandi» in sensu a 
Nobis saepius explicato: «Quedan como signos indicadores e indelebles de 
haber padecido epididimitis bilateral las induraciones en la cola de ambos 
epidídimos» (fol. ...). Circa obstructionem totalem in casu et circa perpetui- 
tatem morbi haec tradit: «En los hombres que han padecido epididimitis bi- 
laterales, la frecuencia de la obliteración con azoospermia total es de 80 
por 100 de los casos... Establecida la esterilidad en el varón por causa de 
la falta de los zoospermos en el semen, ella es incurable» (fol. c o Addit 
incertitudinem operationum quae fieri possent ad morbum curandum. Con- 
cludit: «Puede existir obliteración total en este caso, y bajo el punto de 
vista clínico hay que admitirla, teniendo en cuenta que este matrimonio, 
unido durante catorce afios, de los diecinueve que llevan casados, no tuvo 
en este tiempo anuncio de fecundidad... Las lesiones que R. presenta en los 
epidídimos tienen los caracteres de ser ya antiguas, y esas lesiones son la 
consecuencia de la blenorragia sufrida. De todo lo expuesto en este informe 
podemos decir que R. es estéril por impotencia generandi por su historial 
patológico y el examen clínico efectuado» (fol. ...). Coram Tribunali authen- 
ticitatem peritiae cognoscit eamque ratam habet (fol. ...) necnon in decla- 
ratione explicat quidquid quaeritur, haec manifestans inter alia: «Con los 
elementos que poseo.., de una manera absoluta yo no puedo afirmar con 
certeza científica que el R. fuese incapaz de procrear. Para que hubiese tal 


certeza tendríamos que tener la seguridad de que existe obstrucción canalicular 


en ambos epidídimos» (fol. ...). Doctor adamusim deponere intendit nec ullo 


pacto conscientiam maculare, ideo haec tradit, quia in re medica certitudo 


absoluta et scientifica vix obtineri potest, ideo neccesaria non habetur in casu, 
dum sufficiat certitudo moralis iuxta probata. In textu peritiae videtur ser- 
monem fieri de obstructione totali in utroque epididymo, non tamen absolute 
affirmatur sed merito supponitur; hic ut validius rem cribet asserit nullum 


esse dubium de obstructione totali in uno, non vero in altero epididymo, quae 


posset esse partialis: «En uno de los lados hay una lesión evidente y residual, 
muy esclerósica, que indica claramente la obstrucción del epidídimo; siendo 
en el otro lado esa lesión menos intensa y con posibilidad de que la obstruc- 
ción pueda ser solamente parcial» (fol. ...). Notandum loqui tantum de pos- 
sibilitate, et concludit: «Si en la actualidad R. es incapaz de procrear a causa 
de las lesiones que presenta, puede afirmarse que también lo era en cl mo- 


mento de contraer matrimonio, porque ya entonces existían las mismas le- 


siones obstructivas» (fol. ...). 
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6. Substantialiter cohaeret et in aliquibus abundat peritia alterius docto- 
ris deputati, Dni. X., ex qua non minori vi cernitur accusata impotentia con- 
venti. Concordat in existentia ac natura infirmitatis una cum incurabilitate 
ipsius: «Habiendo encontrado en la exploración de sus Órganos genitales, en 
ambos epidídimos, nódulos residuales de haber padecido procesos gonocóci- 
cos repetidos de epidídimo-orquitis de ambos lados... Esta enfermedad tuvo 
su primera manifestación el afio 1925. En la actualidad no tiene más que 
las secuelas de aquellas infecciones, que, por su larga procedencia, en la ac- 
tualidad yo las considero incurables, tanto médica como quirürgicamente» 
(fol. ...). Deducit ex examine sterilitatem ad seminandum, quam impoten- 
tiam coéundi canonice nuncupamus: «Se aprecian unos nódulos en los epi- 
dídimos de ambos lados de consistencia fibrosa al tacto y dura; exploradas 
la próstata y vesículas por tacto rectal, se aprecia una próstata dura e irregu- 
lar, por haber padecido varias prostatitis y peri-prostatitis, así como vesiculi- 
tis...; recogido el flujo uretral arrastrado por la primera porción de la orina..., 
no se ha encontrado ni un solo espermatozoide; por tanto, es estéril ad se- 
minandum» (fol. ...). Perito dubium non est de bilaterali obstructione: «Los 
testículos en la actualidad, por haber padecido varias orquitis, no los en- 
cuentro en condiciones de poder elaborar semen normal; los epidídimos de 
ambos lados están obstruídos por procesos cicatriciales, desde hace muchos 
afios, a raíz de su primera infección...; creo que puede penetrar en la vagina 
de su mujer, pero no vierte en la eyaculación más que un líquido prostático, 
que no sirve para fecundar, por no ser testicular. Los epidídimos de ambos 
lados han padecido procesos inflamatorios e infectivos, quedándoles lesiones 
fibrosas que constituyen, por tanto, una verdadera impotencia funcional» (ib.). 
Haec impotentia functionalis nullatenus concordat cum impotentia eiusdem 
nominis supra a Nobis memorata; idem dicendum ac de impotentia generan- 
di ac de sterilitate, cuius terminologia civilis non cohaeret conceptui canoni- 
co. Dictaminis claritas his verbis recensetur: «Es tan manifiesta la infección 
que padece R. que, con la sola exploración de palpación, masaje y análisis, no 
precisa ninguna otra exploración» (ib.). Insistit in incapacitate ad procrean- 
dum, et in insanabilitate morbi: «No creo que esta enfermedad pueda ser 
curada por tratamiento médico ni quirürgico.. Habiendo sido un proceso in- 
fectivo tan continuado le ha causado lesiones inflamatorias que han tenido 
como consecuencia la obstrucción de los conductos seminíferos, teniendo en 
la actualidad una eyaculación prostática, y ésta de carácter patológico; esto 
no es causa para que él pueda tener verdaderas erecciones. Desde luego, por 
sus lesiones fibrosas en ambos epidídimos, causándole obstrucción, no puede 
tener eliminación seminal verdadera; este impedimento data desde hace más 
de veinte años, creyendo sea imposible su curación» (fol. ...). Conclusio tan- 
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dem rotunda et firma habetur: «Se puede asegurar que existe obstrucción to- 
tal de ambos testículos, impidiendo por tanto la salida del semen» (fol. ...). 
Item coram Tribunali agnoscit ac ratam habet suam peritiam, ac puncta super 
quibus interrogatur personaliter explicat. Sicut alius peritus admittit in hoc 
casu dari non posse certitudinem scientificam; sufficit moralis aeque ex con- 
textu peritiae revera existit. «Teniendo en cuenta todos los elementos de juicio 
que constan en mi informe, debo decir que no puedo afirmar con certeza 
científica que R., al tiempo de casarse, fuera incapaz de engendrar, y preci- 
samente que la experiencia clínica nos ensefia que un paciente de esta natu- 
raleza, si no ha sido bien tratado al principio de la afección y deja pasar dos 
o tres afios, casi siempre suele ser azoospermo, es decir, que no hay esperma- 
tozoides en el licor seminal y, por consiguiente, no puede engendrar... Se pue- 
de asegurar que este señor es incapaz de engendrar, porque, además, ni si- 
quiera juzgo viable la ünica posible intervención quirürgica que en ciertos 
casos empleamos, ya que realmente este senor tiene obstruídos los conductos 
seminales» (fol. ...). 


E RO UTS SALE) 


23 SEE wav LSD. 
(Sententia data fuit pro nullitate et facta est exequutiva.) 
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ENCUENTRA EL CANON 581 CUMPLIDA 
SATISFACCION EN NUESTRO 
CODIGO CIVIL? 


La pobreza evangélica consagrada por el voto solemne y regulada por el 
canon 581, párrafos 1.? y 2.º, plantea frecuentemente problemas jurídicos di- 
ficiles de resolver. 

1. Limitación de las donaciones según el artículo 634.—El canon 581, 
párrafo 1.°, dispone «que el profeso de votos simples, antes no puede hacerlo: 
válidamente; pero dentro de los sesenta días que precedan a la profesión so- 
lemne, salvo indultos particulares concedidos por la Santa Sede, debe renun- 
ciat en favor de quien le plazca, todos los bienes que a la sazón posee, bajo 
la condición de que haga la profesión». 

En el párrafo 2.°: «Hecha la profesión, han de practicarse inmediatamen- 
te cuantos actos sean necesarios para que dicha renuncia surta efectos ante el 
Derecho civil» (1). 

El párrafo 2.? hace, pues, una remisión al ordenamiento civil que corres- 
ponda, para que la renuncia canónica adquiera validez civil a virtud del otor- 
gamiento pertinente. 

El legislador eclesiástico urge para que, inmediatamente después de la pro- 
fesión, el religioso se someta al régimen jurídico civil, para que la liberalidad 
alcance el fin deseado en el meritado párrafo. 

Se trata, indudablemente, de una donación inter vivos, pues debe produ- 
cir efectos civiles inmediatos en la vida del donante. 

Ahora nuestra pregunta: ;Es viable esta donación segün el ordenamiento 
civil espafiol? ;Puede éste dar cumplida satisfacción a lo preceptuado en el 
párrafo 2.2 del canon 581 que hemos transcrito? Nuestro Código Civil prohi- 
be tales liberalidades en su artículo 634, donde dice: «La donación podrá 
comprender todos los bienes presentes del donante, o parte de ellos, con tal 
de que se reserve, en plena propiedad o en usufructo, los necesarios para vi- 
vir en un estado correspondiente a sus circunstancias» (2). 


(1) MIGUÉLEZ-ALONSO-CABREROS: Código de Derecho Canónico (Madrid, B. A. C., 


1951), pp. 235-236. P 
(2) MEDINA Y MARAÑÓN: Leyes Civiles de España (Madrid, Instituto Editorial 


Reus, 1949), pp. 228-229. 
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La limitación del donante que se contrae en el artículo citado, plantea 
verdaderos problemas a los numerosos religiosos españoles de ambos sexos, 
a la hora de otorgar el correspondiente instrumento público que haga civilmen- 
te válida la liberalidad requerida por el voto de pobreza, dentro de los sesen- 
ta días antes de la profesión solemne. 

No estamos en España en el caso, previsto por el canon 581, al advertir 
la salvedad que autoriza los indultos particulares, concedidos por la Santa 
Sede, para este caso. 

En Francia, por ejemplo, como dice ScHAEFER (3), los Hermanos de San 
Juan de Dios renuncian a sus bienes otorgando un testamento que es la ex- 
presión de la áltima voluntad, pero civilmente retienen la propiedad de los 
mismos. También disfrutan de privilegio los religiosos de Holanda y Bélgica, 
en orden a la posesión, administración y disposición de sus bienes, no obstan- 


“te el voto de pobreza, previa siempre la licencia del Superior, para ejercitar ac- 


tos de dominio. 

Repito que no tenemos para España ningún derecho particular, y, por 
consiguiente, estamos comprendidos dentro del derecho común. La renuncia 
exigida durante los sesenta días previos a la profesión solemne, para que ten- 
ga efectos civiles habrá de contraerse dentro de una norma jurídica, pero que 
no podrá ser la del artículo 634, como hemos visto. 

La voluntad del legislador eclesiástico manifestada en el canon 581 es que 
el religioso se sepa totalmente desposeído de sus bienes, y, para eso, hace una 
remisión al ordenamiento civil, sin determinar concretamente cuál deba ser 
el instrumento püblico que haya de dar efectividad a la renuncia prescrita. 


2. Las donaciones indirectas —El profesor FUENMAYOR, desde otro pun- 
to de vista, habla de «las liberalidades a través de las donaciones indirectas, 
como negocios plenamente válidos, que permiten que pase, lícitamente, inad- 
vertida la liberalidad a los ojos de tercero...» (4). 

«El caso más frecuente se ofrece, de ordinario, por conducto de la compra- 
venta con precio amistoso. Las partes celebran seriamente una compra-venta y 
se someten por entero a su régimen jurídico, pero con el fin—que no hacen 
figurar para nada en el convenio—de otorgar una donación al comprador, 
mediante un precio notablemente inferior al valor de la cosa, etc.» (5). Po- 
dría hacerse también por el precio corriente, pues el numerario recibido po- 


(3) SCHAEFER, TIMOTHEUS, O. F. M. Cap.: De Religiosis, 3.2 ed. (Roma, 
SAS L. E: R. 1941), p. 606. 


(4) FUENMAYOR, AMADEO, DE, Pbro.: Problemas que plantean los cánones 1.499, 


8 1, y 1.518 desde el punto de vista civil (Ponencia presentada en la III Semana de 
Derecho Canónico, p. 18). 


(5) FUENMAYOR, AMADEO DE, Pbro., O. C., p. 17. 
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dría ser objeto de una nueva liberalidad que ya nunca estaría sujeta a ningún 
requisito notarial. 

La dificultad que ofrece el negocio jurídico de la compra-venta indirecta 
para lograr los efectos civiles de la liberalidad que se intenta, es el efecto ab- 
solutamente irrevocable de aquélla, si ha sido pura y simple. Jurídicamente 
hemos alcanzado el objetivo que el legislador nos había propuesto en el pa- 
rrafo 2.?, tantas veces citado, es decir, que la renuncia de los bienes tuviera 
efectos civiles. 

«Pero de hecho—dice CoswE SARTORI—pueden sobrevenir al religioso, 
después de la renuncia absoluta de sus bienes, dificultades imposibles de su- 
perar en el caso de abandonar el estado religioso en el que ha profesado, no 
menos lamentables que si permaneciese en el mismo sin vocación» (6). 

El carácter irrevocable de la venta indirecta pura y simple consigue tam- 
bién el efecto perseguido por la donación. Mas este último instrumento públi- 
co, si fuese viable, para el caso antes contemplado por SARTORI, ofrecería, 
dentro de nuestra legislación, la coyuntura del artículo 648, número 3, del 
Código Civil, que ordena al donatario la obligación de proveer de alimentos 
a su bienhechor, hasta el extremo hasta el extremo de poderse revocar la do- 
nación en el caso de que, por ingratitud, le fuesen indebidamente negados. 

La jurisprudencia confirma esta doctrina declarando procedente la revo- 
cación de las liberalidades, segün las sentencias del 4 de noviembre de 1908 y 
del 18 de julio de 1920. 

Es verdad que podría correr el peligro de que el donatario hubiese ven- 
dido los bienes donados, y el nuevo adquirente lo hubiera hecho al amparo 
del artículo 34 de la Ley Hipotecaria, en cuyo caso, aunque se declarase re- 
vocada la donación, no volverían los bienes vendidos al antiguo duefio, pues 
el comprador alegaría que es tercero registral, amparado por la fe publica. 
Pero, esto no obstante, el donatario tiene una obligación personal, a nuestro 
entender, con el donante, derivada de la liberalidad, inextinguible, por con- 
siguiente, aunque el donatario hubiese dispuesto de los bienes recibidos. Obli- 
gación, sin embargo, no fácil de exigir. 

El motivo, pues, que inspiró la limitación a que se contrae el artículo 654 
de nuestro Código Civil fué, sin duda, para frenar los impulsos generosos del 
donante que podían lanzarle hasta la misma prodigalidad (7). No existe, cier- 


(6) SARTORI, CosME: Acta et documenta C. Generalis de Statibus Perfectionis 
(Romae, Edit. Paulinae, 1950), vol. I, p. 432. 

(7) La Dirección de los Registros tiene declarado a este respecto: que no es 
preciso que en la escritura de donación se haga constar por el donante que se reser- 
va lo necesario para vivir, pues no establece este requisito el artículo 633 (Resolu- 
ción del 17 de abril de 1907); y que no es al Notario al otorgar la escritura de 
donación, ni al Registrador al inscribirla, a quienes incumbe investigar si queda al 
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tamente, tal peligro en el caso de la supuesta donación del religioso, que no: 
contempla nuestro Código Civil y al que de por vida considera siempre com 
capacidad para adquirir. En efecto, el religioso se sabe siempre amparado por 
la Corporación que, en nombre de la Iglesia, ha recibido sus votos solemnes. 

Por otro lado, el canon 581 ordena al religioso la donación absoluta de 
los bienes actualmente poseídos. No es infrecuente que el religioso prometa 
sus votos solemnes a los veintiún afios, edad mínima, como tampoco lo es que 
el religioso no disponga a la sazón de bienes presentes. No habrá lugar en- 
tonces a la donación. Tampoco podrá el religioso donar los bienes futuros. 
inter vivos. El canon 581 se refiere solamente a los bienes actuales. El Código 
Civil prohibe, por otra parte, la donación de los bienes futuros en términos 
tajantes: «La donación no, podrá comprender los bienes futuros. 

Por bienes futuros se entienden aquellos de que el donante no puede dis- 
poner al tiempo de la donación» (art. 635). 

La prohibición anterior alcanza también a los bienes esperados de la fu- 
tura legítima, aunque se consideren ciertos, pues no están todavía en poder 
del religioso (salvo el caso de la herencia yacente), ni puede tampoco pactar, 
segün nuestro Código Civil, en su artículo 816: «Toda renuncia o transacción: 
sobre la legítima futura, entre el que la debe y sus herederos forzosos, es nula, 
etcétera». Prescindamos del carácter ilusorio que a veces pueda tener la legí- 
tima foral, como ocurre, por ejemplo, en Vizcaya, que la integran un real de 
vellón, un palmo de tierra y una teja... 

Para el levantamiento de la herencia, acaecida después de la profesión 
solemne, el Código Civil reconoce capacidad jurídica al heredero que es re- 
ligioso y no a la Orden, como supone el canon 586. Llegado el caso, tendrán: 
los Superiores que autorizar canónicamente al religioso, para ejercitar los co- 
rrespondientes actos de dominio, que, en el supuesto de existir legados a fa- 
vor de tercero que no sea su propia Orden, precisará la licencia de la San- 
ta Sede. 


3. ¿Sería oportuno para España el indulto previsto en el canon 581?— 
Así lo creemos, para adoptar una norma que no sea la corriente en estos ca- 
sos, la de dar cumplimiento nada más a lo establecido en el párrafo 1.? del 
canon 581. 

En la mayoría de los casos conocidos, se considera suficiente la renuncia 
privada que antecede a la profesión solemne, mediante documento privado 


donante lo necesario para vivir en un estado correspondiente a sus circunstancias, 


rechazando el acto como nulo a falta de prueba que así lo justificare, sino a los: 
Tribunales de justicia en el juicio que proceda y a instancia de quien tenga derecho 
a pedir la reducción de semejante donación (Resoluciones del 21 de agosto de 1893. 
y 17 de abril de 1907).» Cfr. Jos& CASTAN: Derecho civil (Madrid, Edit. Reus, 1926), 
pui 


— 162 — 


j ENCUENTRA EL CANON 581 CUMPLIDA SATISFACCION EN NUESTRO CODIGO CIVIL? 


que se archiva, y que no tiene ningün valor jurídico, salvo que se haga en for- 
ma de testamento ológrafo, expresión de la última voluntad, permitiendo, por 
consiguiente, dicho instrumento la retención de los bienes, en contradicción 
con lo preceptuado en el párrafo 2.? del canon 581. 


No falta quien crea que es suficiente esta renuncia privada para el llama- 
miento, en su día, a los beneficiarios cuando la herencia se produzca por la 
muerte del causante. 

Si no existe más que una renuncia privada, la herencia se abrirá por 
llamamiento de la ley ab intestato, y solamente en favor de los parientes com- 
prendidos dentro del cuarto grado, y con exclusión, en todo caso, de la Orden 
a la que pertenecía el religioso. 


Para que esto no suceda, precisa el religioso hacer un testamento, para cuyo 
otorgamiento se requiere de un indulto peculiar de la Santa Sede, pues por 
el derecho común está obligado a una donación inter vivos y no mortis causa, 
como es el testamento. 

Quizá no se haya pensado bastante sobre la oportunidad de que los reli- 
giosos profesos solemnes otorguen con preferencia este documento püblico, 
servatis servandis, y sin peligro del cumplimiento de voto de pobreza, no obs- 
tante la retención del dominio de los bienes. 

La oportunidad del testamento brinda otra ventaja sobre la donación inter 
vivos, porque alcanza también a los bienes futuros, y no solamente a los que 
actualmente posea. De esta manera, la Orden a que pertenece el religioso 
podría hacer suyas las liberalidades de que hace mención el canon 586, 1.? 

Por otra parte, la muerte de un religioso intestado, o la incapacidad de un 
enajenado, imposibilitado de ningün otorgamiento, podrían dar lugar a que 
fuese el propio Estado el llamado a sucederles en la herencia, por no existir 
herederos comprendidos dentro del cuarto grado, pese a la obligación de jus- 
ticia, por parte de la Orden, de cuidar y pechar con los gastos del religioso 
enfermo hasta su muerte, porque la Orden no hereda de sus religiosos in- 
testados. 

Si el religioso abandonase a su comunidad por falta de vocación, previa 
dispensa del voto solemne de pobreza, recobraría canónicamente el dominio 
de sus bienes para sustentarse. 

Semejante coyuntura abreviaría más de un trámite procesal en los casos, 
ratos, por fortuna, mas por eso no menos enojosos, del despido del religioso. 

El indulto de otorgar testamento no autorizaría para ningún otro efecto, 
pues continuaría con la misma incapacidad canónica para ejercitar, sin la de- 
bida licencia, cualquier acto de dominio. 
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f CONCLUSION 


1. El Código Civil espanol, en su artículo 634, prohibe la donación 
absoluta de todos los bienes presentes del donante, sin que se reserve en ple- 
na propiedad o en usufructo lo necesario para vivir en un estado correspon- 
diente a sus circunstancias. 

2.2 Es imposible conciliar la limitación estricta a que se contrae el ar- 
tículo 634 con la exigencia del párrafo 2.º del canon 581, cuando ordena al 
religioso que inmediatamente después de su profesión solemne, otorgue el 
instrumento necesario que haga civilmente válida la donación privada, hecha 
dentro de los sesenta días anteriores a dicha profesión. 

3.º La donación absoluta a que nos referimos puede surtir efectos civiles 
acudiendo a la venta indirecta, por ser ésta un negocio jurídicamente válido, 
mas no siempre aconsejable por sus efectos irrevocables. 

4.? Creemos en la oportunidad de un indulto peculiar para Espana, se- 
mejante a los que está dispuesto a conceder el legislador eclesiástico al sospe- 
char en el meritado canon 581, párrafo 1.º, que no siempre podrá ser viable 
lo que en el mismo se ordena. 

5. La donación mortis causa o testamento podría sustituir, en virtud de 
un indulto, a la donación znter vivos, preceptuada por el derecho común, con 
las restricciones y ventajas que antes hemos sugerido. 


Fr. VicENTE MONTSERRAT, O. P. 


Profesor de Derecho Canónico en la Fa- 

cultad Pontificia del «Angelicum» de Roma 

y en el Estudio General Dominicano de 
Valencia 
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SOBRE LA ENSENANZA UNIVERSITARIA 
Y E METODO DE ESTUDIO DEL 
DERECHO CANONICO 


4 propósito de un libro (*) 


1. Aun no se han apagado los ecos del carifioso homenaje que los cano- 
nistas italianos tributaron al maestro DEL GIUDICE, con motivo de sus cua- 
renta años de profesorado universitario (1), cuando el primer volumen del 
Corso di Diritto canonico, de PIETRO AGosTINO D'Avack, hace llegar a los 
estudiosos del Derecho canónico de todo el mundo la influencia de un hecho 
muy importante para el desarrollo de nuestra disciplina: en la cátedra de De- 
recho canónico de la Universidad de Roma ha llegado la hora del relevo. 
DEL GIUDICE, como professore emerito del Ateneo romano, continúa aún su 
labor científica y docente, pero la presencia de D'Avack en la cátedra del 
ilustre maestro proporciona un motivo para fijar la atención sobre el intere- 
sante fenómeno de la enseñanza del Derecho canónico en las Universidades 
estatales italianas. 

La cátedra de Derecho canónico de la Universidad de Roma tiene en el 
panorama actual de los estudios canónicos una notable significación. Desde el 
punto de vista docente, cumple un papel muy modesto: la enseñanza de una 
disciplina facultativa; pero no puede olvidarse que esta cátedra ha sido hasta 
ahora la única, desde el restablecimiento de los estudios del Derecho canó- 
nico en las Universidades estatales italianas, que ha tenido un titular. Es, por 
tanto, el lugar adecuado para que encuentren una exposición sistemática los 
resultados de la notable aportación monográfica que, con un vigoroso ímpetu 
renovador, han llevado a cabo los canonistas italianos que se agrupan en torno 
a las cátedras de Derecho eclesiástico estatal. Además, los puntos de vista man- 
tenidos por tirios y troyanos en la polémica sobre el método que debe seguirse 
en la ensefianza del Derecho canónico pueden encontrar en la labor del titu- 
lar de esta cátedra la prueba de una experiencia concreta, tan interesante en 


(*) PIETRO AGOSTINO D'AvaCK: Corso di Diritto canonico, I Introduzione sistemá- 
tica al diritto della Chiesa, 1 vol, 315 pp. (Milano, ed. Giuffrè, 1956), (1.500 liras). 

(1) La resefia del homenaje en «Il Diritto Ecclesiastico», LXIV (1953), pp. 582 ss. 
En esta ocasión se ofrecieron al ilustre maestro los dos volümenes de Studi im onore 
di Vincenzo Del Giudice (Milano, 1953). 
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un tema como éste, que tanto se presta a afirmaciones teóricas y programas de 
trabajo, muy lejanos a la realidad. ] 
D'AvACK llega a la cátedra de Derecho canónico de Roma desde la de 
Derecho eclesiástico de Florencia, después de haber desarrollado una amplia 
labor como publicista. Ha contribuído a ambas disciplinas con interesantes 


“estudios monográficos, ha publicado un tratado de Derecho eclesiástico (2) 


y ha intervenido con sus puntos de vista en las polémicas que han ido sena- 
lando hitos en el desarrollo de los estudios canónicos entre los juristas de las 
Universidades italianas. Ahora, desde su nueva cátedra, D'AvACK inicia una 
nueva etapa de su labor: la ensenanza del Derecho canónico. La publicación 
del primer volumen del Corso, destinado a los estudiantes, como él mismo nos 
dice en el prólogo, puede ser un dato interesante para enjuiciar el enfoque 
que da a su labor docente. 


2. El volumen lleva el siguiente subtítulo: Introducción sistemática al 
Derecho de la Iglesia. En él se contiene la primera parte del curso, cuyo plan 
general expone y justifica en el capitulo I, titulado: El Derecho canónico y 
su enseñanza en las Universidades estatales. 

D'AvACK examina críticamente las dos posiciones fundamentales que se 
han adoptado en Italia frente al problema del programa del curso de Derecho 
canónico de las Facultades de Derecho secular. JEMOLO propuso que este curso 
tuviera un carácter monográfico y de especialización, mientras que en el de 
Derecho eclesiástico deberían ensefiarse tanto el Derecho de la Iglesia como 
el del Estado sobre cuestiones eclesiásticas. A esta posición se sumó hace afios 
Pro FEDELE (3). DEL GIUDICE, en cambio, como lógica consecuencia de su 
posición científica, que ha tendido siempre a defender la autonomía de ambas 
disciplinas, cree, en cambio, que la cátedra de Derecho eclesiástico se debe 
ocupar exclusivamente en la enseñanza del Derecho del Estado sobre cuestio- 
nes eclestásticas (o religiosas en general), y la de Derecho canónico, en la 
exposición institucional del Derecho, cuyas normas han sido promulgadas 
o reconocidas en cuanto a su eficacia normativa por la competente autoridad 
eclesiástica. El ilustre maestro ha corroborado con la práctica su planteamiento 
metodológico, que ha plasmado en sus dos consagrados manuales (4). 

D'Avack rechaza ambos sistemas y propone, en cambio, el que inspira 
al Curso que se reseña. El proyecto de JEMOLO le parece inaceptable porque 


(2) Trattato di Diritto ecclesiastico italiano (Firenze, 1946). 

(3) Il problema dello studio e delVinsegnamento del Diritto canonico e del Di- 
vitto ecclesiastico em Italia, en «Archivio di Diritto Ecclesiastico», I (1939), pp. 60 ss. 

(4) Para el Derecho canónico, Nozioni di Diritto canonico, 10.2 ed. (Milano, 1953). 
(Hay traducción española de LOMBARDÍA, Pamplona, 1955.) Para el Derecho eclesiás- 
tico, Manuale di Diritto ecclesiastico, 8.º ed. (Milano, 1955). 
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«es difícilmente concebible una cátedra de especialización sin que exista otra 
«que tenga la función de dar anteriormente a los alumnos un conocimiento 
sintético general del sistema, de modo que puedan llegar a la cátedra de es- 
pecialización teniendo una exacta visión de conjunto del mismo...» (5). Al 
referirse a la solución de DeL Grupice la considera perfectamente legítima, 
pero manifiesta sus dudas sobre la eficacia que pueda tener en la práctica. 
Los motivos que determinan sus reservas son los siguientes: a) la dificultad 
de conseguir dar en un curso, por muy elemental que sea, una visión panorá- 
mica completa del ordenamiento de la Iglesia; b) el peligro de que el curso 
no sea más que una imitación reducida de los que se exponen en los semina- 
rios y Universidades pontificia; c) la convicción de que un curso que pre- 
tenda abrazar la totalidad del Derecho canónico ha de ser tan elemental que 
no permita profundizar en la estructura, funciones y finalidad de las institu- 
«iones canónicas y de los íntimos nexos que las ligan entre sí. 

Para eliminar estas dificultades propone un programa que habría de cons- 
tar de dos partes fundamentales: la primera, de carácter general, en la que 
se expondrían los principios fundamentales del ordenamiento jurídico de la 
Iglesia, dividida en dos secciones: una de ellas tendría por objeto una intro- 
ducción sintética general del sistema; la otra, las fuentes del mismo; en la se- 
gunda parte (de carácter monográfico y variable cada curso segün las oportu- 
nidades y preferencias del profesor) se examinarían detenidamente una ins- 
titución o grupos de instituciones, entre las más características e importantes. 
El primer volumen del Corso, que acaba de aparecer, contiene la primera sec- 
ción de la primera parte, y el autor anuncia la próxima publicación de un se- 


gundo volumen sobre las fuentes que completarían la parte fija del curso. 


D'AvACK promete también ir dando a la imprenta una serie de cursos mono- 


gráficos que recojan las segundas partes de sus explicaciones de cátedra. 


El proyecto es ambicioso, y si llega a ser realidad puede ser muy intere- 
sante para los estudiosos del Derecho canónico, ya que a lo largo de una se- 
rie de años D'AvACK puede darnos, además de la parte general, una serie de 
«cursos parciales cuyo conjunto puede constituir una buena base para la ela- 
boración de un tratado completo, según una orientación metodológica suges- 
tiva e interesante. Otro problema muy distinto es el de su utilidad con res- 
pecto al fin didáctico que el nuevo catedrático de Roma se propone. 


3. Si repasamos los siete capítulos que, junto con la conclusión, contiene 
este volumen (6), desde un punto de vista didáctico, surge inmediatamente 


(5) E20: ) . 
(6) Se reproducen los títulos de los capítulos para dar una idea de la sistemá- 


“tica del libro: I. II Diritto canonico e il suo insegnamento nelle Universitá statali.— 
II. H metodo nello studio del Diritto canonico—III. La Chiesa quale argomento giu- 
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curso del método (13) y que se enlazó con las discusiones que provocó el 
Discorso generale sull ordinamento canonico, del agudo canonista de la Uni- 
versidad de Perusa. Era lógico esperar que D’Avack afrontara en este libro 
el tema con una problemática renovada estudiando los puntos de vista que se 
debatieron en aquellas polémicas con más precisión y serenidad, ya que ahora 
se plantean fuera del clima de aquellos afios que daba al diálogo una viva 
amenidad y una lógica falta de rigor, como consecuencia del carácter contin- 
gente y ocasional de aquellos artículos. Sin embargo, D'AvACK nos dice muy 
pocas cosas nuevas sobre la cuestión, la cual se desarrolla en el libro, en los 
mismos términos en que se trató entonces. Nuevamente aparecen los canonis- 
tas eclesiásticos bajo la denominación de canonista de curia y se analiza su 
labor en bloque, sin distinciones, como si el método fuese en todos exacta- 
mente el mismo; otra vez se plantea el problema de si es o no aplicable al 
Derecho canónico el método de la moderna ciencia del Derecho, como si real- 
mente no hubiese en la actualidad una variedad tal de orientaciones metodo- 
lógicas entre los cultivadores de las diversas ramas del Derecho secular, que 
hace prácticamente imposible plantear la cuestión en términos tan generales; 
de nuevo se vuelve a confundir el lumen fidei con el sentimiento. 

No parece necesario reproducir aquí las opiniones de D’Avack sobre la 
cuestión del método que ya nos dió a conocer en 1943 (14), y en este libro 
continüan siendo sustancialmente las mismas. Tampoco parece muy interesan- 
te que yo sefiale aquí mis posibles coincidencias o discrepancias, porque esto 
haría necesario un examen detenido del problema, que no permiten los lími- 
tes de esta resefia. En la mayoría de los casos se trata de pon defendibles 
y discutibles. 

Quisiera, en cambio, llamar la atención sobre una cuestión que, aunque 
no es estrictamente científica, tiene mucho interés para que sea posible una 
cada día mayor compenetración y colaboración entre todos los cultivadores de 
la ciencia canónica. D'AvACK, como ya hicieron en las polémicas a que antes 
me refería otros canonistas italianos, al plantear el problema del método, pa- 
rece tomar como base de una distinción de las diversas orientaciones metodo- 
lógicas el hecho de que los autores sean o no eclesiásticos. A nadie se oculta 
la realidad de que en la actual ciencia canónica hay diversas corrientes meto- 
dológicas, lo cual no me parece que deba considerarse necesariamente como 
un mal, porque, como suele decir, con frase feliz, GONZALEZ PALOMINO, el 


(13) Metodo per giudicare il metodo, en «Archivio de Diritto Ecclesiastico», I 
(1939), p. 370. A 


(14) Considerazioni sulla questione metodologica nello studio del Diritto camomi- 
«co, separata de «Il Diritto Ecclesiastico», LIV (1943). 
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Derecho sería muy aburrido si todos opinásemos igual (15). Pero no es me- 


nos cierto que en un riguroso examen de estas corrientes no es serio poner en 
relación el problema con el hecho de que los cultivadores de nuestra discipli- 
na hayan recibido el sacramento del orden o hayan emitido votos religiosos. 
No es posible negar que la distinción entre eclesiásticos y no eclesiásticos, 
como un atma dialéctica en escritos de carácter polémico, tuvo una cierta efi- 
cacia para lograr que determinadas posiciones y actitudes críticas quedaran 
expuestas con relativa claridad; pero aun en este caso la distinción necesitaba 
de continuas precisiones, que ponían de relieve, de modo evidente, su falta 
de consistencia. En todos los escritos en que se han criticado en bloque los 
métodos de los eclesiásticos no ha sido posible señalar un motivo serio que de- 
termine la pretendida uniformidad metodológica de éstos: superada la pueril 
cuestión del canon 129, sólo podría recurrirse a los documentos pontificios 
sobre la ensefianza del Derecho canónico en los centros docentes eclesiásticos, 
peto es evidente que ni todos los canonistas eclesiásticos son profesores de 
centros de este tipo, ni todos los trabajos de estos profesores tienen carácter 
pedagógico. Algo semejante ocurre si nos fijamos en los ejemplos concretos, 
porque sería difícil senalar una orientación metodológica, por muy renovado- 
ra que sea (con tal de que no suponga un claro olvido de las peculiares mo- 
dalidades que se derivan del carácter sagrado de la ciencia canónica), que no 
haya encontrado un eco en algún autor o grupo de autores eclesiásticos. Lo 
mismo podría decirse, a la inversa, si sometiéramos a un riguroso análisis los 
escritos de muchos canonistas seglares. Por otra parte, no se puede negar que 
en los estudios canónicos llevados a cabo por eclesiásticos se advierte una cla- 
ra tendencia a la renovación metodológica. Tendencia lenta y serena, sin es- 


tridencias. Quizá alguien pueda decir que haría falta una actitud más deci- 


dida ;pero el que tenga una solución definitiva, estudiada con profundidad y 
expuesta claramente, que tire la primera piedra. 
El problema del método no es una cuestión zanjada. Es necesario indivi- 


dualizar y revisar las diversas orientaciones. Hasta ahora no se ha hecho nada 


de esto. Se nos ha dicho que algunos autores continüan aferrados a los defec- 
tos de la metodología del siglo XVIII, pero nadie ha senalado cientificamente 
cuáles son esos defectos. El ánico dato claro que parece desprenderse de los 
escritos de los canonistas italianos, en este sentido, es un general repudio del 
casuísmo, e incluso este punto merece ser examinado con mucha atención. Re- 
cientemente, uno de los mejores juristas espafioles ha escrito que el casuísmo 


(15) Cit. por VALLET DE GOYTISOLO, J.: Donación, condición y conversión jurídica 
material, en «Anuario de Derecho civil», V (1952), p. 1206. 
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es el «más auténtico método de investigación y aun de exposición del Dere- 
cho (16). 

Todas estas cuestiones requieren un detenido examen, que no es posible 
hacer en esta ocasión, pero quizás merezca la pena recalcar que no es lícito 
ni oportuno, en un curso universitario, plantear la cuestión del método sobre 
la base de distinguir los canonistas en eclesiásticos y seglares. Es consolador 
constatar cómo en algunas publicaciones periódicas (un buen ejemplo puede 
ser «Ephemerides Iuris Canonici») aparecen unidos en el esfuerzo por una 
tarea comün canonistas de las más diversas procedencias. Entre nosotros, en 
los aun modestos, pero vigorosos, intentos de dar un mayor desarrollo de los 
estudios canónicos, esta unión es una realidad que todos debemos esforzarnos 
por hacerla más sólida y fecunda. 


5. Después de estas referencias a los dos primeros capítulos no parece 
oportuno continuar haciendo un análisis del contenido de todo el libro, por- 
que esto requeriría un examen a fondo de los problemas tratados, que no es 
posible llevar a cabo aquí. A continuación se señalan solamente algunos pun- 
tos sobre los que parece interesante llamar la atención. 

A lo largo del libro, D'AvACK insiste sobre una idea que constituye uno 
de los puntos básicos de su pensamiento: el ordenamiento canónico presenta 
una serie de características muy peculiares que le diferencian claramente de 
los Derechos seculares. Esta idea es indiscutible, y si se tiene muy en cuenta 
en el trabajo científico puede ser muy fecunda. Merece la pena, sin embargo, 
tratar de fijar su recto planteamiento. Para establecer un paralelo entre el 
Derecho canónico y el Derecho secular hay que distinguir entre lo que debe 
ser el Derecho y lo que es el Dercho que se contiene en las normas. Desde 
un planteamiento cristiano es inadmisible concebir una absoluta libertad de 
determinación en la voluntad legislativa. El Derecho secular tiene exigencias 
metajurídicas, como las tiene el canónico. Los legisladores habrán sido más 
o menos fieles al deber de tenerlas en cuenta; pero es absolutamente inadmi- 
sible considerar teóricamente al legislador humano como un ser omnipotente. 
(Otra cosa distinta es la cuestión de si es lícito o incluso conveniente ceñirse 
en el estudio de la ciencia jurídica al Derecho que está contenido en las nor- 
mas, prescindiendo del que debería estar contenido en ellas.) De aquí que el 


problema de las peculiaridades del Derecho canónico con respecto del secular 


pueda, en gran parte, reducirse al análisis de la mayor sensibilidad del legis- 
lador eclesiástico a la idea de su limitación. D'AvACK parece no tener en 


(16) D'Ons, A.: Principios para una teoría realista del Derecho, en «Anuario de 
Filosofía del Derecho», I (1953), p. 329. 
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cuenta esta realidad y aceptar la idea del Derecho secular—en el terreno teó- 
rico y en el práctico—que nos ha legado la herencia laicizante del proceso 
revolucionario. Esta orientación se desprende de la lectura de todo el libro 
y parece impregnarlo por completo. Veamos algunos ejemplos: En la página 
179, analizando el problema del ámbito del ordenamiento canónico en relación 
con su fin. lo opone al Estado, que nos aparece con la nota della compiutezza, 
«reconociéndose a sí mismo una competencia esencialmente ilimitada», lo 
cual debe considerarse inexacto, tanto si se le considera en el orden histórico 
como en el doctrinal. Lo mismo ocurre cuando en la página 191 plantea el 
problema del Derecho natural y, aunque de un modo más remoto, cuando en 
la página 197 nos habla de la derivación de la autoridad eclesiástica de la di- 
vina. No son éstos los ánicos ejemplos que podrían sefialarse. 

También con respecto a otros temas sería posible indicar interesantes su- 
gerencias y puntos de vista muy discutibles. Esto pone de manifiesto de un 
modo más claro lo que más arriba quedó sefialado: el libro no contiene una’ 
exposición, sino una interpretación del Derecho canónico, ante la cual el 
alumno no se encuentra en condiciones de adoptar una actitud crítica, porque 
carece de los datos en los que la interpretación se basa. Entre los puntos más 
discutibles merece senalarse, ante todo, el capítulo VII, en el que al estudiar 
el problema de la potestad indirecta llega a hablar de «dogmas antitéticos» 
(p. 262), o el capitulo VI, en el cual, a propósito de la distinción entre De- 
recho püblico y privado, expone ideas que parecen estar en contradicción con 
lo que en la página 107 y siguientes dice sobre la distinción entre Moral y 
Derecho. 

No es posible dar más extensión al comentario. El libro de D'AvACK no 
se presta a un análisis minucioso, en el que se vayan sefialando las posibles 
imprecisiones que hayan podido deslizarse a lo largo de sus páginas. Tampoco 
es necesario el elogio, que va implícito en el mero hecho de la amplitud dada 
a la resefia. Su lectura la aconseja la mera indicación del autor y el título de 
este volumen, que Giuffré ha presentado con la pulcritud y sencilla elegancia 
que caracteriza a su importante labor editorial. 
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I. RECENSIONES (1) 


PROCEDIMIENTO EN LAS CAUSAS MATRIMONIALES (*) 


Ji 


En esta nueva edición, el profesor TORRE, que, entre otros méritos, cuenta con 


muchos años de ejercicio profesional ante los tribunales civiles y eclesiásticos, 
amplía notablemente el comentario que hizo en la edición anterior, de 1947, a 


muchos de los artículos de la Instrucción Provida Mater sobre el procedimiento 
que debe seguirse en las causas de nulidad de matrimonio. Son muy pocos los 


artículos que deja ya sin comentar, y como además inserta abundante y selecta 


jurisprudencia rotal de estos últimos años para ilustrar sus comentarios, quedan. 
bien justificadas las 400 páginas más de esta nueva edición, que tienen un total 
de 760. 


Como en la edición anterior, en notas hace referencia a los cánones del Có- 
digo de Derecho Canónico sobre los que la Instrucción fué elaborada, y los trans- 
cribe literalmente, cuando en el artículo correspondiente han sufrido algün cam- 
bio o modificación. No faltan tampoco las respuestas de la Comisión Pontificia 
de Intérpretes que hacen al caso. Para los que no conocen el italiano, ha tenido 
la delicadeza de afiadir la versión latina de los textos originales en aquella lengua. 

Vemos también muy aumentada la bibliografía que trae al principio de la obra, 
pero con sentimiento echamos de menos en ella la REVISTA ESPAÑOLA DE DERECHO 
CANÓNICO, y, Sobre todo, por el interés indiscutible que ofrece, en esta materia, 
el libro Causas Matrimoniales con los trabajos de la cuarta Semana Española 
de Derecho Canónico, publicado en 1953 por el Instituto de San Raimundo de 
Penafort. 


Siguen, como en la segunda edición, numerosos apéndices en los que se con- 
tienen otros documentos pontificios complementarios de la Instrucción, esquemas. 
prácticos sobre el desarrollo del proceso ordinario e incidental y del proceso su- 
mario «in casibus exceptis», con modelos de formularios para cada uno de ellos, 
y fragmentos escogidos de sentencias rotales que se refieren a casos notables de 
nulidad de matrimonio por impotencia, miedo, simulación y condición. Concluye 
là obra con una colección de cuadros sinópticos comparativos de los cánones y 
artículos de la Instrucción y varios índices, entre los que destaca uno alfabético 


(1) Segün la práctica usual, daremos aqui una recensión de cuantos libros de 


Derecho canónico o materias afines se nos envíen en doble ejemplar (caso de tra- 
tarse de obras de subido precio). De las demás obras daremos ünicamente noticia 
de haberlas recibido. 

(*) JoANNES TORRE, in Fac. Juris Canonici apud Pont. Athaeneum Angelicum 
Profesor, advocatus S. Consistorii et Civilis: Processus Matrimonialis, editio tertia 
revisa et aucta recentissima jurisprudentia Rotali (Neapoli, Italia), M. D'Auria, Pon- 
tificius Editor (1956). 
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de materias, utilisimo para la büsqueda de cuestiones y para la solución de los: 
casos anotados. 

Tal es, brevemente reseñado, el contenido de la obra, que, sobre todo, por las: 
muchas y valiosas adiciones de la más reciente jurisprudencia, constituye, en 
esta su tercera edición, un completo manual teórico y práctico, que seguirá sien- 
do de gran utilidad para todos los que de algün modo hayan de intervenir en la. 
tramitación de las causas matrimoniales. 


II 


xw Us 


Permítasenos ahora hacer unas ligeras indicaciones críticas sobre algunas apre-- 
ciaciones del autor al comentar ciertos artículos. 

a) No obstante la tendencia, cada vez más acentuada en los autores, de con- 
siderar la Instrucción como aprobada en forma específica, si no por el Decreto- 
de promulgación que la precede, al menos por haber sido confirmada para los 
tribunales diocesanos y extendida su aplicación a los tribunales apostólicos, por: 
el Motu proprio de Pío XI Qua cura, de 8 de diciembre de 1938, el doctor TORRE 
sigue manteniendo su opinión, robustecida con nuevos argumentos, de que sólo- 
tiene la aprobación pontificia en forma comün y, por tanto, sin fuerza para de- 
rogar las leyes del Código. Nos parece, sin embargo, que no puede dudarse, como: 
dice BARTOCCETTI sin tomar claramente partido por una u otra opinión, que to- 
dos los artículos de la Instrucción son obligatorios y han de observarse, sin omi- 
tir aquellos que contienen nuevas normas procesales o son ampliaciones de las 
contenidas en los cánones. Pues es suficiente para demostrarlo que el Papa actual 
haga alusión a la confirmación, hecha ya por Pío XI con valor para todos los 
tribunales eclesiásticos, en el artículo 49 de las Normas que da, con fuerza de ley, 
al Tribunal de la Rota Espanola nuevamente constituído, en el Motu proprio 
apostólico Hispaniarum Nuntio, de 7 de abril de 1947, y en el cual se dice: «No 
se admite en la Rota de la Nunciatura Apostólica otro procedimiento judicial 
que el establecido por el Derecho canónico, sea en el Código, sea en otras nor- 
mas eclesiásticas ya publicadas o que se publicaren, y en especial, por lo que ata- 
ne a las causas matrimoniales, en la Instrucción de la Sagrada Congregación 
para la Disciplina de los Sacramentos de fecha 15 de agosto de 1936, confirmada 
por el Motu proprio de Pio XI Qua cwra, de fecha 8 de diciembre de 1938.» 

b) Amplísimo y de gran interés, por la abundancia de doctrina de autores 
y sentencias rotales recogidas, es el comentario que hace del artículo 37, que 
trata sobre la inhabilidad de los cónyuges para acusar el matrimonio en ciertos 
casos (pp. 92-120). Pero resulta algün tanto fatigosa su lectura y no es fácil 
sacarle todo el provecho posible por falta de claridad, que se conseguiria con sólo 
seguir un orden, sin mezclar unas cosas con otras, en la exposición de las con- 
diciones que, según el citado artículo y las múltiples respuestas de la Comisión 
de Intérpretes en esta materia, son necesarias para que el cónyuge sea causa 
culpable y pierda el derecho de acusar. Lo que permitiría conocer sin esfuerzo 
y dificultad el estado de la cuestión entre las distintas opiniones o criterios de 
interpretación sobre el alcance de alguna de estas condiciones, como, por ejem- 
plo, si, para ser causa dolosa, se requiere en el cónyuge que pone el impedimento,. 
conocimiento o intención de hacer nulo el matrimonio, o, por el contrario, es su- 
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ficiente que sepa que obra contra la ley, como viene sosteniendo y aplicando Ia 
jurisprudencia rotal. 

c) No puede menos de considerarse justa la defensa que, como corresponde 
a un profesional del foro de limpia ejecutoria, hace en esta edición extensamen- 
te (pp. 127-141) de los abogados, cuya actuación en las causas matrimoniales ha 
sido criticada por algunos autores y revistas. Pues el que se haya dado o pueda 
darse algün caso de prevaricación no significa nada contra la honorabilidad de 
la profesión ni contra el bien inmenso que prestan a la Iglesia, cuando cumplen 
su misión de aconsejar y dirigir al cliente dentro de las normas de moralidad 
profesional. La intervención del abogado no sólo es conveniente, sino necesaria: 
cuando una de las partes acusa la nulidad del matrimonio, y si ésta no le elige, 
debe nombrársele de oficio, por estar comprometido el bien püblico, a tenor de 
lo dispuesto en el canon 1.655, 8 2; y, por tanto, nos parece lógica la interpreta- 
ción que da TORRE a la palabra «expedit» del artículo 43 de la Instrucción, con- 
cordante y paralelo de dicho canon. Por otra parte, para conjurar los peligros: 
que puede haber, no hay más que observar el artículo 48, no otorgando la apro- 
bación, indispensable para actuar ante los tribunales eclesiásticos, sino a los que 
reünan las cualidades necesarias de probidad y competencia. 

d) Comentando el artículo 47 (p. 157), dice que el derecho de prevención en- 
tre los procuradores es para el caso en que se les haya nombrado sucesivamente 
o dado el poder a uno después de otro. Entendemos que no es así, sino princi- 
palmente para el caso en que se haya otorgado poder a varios al mismo tiempo. 
Entonces el que primero empieza a actuar en el tribunal, presentando la deman- 
da o asistiendo a la contestación de la lite, es el que en virtud de la prevención 
excluye a los demás, quedando como ünico procurador en el juicio. Pues, cuando 
han sido constituídos varios procuradores «seorsim», el segundo poder conferido 
revoca el primero, si no se previene expresamente lo contrario. «Si diverso tem- 
pore deputentur, dato posteriori, prioris esset procuratio revocata, nisi aliter ex- 
presse caveatur», dice el capítulo 14 De Procur., X (1, 38). 

e) El párrafo 2.? del artículo 68 dice que el Presidente, además de los actos 
enumerados en el párrafo 1.?, puede también, si el Colegio no se ha reservado al- 
guna cosa, hacer la contestación a la demanda, fijar plazo para aportar pruebas 
y presentar defensas, corregir a los testigos desobedientes, admitir pruebas an- 
tes de la contestación del pleito, elegir peritos, ordenar que se exhiban documen- 
tos, designar abogado de oficio, declarar la conclusión de la causa, la caducidad 
de la instancia, etc. Nos parece, pues, totalmente desacertada e incomprensible 
la interpretación o comentario que de esto hace TonRE (p. 212), segün el cual, 
para que el Presidente pueda hacer estas cosas, debe tener mandato del Colegio, 
por estarle reservadas, y que ha de hacerse constar en autos este mandato o 
facultad y notificarlo a las partes. Es tan peregrina esta interpretación y tan 
contradictoria u opuesta al sentido natural y obvio de las palabras del texto, 
que no nos explicamos el porqué de ella, si no es por aquello de que «aliquando 
dormitat Homerus». Pues está claro que, para que el Presidente pueda practicar 
dichas actuaciones, basta que no-se las haya reservado el Colegio; no es la Ins- 
trucción la que hace la reservación, sino que concede al Colegio el que pueda 
reservárselas, pero si el Colegio no se las reserva, puede hacerlas el Presidente, 
y lo que tiene que constar en autos es la reservación hecha por el Colegio. 


ayers 


^ Lo mismo cabe decir de la interpretación que hace del párrafo 3.º (p. 213), a 


saber, que es necesario mandato del Colegio para que el Presidente pueda prac- 
ticar lo referente a la instrucción de la causa; pues en él se dice que puede hacer 
esto el Presidente, siempre que el Obispo no haya nombrado instructor de autos. 

f) Muy bien la reivindicación que hace, al comentar el artículo 70 (p. 216), 
del derecho de los abogados a presentar interrogatorios para las partes y testi- 
gos. Pues suele exagerarse la facultad del Defensor del Vínculo a: proponer in- 
terrogatorios y a reformar y contradecir los que proponen las partes, de suerte 
que a veces los jueces se limitan a examinar a las partes y a los testigos 
ünicamente segün el interrogatorio del Defensor del Vínculo, que ha sido 
hecho por éste sin tener en cuenta los interrogatorios presentados por los abo- 
gados u omitiendo preguntas de los mismos sin manifestar por qué las omite. 
Esto es ir contra lo dispuesto por este artículo, que respeta el derecho de las 
partes a proponer interrogatorios, los que han de ser tenidos en cuenta por el 
Defensor del Vínculo, y, si reforma algunas preguntas, ha de indicar los moti- 
vos, V. g. por no ser pertinentes, o por ser capciosas o sugestivas. Por lo cual 
el Juez no dejará de proponer a las partes o testigos las preguntas de los inte- 
rrogatorios presentados por los abogados, si hubieran sido omitidas, sin justifi- 
car su omisión, por el Defensor del Vínculo, y, aunque éste las hubiera omitido 
por alguna razón, si el Juez no estima fundada esta razón. 

Y asimismo nos parece también oportuna la advertencia, que hace en esta 
edición, al comentar el artículo 72 (p. 218), de que el Defensor del Vinculo, aun- 
que goza de gran libertad para eumplir su oficio, sin embargo no deja de ser un 
ministro del tribunal, del cual depende; y, por tanto, ha de pedir siempre la prác- 
tica de las pruebas al Presidente o Juez Instructor, aunque tenga el derecho de 
recurso al Colegio o al tribunal superior, cuando se le niegue algo. 

£) Comentando el artículo 74' decía en la otra edición (p. 79), que era im- 
prescindible la presencia del Defensor del Vínculo en el acto de la concordancia 
del dubio, y que por lo mismo, no se podía aplicar en este caso la regla estable- 
cida por el canon 1.587 y el artículo 15. En esta edición (p. 220), mejor pensado, 
lo ha suprimido, pues no cabe duda que también aquí es de aplicación esa regla, 
segün la cual, es suficiente que el Defensor del Vínculo sea citado, para que sea 
válida la «contestatio litis», aunque no asista, con tal que pueda examinar des- 
pués el acta. Y tampoco dice ya que exista contradicción alguna entre estas pa- 
labras del párrafo 4 del articulo 74: «itidem citatio et advocato fieri potest qui, 
procuratoris defectu ejus partes impleat», y el articulo 44, segün el cual, es 
propio del abogado defender, pero no representar. Pues nada impide que el abo- 
gado pueda hacer también de procurador; y éste es el caso en que la Instrucción 
permite que se haga la citación al abogado. 

Asimismo estimamos que debería haber omitido la conclusión que saca en el 
comentario al articulo 84 (p. 228), a saber, que, siendo nulos los autos del pro- 
ceso cuando no se ha hecho legitimamente la citación, es nula también la sen- 
tencia, con vicio insanable; pues la falta de citación legítima sólo hace que la sen- 
tencia adolezca de vicio de nulidad sanable, segün se dice claramente en el ar- 
ticulo 209 y en el canon 1.894, y, por tanto, es así, aunque haya que repetir el 
proceso por ser inválido. 

El artículo 89 dice claramente que es el Presidente, oído el Defensor del 
Vínculo, quien juzga y resuelve sobre la excusa alegada por el demandado para 
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no comparecer. No obstante, el comentarista (p. 234) piensa que esta resolución 
corresponde al Colegio, por tratarse de una decisión en causa matrimonial, en la 


que el tribunal debe proceder colegialmente y colegialmente dar sentencia. Esti- 


ma, pues, que se trata de una causa incidental; lo que no acabamos de ver. Pre- 
cisamente en la Rota Romana el Ponente sólo juzga de la justicia de la excusa 
(Norm. 8. R. R., art. 70). Claro está que al demandado siempre le queda recurso 
al Colegio contra la decisión del Presidente. 

h) Mucho más completo que en la edición anterior e interesantísimo es el 
estudio que hace, ilustrándolo con varias sentencias rotales, del valor de la con- 
fesión, sobre todo extrajudicial, de las partes en algunas causas, v. g. en las de 
simulación, tanto de la parte que pide la nulidad, como la de la que se opone a 
ella (pp. 263-270). Y también es de gran utilidad en orden a la valoración de 
pruebas, la explicación, que afiade en esta edición (pp. 308-313), sobre los indi- 
cios y presunciones, en la que con gran agudeza y sutilidad hace ver la diferen- 
cia que existe entre estos dos medios de prueba, que, aunque parecidos, por per- 
tenecer uno y otro al género de las conjeturas, no son completamente idénticos. 

Pero no satisface la explicación que hace al comentar el artículo 93 sobre el 
principio «onus probandi incumbit ei qui asserit» (p. 238). Dice, en efecto, que 
este principio puede alguna vez invertirse, y asi, aunque el probar la nulidad del 
matrimonio incumbe a los esposos que la acusan, sin embargo, si la acusación 
se basa en la falta de la debida licencia del sacerdote que asistió al matrimonio, 
toca al Defensor del Vínculo demostrar la existencia de la concesión de la dele- 
gación. Pues bien; parece claro que aun en ese caso son las partes las que estan 
obligadas a probar la falta de delegación, y al Defensor del Vínculo le basta con 
hacer ver que no se ha probado esto, aduciendo para ello, si es preciso, las prue- 
bas contrarias que pueda. Ni tampoco es exacto, como quiere TORRE, que, en la 
demencia temporal con lácidos intervalos, sea suficiente a las partes demostrar la 
demencia y que venga obligado el Defensor del Vínculo a probar que, durante el 
lucido intervalo, el cónyuge demente fué hábil para prestar el consentimiento; 
pues al Defensor del Vínculo le basta con probar el lúcido intervalo, y son las 
partes las que han de probar que no se dió éste en el acto de contraer matri- 
monio. Cosa muy distinta es la presunción admitida por la jurisprudencia, segün 
la eual, probada la demencia antes y después del matrimonio, se presume en el 
tiempo de su celebración; y esta presunción sí corresponde destruirla al Defensor 
del Vinculo. 

i En el comentario al artículo 123 (p. 276), dice que hay recurso del decreto 
del Juez Instructor, por el que se reduce el excesivo nümero de testigos, al Co- 
legio y de éste al tribunal de apelación. No estimamos que haya recurso al tri- 
bunal superior, si se ha invitado a la parte que los ha presentado, a que, en con- 
formidad con la reducción ordenada, manifieste qué testigos prefiere, pues de lo 
contrario nunca se conseguiría el fin del artículo: evitar el diferir el proceso; sino 
que éste se alargaría más. Ni puede decirse que el decreto que excluye diez o 
doce testigos, si la parte presenta veinte testigos para ser interrogados sobre los 
mismos artículos, tenga valor de sentencia definitiva y pueda irrogar un grave 
perjuicio a la parte, ya que son suficientes muchos menos testigos para hacer 
prueba plena. 

Nos parece claro, contra lo que dice Torre (p. 261), que el tribunal, a tenor 
del artículo 130, puede imponer al procurador y al abogado el juramento de 
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guardar secreto sobre alguna declaración o documento, no sólo con los extraños. 
a lo que está obligado por la naturaleza de la causa y por su oficio, sino aun 
con el cliente; si bien esto no quiere decir que no puedan hacer las diligencias 
necesarias para defender al cliente. Y esto se confirma aún más por el artícu- 
lo 138, por el que el mismo Torre admite que se pueden guardar en secreto los 
testimonios recogidos sobre religiosidad, probidad y credibilidad de los testigos, 
y no enseñarlos más que a los abogados, con obligación, por tanto, de guardar 
secreto absoluto, como se hace en la Rota y en el Tribunal Vicariatus Urbis. 

j No comprendemos cómo puede decir (p. 315) que la facultad de decretar 
la publicación del proceso, a que se refiere el artículo 175, compete al Colegio, 
y que en ningún modo puede hacer esta publicación el Presidente, sino que debe 
reservársela el Colegio por el artículo 168; siendo así que en este artículo ni 
siquiera se menciona esta facultad entre las cosas que puede reservarse el Co- 
legio, y en el párrafo segundo del artículo 175 se dice expresamente que la pu- 
blicación del proceso se hace por decreto del Presidente. 

Ni tampoco el decretar la conclusión en la causa es un acto propio y exclu- 
sivo del Colegio, como pretende Torre, fundado en que el dar este decreto perte- 
nece al Juez y, tratándose de un tribunal colegial, el Juez es todo el Colegio 
(p. 316); pues el artículo 177 concede expresamente al Presidente el poder dar 
este decreto, aunque, claro está, sólo podrá usar de esta facultad en el caso 
de que el Colegio no se la haya reservado, como puede hacerlo por el artícu- 
lo 68, párrafo 2. 

k) La Instrucción no trata de la intervención de tercero en las causas ma- 
trimoniales, pero es indudable que puede darse ésta y de hecho se ha dado, como 
lo prueba TorRE por la jurisprudencia. Por eso es muy oportuna la explicación 
que trae, como apéndice de los artículos que se refieren a las causas incidentales, 
de las normas por las que se regula esta institución jurídica, contenidas en los 
cánones 1.852-1853 (pp. 325-328). x 

D Merece también destacarse el comentario que hace en esta edición al ar- 
tículo 196, sobre la decisión de la causa. En él hace ver con toda claridad la di- 
ferencia que existe entre el fallo o parte dispositiva de la sentencia, que se 
acuerda por los Jueces el día que se reúnen para exponer y discutir sus conclu- 
siones, y que, aunque puede ser notificado a las partes, no produce efecto ninguno, 
y la sentencia propiamente dicha, que ha de ser redactada por el Ponente y ha 
de contener las razones o motivos de hecho y de derecho en los que se funda el 
fallo, tomados de los votos escritos de cada uno de los jueces, y que, una vez 
firmada y publicada, es la que produce efectos y de la cual se puede apelar. Son 
tres, por tanto, los tiempos en la decisión de la causa, bien marcados por las sen- 
tencias rotales que trae para confirmar el comentario: el dia del fallo, el día de 
la sentencia formal y el día de la publicación o notificación de ésta. Y asi, esti- 
ma TORRE, comentando el artículo 206, párrafo 1 (p. 358), que en las causas de 
nulidad de matrimonio por impotencia, si el día del fallo, a juicio del tribunal, 
no se ha probado la impotencia, pero si la inconsumación, debe notificarse a las 
partes, y si una de ellas, sin oponerse la otra, pide la dispensa apostólica, no.se 
dará la sentencia formal y se enviarán los autos con el voto del tribunal a la 
Sagrada Congregación de Sacramentos. Pero en el caso de que la Congregación 
resuelva que no procede aconsejar al Papa la dispensa, el tribunal procederá a 
redactar y publicar la sentencia formal en pro de la validez del matrimonio. In- 
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terpretación que parece más obvia que la de BARTOCCETTI, segün el cual, el tri- 
bunal debe dar siempre sentencia antes de enviar los autos a la Congregación. 

m) Otra de las muchas aportaciones valiosas en esta edición, es la introduc- 
«ción que pone al Título XII de la Instrucción, sobre los remedios jurídicos contra 
la sentencia (pp. 367-376). En ella, de conformidad siempre con el carácter prácti- 
“co de la obra, demuestra cómo el Tribunal de la Sagrada Rota Romana admite 
la querella de nulidad por otros casos que los indicados en los artículos 207 y 209; 
así, por ejemplo, por nulidad de autos o pruebas que hayan determinado la sen- 
tencia; y, por tanto, no es taxativa la enumeración de las causas de nulidad de 
Sentencias enumeradas en dichos artículos. 

Pero, ; cabe en las causas matrimoniales la restitución in integrum? La Ins- 
trucción parece excluirla, al no hablar de ella. Torre soslaya esta cuestión y se 
limita a citar ocasionalmente dos sentencias rotales: una de ellas, en la que es 
Ponente WYNEN, admite que puede hacerse uso de este remedio jurídico, aun en 
las causas matrimoniales, para corregir la injusticia de la sentencia, v. g., por 
evidente infracción de las normas jurídicas (p. 388); y otra, cuyo Ponente es 
PINNA, con más lógica niega que haya lugar a la restitución im integrum en estas 
causas, porque sólo puede emplearse contra la cosa juzgada, y las sentencias en 
materia matrimonial jamás pasan a cosa juzgada, y, por lo mismo, siempre pue- 
de proponerse de nuevo la causa y pedirse su revisión ante el tribunal supe- 
rior (p. 389). 

n) Con buen acierto trata también en esta edición (pp. 404-406) de la ape- 
lación propuesta como causa incidental, de la que nada dice la Instrucción, y de 
la apelación adhesiva, de la que ni siquiera se habla en el Código de Derecho 
Canónico. Pues no cabe duda que una y otra pueden darse en las causas matri- 
moniales, como lo prueba con ejemplos clarísimos y por medio de la jurispru- 
dencia. 

Más razonable que la de BARTOCCETTI parece la opinión de ToRRE, comentando 
el artículo 212 (p. 407), segün el cual, cuando el Fiscal acusa el matrimonio y se 
da sentencia de nulidad, el Fiscal del tribunal de apelación tiene obligación de 
actuar a fin de lograr la segunda sentencia de nulidad para que sea ejecutiva, 
pues ya no le compete averiguar si el Fiscal del Tribunal de primera instancia 
acusó legítimamente o no; y el hecho de que se haya dado sentencia a su favor 
es suficiente para presumirlo. Pero, aunque el Fiscal dejara de acusar, el De- 
fensor del Vinculo debe proseguir la apelación interpuesta para no dejar que 
exista la sentencia contra el vínculo; así como tampoco puede dejar de proseguir- 
la, si las partes se retiran del proceso, diciendo que ya no les interesa el que se 
declare nulo el matrimonio, pues en este caso el Defensor del Vínculo lo que 
debe hacer es aprovechar esta postura de las partes para lograr más fácilmente 
la revocación de la sentencia de nulidad. 

f) Merece asimismo destacarse el comentario del artículo 222 sobre la ma- 
nera de proceder cuando, durante la tramitación de la causa, muere uno de los 
cónyuges (pp. 472-493). En él hace ver en primer lugar la diferencia que existe 
entre el canon 1.972, que permite tratar la nulidad del matrimonio después de la 
muerte del cónyuge, sólo como causa incidental, y este artículo de la Instruc- 
ción, que autoriza el que siga tramitándose la nulidad como causa principal. In- 
dica además las diversas cuestiones de procedimiento que pueden surgir, relacio- 
nándolas con la intervención del Fiscal y del Defensor del Vínculo. Pero, sobre 


— 183 — 


Num Pr rwr oe 
A 


e Ts, 
di 


+ 


todo, demuestra con abundante jurisprudencia doctrinal y práctica que, si bien | 


el artículo 222 sefiala, como causas por las que se puede proseguir la acusación 
en caso de la muerte de un cónyuge, la legitimación de la prole y el derecho de 
heredar, esta enumeración no es más que exemplificativa, y, por consiguiente, 
pueden darse otras, con tal que le parezcan al Juez graves y legítimas. En fin, 
hace notar que la Rota considera con valor de cosa juzgada, a los efectos civiles, 
una sola sentencia declarando la nulidad del matrimonio, ya que el Defensor del 
Vinculo, muerto uno de los dos cónyuges, no debe apelar. 

o) En los casos exceptos, la sentencia en primera instancia corresponde dar- 
la al Obispo. Solamente cuando éste está ausente o impedido, puede darla el 
Provisor. Pero está ya fuera de duda, por la respuesta dada el 6 de diciembre 
de 1943 por la Comisión de Intérpretes, que en el tribunal de apelación puede 
conocer y fallar la causa el Provisor. Por eso no es verdad lo que dice TORRE al 
comentar el artículo 230: que por el tribunal de segunda instancia. se debe en- 
tender Unicamente el Ordinario. Pues, si fuera así, quedaría excluido el Provi- 
sor, por no ser Ordinario. 

No queremos terminar estas breves observaciones críticas sin insistir nueva- 
mente en el valor y utilidad indiscutibles de la obra del profesor TORRE, en su 
tercera edición. Los reparos que hemos puesto a la interpretación dada a unos 
cuantos artículos significan muy poco, si se tiene en cuenta que son 240 los ar- 
tículos que comprende la Instrucción, por lo general, comentados por el autor 
de manera excelente. De ahí que recomendemos con todo encarecimiento su ad- 
quisición aun a aquellos que poseen ya la segunda edición, por resultar ésta. 
muy incompleta, comparada con la nueva. 


J. RODRIGUEZ 
Provisor de Mallorca 


LA VOLUNTAD EN EL CONSENTIMIENTO 
MATRIMONIAL (*) 


La trascendencia que el matrimonio tiene en la vida individual y social ha 
movido a los estudiosos del Derecho al examen detallado de tal institución. Todos. 
sus aspectos son dignos de atención por parte de cuantos, movidos por la idea de: 
derecho, quieren salvar su existencia en la vida humana. 

Si la dificultad en las cuestiones matrimoniales es cierta, también lo es que 
el centro de las dificultades lo encontramos en torno al consentimiento matri- 
monial, con el cual dice relación íntima el problema de la esencia, naturaleza 
y fines del matrimonio. 

La concepción tradicional que sostiene el carácter estrictamente contractual 
del matrimonio y considera la familia entre las instituciones de Derecho privado, 
recibió duros ataque del profesor italiano Cicu, principalmente en su obra Il Di- 


(*) ERMANNO GRAZIANI: Volontà attuale e volontà precettiva mel negozio matri- 


moniale canonico (Milano, A. Giuffré editore, 1956), 208 pp., 25 cm. 
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Titto de famiglia. La negación del carácter contractual es hoy sostenida por emi- 
nentes juristas, también profesores en Universidades eclesiásticas. 

Dada la dificultad que lo relativo al consentimiento matrimonial y con ello lo 
relativo a la voluntad de los contrayentes entraña, siempre es digno de alabar 
todo intento serio de obtener mayor claridad en estos puntos. Y meritorio, sin 
duda, es proceder para ello de un análisis jurídico y psicológico, que desenvuelva 
el diverso contenido: que es posible en un acto de voluntad. 

Este mérito, sin duda, lo tiene la obra del italiano ERMANNO GRAZIANI, profesor 
de la Universidad de Messina. Su título Volontá attuale e volontá precettiva nel. 
negozio matrimoniale canonico da idea de su contenido: el problema de la vo- 
luntad en su relación con el matrimonio canónico, habida para ello cuenta tanto 


de las disposiciones del Código, emanadas de la misma naturaleza de las cosas, 


como del análisis psicológico del complejo contenido de un acto humano. 

La obra está dividida en cinco capítulos. El primero «contiene unas conside- 
raciones sobre la naturaleza contractual del matrimonio. El segundo delimita los 
dos aspectos de la voluntad negocial: Volición y voluntad normativa. El tercero 
hace una exposición de los defectos y vicios de la voluntad. El cuarto analiza 
las diversas situaciones derivadas de la voluntad condicionada. El quinto examina 
los efectos de la simulación en orden al mismo consentimiento matrimonial. 

Concretémonos a cada uno de los capítulos en particular y séanos permitido 
hacer algunas observaciones, y si llega el caso, manifestar disconformidad en re- 


lación con alguna de las construcciones, sin que ello signifique negación del in-. 


dudable mérito de la obra y de la visión profunda del autor. 

Comienza afirmando que en medio de la copiosa literatura sobre Derecho 
matrimonial, su tratado no intenta aportar cosas nuevas, sino responder mejor 
a la experiencia jurídica concreta. En todos los tratados, aun los más valiosos, 
nos dice, puede verse una casi constante tendencia a pasar del campo: estricta- 
mente jurídico al de la ética y la poesía. El pretende una construcción que se 
concrete en la fenomenología jurídica, evitando la intrusión de postulados éticos 
y sentimentales y la constante referencia al fuero interno, con el consiguiente 
descuido del fuero externo y el práctico desconocimiento de la máxima inocen- 
ciana «nobis datum est de manifesti tantum iudicare». 

Ciertamente es lógico que al jurista interese sobremanera el aspecto jurídico 
de las instituciones. Pero no se ha de reprochar a los tratadistas de Derecho ma- 
trimonial el que se dejen influir por postulados éticos, ya que todo lo jurídico es. 
ético, y en las relaciones matrimoniales lo jurídico aparece en casi todos los as- 
pectos. Por otra parte, tampoco él se libra de consideraciones éticas, asi como 
no deja de hacer referencias constantes al fuero interno, íntima y esencialmente 
en relación con la manifestación social y los defectos del consentimiento. 

El consentimiento, nos dice, está en la base de todo el sistema matrimonial 
canónico. Cree nuestro autor que el problema relativo a la voluntad en el matri- 
monio canónico no siempre se ha puesto en sus justos límites, de donde derivan 
errores teóricos de importancia, y son: 1.) La imperfecta y no siempre clara 
distinción entre contrato y estado, especialmente en relación con el débito con- 
yugal. 2.) La confusión entre los fines del matrimonio y su causa juridica. 3.2) El 
desconocimiento del valor de la declaración por la sobrevaloración (mejor dicho, 
por la errónea valoración) del elemento volitivo. 4.) La consideración de la vo- 
luntad matrimonial como dirigida a los efectos esenciales del matrimonio. Toda 
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«ello tiene sus consecuencias en la jurisprudencia canónica, fiel a la doctrina tra- 


dicional, cerrada, en opinión de GRAZIANI, de antemano y por un sentido de ex- 
cesiva prudencia, a la entrada de conceptos nuevos y a las nuevas aportaciones 
de problemas. De aquí derivan: a) Una extrema rareza de sentencias afirmativas 
de la nulidad del matrimonio por ignorancia sobre su naturaleza. b) Rareza ex- 
trema en la declaración de nulidad del matrimonio ex capite conditionis de prae- 
senti. c) Perplejidad en la configuración de la simulación en el consentimiento 
matrimonial y delimitación del concepto de actus positivus voluntatis contra ma- 
trimonii substantiam, mediante la distinción de exclusión del derecho y exclusión 
del ejercicio del derecho: Fórmula, por lo demás, que la moderna jurisprudencia 
parece querer abandonar para sustituirla con otro criterio más acertado. 

Todas estas consideraciones son las que han movido al autor del presente 
estudio, en el cual quiere evitar, en los límites de lo posible, conformarse con 
las nociones ya conocidas y los argumentos que están en pacífica posesión de 
todos, prescindiendo de cuanto otros, mucho mejor, han dicho y expuesto. 

Tal es el criterio de la obra, que he querido recoger, casi literalmente, de las 
palabras del autor, que claramente manifiestan la importancia y trascendencia 
práctica de los temas tratados. 

Hemos de pensar, sin embargo, que es muy difícil moverse por caminos ente- 
ramente nuevos y hacer construcciones en las que ünicamente se encuentre la 
verdad. No puede afirmarse que existan en la doctrina los cuatro que él llama 
errores teóricos, en el problema relativo a la voluntad. De todos conocida es la 
distinción del matrimonio in fieri, acerca del cual se discute la naturaleza con- 
tractual, y el matrimonio in facto esse o estado matrimonial, en relación con el 
«débito conyugal. Igualmente se distingue entre esencia o causa jurídica, que, 
segün el autor, se identifican, y fines del matrimonio. La esencia ha de relacio- 
narse con el consentimiento de que hablan los cánones 1.081 y 1.082; y con el 
derecho perpetuo y exclusivo sobre el cuerpo del otro cónyuge del 8 2 del canon 
1.081 y la sociedad permanente del canon 1.082. Los autores saben ser diverso 
el contenido del canon 1.013, que recoge el fin primario y los fines secundarios 
del matrimonio, de los cánones arriba citados, en que hemos de estudiar la esencia 
del mismo. Tampoco se ha olvidado, con más o menos acierto, el valor de la de- 
claración en su relación con el elemento volitivo interno. Ya en el Derecho ro- 
mano surgió tal problema al tratarse de la interpretación de los contratos. Por 
otra parte, no carece de importancia la consideración de la voluntad en cuanto 
dirigida a los efectos juridicos esenciales del matrimonio, pues estando natural 
e intimamente relacionados con la esencia, su exclusión puede en algün momento 
llevar consigo la exclusión del matrimonio mismo. 

No quiero suponer con lo dicho que todos los puntos aludidos estén suficien- 
temente estudiados, de modo que no surja en ocasiones alguna duda teórica o 
práctica. Por ello es laudable el planteamiento reflejo de tales problemas. 

La adhesión de la jurisprudencia, de que parece lamentarse, a los principios 
tradicionales no puede llamarse excesiva, siempre que no rechace los principios 
plenamente adquiridos y demostrados por la doctrina. Y no creo pueda hablarse 
de ignorancia por parte de la jurisprudencia. 
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CAPITULO 1.º 


ERMANNO GRAZIANI, que acaba como de lamentarse de que la jurisprudencia, 
por un sentido de excesiva prudencia, se haya cerrado de antemano a conceptos 
nuevos, afirma con la doctrina tradicional el carácter contractual del matrimonio. 

Recoge los argumentos que militan en contra de tal concepción, para respon- 
der que todos ellos no se oponen al concepto de contrato, el cual se salva con la 
libertad de contraer y la libertad de elegir persona. Distingue así entre la libertà 
contratuale y la libertà dài contrarre. 

Hace referencia al carácter püblico o privado del matrimonio, viendo cómo 
en el Derecho de familia existe un interés püblico y social, que, por otra parte, 
no es exclusivo del Derecho de familia y de suyo no se opone a la naturaleza 
contractual. A diferencia de otros contratos en que el objeto pertenece a la es- 
fera jurídica de uno de los contrayentes, en el matrimonio el objeto, o sea el 
cuerpo como punto de referencia del derecho a los actos sexuales, no preexiste 
en la esfera jurídica de los contrayentes, sino que nace en el momento en que se 
confiere a los mismos. Justamente distingue los fines de la esencia del matri- 
monio, que pone en el ius in corpus, siendo los fines elementos constitutivos de la 
prestación. 

é Qué decir de la concepción que nos da del matrimonio? No es éste lugar 
para discutir sobre la naturaleza contractual de la institución matrimonial, que 
no sin fundamento se pone en duda. La libertad de contraer, juntamente con la 
de elegir persona, faltando otros requisitos, ¿basta para que haya contrato? Lo 
que sí pienso no pueda admitirse es la justificación del carácter contractual, ha- 
bida cuenta de la disolución del matrimonio rato no consumado. Hablando de la 
prestación nos dice que «non sembri azzardato invocare lo scioglimento del ma- 
trimonio rato e non consummato (1) per ricercare in esso il motivo (squisita- 
mente contrattuale)» de la resolución por incumplimiento o imposibilidad de la 
prestación. Tampoco encuentro fundamento a la explicación contractual (2) del 
privilegio paulino, explicación que viene a consistir en esto: Así como por falta 
o destrueción del objeto se deshace el contrato, así por el bautismo, regeneratio 
spiritualis, se verifica la destrucción del viejo cuerpo, de la persona que fué el 
objeto del contrato precedente, y con ello se da fundamento al privilegio paulino, 


en la disolución del matrimonio, aun consumado, de infieles, uno de los cuales se 
convierte, haciéndose hombre nuevo. 


CAPITULO 2.? 


En la literatura del Derecho canónico encontramos un fenómeno un tanto 
extrafio, nos dice ERMANNO GRAZIANI, citando palabras de PETRONCELLI (3), pues 
mientras se ha prestado mucha atención a los casos en que pueda decirse que 
no subsiste el consentimiento matrimonial, no se ha estudiado de igual modo el 
aspecto positivo del mismo, para determinar en qué consiste efectivamente el 
actus positivus voluntatis que constituye el mismo. 


(Gi) AR GE) 
(CINE noo: 
(3) Diritto canonico..., p. 238. 
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El capítulo 2.º de esta obra estudia dicho aspecto positivo. En relación con él 
se hace las preguntas siguientes: ¿Se reduce el consentimiento a la mera intentio- 
contrahendi? ;Qué es la intentio contrahendi, desligada de la intentio se obli- 
gandi? ¿La intención de obligarse lleva consigo necesariamente la intención de: 
cumplir la obligación? 
La conclusión a que llega, después de un largo recorrido, es que bastan las 


dos primeras, es decir, la intención de contraer y la voluntad de obligarse. De la 


intención de cumplir debe decirse que representa el optimwm, la integridad del 
consentimiento matrimonial, resolviéndose en la voluntad consciente de los efec- 
tos esenciales del matrimonio, pero no es esencial al mismo. 

El recorrido comienza poniéndonos ante la vista los dos aspectos de la volun- 
tad negocial: Voluntad actual y voluntad preceptiva. Al analizar la voluntad en 
el negocio jurídico se observa, nos dice, que cada uno, cuando promete ejecutar 
una obligación que asume: 1.2) Ejecuta una acción: Quiere por haberlo decidido: 
así. 2.º) Al mismo tiempo promete una acción o serie de acciones futura: Cum- 
plir por haberlo así querido. Se manifiestan de este modo los dos aspectos de la 
voluntad: Uno, que es verdadera y propia acción (entrando así el negocio en la 
categoría de los actos), en la cual existe una volición; otro, que es voluntad pu- 
ramente normativa o programática, cuyo contenido es un abstracto: la serie 
o categoria de actos futuros con los cuales se actúa la voluntad tomada y que 
actualmente—en el momento del actus voluntatis—no pueden ser otra cosa que 
el pensamiento de futuras voliciones. Esta voluntad abstracta o pragramática, 


‘como promesa, mandato o reglamento, compromete el futuro, creando asi una 


nueva situación jurídica. 

Solamente a la declaración negocial, como acción actual, y no ya al mandato: 
o promesa en ellos contenida, conviene la calificación de actus voluntatis o volun- 
tad actual y concreta. Esta afirmación quiere apoyarla en la doctrina de Santo 
Tomas sobre el actus imperi, del cual afirma que no es actus voluntatis, sino 
acto del entendimiento, presupuesto el acto de la voluntad. La concepción pre- 
ceptiva del negocio no implica la negación de la concepción volitiva y con ello la 
adhesión a la concepción declaracionista. 

La distinción hecha de los dos aspectos de la voluntad quiere verla reflejada 
ERMANNO GRAZIANI en la doctrina canonista que distingue la triple intentio: Con- 
trahendi, sese obligandi, implendi. Sería negar esta distinción el negar la natura- 
leza preceptiva o dispositiva del consentimiento matrimonial. 

Examina después el valor de la declaración en relación con la voluntad inte-- 
rior, apartándose de la teoría declarativa, habida cuenta de la insustituibilidad 
del consentimiento matrimonial y del dogma de la voluntad exagerado. 

Siguiendo las disposiciones positivas del Código nos hace ver cómo no es 
necesario que la intención en el contrayente vaya dirigida a los efectos jurídicos. 
esenciales del matrimonio, cuyo conocimiento no parece ser necesario, bastando,. 
por el contrario, que las partes «Saltem non ignorent matrimonium esse societa- 
tem permanentem inter virum et mulierem ad filios procreandos» (4). Los efec- 
tos jurídicos esenciales se producen vi legis, no vi voluntatis. Para el contrato es. 
suficiente la intentio faciendi quod facit Ecclesia, de igual modo que lo es para. 
el sacramento del cual es inseparable. 


(4) Can. 1.082. 
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Para ver la eficacia posible de los impedimentos sobre el consentimiento ma- 
trimonial, distingue entre impedimentos con los cuales es compatible la posibili- 
dad de querer verdaderamente el matrimonio, e impedimentos incompatibles con 
ella. Cabe aquí una doble situación, segün que exista o no en el contrayente co- 
nocimiento sobre la existencia de causa invalidante. El impedimento ignorado es 
irrelevante para el acto de voluntad, no siéndolo el consciente y conocido, de don- 
de nace la dificultad de interpretar el principio fijado en el canon 1.085: Scientia 
aut opinio nullitatis matrimonii consensum matrimonialem necessario non exclu- 
dit, cuya interpretación ha dado lugar a las más variadas opiniones. 


CAPITULO 3.? 


El capitulo 3.º está dedicado a lo que pudiéramos llamar aspecto negativo del ` 


consentimiento, es decir, al estudio de los defectos y vicios de la voluntad a los 
que conviene la calificación de impedimentos impropios. Justamente después del 
aspecto positivo ha de darse relevancia al aspecto negativo del mismo. 

La división ha sido hecha habida cuenta del origen: El primer grupo com- 
prende los vicios de la incapacidad de entender y de la imposibilidad de querer, 
bien sea por defecto de la actividad teórica, bien por defecto de la actividad prác- 
tica. El segundo grupo integra los defectos de sintesis volitiva: Inadvertencia, 
ignorancia, error, defecto en la intención jurídica y error de interpretación. 

Al primer grupo, y como defecto de actividad teórica, pertenecen la locura y 
la demencia, a la cual sólo bajo algün aspecto puede decirse equiparable la edad. 
He de manifestar mi conformidad acerca de la inmoralidad constitucional, tan 
traída y llevada hoy en algunos sectores. Puede pensarse que tal inmoralidad 
constitucional o se resuelve en un verdadero y propio defecto de razón, en cuyo 
caso nos hallamos en el campo de la locura, o acompaña el usus rationis, y en- 
tonces no tendremos locura, sino delincuencia. 

Entre los defectos de actividad práctica incluye la suposición de persona y la 
fuerza, tanto física como psíquiea, que se ejerce sobre el cuerpo interior en 
cuanto la psique actüa a través de los centros nerviosos. 

En el segundo grupo, por defecto de síntesis volitiva, quedan configuradas las 
siguientes hipótesis: 1.2) La voluntad del sujeto no pretende negocio juridico al- 
guno. 2.º) La voluntad del sujeto no se dirige al negocio matrimonial, sino a otro 
negocio. 3.2) La voluntad del sujeto no se dirige a la Iglesia, sino a otro agregado 
social, constituido en ordenamiento jurídico. 4.2) La voluntad del sujeto no se 
dirige a la persona que figura como contraparte. 

' Tales hipótesis pueden venir configuradas en varias especies de hechos. La 
falta de intención jurídica, con la intención jocosa, hace inexistente el matrimo- 
nio. La ignorancia acerca del matrimonio es irrelevante si versa acerca de las 


propiedades esenciales del mismo, conforme al canon 1.084. Suele afirmarse que 


el error acerca de la naturaleza del matrimonio excluye el consentimiento nece- 
sario. Mas tal afirmación ha de entenderse estrictísimamente, segün nuestro 
autor, pues solamente el que versa sobre la ordenación del ius in corpus a los 
actos idóneos es incompatible con el consentimiento válido. El error circa $us ad 
coniugales actus, mientras exista eonocimiento, aunque vago, de un ius in corpus 
en orden a la procreación, es irrelevante. La dificultad práctica, casi absoluta, de 
que exista ignorancia acerca del ¿us in corpus, incompatible con el consenti- 
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miento, explica la rareza de sentencias afirmativas de nulidad por ignorancia. 
de su naturaleza. 

Como defectos de síntesis volitiva configura también el error in negotio, la. 
intención de solos los efectos indirectos del matrimonio, cuyo contenido examina; 
el error in persona o circa personam, del canon 1.083; el error acerca de la con-- 
dición servil, cuya relevancia explica por su reducción a la identidad jurídica; y 
la violencia moral, que es un vicio en la formación de la voluntad, y no defecto 
de la voluntad, cuya justificación en orden a constituir el impedimento vis et me- 
tus del canon 1.087 es diversamente dada por los autores. 


CAPITULO 4.? 


El capítulo 4.2, que se ocupa de la voluntad condicionada, constituye un estu- 
dio analítico serio de los diversos requisitos y situaciones creadas por la condi- 
ción de futuro del canon 1.092, 3.2 y por la condición de presente o pasado del 
número 4.º, a la cual queda concretado su deseo, excluyendo la condición resolu- 
tiva, la condición contra matrimonii substantiam y la potestativa que consista 
in non faciendo, que a su juicio se reduce a la condición contra matrimonii 
substantiam. 

Toda condición seria presupone una duda acerca de la existencia del hecho 
condicionante, por lo que, cuando se demuestra la imposibilidad o la inexistencia 
de éste, deberá concluirse que no existe la voluntad condicionada. De ahí la dis- 
posición del canon 1.092: Pro non adiecta habeatwr. Mas cuando las condiciones 
imposibles o necesarias son conocidas como tales por el contrayente, deberán 
seguir la suerte de las condiciones posibles y contingentes. 

Si bien son aceptables casi todas las consideraciones contenidas en este apar- 
tado, séame permitido manifestar mi disconformidad con alguna de las opiniones. 
Prescindiendo de la equiparación de la condición potestativa non faciendi a la 
conditio contra matrimonii substantiam, que bien podrá considerarse condición 
de presente, habida cuenta de la intención actual, fijémonos en el aspecto de la 
objetivación de la condición (5). 

Afirma el autor que el acto de la voluntad no objetivada, cuya consumación 
sea puramente interna, no puede tener por sí valor alguno en el mundo de la 
realidad sensible. Por ello la condición mente retenta es una figura irreal. En 
efecto, la condición, nos dice, implica el desarrollo de una doble hipótesis antité- 
tica, que si no importa la coexistencia de una doble volición, lleva consigo la des- 
composición del consentimiento en sus dos aspectos. El contrayente sub condi- 
tione ejecuta actualmente una acción—declaración matrimonial—mas no se com- 
promete absoluta y simplemente a aquellas acciones futuras que integran' la 
relación matrimonial. A éstas sólo se obliga en la hipótesis de que la situación 
de hecho se integre con la coexistencia de un coelemento, que o todavía no 
existe o se duda de que exista. 

Tal actitud de la voluntad no puede menos de ser objetivada. El acto consu-- 
mado en la conciencia sólo puede tener eficacia en el fuero interno. El mero hecho 
de la no objetivación de la reserva mental quiere decir que el reservante ha ex- 
cluido de antemano todo valor social externo de la misma. El verdadero intento- 
jurídico será el hecho notorio por la declaración. 


(Gy) JES abra 
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Admitir esta conclusión sería dar valor a la teoría de la declaración, que antes 
el autor ha rechazado. Sería ignorar que también el fuero interno tiene relevan- 
cia en la vida jurídica. (El mismo GRAZIANI nos ha dicho que el orden jurídico 
canónico abraza en su juridicidad tanto el fuero externo como el interno (6) .) 
Sería despojar el derecho de su contenido ético, a que nos llevaría la exageración 
del intento del autor por una consideración puramente jurídica, prescindiendo de 
los postulados éticos y de la referencia al fuero interno. 

Pienso que el acto de la voluntad ha de producir sus efectos tal cual es en. 
si mismo. Tal es la opinión de ilustres canonistas. El consentimiento matrimonial 
es primeramente un fenómeno de la conciencia, del cual la palabra no es sino 
expresión. «Matrimonium conditionatum habetur cum quis in celebratione ma- 
trimonii vel ante celebrationem declarat vel mente retinet, matrimonium quod. 
celebrat vel celebraturus est habendum esse pro valido si talis adsit circunstan- 
tia; secus pro nullo» (7). 

Lo que sucede es que será difícil probar jurídicamente en el fuero externo 
algo que ha permanecido oculto en el fuero de Ja conciencia. Algo parecido puede 
ocurrir con el error o con el miedo, cuya existencia, al no estar objetivados, so- 
lamente conste en el fuero de la conciencia de quien los ha sufrido. 

Por lo demás, es de compartir la opinión de GRAZIANI en relación con la con-- 
ditio twrpis, pues si bien el canon 1.092 dice, partiendo de una valoración ética, 
pro non adiecta habeatur, sin embargo, probada la seriedad de su posición, ha 
de dársele la relevancia de verdadera condición, aun cuando ilícita. Tal es tam- 
bién la doctrina de autores como DEL GIuDICE (8), DossETI (9), REGATILLO (10). 

Como requisitos de la condición vienen claramente expuestos: 1.º) El conoci-- 
miento por parte del condicionante de la inexistencia del condicionado. 2.º) La 
imposibilidad de coexistencia de la condición con la voluntad de una ejecución 
inmediata del matrimonio en cuanto tal. 3.2) El no ser necesario que la condi- 
ción se ponga en el momento de celebrarse el matrimonio, bastando que puesta 
con anterioridad persevere en el momento de la celebración. 4.º) La posibilidad 
de ser configuradas o como condiciones unilaterales, en cuyo caso la coincidencia 
de las dos declaraciones de voluntad es sólo aparente, o como condiciones bila- 
terales pactadas. 5.2) En la condición suspensiva es nota caracteristica la ins- 
tantaneidad del acontecimiento que decide del valor del negocio. 6.?) La situación 
de pendencia que en orden al matrimonio es creada por la condición. 

Acerca de la situación de pendencia son expuestas las opiniones, distintas, de 
GASPARRI (11), STAFFA (12), que piensan en un matrimonio incompleto; de Do- 
sETTI (13), que, considerando la volición actual como completa y absoluta, hace 
hincapié en que el objeto material no es simple, sino complejo. Apartándose de 
las tendencias anteriores aduce una nueva, habida cuenta de la distinción del 


(5) 38x. 859 

(7) P. REGATILLO: Jus Sacramentarium, n. 1.354. 

(8 Qualche considerazione ecc., in «Il Dir. Eccle.» (1949), p. 312. 

(9 La formazione progresiva del negozio mel matrimonio canonico, pp. AD SS 
Gregoriana», vol. LXIX, pp. 223 ss. 

(10) Ius sacramentarium, n. 1.358. 

(11) Tractatus canonicus de matrimonio, II, p. 92, n. 915. 

(12) De conditione e qua pendet matrimonialis consensus, stratto de «Analecta. 

(13) La formazione progressiva del negozio nel matrimonio canonico. 
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CAPITULO 5.º 


El último capítulo estudia atentamente el fenómeno de la simulación, en la 


“cual ha de verse, a su juicio, no la coexistencia de dos voluntades opuestas, que. 


se anulan, sino de dos voluntades que se combinan. Interpreta el significado de 
actus positivus voluntatis del canon 1.086, $ 2, distinguiendo: 1.º) La simplex 
intentio; 2.2) ,La intentio deducta per modum conditionis; 3.2) La intentio in 


pactum deducta; 4.º) La conditio de futuro contra matrimonii substantiam, la 


cual podrá ser, a su vez, unilateral o in pactum deducta. 

Basado en la necesidad que afirma de la objetivación para que exista el actus 
positivus voluntatis, excluye de esta concepción la simplex intentio, que en este 
caso no sería volición, sino propósito. Mas cabe aquí preguntar, ¿no son verda- 
deros y positivos los actos de voluntad elícitos que permanecen en la misma 
voluntad? ; El propósito dejará de ser verdadera volición? i 

Por lo demás, y por no seguir paso a paso todas las afirmaciones, es digno de 
atención cuanto se dice de la exclusio omnis iuris ad coniugalem actum, de la ex- 


clusión de la unidad y de la indisolubilidad del matrimonio. 


Expuesto queda el contenido de la obra Volontá attuale e volontà precettiva. 
Ligeras son las observaciones que han podido hacérsele. Todo su conjunto es 
aprovechable para cuantos estudiosos del Derecho quieren profundizar en el 
análisis del consentimiento matrimonial. 

La abundancia de autores y de resoluciones de la Sagrada Rota Romana que 
encontramos citados en sus páginas son una prueba más del valor de la obra, 
por el que no dudamos en felicitar al autor. 


Luciano BARCIA MARTIN 
Presbitero-Abogado 


NORMAS PRACTICAS PARA LA CELEBRACION 
DEL MATRIMONIO (*) 


El Vicariato de Roma tiene, como es sabido, una particular organización, que 
difiere en algunos puntos de la que suele ser corriente en las curias diocesanas. 
Dentro de ella corresponden a la tercera oficina los actos judiciales, si bien pos- 
teriormente ha sido admitido también que dicha oficina realice actos administra- 
tivos, en especial los que se refieren a los matrimonios. Para que tales actos 
sean preparados convenientemente, esta tercera oficina o sección del Vicariato ha 
preparado un pequeñó volumen, de 134 páginas, que es el que nos proponemos 
resefiar. 


(*) VICARIATO DI ROMA: Norme prattiche per la celebrazione del matrimonio 
(Roma, 1957). Un vol. de 134 pp. 
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. La obra responde a la principal exigencia de esta clase de publicaciones. De 
una parte, por tratarse de una recopilación oficial, proporciona a quien la con- 
sulta la ventaja de poseer una norma segura. De otra parte, toda la obra está 
redactada con admirable claridad y nitidez, en un estilo perspicuo, sin que estorbe 
para ello la concisión, pues encierra toda la parte normativa en sólo 95 páginas. 
Y a pesar de ser tan concisa la obra, ofrece la ayuda un buen indice, que la hace 
aün más manejable. 

La especial situación de Italia, donde las consecuencias que en el ordena- 
miento civil produjeron las disposiciones de orden matrimonial del Concordato 
de 1929 han sido estudiadas y disciplinadas con particular cuidado, hace siempre 
interesante esta clase de publicaciones. Y mucho más cuando emanan de una 
fuente oficial. Como es natural, la obra responde a esa situación, y así, por ejem- 
plo, explica con todo detalle cuanto se refiere a las exigencias de la legislación 
civil. 

Alguna vez se utiliza para casos particularmente difíciles un recurso que no 
sería viable en otras partes, y es el de aconsejar a los contrayentes que acudan 
para su matrimonio a celebrarlo en la Ciudad del Vaticano. Así, por ejemplo, se 
aconseja en los nümeros 113 (referente a los apátridas) y 119 (por lo que se re- 
fiere a los que obtuvieron la disolución del anteriormente contraído, en virtud 
de privilegio paulino). Pero resulta curioso el hecho de que, a pesar de que, como 
es sabido, el territorio de la Ciudad del Vaticano fué sustraido por la Constitu- 
ción Ex Lateranensi pacto, de 20 de mayo de 1929, a la jurisdicción del Cardenal 
Vicario, sin embargo, para celebrar el matrimonio en la Basílica de San Pedro 
sea necesario el «nihil obstat» del Vicariato (p. 80, nota 1). 

No siempre se refleja en este fascículo el Derecho común, pues el Vicariato 
goza, según en sus mismas páginas se hace constar, de un especial régimen ju- 
Tídico. Asi, en el numero 8 se registra la concesión hecha por Pío XI, en virtud 
de la cual el Provisor o quien le sustituya en la dirección de la Oficina matri- 
monial tiene todas las facultades del Ordinario en materia matrimonial cuando 
el Cardenal Vicario o el Vicegerente no están en su puesto o resulta dificil tra- 
tar el asunto con ellos. En el nümero 81 se hace constar el especial indulto de 
que goza el Cardenal Vicario, no sólo para autorizar la bendición nupcial fuera 
de la Misa, sino para delegar esta facultad a los párrocos y a los sacerdotes de- 
legados por ellos. En el nümero 82, la disposición dictada por el Vicariato modi- 
fica, nos imaginamos que con la competente autorización, lo dispuesto en la 
Instrucción de la Sagrada Congregación de Sacramentos. Pero acaso el privilegio 
más notable de los registrados sea el contenido en el nümero 36: Su Santidad 
Pío X concedió al Vicariato la potestad de corregir todas las actas originales de 
bautismo, matrimonio o muerte conservadas en otras diócesis. Y el poder con- 
feccionar actas supletorias cuando las citadas actas no fuesen hallables. 

Puede ser interesante a otras curias diocesanas conocer, por medio de esta 
publicación, la mente del Vicariato en algunos casos en que la práctica difiere 
de unas diócesis a otras. Así, en el nümero 83 se encuentra la prohibición tajante 
de matrimonios por la tarde en Roma; en el nümero 128 se explica la mente del 
Cardenal Vicario al ejecutar los rescriptos de dispensa del impedimento de cri- 
men, en especial por lo que se refiere a la penitencia que suele imponerse a los 
interesados, y en el número 130 se da la norma de equiparar, en cuanto a la solem- 
nidad externa, los matrimonios de personas indignas, con los matrimonios mixtos. 
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Nos ha llamado la atención encontrar en la página 171 la noción de publici- 
dad que da el canon 1.037 como aplicable a las peticiones de dispensa de los im-- 
pedimentos, ya que es doctrina comünmente admitida entre los autores que en: 
orden a la dispensa de los mismos, la publicidad ha de estimarse por su divul-- 
gación, y no por las posibilidades de prueba que existan. 

La presentación tipográfica es realmente digna. Unicamente hemos notado el 
olvido de los nümeros marginales en las ocho primeras disposiciones, olvido que, 
por otra parte, puede ser salvado fácilmente. 


LAMBERTO DE ECHEVERRIA 


EL MATRIMONIO EN EL CANADA (*) 


Como indica su título, ésta es una tesis doctoral de la Universidad Católica: 
de Ottawa, Canadá. El propósito de su autor es hacer un estudio de comparación: 
entre la legislación civil de las distintas provincias o territorios de Canadá y la 


_ legislación canónica de la Iglesia acerca del matrimonio. Su tesis tiene dos partes: 


principales. En la primera estudia el desarrollo de la historia de la legislación 
matrimonial en Inglaterra antes y después de la Reforma, y luego aplica esa: 
misma historia a la legislación canadiense, puesto que tuvo aplicación e influen- 
cia en aquel territorio. Luego, en la misma sección, estudia brevemente las di- 
ferencias que se encuentran en esta legislación en las distintas provincias del 
Canadá. 

En la segunda parte de su trabajo estudia la legislación actual en el Canadá. 
referente a la celebración del matrimonio. Empieza con un capítulo que trata de: 
las personas autorizadas para dicha celebración y de su delegación por la supre-- 
ma autoridad civil. Después, en sendos capítulos, considera las investigaciones: 
preliminares necesarias antes de concederse la autorización para casarse y las: 
amonestaciones civiles; la publicación de éstas en sus distintas formas, la dis- 
pensa que puede conceder la autoridad pública en casos de necesidad, la conce-- 
sidn del permiso para celebrar el matrimonio, su inscripción civil y las penas: 
o castigos civiles que impone la ley a las personas que no observan sus preceptos: 
en esta materia. 

En una sección aparte propone el autor sus conclusiones, que salen de la in-- 
vestigación hecha por él. En general, dice, la legislación matrimonial en el Ca- 
nadá tiene un fondo religioso derivado de la legislación eclesiástica del período: 
antes de la Reforma, pero mutilado en ciertos aspectos, como pudiéramos espe- 
rar. Todavía pueden verse en las leyes civiles restos de aquella legislación reli- 
giosa, de los tiempos cuando la ünica autoridad competente en las causas matri- 
moniales fué la Iglesia. Así, por ejemplo, normalmente los matrimonios en el 
Canadá se celebran en presencia de un ministro de religión, sea católico o sea. 
de otra secta. Sin embargo, la legislación civil permite la celebración del matri- 


(*) Lro G. Hinz, O. S. B.: The Celebration of Marriage in Canada, University of 
Ottawa (1957), pp. XVI 4 185. 
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monio válido en presencia de un juez o magistrado civil, en la mayoría de las 
provincias del territorio. 

La Iglesia católica no encuentra demasiados obstáculos a la aplicación de su 
propia legislación matrimonial. Los matrimonios celebrados segün las normas 
estrictas del Derecho canónico son aceptados como válidos en todo el territorio. 
A pesar de estos hechos favorables, el autor lamenta el aumento de cierta clase 
de restricciones y leyes que tienden a limitar la libertad de la Iglesia en esta 
materia, tanto como conflictos en lo que se refiere a la celebración del matrimo- 
nio segün las formas excepcionales que permite la Iglesia en el Derecho canó- 
nico. Quizá el más grande de estos conflictos es el que acabamos de mencionar; 
es decir, la celebración eclesiástica del matrimonio segün las formas excepciona- 
les, puesto que la ley civil no reconoce como válidos estos matrimonios, mientras, 
al contrario, admite la validez de matrimonios celebrados ante el juez o autori- 
dad civil, sin ninguna forma canónica. 

También señala el autor la dificultad que existe en algunas provincias, por 
razón de la legislación regional acerca del consentimiento de los padres en casos 
de matrimonio de los menores de edad. El Derecho canónico requiere el consen- 
timiento de los padres en este caso como condición para la celebración lícita del 
matrimonio, no como requisito indispensable para su validez, mientras en la ma- 
yoria de las provincias del Canadá la falta de este consentimiento de los padres 
puede dar lugar al juicio de nulidad contra el matrimonio. 

A pesar de estas dificultades, las prescripciones de la legislación civil pueden 
observarse sin mucho trastorno por los católicos. El matrimonio civil no es obli- 
gatorio—una ventaja muy grande—. Es verdad que muchas de las cosas que el 
Estado considera como pertenecientes a su jurisdicción absoluta no pueden con- 
ciliarse con las ideas de la Iglesia acerca del matrimonio de los bautizados, y, 
naturalmente, sería mejor si el Estadó quisiera reconocer el derecho de la Iglesia 
sobre estos matrimonios y su ünica y perfecta competencia en esta materia; pero 
esto no puede esperarse, en vista de los principios de la legislación civil actual. 

En general, el trabajo realizado por el P. Hinz está bien hecho, con abun- 
dante documentación. La primera parte de la sección histórica acerca del des- 
arrollo de la legislación inglesa es, quizá, la mejor y la más interesante para los 
lectores fuera del Canadá. Resume muy bien los factores principales, tanto como 
su influencia sobre la legislación posterior a la reforma. Su tesis tendrá mucho 
interés para los canonistas canadienses, puesto qüe indica claramente la confu- 
sión que existe entre la legislación de las distintas provincias y territorios del 
Canadá. Si sirve para aclarar un poco esta confusión, conduciendo a una unifor- 
midad en materia tan esencial como es la del matrimonio, habrá tenido un éxito 


rotundo. 
Davip L. GREENSTOCK 


LA EDUCACION EN EL CONCORDATO ESPANOL (*) 


Con método y claridad verdaderamente ejemplares desarrolla el autor los 
principios que inspiran el Concordato en materia educativa, sus postulados de 


(*) Ismono MARTÍN: La educación en el Concordato español de 1953 (Madrid, 1956). 
Un vol. de 40 pp. 
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carácter más general; la obligatoriedad de la instrucción religiosa católica; el 
reconocimiento del derecho docente de la Iglesia; la colaboración de la Iglesia 
y el Estado en materia docente y educativa, para terminar con un juicio sobre 
las disposiciones del Concordato en materia de educación. 

. Como se advierte por la misma extensión, no se trata de una monografía de 
investigación, sino de un trabajo de divulgación, que primero apareció en las 
páginas de la prestigiosa «Revista de Educación», editada por el Ministerio co- 
rrespondiente. Como tal trabajo de divulgación, puede y debe pedirsele claridad 
y precisión en las fórmulas, lo que verdaderamente ha conseguido el autor. 

Constituye, por consiguiente, esta obrita un medio muy logrado para dar a 
conocer dentro y fuera de Espafia cuál es en la actualidad el estatuto jurídico de 
la educación en Espafia, particularmente en lo que se relaciona con la Iglesia. 
Tanto más, cuanto que el autor se ha ocupado de no limitarse a una mera expo- 
sición, sino de indicar también los problemas que quedan pendientes y las solu- 
ciones que, a su juicio, podrían ser más adecuadas para resolverlo. 


LAMBERTO DE ECHEVERRIA 


DE LAS RELACIONES JURIDICAS ENTRE LOS 

OPDINARIOS LOCALES Y LAS RELIGIONES 

CIFRICALES EXENTAS POR LO QUE ATANE 
AL CULTO (*) 


Es la exención de los religiosos un privilegio merced al cual éstos, con sus 
casas e iglesias, quedan sustraidos a la jurisdicción de los Ordinarios locales y 
sometidos inmediatamente al Romano Pontífice. 

Tiene la exención diversas facetas y comprende varios puntos. 

El autor de la obra que hoy nos toca resefiar limita su estudio a lo referente 
al culto divino ejercido por los religiosos de religión clerical exenta, fijándose 
en aquellas cosas en que dependen de los Ordinarios locales; toda vez que dicha 
exención no es absoluta, conforme advierte el canon 615 del Codex. 

Distribuye la materia de este modo: Parte primera: Principios generales. 
Parte segunda: Normas peculiares. Apéndice: Del culto privado. Todo ello va 
precedido de una Introducción, donde se exponen algunas nociones relativas al 
culto y al derecho litürgico, a la condición jurídica de los Ordinarios locales y 
de las Religiones clericales exentas, los principios fundamentales que moderan las 
relaciones entre éstas y aquéllos, y, por ültimo, examina la naturaleza de la 
potestad que los Ordinarios locales tienen sobre los religiosos exentos. 

En la primera parte diserta sobre la facultad que a los Ordinarios locales 
compete de vigilar, visitar y dar leyes acerca de los actos de culto ejercidos por 
los religiosos, es decir, aquellos actos para los cuales necesitan obtener licencia, 


(*) ARMANDO Cuva: De iuridicis relationibus inter Ordinarios locales et Religio- 


nes exemptas ad cultum quod attinet, 87 pp. en 42 Società Editrice Internazionale 
(Torino, 1955). 
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o que deben -practicar en cumplimiento del mandato de los Ordinarios, y las 

funciones que éstos pueden ejercer en las iglesias de los exentos. | 
La segunda parte se ocupa del sacrificio de la Misa, del culto de la Eucaristía, 

de las procesiones, de la administración de los sacramentos y sacramentales. 

El apéndice contiene breves nociones sobre las relaciones entre los Ordinarios 
de lugar y las Religiones clericales exentas acerca del culto privado. 

Vemos con agrado que ARMANDO Cuva no admite sea suficiente la licencia del 
Superior exento para que un Obispo extrafio pueda ejercer funciones pontificales 
en la iglesia de aquél, precisando además la autorización del Ordinario local (pá- 
gina 28). 

Otro tanto decimos de lo que pone en la página 50, donde afirma que los re- 
ligiosos exentos no pueden exponer püblicamente el Santísimo Sacramento sin 
licencia del Ordinario local, aunque hagan dicha exposición a puertas cerradas; 
contra lo que algunos autores afirman. 

Asimismo nos satisface que, al tratar de la asistencia de los religiosos a las 
procesiones de que hablan los cánones 1.291 y 1.292, no extienda la obligación 
a todos los individuos que forman la comunidad (p. 54), e igualmente que se 
incline por tomar en sentido amplio los rectores de iglesias mencionados en el 
canon 1:355, le (p- 33). 

Pero, a fuer de imparciales, hemos de añadir que disentimos de su opinión 
cuando afirma que los religiosos exentos vienen obligados a hacer otras colectas 
en sus iglesias si los Ordinarios de lugar las imponen por alguna causa pública 
(pp. 33-34); y asimismo cuando, refiriéndose al canon 831, admite que los religio- 
sos exentos sólo están obligados a observar la tasa fijada por el Ordinario local 
respecto de las Misas manuales que hayan de celebrar en la diócesis de aquél; 
mientras que si envían los estipendios fuera, «nihil vetat—son palabras textua- 
les—quominus maiora stipendia exigantur (el subrayado es nuestro) vel etiam 
minora acceptentur» (p. 43). 

Fuera de estos dos reparillos, muy de buen grado felicitamos al autor por su 
trabajo, bien planeado y ejecutado. 


y 


FR. S. ALONSO, O. P. 


LA EDAD DE LOS CONFIRMANDOS (*) 


En su día tuvimos la grata ocasión de presentar a los lectores de REVISTA 
ESPANOLA DE DERECHO CANONICO la obra de don ANTONIO MosTAZA RODRÍGUEZ ti- 
tulada Hl problema del Ministro extraordinario de la confirmación (vol. VIII 
[1953], pp. 655-658). El presente folleto puede considerarse como un estudio 
complementario de aquel volumen, no precisamente por el tema, sino por la es- 
trecha relación que éste guarda con el de aquel libro. 

Después de lo que allí dijimos, no tenemos que hacer nuevas indicaciones so- 
bre el método de trabajo del doctor Mosraza. Tenga el lector por repetidos aquí 
los elogios que allí escribimos. Por lo cual nos limitaremos a expresar de una 


(*) ANTONIO MOSTAZA RODRÍGUEZ: La edad de los confirmandos. Instituto Espanol 
de Estudios Eclesiásticos (Roma, 1956). Un vol. de 44 pp., 23 cm. 
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manera muy concisa los resultados de este trabajo, que podrían condensarse asi: 

Hasta fines del siglo XIII no hay normas sobre la edad de los confirmandos, 
sino ünicamente sobre su separación del acto de administrar el bautismo, debido 
a que la Santa Sede reservó a los Obispos la facultad de administrar la confir- 
mación. En el siglo indicado se sefiala que, para recibir este sacramento, la edad 
más a propósito es la de la discreción; en los siglos siguientes se hace comun la 


práctica de confirmar alrededor de los siete afios, a excepción de Espana, Por- 


 tugal y las naciones evangelizadas por éstas; esta costumbre, la llamada cos- 


tumbre espafiola, perdura hasta la publicación del Código de Derecho Canónico. 
' El doctor MOSTAZA ve cierta incongruencia en la legislación del Código, que 
sefiala la misma edad para los confirmandos y para los de primera comunión, 
ya que aquel sacramento debe preceder a éste, pero, por otra parte, siendo el 
‘Obispo el ministro de la confirmación, se hace muchas veces imposible observar 
el orden litürgico de ambos sacramentos. 

El autor considera que, a pesar del canon 788, la costumbre española’ continúa 
vigente hoy en las diócesis en las que no ha sido derogada, siendo lícito obrar 
conforme a ella, sin averiguar las razones que le dieron origen. 


| | TEGUR. 


EL RECURSO EXTRAJUDICIAL (*) 


Esta monografía tiene un acierto fundamental: la elección de tema. Supone 
un paso más en la tendencia, felizmente iniciada hace unos años, a salir de la 
mera exégesis del Código para construir y estudiar aquellas instituciones que por 
una u otra razón quedaron al margen del mismo. No hay en el Código, en efecto, 
un conjunto de cánones sistemáticamente dispuestos, en los que se reglamente 
el recurso extrajudicial. Resulta una paradoja bien curiosa que el Código, que 
tanto ha venido a reducir la vida judicial, la reglamente y discipline con todo 
cuidado, al propio tiempo que, habiendo ampliado extraordinariamente la vía 
administrativa, se haya abstenido casi por completo de tratarla. Hay cánones 
sueltos, algunos, muy pocos, de carácter general, y otros que no pasan de meras 
aplicaciones, pero, como decimos, falta un auténtico sistema. 

Por eso, y porque, como recuerda muy bien el autor, un eficaz sistema de 
recursos parece venir exigido por el mismo Derecho natural, resulta sumamente 
oportuno el estudio de este tema. Y esta conveniencia, que ya se aleanza a cual- 
quiera antes de acometer la lectura de la presente monografía, parece todavía 
mayor después de haber recorrido el inventario. de opiniones de los autores que 
en la misma monografia se hace. Llama en verdad la atención la superficialidad 
con que ha sido tratado un tema tan interesante, y lo endeble de muchas de las 
razones que algunos autores esgrimen en defensa de sus opiniones. 

El P. Ovrkpo ha acertado, por tanto, en cuanto al tema. La exposición tam- 
bién está bien hecha, siguiendo el método clásico en las tesis doctorales. Sin 


(*) Pontificia Universidad Gregoriana: Teoria General del Recurso extrajudi- 
cial. Fr. CAROLO OVIEDO CAVADA, Ordinis de Mercede (Madrid, 1955). Un vol. de 102 pp. 
(Publicado en la revista «Estudios».) 
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embargo, no siempre resulta clara, y nos tememos que ello sea debido a que no ^x e 
se haya publicado íntegramente la tesis y se haya prescindido de algunas partes x 
introductorias. Al menos esta impresión tiene el lector cuando, desde el comien- $ 
‘zo, se dan por supuestos una porción de datos y el conocimiento de una termi- 
aología no siempre al alcance de todos los lectores. Salvada esta dificultad inicial, 
la viveza y el vigor de estilo con que están estudiadas las opiniones de los autores 
‘hacen mucho más agradable la lectura, que al fin resulta verdaderamente pro- T 
'vechosa. 

A juicio del autor, que hacemos nuestro, la apelación extrajudicial existe en 5 
“el Código, el cual la llama ordinariamente recurso. El recurso extrajudicial, es- 
trictamente estimado, debe seguir la disciplina canónica de la apelación extra- y 
judicial anterior al Código, salvo en lo que haya sido reformado o abolido por el A 
‘mismo. Esta conclusión tiene una importancia extraordinaria, en especial por lo E. 
‘que se refiere al efecto suspensivo «natura sua», que el autor vindica con ener- p. 
gia y acierto. Creemos que es la parte más importante de su tesis. Y creemos, 
además, que acierta plenamente en su demostración. 

Nos hubiera gustado una mayor presencia de la ciencia juridica secular en E. 
esta tesis. Tanto acerca de la apelación cuanto, y muy principalmente, en cuanto oe 
al recurso administrativo, existe una literatura sumamente abundante en lo que 


à E E e p: 
se refiere al ordenamiento secular, de la que el autor ha prescindido por com- Ub 
pleto. Sabemos bien con cuánta cautela hay que utilizar esta doctrina, confeccio- 
nada para un ordenamiento ajeno al canónico. Pero sabemos también, y el bri- "i 


‘ante ejemplo de la Escuela canonística italiana lo demuestra, cuánto provecho 
se puede sacar de su conocimiento. Si el autor continüa trabajando, como muy Eu 
sinceramente deseamos, sobre estos temas, creemos que hará una labor mucho 
más fecunda si no la olvida. 

Al margen de la monografía, se nos permitirá una observación que no deja sé 
de impresionar al lector, aun sin referirse directamente ni al libro ni al autor. 
Llama la atención que al estudiar un problema de un volumen tan extraordina- 
‘rio el autor apenas haya podido encontrar en la jurisprudencia más que una o 
dos resoluciones de la Sagrada Congregación del Concilio (casi puede reducirse 
a la Romana et aliarum) y alguna sentencia del Tribunal de la Rota. Teniendo 
en cuenta que la vida jurídica de la Iglesia ha corrido prácticamente desde en- Y 
tonces por cauces administrativos, esta pobreza de la jurisprudencia, y la misma 
superficialidad de la doctrina a que antes hemos aludido, ponen de manifiesto 
la verdad con que los juristas eclesiásticos vienen preocupándose últimamente 
(recuérdese la Semana canonística de Roma de 1950) del problema de la eficaz 
tutela de los derechos subjetivos en el ordenamiento canónico, particularmente 
cuando esta tutela se ejerce por vía administrativa. No es posible que si el re- 
curso administrativo hubiera sido durante todos estos años una realidad viva 
y operante, esta vida no se hubiese reflejado con proyección más profunda en la 
doctrina y en la jurisprudencia. El autor ha recogido cuanto ha encontrado, con 
«diligencia y probidad científica. No podemos pedirle más, pero tampoco debemos 
dejar de sentir preocupación por el problema que así ha puesto de manifiesto. 


LAMBERTO DE ECHEVERRIA 
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LOS IMPEDIMENTOS MATRIMONIALES EN EL 
DERECHO CANONICO ORIENTAL (*) 


Monsefior Ziadé, Arzobispo maronita de Beyruth, en su «carta prefacio» sitúa 
exactamente la importancia de esta obra: «Todos los canonistas... saben que las: 
causas referentes a matrimonios celebrados antes del 2 de mayo de 1949, aunque 
introducidas después de esta fecha, deben ser resueltas siguiendo el Derecho ca- 
nónico anterior. Por consiguiente, los jueces están obligados a aplicar a cada 
uno de los esposos su Derecho propio» (1). Esta es la utilidad de esta obra: po- 
ner en claro cuál era la disciplina vigente en la Iglesia oriental antes de la. 
referida fecha. 

La cuestión era complicada, pues, como dice el autor, «la dificultad es tanto 
más grande cuanto que se trabaja sobre un período tan vasto y a veces sobre 
documentos insuficientes o poco claros y cuya fecha de composición, para algu- 
nos, al menos, no ha sido hasta ahora identificada» (2). 

Resulta, por consiguiente, una obra verdaderamente útil. Las curias, particu-- 
larmente las melquitas, tendrán un hilo para no perderse en el laberinto de la 
complicadísima legislación hasta hace poco vigente. 

Pero aunque directamente enderezada a este fin, la obra resulta indirecta- 
mente más eficaz aún en orden a demostrar la urgencia ya inaplazable que pre- 
sentaba la codificación oriental. La codificación ha venido «a poner fin a las in- 
certidumbres y dudas que envolvían el Derecho matrimonial y a darle la deseada 
uniformidad, poniéndolo al mismo tiempo en harmonía con la disciplina occiden- 
tal» (3). Repasando el análisis que el autor hace de los documentos principales 
que ha utilizado para su obra (4), se aprecia claramente la extremada confusión 
a que se había llegado, debiendo él formular una serie de reglas respecto a la 
prelación de las fuentes entre sí. La disciplina consignada en las colecciones, so- 
bre ser generalmente más antiguas del documento original mismo, no comprende 
todas las prescripciones que están vigentes, ni siquiera suponen que las recogidas 
estén también en vigor en su integridad. Hay veces en que cayó ya en desuso 
cuando el coleccionador, el traductor o el copista nos ofrecen el documento. Es 
más, no escasean en las colecciones los documentos apócrifos. Por otra parte, se 
encuentran en ellas documentos procedentes de la autoridad civil y otros pro- 
cedentes de traducciones que apenas ofrecen garantía. En fin, la costumbre tiene 
una fuerza de ley mucho mayor en Oriente que en Occidente, y resulta muchas 
veces difícil apreciar, después de haber pasado tanto tiempo, la existencia y la 
fuerza de la misma. Discernir, entre las incertidumbres y las mismas contradic- 


ciones de las fuentes, la disciplina legítima y auténtica en una época determinada. 
resulta a veces un problema casi insoluble. 


(*) Hace (ATHANASE): Les empechements de mariage en Droit canonique orien-- 


tal. Htude historico-canonique (Beyrouth, 1954). Un vol. de XXXIX + 332 pp. com 
una hoja de «Corrigenda». 


(Gy gx HOYA 
(20 P. 327. 
(Gd) -1845 VALS 


(4) Pp. XI-XXXIX. 
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Añádanse las fluctuaciones terminológicas existentes (5), la implicadísima 
cuestión de la legislación a que están sometidos los disidentes (6), y se compren- 
derán las perplejidades a que estaba sometida toda la celebración del matrimonio 
entre los orientales, antes de la codificación. Las dudas alcanzaban a los mismos 
delegados orientales en la Comisión encargada de la redacción del Código, y se 
reflejaban en la doctrina y en la práctica (7). 

El autor, doctor en Filosofía, Teología y en la Sección de Derecho canónico 
de Ciencias Eclesiásticas Orientales, es en la actualidad primer asistente del 
Archimandrita, Superior general de la Orden basiliana de San Juan Bautista, y 
anteriormente enseñaba Derecho canónico en la célebre Universidad católica de 
San José, de Beyrouth. Está, por consiguiente, en condiciones de poder hablar 
de Derecho oriental con conocimiento de causa. Y, en efecto, la bibliografía que 
proporciona es verdaderamente completa y casi exhaustiva. Por tratarse de li- 
bros de difícil acceso hubiésemos preferido que al reseñar las fuentes especiales 
hubiese dado más detalles, reproduciendo exactamnte las portadas, y haciendo 
su descripción de acuerdo con las exigencias de la actual metodología bibliográ- 
fica. 

El plan de la obra es bien sencillo: toma como eje la descripción de los im- 
pedimentos matrimoniales en la Iglesia melquita, de una parte por no haber sido 
suficientemente estudiados, y de otra por la originalidad e interés que presentan. 
Ese estudio lo va simultaneando con el de la disciplina vigente en las Iglesias 
maronita, siria, armenia, caldea y copta, que tienen entre sí y con la Iglesia mel- 
quita puntos de interferencia y de interdependencia bastante frecuentes. El es- 
tudio comparativo se hace teniendo en cuenta simultáneamente la evolución his- 
tórica de la disciplina latina y bizantina, y también las influencias, en algunos 
casos manifiestas, que ha tenido el Derecho matrimonial oriental por parte del 
Derecho musulmán. 

Después de un análisis de las fuentes utilizadas, da un rápido resumen de la 
evolución disciplinar y dogmática del matrimonio cristiano. Estudia los impedi- 
mentos en general, y el poder por el que se regulan. En el capítulo segundo ha- 
bla de los impedimentos ya desaparecidos; en el tercero, de los impedientes; en 
el cuarto, de todos los dirimentes que no se refieren al parentesco; en el quinto, 
de los que "provienen del parentesco, y en el sexto, de los impedimentos impropia- 
mente dichos. Termina con un séptimo capítulo, en el que estudia el valor teoló- 
gico-canónico de la disciplina en vigor entre los disidentes al promulgarse el 
«Motu proprio» de 1949. 

El estudio se hace, cosa poco frecuente en monografías histórico-canónicas, 
no sólo a base del texto de las leyes, sino también teniendo en cuenta lo que 
ofrecen los archivos eclesiásticos, datos que muchas veces son decisivos para po- 
der juzgar acerca de la práctica que efectivamente se seguía en alguna época; 
por ejemplo, en lo referente a las dispensas (8). 

El estudio de cada impedimento se termina con una conclusión en la que el 
autor hace un resumen exacto de la disciplina expuesta y la compara con el ca- 


(5) Pp. 22-23. 

(6) Pp. 301-308. 

(7) Pp. 279-280. 

(8) Pp. 39, 42, 52, 201... 
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non correspondiente del «Motu proprio». Así aparece con cuánta razón ha podido 
el escribir al terminar de exponer los impedimentos ya desaparecidos: «Cuando 
se piensa en lo que ha podido ser la historia de los impedimentos en todas las co- 
munidades cristianas, se da uno cuenta bien de cuán sabiamente ha obrado la 
autoridad suprema en la Iglesia reservándose el derecho de legislación sobre los 
impedimentos y uniformando esta disciplina a fin de ponerla al abrigo de la ar- 
bitrariedad y de la imprecisión de las legislaciones locales y consuetudinarias, 
“para darle la fijeza, la claridad y la uniformidad indispensables en una institu- 
ción tan fundamental y tan santa como es el sacramento del matrimonio» (9). 

Señalaremos dos cuestiones de particular interés. 

La primera se refiere al divorcio. Entre las páginas 5 y 14 traza el autor un 
«cuadro muy completo acerca de la admisión del divorcio en la disciplina de las 
diversas Iglesias orientales. Mientras en «la Iglesia latina, que quedó al abrigo 
de las ingerencias imperiales, la firmeza del vínculo matrimonial fué felizmente 
'salvaguardada», en la Iglesia bizantina, «donde la legislación civil prevalecía al- 
gunas veces sobre la eclesiástica, su disciplina matrimonial sufrió, desgraciada- 
mente, algunas desviaciones en este punto, primero por autores excesivamente 
benévolos en cuanto a la ley civil que admitía el divorcio... después por los Obis- 
“pos mismos, sobre todo una vez consumado el cisma» (10). La Santa Sede no 
cesó nunca de reprobar tales abusos, según muestra claramente el autor. 

La segunda cuestión se refiere al impedimento de parentesco legal (11). Co- 
nocido es el caso de España, en el que la legislación civil se remite al Derecho 
canónico para los matrimonios de este carácter. El caso de los países orientales 
es más complicado aún. El «Motu proprio» se refiere también a la ley civil, pero 
cuando ésta pertenece a un país musulmán nos encontramos con que no sólo el 
impedimento, sino que la misma adopción es vigorosamente rechazada. Para los 
cristianos, el uso en tales países es remitirse a su legislación correspondiente. 
Ahora esta prescripción viene a dar lugar prácticamente a la abrogación de todo 
impedimento. 

La crítica que el autor hace de la posición de las Congregaciones romanas en 
lo referente a los matrimonios clandestinos nos parece concluyente, y creemos 
que el detenido estudio de los antecedentes, en especial en la legislación melqui- 
ta, demuestra que «la práctica melquita exigiendo la presencia del sacerdote para 
la validez del matrimonio está sólidamente establecida de hecho y de derecho. Sin 
embargo, como las Congregaciones romanas han formulado serias dudas en cuan- 
to al impedimento de clandestinidad entre los orientales, conviene que las mis- 
mas Congregaciones sean ilustradas sobre la evolución especial de este impedi- 
mento en la Iglesia melquita, a fin de que la costumbre de derecho y de hecho 
alegada y constatada sea reconocida por la autoridad competente». 

Terminemos deplorando la lamentable presentación de la obra, que está llena 
de erratas, gran parte de ellas corregidas en una hoja aparte, pero que deja al- 
gunas otras sin corregir. La pobreza de tipos es extremada y se hace particular- 
mente penosa en las páginas preliminares, dedicadas a recoger la bibliografía y 


(O 1821 By 
(10) Pp. 5-14. 
41) P. 234. 


(12) Pp. 292-293 y. 295. ; 
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‘fuentes. En especial se echa de menos la letra cursiva para sefalar los titulos 
«de las obras. 

En síntesis: creemos ver en este libro una seria aportación al conocimiento 
‘del Derecho canónico oriental y una nueva demostración de la utilidad que para 
“el progreso de la ciencia canónica tienen los estudios de Derecho comparado. 


LAMBERTO DE ECHEVERRIA 


"CANONES Y LEYES EN MATERIA MATRIMONIAL (*) 


l 


A obra que temos presente, cuidado trabalho juridico escrito com probidade 
e profundeza intelectuais, é a tese de doutoramento na Universidade de Coimbra, 
em Ciências Juridicas da Faculdade de Direito, do autor e, como é exegência dum 
estudo desta especialidade, formulado em linguagem técnico-juridica só acessível 
aos especializados no tema tratado. 


Ela impôe-se pelo intrinseco valor de análise das diferentes teorias que a es- 
cola italiana, sobretudo, tem trazido à interpretação do valor da «transcrição» 
matrimonial nos regimes concordatários. Fundamenta o autor as suas ideias em 
vasta bibliografia italiana e portuguesa, de que faz a crítica serenamente e com 
probidade manifesta. 


O ilustrado autor, actual Director do Instituto de Formação Corporativa em 
Portugal, e que foi bolseiro do Instituto da Alta Cultura nas Universidades Gre- 
goriana de Roma e do Sagrado Coração, em Milão, deitou-se ao estudo do seu 
temário com sólida base juridica, civil e canónica, que se interpenetram no re- 
gime matrimonial concordatário. 

Divide o seu trabalho em trés partes e através do lógico desenvolvimento que 
a matéria tratada lhe exigiu, procura a solução interpretativa do valor da «trans- 
crição» concordatária e o seu valor intrinseco perante o ordenamento estadual. 
A questão é fundamental nas relações entre o Estado e a Igreja, na matéria 
matrimonial em que estão concordantes, pois as consequências podem ser muito 
dispares. 

Na primeira parte o autor faz o estudo detalhado da natureza juridica da 
transcrição concordatária, pela análise da teoria da «recepção individual» e da 
do «pressuposto em sentido técnico». Define-lhes os contornos e conceitos funda- 
mentais, entra profundamente na conceitualização técnico-juridica da «validade» 
e da «eficácia civil», e logo analisa a teoria do jurista italiano D'Avack, um dos 
principais mentores dos civilistas concordatários modernos. 

Debruça-se sobre o estudo dos textos concordatários portugueses para formu- 
lar o possível enquadramento dos mesmos, no sentido e na letra da Concordata 
e dos Decretos regulamentares. Ressalta, após pormenorizado e consciencioso es- 
tudo, a conclusão do autor: a natureza juridica da transcrição no ordenamento 
concordatário português é uma «conditio juris». 


(*) GONÇALVES DE PROENÇA (José JOÃO): Relevância do Direito Matrimonial Cano- 
nico no ordenamento estadual. Livraria Atlantida (Coimbra, MCMLV), 484 pp. 
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jd Na segunda parte da sua tese o ilustrado autor analisa a recepção normati- 
va (natureza juridica da «referéncia» concordatária), a partir das teorias de 
Je Santi Romano. Naturalmente o esforco interpretativo incide sobre as teorias do 
Ls «reenvio formal» e do «reenvio material», de que faz a critica oportunamente, e 
| depois sobre a autonomia de que, mercé e n&o obstante o carácter de «delegação: 
5 de competência» que atribui à «referência», disfruta o ordenamento da Igreja 
no ambito da soberania do Estado. 

Coihendo todos os ensinamentos úteis do desenvolvimento teórico das suas- 
ideias, o autor submete a afirmada unidade institucional do fenómeno matrimo- 
nial concordatário, na base do ordenamento português, á prova duma profunda 
análise doutrinária. Nesta terceira parte do seu trabalho, conclusivo e referen- 
ad, ciado ao ordenamento juridico-canónico em matéria matrimonial portuguesa, 
ressalta dos argumentos invocados que, no regime vincular, o matrimónio ca- 
nónico, a que o Estado português atribui efeitos civis, é regulado, em'plano con- 

cordatário, pelo direito estadual. Nem todos, por certo, estaráo de acordo com a 
tese «laica» a que o autor nos conduz. 
Pelo regime concordatário tal como se depreende dos textos analisados, no 
; pensamento do autor, o Estado não renuncia à competência regulamentar corres- 
pondente, como não se deduz a aceitação do respectivo regime por parte da Igre- 
ja. Trata-se, no seu valor interpretativo, de afirmar a conclusão de que o regime 
concordatário português permite que os conjuges canónicos o sejam também à 
$ face do Estado e nos mesmos termos e condições daqueles que, na alternativa 
^ legal, preferiram a via da celebração laica. 

Estamos perante um trabalho superior de análise juridica, reservado aos es- 
pecializados na matéria matrimonial. E uma interpretac&o valorizadora dos tex- 
tos concordatários portugueses que, se n&o s&o perfeitos, representam um mo- 
mento histórico de desejada concordancia e perfeita interpenetracáo das leis civis 
x e canónicas. 


J. Q. BIGOTTE 


p UNA BIOGRAFIA DE INOCENCIO IV (*) 


El recuerdo y la figura polifacética del Papa Inocencio IV (1243-1254) nos 

f lleva irresistiblemente de la mano a la Edad de Oro del Derecho canónico. Su- 
cesor casi inmediato de Gregorio IX (el pontificado de Celestino IV duró sólo 
diecisiete días, muriendo antes de su coronación), recoge la herencia canónica 

inédita del autor de las Decretales y prepara la obra de Bonifacio VIII en el 

EC campo del Derecho canónico. Por eso la presencia de Inocencio IV en la historia 
de las fuentes del Derecho canónico es para nosotros más relevante que si se 

considera aisladamente como autor del Apparatus im quinque libros Decretalium; 

hasta tal punto que si por un momento pudiéramos prescindir de la figura de 

Inocencio IV como autor de varias colecciones canónicas romperíamos la cade- 


(*) Pror. Avv. ANDREA PIOLA, Ordinario di Diritto Ecclesiastico nell’Universita di 
Genova: Innocenzo IV Fieschi Pontefice e giurista sommo. Estratto dagli: Scritti in 
memoria di Vittorio Emmanuele Orlando (Padova, 1955), pp. 16. 
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na que une la producción canónica de Inocencio III y la del autor del Libro Sex- 
to, motivando asi un descenso irreparable en la línea histórica del Derecho ca- 
nónico. La historia del Derecho canónico no puede prescindir en absoluto de Ino- 
cencio IV. París y Bolonia han sido las Universidades destinatarias de las colec- 
ciones canónicas del Papa Sinebaldo Fiesqui. 

Aun siendo muy notable la intensa actividad de Inocencio IV en el campo de 
la historia del Derecho, no se limita aquí. Promueve la observancia de la disci- 
plina eclesiástica y convoca y preside el XIII Concilio ecuménico de Lyon (1245). 
Escribe un comentario a sus propias Constituciones y una serie de Opúsculos, 
entre los cuales sobresale su Liber apologeticus. Ilustra la doctrina de Inocen- 
cio III sobre las relaciones de la Iglesia y la autoridad imperial. Nos hariamos 
excesivamente largos si señaláramos sólo la producción jurídica de Inocencio IV. 

El trabajo del profesor ANDREA PIOLA que hoy presentamos tuvo su génesis 
en una conferencia que pronunció su autor en Génova con motivo de cumplirse 
el séptimo centenario de la muerte del Papa Fiesqui (1954). Más tarde, el con- 
tenido histórico y doctrinal de aquella conferencia pasó a formar parte del ho- 
menaje literario dedicado por varios escritores a la memoria de V. M. Orlando. 
Hoy ese mismo contenido llega a nuestras manos en forma desligada y autónoma. 

Digamos que este trabajo del profesor ANDREA PIOLA es un paso de revista 
muy corrido a la proyección jurídica de Inocencio IV. No se detiene. No estudia 
un lugar histórico de este Papa con detención. Pensamos que no fué éste el ob- 
jetivo que se propuso el autor. No acude tampoco a la investigación. Recoge cuan- 
to han hecho y dicho autores anteriores sobre este Papa. Viene a ser así como 
un ramillete literario de frases y conceptos elogiosos. 

No obstante, reconocemos con gusto un mérito a este estudio, y es el de poder 
servir de abundoso temario de otros trabajos de investigación acerca del Papa 
Sinebaldo Fiesqui, que ha pasado a la historia con el nombre glorioso de Inocen- 
cio IV. 

ANTONIO ARINO ALAFONT 


LAS COMUNIDADES RELIGIOSAS EN EL DEEECHO 


ESPANOL CONCORDADO (*) 


Hay en el Concordato español leyes directamente referentes a comunidades 
religiosas, o leyes que, aunque directamente no se refieren a ellas, tienen rela- 
ción con las mismas, sea porque los religiosos son clérigos, sea porque sus bienes 
son bienes eclesiásticos o por otras razones similares. 

El autor de esta obra ha querido hacer un estudio completo de todos estos ele- 


mentos relacionados con las comunidades religiosas o los religiosos como tales. La 


obra tiene dos partes y un apéndice. La primera parte es una introducción a la 


“obra. Estudia en ella las relaciones de la Iglesia y el Estado y el desenvolvimien- 


to histórico de las relaciones entre la Iglesia y el Estado en Espafia, desde sus 


„orígenes hasta el Concordato vigente. La segunda parte es un estudio de la si- 


(*) SABATER, J.: Las comunidades religiosas en el Derecho español concordado 


(Barcelona, Herder, 1955), 517 pp. 
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Na segunda parte da sua tese o ilustrado autor analisa a recepção normati- 
va (natureza juridica da «referência» concordatária), a partir das teorias de 
Santi Romano. Naturalmente o esforço interpretativo incide sobre as teorias do 
«reenvio formal» e do «reenvio material», de que faz a critica oportunamente, e 
depois sobre a autonomia de que, mercê e não obstante o carácter de «delegação 
de competência» que atribui à «referência», disfruta o ordenamento da Igreja 
no ambito da soberania do Estado. 

Coihendo todos os ensinamentos úteis do desenvolvimento teórico das suas. 
ideias, o autor submete a afirmada unidade institucional do fenómeno matrimo- 
nial concordatário, na base do ordenamento português, á prova duma profunda 
análise doutrinária. Nesta terceira parte do seu trabalho, conclusivo e referen- 
ciado ao ordenamento juridico-canónico em matéria matrimonial portuguesa, 
ressalta dos argumentos invocados que, no regime vincular, o matrimónio ca- 
nónico, a que o Estado português atribui efeitos civis, é regulado, em* plano con- 
cordatário, pelo direito estadual. Nem todos, por certo, estarão de acordo com a 
tese «laica» a que o autor nos conduz. 

Pelo regime concordatário tal como se depreende dos textos analisados, no 
pensamento do autor, o Estado não renuncia à competência regulamentar corres- 
pondente, como não se deduz a aceitação do respectivo regime por parte da Igre- 
ja. Trata-se, no seu valor interpretativo, de afirmar a conclusão de que o regime 
concordatário português permite que os conjuges canónicos o sejam também à 
face do Estado e nos mesmos termos e condições daqueles que, na alternativa 
legal, preferiram a via da celebração laica. 

Estamos perante um trabalho superior de análise juridica, reservado aos es- 
pecializados na matéria matrimonial. E uma interpretação valorizadora dos tex- 
tos concordatários portugueses que, se não são perfeitos, representam um mo- 
mento histórico de desejada concordancia e perfeita interpenetração das leis civis 
e canónicas. 


J. Q. BIGOTTE 


UNA BIOGRAFIA DE INOCENCIO IV (*) 


El recuerdo y la figura polifacética del Papa Inocencio IV (1243-1254) nos 
lleva irresistiblemente de la mano a la Edad de Oro del Derecho canónico. Su- 
cesor casi inmediato de Gregorio IX (el pontificado de Celestino IV duró sólo 
diecisiete días, muriendo antes de su coronación), recoge la herencia canónica 
inédita del autor de las Decretales y prepara la obra de Bonifacio VIII en el 
campo del Derecho canónico. Por eso la presencia de Inocencio IV en la historia 
de las fuentes del Derecho canónico es para nosotros más relevante que si se 
considera aisladamente como autor del Apparatus in quinque libros Decretaliwm; 
hasta tal punto que si por un momento pudiéramos prescindir de la figura de 
Inocencio IV como autor de varias colecciones canónicas romperíamos la cade- 


(*) PROF. Avv. ANDREA Prota, Ordinario di Diritto Ecclesiastico nell'Università di 
Genova: Innocenzo IV Fieschi Pomtefice e giurista sommo. Estratto dagli: Scritti in 
memoria di Vittorio Emmanuele Orlando (Padova, 1955), pp. 16. 
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ma que une la producción canónica de Inocencio III y la del autor del Libro Sex- 
to, motivando así un descenso irreparable en la línea histórica del Derecho ca- 
nónico. La historia del Derecho canónico no puede prescindir en absoluto de Ino- 
cencio IV. París y Bolonia han sido las Universidades destinatarias de las colec- 
ciones canónicas del Papa Sinebaldo Fiesqui. 

Aun siendo muy notable la intensa actividad de Inocencio IV en el campo de 
la historia del Derecho, no se limita aquí. Promueve la observancia de la disci- 
plina eclesiástica y convoca y preside el XIII Concilio ecuménico de Lyon (1245). 
Escribe un comentario a sus propias Constituciones y una serie de Opúsculos, 
entre los cuales sobresale su Liber apologeticus. Ilustra la doctrina de Inocen- 
cio III sobre las relaciones de la Iglesia y la autoridad imperial. Nos haríamos 
excesivamente largos si señaláramos sólo la producción jurídica de Inocencio IV. 

El trabajo del profesor ANDREA PIOLA que hoy presentamos tuvo su génesis 
en una conferencia que pronunció su autor en Génova con motivo de cumplirse 
el séptimo centenario de la muerte del Papa Fiesqui (1954). Más tarde, el con- 
tenido histórico y doctrinal de aquella conferencia pasó a formar parte del ho- 
menaje literario dedicado por varios escritores a la memoria de V. M. Orlando. 
Hoy ese mismo contenido llega a nuestras manos en forma desligada y autónoma. 

Digamos que este trabajo del profesor ANDREA PIOLA es un paso de revista 
muy corrido a la proyección jurídica de Inocencio IV. No se detiene. No estudia 
un lugar histórico de este Papa con detención. Pensamos que no fué éste el ob- 
jetivo que se propuso el autor. No acude tampoco a la investigación. Recoge cuan- 
to han hecho y dicho autores anteriores sobre este Papa. Viene a ser así como 
un ramillete literario de frases y conceptos elogiosos. 

No obstante, reconocemos con gusto un mérito a este estudio, y es el de poder 
servir de abundoso temario de otros trabajos de investigación acerca del Papa 
Sinebaldo Fiesqui, que ha pasado a la historia con el nombre glorioso de Inocen- 
cio IV. 

ANTONIO ARINO ALAFONT 


LAS COMUNIDADES RELIGIOSAS EN EL DEEECHO 
ESPANOL CONCORDADO (*) 


Hay en el Concordato espafiol leyes directamente referentes a comunidades 
religiosas, o leyes que, aunque directamente no se refieren a ellas, tienen rela- 
ción con las mismas, sea porque los religiosos son clérigos, sea porque sus bienes 
Son bienes eclesiásticos o por otras razones similares. 

El autor de esta obra ha querido hacer un estudio completo de todos estos ele- 
mentos relacionados con las comunidades religiosas o los religiosos como tales. La 
obra tiene dos partes y un apéndice. La primera parte es una introducción a la 


obra. Estudia en ella las relaciones de la Iglesia y el Estado y el desenvolvimien- 


to histórico de las relaciones entre la Iglesia y el Estado en Espafia, desde sus 


-origenes hasta el Concordato vigente. La segunda parte es un estudio de la si- 


(*) SABATER, J.: Las comunidades religiosas en el Derecho español concordado 
(Barcelona, Herder, 1955), 517 pp. 
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tuación legal de las comunidades religiosas y sus miembros dentro del Derecho. 
concordatario y estatal español. Vamos a enumerar los capítulos que contiene, 
para que el lector pueda darse perfecta cuenta del contenido de esta parte. 

El capítulo primero versa sobre la personalidad de las instituciones y asocia- 
ciones religiosas en el Derecho civil; el segundo, sobre la personalidad y capaci- 
dad civil de los religiosos; en el tercero estudia sus prerrogativas; el cuarto abar- 
ca la jurisdicción de los regulares; el quinto, los bienes eclesiásticos; el sexto es- 
tudia las subvenciones del Estado a los religiosos, y el séptimo, la ensenanza.. 
Por fin, en el capítulo octavo, hace un largo excwrsus sobre los religiosos y la 
Acción Católica. 

Termina el libro con euatro apéndices: 1) Concordato entre la Santa Sede y 
Espafia; 2) Reglamento de pruebas para seleccionar al profesorado de Religión 
en los Centros docentes oficiales de grado medio y superior; 3) Reglamento de 
inspección eclesiástica en los Centros de enseñanza media; 4) Decreto de con-- 
validación de estudios eclesiásticos por los del Bachillerato. 

La obra que resehamos toca más o menos largamente todos los puntos rela- 
cionados con las comunidades religiosas en el Concordato espanol y solamente: 
bajo este aspecto sería de gran utilidad para todos los que se interesan por to- 
dos estos estudios, porque tienen recogido en un volumen todo lo que en el Con- 
cordato está más o menos desperdigado en distintos artículos. Podemos también 
decir que, en general, todas las cuestiones las estudia con detenimiento y que, 
por lo mismo, aunque a veces no estemos conformes con sus puntos de vista, son. 
ütiles para encuadrar los problemas. 

Hechas estas observaciones previas y presentado asi el libro a los lectores, 
vamos a examinar algo más detenidamente algunos de los capítulos que pueden. 
tener más interés o puedan ofrecer más lugar a discusión. 

Al hojear el indice y leer el contenido de la primera parte, cree uno que se. 
va a encontrar con una obra de estudio del Derecho concordatario. Pero no es 
así, porque esta primera parte nos parece demasiado larga como vulgarización 
y demasiado superficial para estudio del Derecho concordatario. Desde luego, no 
nos parece proporcionada para una introducción. Escritas estas lineas leimos la 
prolusión en la que el autor justifica esta primera parte: «para puntualizar exac- 
tamente la doctrina verdadera de las relaciones entre la Iglesia y el Estado y 
glosar sucintamente cuál ha sido la tradición religiosa de la nación española como 
isagoge y prólogo a la exposición y comentario del régimen canónico-civil vigen- 
te en Espana, de las instituciones y asociaciones eclesiásticas y en especial de las 
comunidades religiosas y sus miembros». Aun leída esta justificación, creemos que 
la introducción es demasiado larga, y que para esto no hacía falta un estudio 
tan detallado del Derecho concordatario. 

No vamos a extendernos en pequefios detalles sobre esta parte de su trabajo, 
porque no es más que una introducción. A pesar de ello, hubiéramos deseado un 
poco más de precisión, y por lo menos una alusión a la doctrina expuesta por 
el Romano Pontífice en su discurso a los juristas italianos en la doctrina sobre 
la separación de la Iglesia y el Estado (nn. 4-5). En la doctrina de la potestad 
indirecta echamos de menos siquiera una alusión a la doctrina sostenida por al- 
gunos autores modernos, de que la Iglesia no tiene propiamente una potestad ni 
indirecta sobre el Estado, sino que éste, en virtud del derecho natural, está so-- 

: metido a la Iglesia en todo aquello que está ordenado a un fin superior (nn. 6-7). 
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En los Concordatos afirma que «en rigor no son pactos o tratados interna- 
cionales», y añade la razón: «ya que no están estipulados por dos Estados ni 
entre dos potestades iguales». Esta afirmación, que presenta como absoluta, no: 
nos parece exacta. Ni creemos que con ella se podrían explicar debidamente al- 
gunas afirmaciones de los Romanos Pontífices, ni algunas cláusulas de Concor- 
datos (n. 11). Varias veces habla del derecho de jurisdicción. La terminología. 
más usual es de potestad de jurisdicción (n. 20). 

En el nümero 56, hablando de las personas colectivas, habla de una manera 
muy confusa. Nos hubiera gustado que siquiera citase algün autor que hablara 
en los términos en que él habla. Porque lo que él llama persona colectiva no es 
persona en Derecho canónico. Es una colección de personas, unidas para un fin, 
pero sin tener personalidad distinta de los individuos. Esto lo dice él también; 
pero, por otra parte, habla de persona colectiva. 

Es cierto que el Estado espafiol se compromete a la protección del estado: 
religioso; pero las conclusiones que el autor deduce de esta protección nos pa- 
recen desorbitadas. No dice el Concordato que el Estado acepta en su legislación 
todos y cada uno de los detalles del estado religioso, y por ello nos parece que 
exigirle una obligación de protección de todos ellos no se deduce del principio: 
general de la protección (n. 64). Por eso creemos que la deducción que hace al 
final del nümero 65 con relación al artículo 321 del Código Civil no se deduce: 
claramente de los principios establecidos. 

El autor sostiene que, segün el Concordato, queda derogado el artículo 752 del 
Código Civil, porque «el Estado espafiol reconoce la plena capacidad de adquirir 
y poseer y administrar toda clase de bienes a todas las instituciones y asociacio- 
nes religiosas existentes en Espafia, y, por ende, a las Ordenes, congregaciones, 
Sociedades de vida en comün e institutos seculares de perfección cristiana canó- 
nicamente establecidos» (art. 4, 1). Esta afirmación del autor, aunque parezca 
muy lógica, no nos parece convincente, ni nos disipan las dificultades los argu- 
mentos que aduce en pro de su afirmación. La discusión sobre el privilegio del 
fuero y su contenido, sobre todo en su término «prelados», nos parece un poco: 
desorbitada. Por otra parte, nos hubiera agradado ver siquiera una indicación de 
la especie de antinomia que existe entre el Derecho comün y el concordado; por- 
que dice el Código: «los demás que gozan del privilegio del fuero, sin la licencia 
del Ordinario del lugar en que se instruye la causa» no pueden ser emplazados 
ante juez laico. Y el Concordato dice: «La Santa Sede consiente que las causas 
criminales... sean juzgadas por los tribunales del Estado. 

Sin embargo, la autoridad judicial, antes de proceder, deberá solicitar el con- 
sentimiento del Ordinario del lugar en que se instruye el proceso» (art. 16, n. 4). 
Al decir que la Santa Sede consiente, parece que otorga algo. Y, sin embargo, 
del texto de ambos documentos no parece que se deduce ninguna concesión. 
A esto no se hace alusión alguna por el autor. 

Podríamos alargarnos mucho más con detalles e indicaciones por este estilo, 
pero nos parece ya suficiente lo indicado, para que el autor, en una revisión de 
una ulterior edición, tenga en cuenta estas pequefias observaciones, que mejora- 
rán notablemente su obra. 

Antes de terminar, sin embargo, queremos indicar dos puntos más. En la 
tarifa sobre tributación de dotaciones, legados o herencias destinados a la cons- 
trucción de edificios de culto católico o casas religiosas, o en general a finalidad 
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de culto o religiosa, serán equiparados a todos los efectos tributarios a aquellos 
destinados a fines benéficos o benéfico-docentes, aduce la tarifa del Decreto 
de 7 de noviembre de 1947. Esta tarifa ha sido modificada por la Ley de 20 de 
julio de 1955. 

En este mismo artículo del Concordato, y sobre todo en este apartado (art. 
20, n. 4, 2), no hubiera estado de más una exposición un poco más detallada de lo 
que quieren decir los términos culto, casas religiosas, finalidad de culto o re- 
ligiosas. À 

En la sección final de la Acción Católica nos parece muy bien que haya in- 
sertado las relaciones de la Acción Católica y los religiosos, y la aplicación de 
los principios expuestos anteriormente a estas relaciones; pero toda la exposi- 
-ción sobre la naturaleza de la Acción Católica, su organización y régimen, nos 
parece fuera de lugar, porque no se trata de dar un curso de Acción católica, sino 
de aplicar los principios concordatarios concretos del Concordato espafiol no a 
la Acción Católica en sí, sino en sus relaciones con los religiosos. 

Y basta ya con esto, como hemos indicado más arriba. Todas estas observa- 
ciones, hechas con la mejor voluntad para que puedan servir de ayuda al autor, 
no quitan, en modo alguno, ni desdoran los grandes méritos de la obra, que ha 
reunido en un volumen todo lo referente a los religiosos contenido en el Concor- 
dato y ha procurado deducir de los textos todas las conclusiones que el Derecho 
impone. 

El manejo de la obra lo facilitan grandemente los índices onomástico, legis- 
lativo e indice de materias. 

ANTONIO ARZA M. 


CANONICAL PROVISIONS FOR UNIVERSITIES AND 
COLLEGES. A HISTORICAL SYNOPSIS AND A 
COMENTARY (*) 


La obra presente, como nos advierte el mismo autor en el prólogo, tiene una 
doble finalidad que dimana de la función de enseñanza impuesta a la Iglesia por 
Jesucristo. El primer intento es establecer lo que pudiéramos llamar estado de 
la cuestión, o sea fijar los problemas que se derivan de la ensefianza de la Igle- 
sia. De esto se deriva lógicamente el segundo objetivo: la aplicación de las leyes 
eclesiásticas a algunos de estos problemas. Esta doble finalidad explica el carác- 
ter o división de la obra, siguiendo además en esto la norma de muchas tesis de 
Derecho canónico. La obra, en efecto, comprende dos partes o secciones: la parte 
histórica y la parte o comentario canónico. Tal nos indica el subtítulo mismo del 
libro. 

El capitulo I, en que se estudian los orígenes de la legislación sobre las Uni- 
versidades y Colegios católicos, trata del crecimiento de las Universidades y 
Colegios católicos en Europa y Estados Unidos. Como causa de ese movi- 


(*) SOKOLICH, ALEXANDER: Canonical Provisions for Universities and Colleges, 


A historical synopsis and a commentary (Washington [The Catholic University of 
America Press], 1956), X-180 pp. 
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miento cultural, que ha perdurado hasta nuestros dias, el autor sefiala, muy 
acertadamente, las Cruzadas, con el intercambio de ideas que ellas supusieron 
para Occidente; la renovación del entusiasmo por los asuntos filosóficos, la nece- 
sidad sentida en muchos campos por la escasez de juristas y doctores. Y, sobre 
todo esto, el poder y el patronazgo imperial y papal en la fundación de las es- 
cuelas. Después de analizar el significado de la palabra «universitas», pasa al 
estudio histórico de las principales Universidades auropeas: la de Salerno en Me- 
dicina, la de Bolonia en Leyes, y la de París en Teología y Artes. Se toca, de 
paso, la significación del «Studium Generale» de Oxford y el origen del mismo, 
ya como una evolución de las escuelas monacales o como una emigración aca- 
démica de la Universidad de París. Como era natural, no podía faltar una alu- 
sión, siquiera, a las Universidades en los Estados Unidos de América. Termina 
el capítulo con el estudio de la legislación positiva, desde la Edad Media hasta 
nuestros días. 

A continuación, el autor se enfrenta con el problema que planteó la Reforma 
en las Universidades católicas. Como es sabido, el siglo XVI, con sus turbulen- 
cias y confusión, llevó a los pueblos europeos profundas enemistades en los as- 
pectos politico, económico y religioso. Lógicamente, se introdujo una grave falla 
en las instituciones eclesiásticas de la ensefianza, con la ruptura completa y la 
consiguiente fundación de Universidades de la Reforma. Esto, lo mismo en Ingla- 
terra que en Alemania. Sobre todo en Alemania se perdió, al principio, el carácter 
de «Universitas» o el antiguo ideal de «studium generale» se perdió por completo. 
Este capítulo termina también con el estudio de las Universidades norteameri- 
canas, de influencia protestante, en sus varias confesiones. 

El capítulo III trata de la legislación general y especial en relación con la 
asistencia de los católicos a las Universidades y Colegios no-católicos, desde la 
Edad Media hasta el Concilio de Trento, y desde éste al III Concilio Plenario de 
Baltimore (1884). 

Después de lo que el autor ha llamado «historical synopsis», viene la parte 
principal de la tesis, es decir, el comentario canónico. El canon 1.374 es la ex- 
presión de la voluntad de la Iglesia en esta materia. Ahora bien, como en mu- 
chos casos, se precisa una explicación detallada de los términos que forman la le- 
tra de la ley. Y esto lo hace ei autor extensamente en los dos primeros capítulos 
de esta segunda parte. Para el significado de la palabra «pueri» del canon, el 
autor se basa, principalmente, en el Derecho romano, que es la norma exegética 
en casos como éste, y también en otros documentos eclesiásticos en que se con- 
tiene ese término. Se discute a continuación el alcance de las palabras «acatholi- 
cas», «neutras» y «mixtas». Termina con las penas que lleva consigo la transgre- 
sión de este canon 1.374. 

En el capítulo V se trata de la «tolerancia» en esta materia de la asistencia 
a las Universidades no-católicas. Naturaleza de la palabra «tolerancia» y poder 
de los Ordinarios para dispensar en cada caso particular: «peregrini», clérigos y 
religiosas, vigilancia y visita, y delegación. A continuación se exponen las ins- 
trucciones de la Santa Sede, en especial la que se ha llamado «verdadera carta 
de la educación cristiana», es decir, la Encíclica de Pío XI Divini ilius Magistri. 
El capítulo siguiente estudia el problema de la asistencia de los no-católicos a las 
Universidades y Colegios católicos, en su doble aspecto de la proporción de los 
mismos en relación con los católicos, y de la instrucción religiosa de los mismos. 
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Como se por la simple enumeración de las materias tratadas, el estudio def. 
P. SoxoLicH es bastante completo y nos ofrece un estudio perfecto sobre el pro- 
blema de las Universidades y los Colegios católicos, y sobre la asistencia de los. 
católicos a Colegios y Universidades no-católicas. La obra está pensada serena- 
mente, y sus afirmaciones, basadas en la doctrina de los mejores canonistas,. 
como se ve por la extensa bibliografía de que el autor se ha servido en la elabo- 
ración de su tesis. En vista de las consecuencias que se desprenden de la obra 
presente, tal vez nos veamos obligados a confesar que algunas veces se falta en 
cuanto a la ensefianza religiosa que se da a los no-católicos, sobre todo en los. 
Estados Unidos. Como es natural, todo el estudio presente se mueve dentro de. 
unas exigencias norteamericanas. Pero, a pesar de esta concepción americana, de 
esta aplicación práctica de las leyes a la práctica actual de los Estados Unidos, el 
libro es muy Util y aun necesario para comprender perfectamente todos los pro- 
blemas que pueden surgir en relación con la función educativa de la Iglesia. 


Er. José OROZTO RISAN 


PROBLEMAS PRACTICOS DE DERECHO CANONICO (*) 


El reverendo WILLIAM Conway lleva catorce años encargado de la sección de 
' consultas de Derecho canónico de la revista «The Irish Ecclesiastical Record», 
benemérita publicación que desde hace noventa y tres ahos viene aportando men-- 
sualmente al clero irlandés su selecto bagaje de cultura eclesiástica, junto con: 
ayudas prácticas de sermones, consultas e información bibliográfica. 

A lo largo de esos catorce anos, el consultorio del reverendo Conway ha di- 
seminado en las páginas de la revista un gran nümero de pequenos estudios muy: 
valiosos y conocidos no sólo en su país, sino en América del Norte y aun en Eu- 
ropa. Estudios que no consisten solamente en la solución de casos propuestos al 
autor, sino también en respuestas a cuestiones prácticas planteadas por los lec- 
tores. De toda esta labor, que yace dispersa en los tomos de la revista, el autor, 
a requerimiento de muchos, ha hecho una escrupulosa selección que nos ofrece 
ahora en un volumen aparte (*). 

Las respuestas van clasificadas en nueve apartados, que siguen el orden del 
Código, aunque dentro de cada sección hallamos respuestas que igualmente po- 
drían colocarse en otro grupo: esta libertad se observa sobre todo en la sección 3.* 
Los nueve apartados son: Principios generales (35 pp.), Personas (40 pp.), 
Parroquias y clero parroquial (12 pp.), Religiosos (41 pp.), Sacramentos menos el 
matrimonio (43 pp.), Matrimonio (65 pp.), Cosas sagradas (32 pp.), Procedimien- 
tos judiciales (17 pp.), Penas canónicas (41 pp.). Suponiendo, como es lógico, que 
en la selección se conserva con aproximación suficiente la proporción numérica 
de los asuntos que los lectores plantean al autor, podemos darnos cuenta del di- 
verso interés que en la vida canónica tienen las distintas partes del Código. La 
primacía es para el matrimonio (los casos judiciales que contiene el libro se re- 
fieren todos al matrimonio). De las penas, sólo han interesado las que son latae 


>) 


LIAM Conway, D. D. D. C. L., St. Patrick's College, Maynooth. Browne and Nolam 
Limited. The Richview Press (Dublin). Un vol. de XII-345 pp. 22 cm. 
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sententiae. La segunda y la*tercera parte del libro IV del Código no están ngepres 
sentadas en el libro. 

El libro no es una mera colección de casos resueltos. Ni siquiera nos atreve- 
ríamos a llamarlos un libro de casuística, al menos en el sentido que general- 
mente atribuímos a esta palabra. Lo situaríamos más bien en la franja fronte- 
riza que separa al tratadista del casuísta, no sólo porque muchos de los capitu- 
los no consisten en soluciones de casos, sino en exposiciones de puntos prácticos 
del Derecho, sino además por el mismo método empleado en la solución de los 
casos. 

En los estudios breves que el libro contiene se destacan los que comentan 
Decretos recientes de la Santa Sede, por ejemplo, el Decreto sobre negociación 
de clérigos, de 1950, que es uno de los más extensos (p. 45 ss.), el Decreto sobre 
el comunismo (p. 315), el de la relación quinquenal de los religiosos (p. 105), el 
ayuno eucarístico (p. 225), etc. 

La solución de los casos está hecha con un excelente método. Examina con 
claridad y brevedad la doctrina aplicable al caso perfectamente planteado y lo 
aplica nítidamente a la factispecie propuesta, sin mezclar elementos inütiles en 
el problema, sino hojarasca, sin alardes de erudición, pero siempre con grande 
acierto y seguridad. Las soluciones elegidas en los problemas debatidos nos pa- 
recen también las más prudentes y equitativas, por ejempo, en el caso del metus 
consultus que invalida el matrimonio (p. 229), de la afinidad como impedimen- 
to matrimonial (p. 202; por cierto, que en la p. 200 hay una errata de importan- 
cia, porque se ha puesto la palabra matrimonium por affinitas), de la reserva de 
una censura latae sententiae unida a un precepto particular (p. 308). 

En resumen, juzgamos que el libro es un excelente manual de vulgarización 
para los puntos más prácticos del Derecho y que ha de ser leído con avidez por 
el clero de habla inglesa, por lo cual enviamos al autor nuestros parabienes más 
cordiales. 

Tomás G. BARBERENA 
Universidad Pontificia. Salamanca 


TEORIA DE LA INTERPRETACION DE LA LEY (*) 


Aunque la obra que vamos a resefar no es muy extensa, merece que le dedi- 
quemos, con algún detenimiento, nuestra atención, porque las ideas que se ex- 
ponen son fundamentales, y el criterio con que se desarrollan, profundo y de téc- 
nica finamente depurada. 

En una amplia Introducción (pp. 1-26) se estudia el ordenamiento jurídico a 
base de la teoria institucional o como organización formal de la sociedad, en con- 
traposición a la teoria normativa, que concibe el Derecho como un conjunto de 
normas. Esta última concepción, que es la tradicional, ha sido reconstruída por 
Kelsen en sentido de pura lógica jurídica, con exclusión de cualquier elemento 
heterogéneo, por ejemplo, el sociológico y aun el moral. 

El capítulo primero trata del objeto de la interpretación. El punto de partida 


(*) GIOVANNI GALLONI: La interpretazione della legge. Ed. Giuffre (Milano, 1955), 
210 app 24 cc Li em: 
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y objeto fundamental—no exclusivo—de la interpretáción jurídica reside, segün 
afirma el cl. profesor GALLONI (p. 27), en las normas jurídicas positivas; fuera 
de ellas no puede sustentarse la interpretación jurídica. Pero, ;cuáles son los 
límites dentro de los cuales debe circunscribirse el concepto de las normas jurí- 
dicas? Para responder a esta cuestión examina el autor, en este primer capítulo, 
el Derecho escrito y el consuetudinario; la abstracción e imperatividad de la 
norma jurídica; la eficacia normativa de las definiciones dogmáticas; la precep- 
tividad de las normas carentes de sanción; la preceptividad de las normas sobre 
la interpretación y el problema de las lagunas jurídicas. 

Nos fijaremos solamente en los dos ültimos puntos. Es cuestión largamente 
discutida, comienza diciendo el profesor GALLONI (p. 63), si las normas legales 
tienen o no valor preceptivo y pueden, por consiguiente, ser a su vez objeto de 
interpretación juridica. Advierte el autor que a la tendencia, en algün tiempo 
prevalente, a considerar las normas sobre la interpretación de las leyes como sim- 
plemente directivas, no obligatorias al intérprete, se opone, especialmente en la 
doctrina más moderna, la otra tendencia a considerar las normas de interpreta- 
ción como verdaderas y propias normas jurídicas preceptivas. Anade luego que 
la tesis sobre el carácter preceptivo de las normas de interpretación no parece 
que sea del todo convincente, y que la función no sólo de interpretar concreta- 
mente o aplicar la ley a un factiespecies, sino aun la de elaborar reglas de in- 
terpretación, es incumbencia primaria de la doctrina y de la jurisprudencia. 

Nosotros compartimos, sin dificultad, esta ültima afirmación, mas no así la 
primera, que niega el carácter preceptivo a las normas de interpretación. Y no 
por esto puede concluirse que nosotros atribuyamos el carácter o valor de in- 
terpretación auténtica a la interpretación privada, obtenida mediante el cumpli- 
miento de la regla interpretativa dada por el legislador. Esta norma, aunque obli- 
gatoria, únicamente nos sefiala una dirección o procedimiento para hallar el sen- 
tido de la ley, expresado por el autor no sólo en la fórmula legal sustantiva, sino 
también en la regla de interpretación que le sirve de complemento. Pero el re- 
sultado de este procedimiento interpretativo no es auténtico, sino de carácter 
privado. Se comprende también por lo dicho, contra lo que supone el profesor 
GALLONI, que la regla de interpretación dada por el legislador no intenta orde- 
nar el proceso lógico para la inteligencia de la ley, sino expresar, mediante de- 
claraciones generales, que sirven de presupuesto a toda ley o alguna clase de 
ellas, el alcance objetivo de cada ley o, al menos, sus límites infranqueables. No 
se dan reglas de lógica al intérprete, sino elementos de juicio contenidos en las 
leyes, sobre los que la lógica natural debe operar en todo momento. 

En torno al problema de las lagunas jurídicas dice el autor, en la página 72: 
«Nace, pues, el problema de las lagunas del Derecho; de cómo interpretar el De- 
recho cuando falta una expresa regla jurídica de conducta.» Claro es, observa el 
cl. GALLONI, que, si todo el Derecho se redujera a un conjunto de normas, el 
problema de las lagunas del Derecho no podría resolverse ni siquiera plantearse 
desde el punto de vista de la interpretación. «Sólo una concepción, afiade, que no 
identifique el conjunto de las normas con el ordenamiento jurídico es capaz de 
resolver en forma satisfactoria el viejo problema de las lagunas» (p. 74). Estos 
fallos, dice repetidas veces el autor, existen respecto de las normas escritas, pero 


no respecto del ordenamiento jurídico total, que debe representar un sistema 
completo. 
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Sobre el fondo de este doble concepto o de esta distinción, nosotros no tene- 
mos que proponer ninguna grave disconformidad. Pero sí creemos necesario pre- 
cisar el concepto y contenido de la interpretación legal. Si cuando hay que suplir 
o llenar el vacío de la legislación escrita, se cree interpretar la ley recurriendo a 
la analogía legal o jurídica—y así se expresan muchos autores—, entonces juz- 
gamos que se incurre en el equívoco de confundir la interpretación de la ley es- 
crita con la integración de una ley que formalmente no existe y que, por tanto, 
no puede interpretarse o declararse. El recurso a la analogía legal o a los prin- 
cipios generales del Derecho no se sale, ciertamente, de la órbita jurídica y, por 
lo mismo, puede considerarse como interpretación del Derecho, pero no una in- 
terpretación de la ley, sino una integración de ella. Es crear una norma obliga- 
toria que formalmente no tiene vigencia actual ni existe, sacándola de una fuen- 
te jurídica. Esta operación respecto de todo el sistema jurídico es, en realidad, 
mixta, segün nosotros creemos; interpreta el espíritu del Derecho y crea la nor- 
ma concreta, que de ninguna forma existía. Si, por el contrario, la norma obliga- 
toria de conducta se pretende transportar directamente de un orden extrajurídico, 
por ejemplo, del sociológico, económico, político, entonces la operación del intér- 
prete ya no es jurídica y aun carece de legitimidad. La necesidad social no se 
convierte en norma obligatoria de conducta por la mera acción del intérprete, 
sino por voluntad explícita o implícita de quien puede crear la ley. El llamado 
Derecho libre es una falsificación de la ley, introducida por el arbitrio individual, 
que viene a entronizar el desorden y a destruir la seguridad jurídica. 

En el capítulo segundo se trata de los preswpuestos de la interpretación (la 
dogmática), (pp. 77-96). Con razón afirma el profesor GALLONI que es erróneo 
el aforismo «in claris non fit interpretatio» (p. 78). Lo que no hallamos tan acer- 
tado es la distinción que hace entre la interpretación impropia o cientifica, que 
tiene por fin declarar todo el sentido genérico de la ley, en sí misma considerada, 
y la interpretación propia, que aplica la norma abstracta a un factiespecies de- 
terminado. La ley es un precepto general y abstracto, o mejor, ilimitado en su 
aplicación, porque no se contrae a un nümero determinado de casos o hechos, 
sino que comprende todos los casos posibles que se produzcan con las caracterís- 
ticas sefialadas en la ley. Por lo tanto, la declaración del sentido de esa ley, tal 
como ella es, no puede menos de merecer el dictado de verdadera y propia inter- 
pretación. Una operación distinta y posterior a la verdadera interpretación, y 
que necesariamente la presupone, es la aplicación de la ley a los hechos concre- 
tos, la cual convierte la norma hipotética legal—ya de por sí con fuerza de obli- 
gar—en tesis concreta, es decir, en regla de conducta actualmente obligatoria. 
Esta aplicación, aunque necesaria porque a ella se ordena la ley, creemos que no 
es verdadera interpretación de la misma ley, puesto que no declara su sentido, 
sino que lo presupone; es sólo una interpretación del hecho o fenómeno regulado 
por la ley y condición subjetiva para que la ley llegue, prácticamente, a produ- 
cir su efecto vinculatorio en un sujeto determinado. Puede suceder que la apli- 
cación de la ley se haga al revés de como en ella se intentó y, sin embargo, no 
por ello cambia el sentido y la verdadera interpretación de la ley. 

El capítulo tercero versa sobre el concepto de la interpretación (pp. 71-96). 
«Al carácter meramente cognoscitivo y típicamente racional de la interpretación 
dogmática—dice GALLONI (p. 97)—, se opone el carácter intuitivo y típicamente 
voluntarístico de la interpretación en sentido propio» (aplicación de la ley). In- 
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terpretación dogmática llama el autor a la jurisprudencia que hace el juez 
siguiendo el proceso lógico de un silogismo. La interpretación voluntarista o in- 
tuitiva es la que se funda en el hecho social de la aplicación del Derecho, como 
expresión de la voluntad de la mayoría del cuerpo social; es lo que se llama cos- 
tumbre secundum ius. Esta doctrina creemos que necesita de algunas preci- 
siones. El valor interpretativo de la costumbre secundwm ius, o sea, del compor- 
tamiento efectivo de la comunidad social, cuando intenta y cree cumplir la ley, 
es indiscutible; por eso se dice que: «consuetudo secundum ius est optima legum 
interpres». Por lo menos, suele ser la interpretación más conveniente y eficaz, 
y así lo reconoce y sanciona la ley escrita en algunos Códigos. La costumbre 
—]o mismo que la interpretación auténtica—, cuando está revestida de las debi- 
das condiciones, obliga siempre, aun cuando no sea conforme a ley, porque ejerce 
una función normativa. Pero cuando es praeter o contra legem, no podemos afir- 
mar que sea verdadera interpretación de la ley, sino una integración o correc- 
ción de ella. Y puede no ser conforme a ley aun en el supuesto de que el pue- 
blo crea que está cumpliendo la ley. Nos parece, por otra parte, que exagera el 
autor al atribuir a la mayoría del pueblo un poder absoluto e incontrolado en 
la ereación del Derecho, bajo el manto de la interpretación efectiva o práctica, 
llamada a veces muy impropiamente aplicación del Derecho. 


En el capítulo cuarto se estudia largamente el espinoso problema de la «ra- 
tio legis» (pp. 137-199). Rectamente observa el cl. profesor GALLONI (p. 137) 
que la investigación de la ratio legis no va unida de manera particular a uno de 
los varios medios o métodos de interpretación (literal, lógica, histórica, sistemá- 
tica), sino que es el resultado al que tiende toda forma de interpretación. Pero, 
¿cuál es el valor o el significado de la ratio legis y, por consiguiente, de la mis- 
ma interpretación? 

Con razón afirma también GALLONI que parece ya superada la teoría que ex- 
plica la ratio legis como la voluntad o intención psiquica del legislador, sea éste 
una persona física o un cuerpo legislativo. Pero quizá, pensamos nosotros, cuando 
se habla de la voluntad, mente o intención del legislador nadie se ha referido 
exclusivamente a la voluntad psíquica, explícita y actual del legislador al emanar 
la ley, sino a una voluntad también lógica, implícita y virtual, encuadrada den- 
tro de las lineas generales del propio sistema y enderezada a la realización de un 
fin, que es la ratio legis. Todos los elementos o métodos de la interpretación se 
ordenan al conocimiento de esa voluntad o intención del legislador que, al pro- 
mulgarse la ley, queda objetivada o de alguna manera expresada en ella, y por 
eso se llama también voluntad de la ley. 


El profesor GALLONI considera la ratio legis como la causa de la ley, al modo 
como se habla de la causa del negocio jurídico. Sin embargo, interesa advertir 
—aunque en esto quizá nuestro pensamiento no coincida totalmente con el del 
autor de la obra que resehamos—que el sentido y obligatoriedad de la ley no es- 
tán necesariamente vinculados a la ratio legis, sino a la voluntad del legislador 
objetivada en la ley. La razón o fin de la ley es un medio para conocer su sen- 
tido, pero no el ünico ni siempre el más seguro. Si el resultado de la aplicación 
conjunta de todos los medios de interpretación es diverso del que aisladamente 
parece deducirse de la ratio legis, aquel sentido y no éste es la verdadera regla 
de conducta, con tal que no sea del todo irracional. 
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El autor no distingue entre identitas rationis y similitudo rationis. La dis- 
tinción nos parece necesaria para conocer cuándo la operación jurídica es ver- 
daderamente interpretativa o es, más bien, integradora de la ley. Para nosotros 
—y también en este punto es probable que disintamos del autor—siempre que 
existe la identitas rationis interpretamos verdaderamente la ley, aplicándola a 
todos los casos en que se da la misma razón, porque todos esos casos se hallaban 
ya comprendidos en la ley. Pero cuando la razón que enlaza a varios casos es 
solamente de semejanza, los casos análogos no aludidos o contemplados en la 
ley deben considerarse como irrelevantes o sin necesidad de norma. Y si para 
ellos es necesaria una norma jurídica, ésta deberá crearse de nuevo por medio 
de la integración de la ley, siguiendo para ello el procedimiento marcado por 
el legislador, que suele ser, principalmente, la analogía legal o la jurídica y la 
jurisprudencia de los tribunales. La integración de la ley, como anteriormente 
queda apuntado, puede considerarse como interpretación respecto del Derecho 
total, con tal que se la busque y deduzca de fuentes jurídicas, en las que poten- 
'cialmente, no formalmente, se contiene. 

Esta que consideramos más aquilatada distinción de conceptos tiene no sólo 
"un valor científico, sino también práctico. Porque la interpretación de la ley 
tiene lugar siempre respecto de todos los casos en ella comprendidos siquiera 
virtualmente, mientras que la extensión de la ley, por medio de la analogía o de 
otros recursos jurídicos, sólo puede realizarse en caso de necesidad, o sea, cuando 
la aplicación de una norma legal a un caso que carece de ella se hace impres- 
cindible. 

El quinto y último capítulo es más breve que los anteriores (pp. 201-210) y 
en él se ocupa el autor de la interpretación auténtica y de sus relaciones con la 
interpretación jurisprudencial. «La interpretación auténtica, dice el autor, en 
cuanto declaración del mismo órgano del poder normativo, que ha emitido la pri- 
mitiva declaración, no constituye una actividad interpretativa verdadera y pro- 
pia, sino una integración normativa» (p. 201). Sobre esta afirmación nos parece 
que sería oportuno distinguir entre la declaración secundum ius y la declaración 
praeter.o contra ius. La operación integradora o abrogativa de la ley no puede 
llamarse interpretación, aun cuando sea el mismo legislador o el uso del pueblo 
quien la realiza. Pero, así como se afirma, con razón, que el uso del pueblo, 
«cuando obra con voluntad de cumplir la ley, es la mejor interpretación de la 
‘misma ley, no obstante la forma obligatoria que el uso o costumbre puede al- 
canzar, de la misma manera es preciso concluir que la declaración de la ley 
hecha por el legislador, con el objeto de explicar la ley, es la más válida y ge- 
nuina interpretación, aparte de ser también una norma complementaria respecto 
de la interpretada, y aun modificativa de ella en el supuesto de que llegue en 
‘realidad a discrepar de la misma. 

Conclusión.—Hemos hecho, más que una recensión, una crítica de la obra del 
profesor GALLONI y hemos apuntado importantes divergencias en el enfoque ge- 
neral del problema de la interpretación de la ley. Pero nadie piense por ello que 
‘con lo dicho intentemos desvalorizar científicamente en lo más mínimo la obra 
que tenemos el gusto de presentar a los cultivadores de la teoría general del 
Derecho. Todo lo contrario: si nos hemos ocupado de esta obra con algun dete- 
mimiento, a pesar de no ser ella muy extensa, es porque la juzgamos de mérito 
muy relevante; un trabajo magistral en su fondo y en su forma, que puede servir 
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de modelo para trabajos jurídicos de carácter doctrinal. Trabajos monográficos 
de esta índole y altura contribuyen poderosamente a la dignificación, estabilidad 
y progreso de la ciencia jurídica, que, para ser ütil, debe descender a la aplica- 
ción de la norma jurídica a los hechos concretos; mas para ser racional y segura, 
debe elevarse primeramente a la teoría o consideración de los más altos princi- 
pios jurídicos, sociológicos y morales. 


M. CABREROS DE ANTA, C. M. F. 
Universidad Pontificia. Salamanca 


JURISPRUDENCIA PONTIFICIA DE PROCESOS POR 
CAUSA DE MIEDO (*) 


He aquí un libro que pronto estará en la mesa de todos cuantos tengan que 
intervenir en causas de nulidad de matrimonio «ex capite vis et metus». Esplén- 
dido volumen de 1.380 páginas que nos envía para su presentación a nuestros 
lectores el editor napolitano M. D'Auria (Calata Trinita Maggiore, 52, Nápoles). 
Nuestra recensión en este caso puede limitarse a dar cuenta del contenido del 
libro, pues con ello estarán de sobra los elogios y las recomendaciones. 

Las causas por miedo que prácticamente pueden ocurrir en los Tribunales 
eclesiásticos son las de nulidad de cargas de la sagrada ordenación (can. 214) y 
las de nulidad de matrimonio (can. 1.087), ya que las otras acciones de rescisión 
por miedo (cáns. 1.684-86) son sumamente raras en el fuero eclesiástico. El abo- 
gado LAZZARATO ha reunido en este volumen no menos de 622 causas resueltas 
en los tribunales o en otros Dicasterios pontificios en las cuales la causa petendi 
es el miedo. En realidad son muchas más, porque de varias causas se dan las 
distintas sentencias que se han producido en sucesivas instancias. De las 622 cau- 
sas reunidas en este libro, las tres primeras se refieren al canon 214 (en realidad 
son cuatro, porque de la segunda de ellas se nos dan las sentencias correspon- 
dientes a las dos instancias rotales); todas las sentencias de esta sección son 
contrarias a la pretensión del actor. Las otras 619 resuelven casos referentes al 
canon 1.087. De éstas, hay 332 resueltas en favor de la nulidad del matrimonio 
(es decir, el 53,62 por 100), algunas son vacilantes en cuanto a la causa petendi 
(simulación o miedo), cinco dispensadas «super rato et non consummato»; una 
resuelta en el sentido de «non constare», pero dispensada «ob inconsummatio- 
nem», y dos resueltas favorablemente por la Signatura Apostólica. 

No todas las causas han sido tramitadas en los tribunales pontificios, pero en 
todas ha intervenido la Santa Sede, lo que justifica el título de jurisprudencia 
pontificia que el autor ha elegido para su libro. 

Para poder colocar un tan grande nümero de sentencias en un solo tomo, 
aunque sea tan voluminoso como este que nos ofrece LAZZARATO, el autor ha uti- 
lizado el método de condensar las sentencias en unos prietos resümenes que 
contienen toda la sustancia de las sentencias originales. He aquí la primera gran 


(*) DAMIANUS LAZZARATO, Sac. In Romana Curia Advocatus: Iwrisprudentia, Ponti-- 
ficia. De metu, can. 214 et 1.087 (Roma, 1956), 1.380 pp., 25 cm. 
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labor de LAZZARATO. Los resümenes siguen fielmente el contenido del original y 
están hechos con gran perfección. Los in iure no sólo reproducen en síntesis 
todas las ideas de la sentencia correspondiente en el orden en que allí se expre- 
san y, dentro de lo posible, con sus mismos términos, sino, además, las citas de 
autores o de jurisprudencia que puso el ponente de la causa. Si la cita es de 
jurisprudencia, el autor envía, además, a la página de su libro en que se repro- 
duce la sentencia alegada. En cambio, no sigue la numeración de las sentencias 
de la Rota, sino que utiliza la suya propia. Esta mínima falta de fidelidad está 
compensada por el orden y la proporción de los párrafos de LAZZARATO. 

Los in facto son más difíciles de resumir y exigen un estudio atento de la 
sentencia para no omitir las líneas generales de la prueba en función del valor 
que el Tribunal le ha atribuído para formular su pronunciamiento. Hace falta 
un criterio de condensación y una capacidad para realizarla. ;Lo ha logrado 
LAZZARATO? Después de comparar un buen nümero de sentencias originales con 
los resümenes del autor, creemos poder decir a nuestros lectores que también 
los resümenes de los in facto son la obra atenta y cuidadosa de un abogado rotal 
inteligente, laborioso y sumamente avezado en el manejo profesional de los autos 
procesales. No son estos resümenes la obra fría de un intelectual abstracto, sino 
que delatan a un abogado experto enfrentado con la realidad de un proceso, tal 
vez enmarafiado, del cual sabe extraer en síntesis compendiosas todo su meollo 
procesalmente interesante y exponerlo con orden, claridad y sencillez. 

Además de lo dicho, el autor hace crítica de las sentencias que condensa. No 
sería buen abogado si no leyera los autos con ojos críticos. Es una crítica mínima 
en su expresión, consistente en interrogantes puestos entre paréntesis junto a 
las palabras o frases de las sentencias resumidas, cuando esas palabras o frases 
contienen un concepto poco ajustado. En ocasiones, el autor pone al fin de la 
sentencia una advertencia brevísima, que a veces es de crítica adversa (p. e., «si 
testes iussum patris evincunt, sententia errata est»; p. 758), otras sobre encua- 
dramiento de la sentencia en el canon 1.087 (p. 711), o sobre el modo de plantear 
la prueba (p. 703), u otras advertencias de varia indole. 

La segunda gran labor de LAZZARATO consiste en los índices del libro, que ha- 
cen sumamente fácil la utilización del inestimable material recogido. Con ellos 
es sencillisimo buscar, si existe, el caso semejante al propuesto, para apoyarse 
en la auctoritas rerum similiter iudicatarwm. Los indices son: de casos resueltos 
por la Signatura Apostólica; resueltos por la Curia romana; resueltos por la 
Rota romana, por orden de fechas y de ponentes; por orden de asuntos dentro 
de cada ponente (43 pp.); por orden de sentencias favorables; índice de causas 
favorables (1); índice de sentencias negativas (21 pp.). Por ültimo, un index 
principiorum et argumentorum (80 pp.). 

Tal es el libro. Alabarlo es excusado, pues por sí solo se alaba. Creemos que 
el autor ha prestado un servicio inapreciable a jueces y abogados de causas ecle- 
siásticas «de metu». Además, ha sefialado un camino; desearíamos que LAZZARATO 


(1) He aquí la lista incompleta de capítulos de este índice: A) Por personas in- 
timidantes: a) al varón, b) a la mujer; 1) la madre, 2) el padre, 3) los padres, 4) el 
esposo, 5) otras personas; c) lugares de misión. B) Por personas intimidadas: a) el 
varón, b) la mujer; 1) desflorada, 2) golpes, 3) amenazas, 4) miedo reverencial, 5) lu- 
gares de misión. El índice de sentencias negativas tiene los mismos capítulos que 
el anterior. 
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mos diera más volümenes como el presente y que su método encuentre imitadores 
que pongan al alcance de la mano toda la jurisprudencia pontificia. 


Tomás G. BARBERENA 


"LA CURA PASTORAL EN LA ESPANA ROMANOVISIGODA (*) 


He aquí una monografía visiblemente monumental. Más monumental todavía 
cuando una lectura detenida va recorriendo sus paramentos. Se trata de una 
obra «de tomo y lomo)—nótese el elevado número de páginas, grandes y apre- 
“tadas, fruto de una investigación sabia, paciente, hábil y minuciosa; verdadera 
aportación personal en el campo histórico, pastoral, litürgico, canónico. Una vi- 
sión analítica y sintética de los importantes temas tratados que supone una gran 
capacidad intelectual y de trabajo. 

Autor —El doctor don Justo FERNANDEZ ALONSO, bibliotecario e investigador 
del Instituto Español de Estudios Eclesiásticos de la Iglesia Nacional de Mont- 
“serrat, de Roma; colaborador de «Hispania Sacra»; redactor de «Anthologica 
Annua»; escritor meritisimo, desde el punto de vista científico y espanol, de im- 
portantes enciclopedias extranjeras; uno de los antiguos alumnos de la Facultad 
de Historia de la Universidad Gregoriana que preparan para la B. A. C. la His- 
toria Eclesiástica de España en cinco volúmenes, por iniciativa y bajo la dirección 
del que fué decano de dicha Facultad, el prócer y gigantesco P. Pedro de Letu- 
ria, S. J. (q. e. p. d). La obra que reseñamos es la tesis que, dirigida por el llo- 
“rado maestro, presentó el doctor FERNANDEZ ALONSO en 1951. Puesta al día la 
publica la Iglesia Nacional de Montserrat en 1955. 


Hl libro.—La presentación externa es buena: a dos tintas la portada, tipos 
nitidos y muy variados, distribución muy acertada. Ha faltado una Ultima co- 
rección de pruebas, a juzgar por las abundantes erratas. El estilo es serio, rico 
y claro, sin tropiezos ni alardes literarios. 

Metodológicamente impecable: Va encabezado por una abundante lista de 
fuentes y bibliografía. Las fuentes se refieren a los años 300-711: «La Iglesia 
en Espafia desde el siglo IV al VIII, época que designamos con el nombre de 
romanovisigoda». Se prescinde de los autores anteriores por la escasez, más bien 
Se diría ausencia casi absoluta de documentos, absolutamente insuficientes para 
trazar un cuadro de conjunto. El criterio seguido para la interpretación de las 
fuentes ha sido el de «acercarse a ellas con sencillez y sinceridad de historiador, 
que suponen un esfuerzo de la inteligencia y del corazón para penetrar en la 
mentalidad y el ambiente de la época estudiada». La bibliografía es amplia: casi 
siete grandes páginas. Pero es más bien selectiva que exhaustiva. Hoy ya encon- 
traría el lector alguna ausencia notable de autores del día, especialmente ale- 


manes, ausencia inevitable dada la velocidad con que avanzan los estudios his- 
tóricos. 


(*) JUSTO FERNANDEZ ALONSO: La cura pastoral en la España romanovisigoda. 
Edita la Iglesia Nacional de Montserrat. (Roma, 1955.) XXIV + 632 pp., 25 cm. 


— 218 — 


BIBLIOGRAFIA 


Contenido.—«De los dos aspectos de la vida interna de la Iglesia: expansión 
misional y cuidado de las almas ya ganadas para Cristo, vamos a ocuparnos del 
“segundo», dice el autor en la Introducción, entendiendo por cura pastoral «el 
‘trabajo realizado por la Iglesia a través de sus ministros, y aun comenzando por 
éstos, para cultivar la vida espiritual de la comunidad cristiana en general y de 
los grupos o etados especiales de ella.. Con ello queda explicado el conte- 
nido del presente volumen y su división lógica en dos partes, consagrada la pri- 
mera al sujeto y la segunda al ejercicio de la cura pastoral; en esta Ultima se 
han ordenado los temas buscando un orden lógico y genético al mismo tiempo.» 


En la imposibilidad de transcribir completo el índice, copiamos solamente el 
titulo de los capítulos y algunos apartados que nos parecen singularmente su- 
gestivos: Capítulo I: Los grados y la elección del clero. El subdiaconado, orden 
menor. La elección del clero. El instituto de los oblatos. Elección de clérigos en- 
tre los monjes. Intervención del clero y del pueblo. Las elecciones episcopales, 
etcétera.—Capítulo II: Educación intelectual del clero. La formación humanísti- 
ca. Formación propiamente eclesiástica... Escuelas episcopales. Bibliotecas y es- 
critorios, etc.—Capítulo III: Santidad y vida del clero. Santidad episcopal y edu- 
cación del clero. Ascetismo y celibato clerical. Vicios y defectos del clero. La vida 
común. Porte externo de los clérigos, etc.—Capítulo IV: Organización del clero 
«desde el punto de vista pastoral. «Paroecia» y «dioecesis». Parroquia y monaste- 
rio. Las «iglesias propias». La organización provincial. Organización nacional. 
Hacia la capitalidad de Toledo. Iglesia y Estado en la organización eclesiástica 
española, etc.—Capítulo V: La iniciación cristiana. El Catecumenado. El bautis- . 
mo por la fuerza. El bautismo. Las ceremonias postbautismales. La reconcilia- 
ción de los herejes, etc.—Capítulo VI: Vida. litúrgica y culto. Frecuencia de la 
comunión. Las diversiones profanas. El ciclo estacional. El santoral hispano has- 
ta el siglo VIII. La devoción y el culto de la Virgen, etc.—Capítulo VII: La pre- 
dicación.—Capítulo VIII: Matrimonio y familia.—Capitulo IX: Ascetas, vírgenes 
y monjes. Problemática histórica del priscilianismo. Monjes y viudas. Monjes y 
solitarios. La organización monástica. Falsos monasterios. Los monasterios do- 
bles, etc.—Capítulo X: La disciplina penitencial. La penitencia pública general. 
La penitencia de los clérigos. La penitencia de los monjes. La excomunión. Su 
valor penitencial. La penitencia privada. San Isidoro de Sevilla, etc.—Capítulo XI: 
Extremaunción, Viático y liturgia funeraria. 

De este magnífico estudio deduce las siguientes conclusiones: <... en los siglos 
VI y VII, y más en el segundo que en el primero, fué Espafia el lugar donde la 
Iglesia desarrolló una mayor vitalidad, la cual no fué solamente obra de las 
grandes figuras episcopales que constelan la centuria anterior a la invasión de 
los árabes, sino que ellas recogen y llevan a su plenitud la herencia de sus pre- 
«decesores, muchos de los cuales fueron confesores de su fe.» «Pero ese esplendor 
corre el peligro de ser limitado a los aspectos externos de la vida de la Iglesia, 
y en especial al alto valor social que se le concedió en el Estado visigodo...; tam- 
bién manifestó en su vida interna un gran empuje, y.ésta fué, en ültimo tér- 
mino, la razón intima de aquel otro gran esplendor externo.» «Factores de esa 
gran realidad fueron la educación del clero, su perfecta organización y la vigi- 
lancia y celo de los Obispos. La santidad y el celo son generales en el panorama 
de la España romanovisigoda.. En los albores de nuestra historia eclesiástica se 
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presenta la primera ley canónica que impone a los clérigos superiores la conti- 
nencia...» 

«La organización puede calificarse de perfecta en los planos diocesano y pro- 
vincial aunque no en el nacional» «Dentro de la diócesis se hallaba el clero 
distribuído en las iglesias para las cuales habían sido los clérigos expresamente 
ordenados; cada grado del clero tenía una especie de prefecto, que cuidaba de los 
clérigos que se le encomendaban y daba cuenta al superior inmediato o al mismo 
Obispo, segün los casos; los más importantes de estos prefectos eran el primi- 
cerio, bajo el cual se hallaban los clérigos menores, y entre ellos, los subdiáco- 
nos; el arcipreste, que presidía a los presbíteros, y sobre todo el arcediano, supe- 
rior inmediato de diáconos y presbíteros y de una importancia extraordinaria en 
orden al gobierno de la diócesis.» «Las parroquias eran las iglesias que se iban 
formando en torno a la episcopal como filiales de la misma. Al lado de ellas sur- 
gieron las «iglesias propias», fuente de abusos. La institución superior a la dió- 
cesis era la provincia eclesiástica; en la Espafia propiamente dicha existían cinco 
y coincidian con las homónimas provincias civiles. La institución a través de la 
cual se gobernaba la Iglesia espafiola en los planos provincial y nacional era la 
de los Concilios...» 

«La actividad específica del clero había debajo de ser misión para convertirse 
en auténtica cura pastoral; ya no se trata de conquista, sino de cultivo, pero de 
cultivo que exige muchas acomodaciones en los métodos de apostolado, que, como 
siempre, tardan en cuajar.» 

«Una de las mayores preocupaciones de los Obispos españoles tenía por objeto 
la liturgia... La Misa se celebraba ya desde el siglo IV diariamente en todas las 
iglesias donde hubiera sacerdote, y aun parece probable la costumbre de cele- 
brarla varias veces en el mismo día.» 

«Se veneraban muchísimo las reliquias y las fiestas de los mártires, tanto que 
a veces los Concilios tuvieron que poner coto prohibiendo diversas exageraciones.... 
Ejemplos típicos, San Martín de Tours, para el reino suevo, y Santa Eulalia, 
para la ciudad de Mérida.» 

«Entre los actos litürgicos a que asistía el pueblo se contaba también el oficio 
divino. El acto central era la Misa con predicación como obligación pastoral 
ineludible.» 

«Los cánones espafioles condenan decididamente los brotes de herejia que 
atacan la santidad y honestidad del matrimonio. Se defienden enérgicamente, 
contra las viejas concepciones jurídicas romanas, la unidad y la indisolubilidad 
del mismo.» «La mayor parte de los escritores eclesiásticos nos hablan a cada 
paso de las fuentes de la virginidad, del ascetismo y del monacato, poniendo en 
sus expresiones toda la emoción de un corazón enamorado.» «La espiritualidad 
monástica es también fruto logrado de la actividad pastoral de la Jerarquía.» 

«La mayor parte de los cánones de los Concilios se ordenan a corregir y cas- 
tigar pecados y abusos morales y disciplinares. Se encuentra en pleno vigor en 
esta época, con las características propias de esta Institución en la Iglesia uni- 
versal, la penitencia püblica o canónica.., que va perdiendo poco a poco su im- 
portancia para dejar el paso a formas de penitencia privada.» 

«Con los sacramentos de extremaunción y el Viático, y prescindiendo de la 
actividad de la Iglesia en el orden caritativo y asistencial, queda completo el 
cuadro de la cura pastoral en España durante los siglos IV-VII.» 
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«Como deficiencias fundamentales—concluye el autor—, recapitulemos la in- 
tervención excesiva de las autoridades civiles en los asuntos eclesiásticos; la falta 
de espíritu de conquista; la política seguida en la conversión y bautismo de los 
judíos; la falta de catequesis para continuar la instrucción de los neófitos des- 
pués del bautismo, y, en fin, acaso se nota también un punto débil en el capitulo 
de la predicación.» 

«Pero nos parece que en su conjunto la ültima centuria estudiada constituye 
con toda verdad el primer siglo de oro en la historia eclesiástica de España.» 

Además del índice general que viene al frente del libro, se afiaden al final 
otros dos alfabéticos de personas y cosas, que hacen fácil el encuentro de cual- 
quier tema o referencia buscados. 

Creemos que este trabajo voluminoso y concienzudo—hemos recorrido sus 
1.887 notas—ha de considerarse imprescindible en toda biblioteca de pastoral 
científica, y que interesa grandemente a los cultivadores del Derecho canónico, 
pues en una época tan floreciente brillan institutos fundamentales importantisi- 
mos en la historia del mismo y el autor los ha estudiado y explicado «con mano 
paternal y enamorada». 

Nos ha parecido ver en el autor un ferviente enamorado del gran doctor de 
las Espanas, San Isidoro. 

Entre los defectos que no pueden faltar en obra tan extensa— defectos de las 
virtudes—, señalaríamos, aparte de las erratas que delatan la lejanía del atildado 
autor, algunas repeticiones innecesarias sin referencia y como olvidadas de la 
cita anterior. Tal vez se explique por el enorme recorrido y por dar unidad a 
cada uno de los capítulos, que realmente constituyen una hermosa monografía 
independiente y completa. 

Felicitamos cordialmente al señor FERNÁNDEZ ALONSO y al Instituto Español 
de Estudios eclesiásticos de Montserrat. No dudamos que aportaciones como ésta 
«cumplen su misión en los campos de la ciencia y de la vida», como pide a Dios 
el autor al fin de la Introducción. 


HORTENSIO VELADO, Pbro. 


LOS INSTITUTOS SECULARES EN LA NUEVA 
LEGISLACION CANONICA (*) 


El mejor elogio de esta obrita lo hace el excelentísimo P. Arcadio Larraona 
en carta al autor felicitándole por su trabajo: «Nos alegra enormemente que 
también los civilistas se interesan por los Institutos Seculares y nos ayuden a 
esclarecer su concepto y especialmente a divulgarlo en los ambientes laicales.» 

Y el mismo autor, civilista y seglar como se ve, nos declara el argumento del 
libro sumariamente: Se trata de la esencia y grandes líneas de los Institutos 
seculares y de su especie teológica y jurídica. 


(*) Dr. GIUSEPPE M. BENUCCI: Gli Istituti Secolari nella nuova legislaziones ca- 
nonica, con lettera dell Eccmo. P. Arcadio Larraona, C. M. F., Segretario della S. C. 
dei Religiosi. Tipografia Regionale (Roma, 1955), 70 pp., 21 cm. 
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Primeramente, se dan unas nociones teológicas sobre la esencia del estado de 
perfección en general: la estabilidad y el vínculo moral, segün la mente de Santo: 
Tomás. Después se estudia el aspecto jurídico de los Institutos comparándolo con: 
el derecho común de los religiosos y de las Sociedades de vida común. 

En un capítulo especial se trata de la evolución de la vida religiosa hasta 
esta nueva forma, que no está en el Código. 


Se examinan luego los Documentos Pontificios fundamentales sobre los Ins-- 
titutos; a saber, la Provida Mater Ecclesia, Primo feliciter y Cum Sanctissimus. 

Por fin, se estudian algunos aspectos de los Institutos Seculares: su juridici- 
dad y su característica de seculares, aunque sean teológicamente religiosos, todo: 
según la doctrina fundamentada «iure et praxi romana» del excelentísimo P. Ar- 
cadio Larraona, C. M. F., al que se dedica la obra. 


Nos define el esclarecido autor el «estado jurídico privado»: «aquel que está 
jurídicamente reconocido y ordenado dentro del ámbito de los tres estados fun- 
damentales públicos y se regula por relaciones jurídico-privadas». (El subrayado 
es nuestro.) En una nota que ilustra este párrafo divide el estado jurídico en 
público (o canónico) y privado (o meramente jurídico). Detrás de público abre: 
una clave: «los tres estados fundamentales del canon 107: clérigos, religiosos y 
laicos». Y a continuación de privado abre otra clave en la que encierra: «las va- 
riedades reconocidas dentro del ámbito de los tres estados fundamentales». No 
acertamos a entender la mente del autor al decirnos que los Institutos Seculares 
están dentro de los tres estados canónicos fundamentales, siendo así que cierta- 
mente los miembros de los Institutos conservan su estado canónico de clérigos: 
o laicos, pero se contraponen por seculares a los religiosos. No están, por tanto, 
dentro de este estado canónico de religiosos. (Vide p. 22.) 


Es cierto que hay autores de nota que sostienen que los Institutos Seculares 
son el tercer estado canónico de perfección. El autor de la obra nos recuerda a 
Bergh, Creusen, Lauwers. Pero él mismo se pone de parte de Larraona, Gutié- 
rrez, Canals y Escudero, que sostienen la opinión más común: que son estado: 
jurídico, no canónico de perfección. Y que son asociaciones seculares y no religio- 
sas jurídicamente, aunque sean religiosas teológicamente o «quoad substantiam». 
Sabido es que estas confusiones se originan por la falta de paralelismo entre lo 
jurídico y lo teológico, en este caso. Pero—repetimos—nos parece encontrar con- 
tradicción entre el esquema de la nota citada y la doctrina sostenida por el autor. 


Observa muy atinadamente el doctor BENUCCI entre sus interesantes conclu— 
siones «que es un error ver en los Institutos Seculares un sucedáneo de las Or- 
denes o Congregaciones religiosas, destinado a los que, no sintiéndose con ánimos 
para abrazar la vida religiosa verdadera y propiamente dicha, se refugian en los 
Institutos Seculares para vivir una vida para-religiosa. Puede haber personas: 
llamadas a vivir la plenitud de la profesión religiosa en el convento o pueden 


otras igualmente ser llamadas a vivirla en el mundo con una Conga eración idén-- 


tica en su sustancia teológica». 
Y concluye: «Considerando los Institutos Seculares dentro del cuadro gene- 


ral del Derecho canónico, podemos decir que constituyen hoy como un apéndice- 


del título XVII, libro 2.º, del Código, formando así un anillo de conjunción entre 
la parte «de religiosis» ya la «de laicis», por sus puntos de contacto con ambas. 


Esto son los Institutos Seculares en la nueva legislación canónica: una forma: 


— 222 — 


BIBLIOGRAFIA 


nueva de vida religiosa, adaptada a los tiempos modernos por la divina sabiduría: 
de la Iglesia.» 

Como ha podido apreciarse por este esbozo, las no muy numerosas páginas de: 
esta obra—impecablemente presentada, por lo demás, en su aspecto tipográfico— 


ofrecen una síntesis muy completa y práctica de cuanto se ha escrito sobre Ins-- 
titutos Seculares. 


HORTENSIO VELADO, Pbro. 


UN NUMERO EXTRAORDINARIO DE 
«LA CIUDAD DE DIOS» 


El magisterio del Aguila de Hipona es el más universalmente reconocido que: 
registra la historia de la cultura. Todas las generaciones posteriores al siglo IV' 
después de Jesucristo le son acreedoras de una gran parte de su bagaje cultural. 
La Escolástica medieval, el racionalismo moderno, el existencialismo actual, cons- 
ciente o inconscientemente, en él han enraizado los elementos más sanos y mejor 
orientados de sus especulaciones. Provisto de una extraordinaria cultura filosó- 
fica e histórica, enriquecida y sublimada con un dominio absoluto de la Teología 
cristiana, abordó San Agustín, con amplitud de miras y profundidad de aspectos, 
los problemas eternos del hombre, consiguiendo fórmulas que, aunque dictadas 
frecuentemente por las circunstancias de su momento histórico concreto, encie- 
rran un valor supratemporal, bañadas por la luz inexhaurible de la verdad eter- 
na. A la vez que por la elevación de su pensamiento, brillan las obras de Sam 
Agustín por la hondura humana de su sentimiento. 

Para conmemorar el décimosexto aniversario del nacimiento del gran Doctor 
(354-1954), la revista agustiniana «La Ciudad de Dios» ha publicado un número 
extraordinario de homenaje, dedicado a estudiar los aspectos capitales de la 
magna De civitate Dei, obra que, junto con las Confessiones, constituye lo más: 
representativo de la amplísima producción del Santo. Dos gruesos volúmenes, que: 
contienen en conjunto 43 disertaciones, constituyen el fruto en sazón de una 
extensa colaboración internacional de especialistas, que ha puesto de relieve el 
valor que para los tiempos actuales atesora el que su propio autor calificaba 
«magnum opus et arduum». 

Imposible resulta resumir en pocas líneas el abundante y variado contenido 
de estos volúmenes, en los que plumas bien cortadas han dejado gallarda mues- 
tra de su dominio y maestría en la comprensión y exposición de la personalidad, 
el ambiente, las doctrinas capitales, la. influencia histórica... del doctor Hiponense. 
Escrituristas, teólogos, historiadores, jurisconsultos, literatos... han espigado con 
avidez en las ubérrimas páginas de La Ciudad de Dios, para ofrecernos trabajos, 
con frecuencia magistrales y definitivos, sobre los múltiples aspectos de la obra 
inmortal, que, lejos de quedar con ello agotada, continúa siempre abierta a nue- 
vas y más profundas investigaciones. Además de repetidas alusiones en numero- 
sos trabajos, dos son las disertaciones consagradas a exponer expresamente te- 
mas de orden jurídico: la de PABLO Lucas VERDÚ, Persona y comumidad en la 
Ciudad de Dios (II, 299-309), y la de JosÉ María LÓPEZ RIOCERECERO, OTSTAS 
La humanización del castigo en la penologia de la Ciudad de Dios (II, 311-341). 
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Apuntemos algunas extrafiezas que a lo largo de la lectura de tan volumino- 
sa y docta aportación nos han asaltado. El señor MUNOZ ALONSO se sorprende 
de que los historiadores de la Filosofía presenten al Obispo de Hipona como un 
pensador platónico (I, 160). Cierto es que el Santo escribe, apuntando la razón 
de sus preferencias, que sea cual fuere el nombre de los filósofos paganos y de 
su escuela, los que han enseñado la verdad de un Dios, autor de las cosas crea- 
das, ley de las que deben conocerse, bien de las que deben ejecutarse, ésos son 
sus preferidos, sean ellos griegos, latinos o bárbaros. Mas da la coincidencia de 
que sean precisamente los platónicos los que han hecho de Dios «causa essendi, 
ratio intelligendi y ordo vivendi». En este mismo sentido abunda el P. ANGEL 
CusToDio VEGA, O. S. A., cuando escribe que «toda la Ciudad de Dios está empa- 
pada de platonismo» (II, 26), y el P. CARLOS. Boyer, S. I. (II, 54). El P. ESTAL 
(I, 241) habla de la legitimidad de una pura Filosofía de la Historia. Mas esta 
pura Filosofía de la Historia, ¿abarcará en su ámbito la totalidad de los hechos 
históricos y tendrá acceso a los ültimos planos de su explicación? Compitiendo al 
filósofo de la historia no sólo el conocimiento, sino principalmente la interpreta- 
ción de los hechos históricos, no deberá olvidar que el hecho más fundamental y 
decisivo de la Historia es la elevación de su sujeto agente, el hombre, a un orden 
sobrenatural y sobrerracional, del que por su culpa cayó y en el que fué rehabi- 
litado por Cristo. Creemos que esta postura es más acorde con el pensamiento 
general agustiniano. Si una de las notas caracteristicas del milagro es la de ser 
un hecho insólito (I, 546), ; qué razón hay para denominar a la lluvia y al naci- 
miento milagros ordinarios que nos pasan desapercibidos? (I, 548-9). Contra la 
propia intención de su autor, parece insinuarse en estas páginas la idea de que 
toda intervención de Dios, así ordinaria como extraordinaria, tiene el carácter 
de milagrosa. Su lectura ha producido en nosotros un efecto opuesto al que su 
autor se propone. 

En términos generales, debemos felicitar a sus organizadores por esta esplén- 
dida aportación a la bibliografía agustiniana, que se distingue por la preparación 
y competencia de sus colaboradores y la objetividad y seriedad de sus colabo- 
raciones. 


L. DE M. O. F. M. 


NUEVA EDICION DEL COMENTARIO AL CODIGO 
DEL PADRE BESTE (*) 


La Introductio in Codicem, del P. U. BESTE, O. S. B., profesor del Anselmiano 
y Consultor del Santo Oficio, logró el afio pasado,la cuarta edición. 

El subtitulo: «Quam ad usum et utilitatem scholae et cleri ad pronptam ex- 
peditamque canonum interpretationem»..., declara el fin propuesto y justifica el 
método seguido: escrito para conocer y estimar el Código—así, explícitamente, 


en la Praefatio—sigue su orden ilustrando sobriamente y explicando los cánones 
dudosos. 


E) Introductio im Codicem, R. P. UDALRICUS BESTE, O. S. 35 ls Wee IDs Imes Cas 
nonici Professor in Pont. Athenaeo S. Anselmi de Urbe; Consultor SS. Congregationis 
Sancti Officii. Editio 4.2 (Neapoli, 1956), 1079 pp. 
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Reconocida la práctica actual de que en los seminarios se trate, en la clase 
de Moral, la materia sacramental, se abstiene el autor de exponer con cierta 
amplitud los cánones correspondientes, contentándose con anotar las respuestas 
y decisiones de las Sagradas Congregaciones; el Orden, en cambio, recibe una 
exposición completa. 

Antes de empezar a ilustrar las Normas Generales, premite a modo de Pro- 
legomena cuatro títulos (pp. 9-50) sobre los elementos propedéuticos: concepto 
del Derecho en general, del canónico, sus fuentes materiales y formales, sociedad 
e Iglesia. Termina su obra con un Appendix (pp. 1071 y ss.) Allegatum EINE JANES 
Indice de facultades quinquenales, Facultades de los Nuncios, Internuncios y De- 
legados Apostólicos, materia sobre la que suelen examinarse de trienales los 
nuevos sacerdotes (1). 

La obra del P. BESTE no es unas Instituciones; a pesar de los conceptos y di- 
visiones que suelen preceder a la exposición exegética de algunos cánones, existe 
por sistema un deseo de acomodarse y aclarar todo y sólo aquello que es préciso 
para comprender el texto del Código, siguiendo su orden. 

Esto mismo le lleva a prescindir casi siempre, y lo vemos con sumo agrado, 
de las nociones históricas, frecuentes en libros de texto y aun de consulta, que 
no satisfacen al que quiera conocer el origen, progreso y evoluciones de los ins- 
titutos canónicos. Con la misma sinceridad creemos que podrían haberse supri- 
mido las cincuenta primeras páginas, que se refieren a problemas gravísimos 
de Filosofía del Derecho, de Derecho püblico y a cuestiones extensas en el campo 
de la investigación histórica. 

El Libro I tiene la extensión y la claridad suficiente para resolver práctica- 
mente los problemas difíciles del jus quaesitum, costumbre, naturaleza y promul- 
gación de la ley, aunque no nos convenza, v. gr. la solución dada a la aparente 
antinomia entre los cánones 12, 88, 8 3, y 2.201, 8 2, en el sentido de que los 
amantes en los intervalos lücidos sean sujeto pasivo de las leyes eclesiásticas. 
En este caso concreto sentimos de verdad el que no se haya consultado el Trac- 
tatus de Legibus, del Rvdo. P. Lucio Roprico, S. I., obra, a nuestro parecer, de 
las más agudas que se han escrito sobre la dogmática jurídica del Código, y que 
falta igualmente en la bibliografía usada por el P. BESTE (pp. 6-8). 

En el Libro II se recogen, después del comentario al canon 98 (pp. 150-155), 
disposiciones referentes al clero oriental en sus ministerios en América o que 
han de emigrar por otras razones; después del canon 111, formularios para la 
concesión de dimisorias y excardinación; después del canon 117, el decreto de la 
Sagrada Congregación Consistorial sobre las emigraciones de sacerdotes europeos 
a América y Filipinas, todos ellos de actual aplicación. 

Los capítulos dedicados a las obligaciones generales de los clérigos recogen 
todas las inquietudes del momento y presentan la disciplina, principalmente ame- 
ricana (Concilio Baltimorense III). El título sobre el Cabildo queda prácticamen- 
te reducido a exponer las declaraciones pontificias; es completo el dedicado a los 
Párrocos; los criterios sefialados a la obediencia, pobreza y castidad de los reli- 
giosos (pp. 418-422) suponen un conocimiento perfecto de las ültimas orientacio- 
nes pontificias y merecen una atenta lectura; es completo el catálogo de «Casus 
excepti» en la exención religiosa. 

(1) En la edición 3., el Allegatum III figuraba bajo el titulo «Quaesita de doc- 


trina christiana tradenda.» 
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En el Libro III, para no repetir lo que se expone en la Moral, el autor no hace” 
otra cosa que insertar las declaraciones concernientes a los sacramentos; en este 


sentido no se ha perdido documento alguno. Otra cosa es, sin embargo, que deba 
aceptarse fácilmente como completa 1a explicación moral de los sacramentos; 


creemos que no puede prescindirse de la letra del Código y que es un defecto de: 


muchos programas seminarísticos el remitir a la clase de Teologia moral el 


Tractatus Canonicus de Sacramentis; nadie podría discutirlo en lo que se refiere- 


a la penitencia y al matrimonio. 


Son interesantísimas las aclaraciones al canon 1.203, $ 2, sobre la cremación: 


de cadáveres, las que se refieren a la müsica sagrada y a la custodia del ta- 
bernaculo, las que determinan las relaciones de católicos con acatólicos (pp. 679- 


683, 688-690, 712-714); de suma utilidad los criterios señalados por la Santa Sede: 
al estudio de cada una de las disciplinas eclesiásticas (pp. 734 ss.), aunque no se: 
citen algunos documentos actuales sobre el valor y utilidad de los principios. 


y métodos de Santo Tomás de Aquino en los estudios filosóficos y teológicos. 
En el título De bonis ecclesiasticis se han logrado hermanar disposiciones mo- 


rales, disciplina antigua y declaraciones modernas, que lo hacen sin duda más: 


vivo y flexible. 


En el libro IV se ha logrado evitar la dificultad de comprensión añadiendo 


a la mera ilustración de los cánones una definición breve, pero segura, de cada 


uno de los elementos y fases principales del proceso. En este sentido, aunque de- 


forma velada, se aproxima la obra del P. BEsTE a unas Instituciones. Las causas 
matrimoniales y el foro competente (pp. 911-932) están ampliamente tratadas. 


Se hubiera deseado más claridad en senalar las hipótesis y partes del proceso- 
en la remoción administrativa de los párrocos inamovibles (pp. 942-949), y el te-- 


ner en cuenta los ültimos trabajos sobre la suspensión «ex informata conscientia». 


Los cánones generales de Delictis recuerdan de nuevo las Instituciones. Me-- 


recen una exposición completa los delitos anejos a la adscripción al comunismo, 
Sociedades prohibidas sin censura y sospechosas o neutrales (pp. 1038-1042). 
Así, pues, el P. BESTE ha logrado ilustrar los cánones; su obra sirve para co- 
nocer todo aquello que ha merecido aclaración, y, por consiguiente, puede ser un 
complemento óptimo para los que estudian los cursos de Instituciones en los 
seminarios; tal vez, con todo, podría exigirse una perfección mayor sistemática 
en orden a la claridad y a la comprensión de los que se enfrentan por primera 


vez con la letra del Código; el seguir su orden, lo reconocemos, no permite fácil-- 


mente el sistema. Las repetidas ediciones demuestran la utilidad práctica y la 


benévola aceptación que ha logrado la obra del ilustrisimo profesor del Ateneo: 


Anselmiano. 


RoquE LOSADA 
Universidad Pontificia. Salamanca 
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SAN RAIMUNDO DE PENAFORT Y LAS PARTIDAS 
DE ALFONSO EL SABIO (*) 


Grande fué la admisión del Derecho comün romano-canónico en Espana; el 
sistema y los principios conseguidos por los romanistas y eclesiásticos son pronto 
imitados por la legislación civil, tanto universal o real como consuetudinaria o 
particular. 

El autor de las Siete Partidas, en servicio de la unidad y universalidad políti- 
ca y religiosa, ha utilizado el Derecho comün medieval. 

El doctor GIMÉNEZ Y MARTÍNEZ DE CARVAJAL, en el primer número: de la serie 
dedicado a la obra alfonsina, demostró la influencia de Graciano y de las Decre- 
tales de Gregorio IX en la Primera Partida (1). ; 

En este nuevo trabajo, sin pretender realizar algo completo, adelanta una 


nueva hipótesis: «la posibilidad—dice en la Nota previa—de que San Raimundo: 
de Peñafort haya tenido alguna intervención en la formación de las leyes canó-: 


nieas del Código alfonsino». 


Las 137 páginas del presente artículo plantean, pues, el problema de la posi-: 


ble colaboración raimundiana en la Obra del Rey Sabio. 

Las pruebas que pueden solucionar la hipótesis en su doble aspecto—influjo 
doctrinal y personal de San Raimundo—se basan en la relación real y próxima. 
de la Summa de Poenitentia en la Primera Partida; las leyes 20 y 21 (Partida I, 
Titulo 20) son un ejemplo aducido, entre muchos, para probar la subordinación 
que hacen los redactores de la obra del Rey Sabio respecto a las anteriores, in- 
cluído el Decreto de Graciano, a la Summa. 

Tenemos que advertir, sin embargo, como aclaración a la razón general adu- 
cida que la cadena—Partidas, San Raimundo, Decreto, Colecciones anteriores, 
Santos Padres, etc.—si vale para el caso presente, ni significa necesariamente la 
continuidad del influjo, ni excluye otras influencias diversas, aunque realmente 
el Decreto de Graciano sustituyera a mediados del XIII prácticamente a otras 
colecciones; la obra de Graciano no contenía, ni siquiera en su tiempo, toda la 
disciplina en vigor en cada una de las Iglesias. Son, pues, los matices legales los 
que han de dar efectivamente la influencia de cada una de las fuentes. 

El doctor GIMÉNEZ reduce a estas conclusiones la influencia de la Suma: 
1.4) es ésta la fuente principal canónica inmediata de la Primera Partida, cor 
la advertencia de que el carácter teológico-canónico y moral de la obra de San 
Raimundo no coincide con el estrictamente jurídico de la obra de Alfonso; 2.º) en. 
los problemas teóricos discutibles, la opinión de San Raimundo es generalmente 
aceptada; las pequefias divergencias se deben a las diversas razones históricas 
de ambas obras. 

En cuanto al método de redacción--y es una prueba más de la independencia: 
sistemática del siglo XIII—, las Partidas son una obra original; en ellas hay un 
método nuevo y un sistema propio en el que se vierten los elementos tomados. 


(*) José GIMÉNEZ Y MARTÍNEZ DE CARVAJAL: San Raimundo de Peñafort y las Par- 
tidas de Alfonso X el Sabio. Separata del n.? 3 de «Anthologia Annua», pp. 201-338. 
Iglesia Nacional Espafiola (Roma, 1955). i A 

(1) El Decreto y las Decretales, fuentes de la Primera Partida de Alfonso el 
Sabio, en «Anthologia Annua», 2 (1954). Recención: Tomás G. BARBERENA, en REVISTA 
ESPANOLA DE DERECHO CANONICO (1954), pp. 633-634. 
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de otras fuentes. Al igual que San Raimundo con las Decretales, la obra alfon- 
sina presenta gran libertad ante los textos por servir al sistema; la división en 
capítulos, la misión de lo superfluo, el cambio de orden, etc. suponen desde 
luego una franca subordinación de las «auctoritates» al fin del colector. 

Mezclada con la Summa de Poenitentia está la Summa juris en la Primera 
Partida. En la ültima parte del trabajo se hace referencia a la posible interven- 
ción personal de San Raimundo en la elaboración de las leyes canónicas de las 
Partidas. Sería interesante, desde el punto de vista histórico, poder sefialar los 
elementos activos de la redacción alfonsina, como el de tantas otras obras juri- 
dicas que han tenido o son fruto de colaboración; recuérdese la hispana, Pseudo- 
isidorianas, etc. 

Los argumentos externos: ser contemporáneo de Alfonso el Sabio, posibilidad 
de dedicarse en el último período de su vida a un serio trabajo científico, rela- 
ciones personales con el Rey, como el mismo autor advierte, no son circunstan- 
cias exclusivas de San Raimundo, ni bastan por sí solas. En cuanto a las razones 
internas, la primera y cuarta—Primera Partida, obra canónica la más perfecta 
de su tiempo, uniformidad doctrinal entre ambas obras—pueden arrojar luz sobre 
el asunto, mayor, si no nos equivocamos, la cuarta, ya que la opinión personal de 
San Raimundo, seguida en las Partidas, está en conformidad con su fuerte e in- 
flexible personalidad frente a los textos y opiniones contrarias. 

Las dificultades en contra, pequefias ciertamente, cierran el trabajo. 

Hacemos nuestras sus ültimas palabras, expresión de un deseo muy escolás- 
tico y espanol, de «introducir las Partidas, de una forma u otra, en las modernas 
historias de las colecciones y de la literatura canónica y llamar la atención de 
canonistas e historiadores del Derecho eclesiástico sobre este precioso código de 
Derecho canónico medieval, tan desconocido fuera de nuestra Patria». 


Roque LOSADA | 
Universidad Pontificia. Salamanca 


II. NUEVAS REVISTAS 


Revista de Dialectología y Tradiciones Populares. Publicación del Centro de Es- 
tudios de Etnología Peninsular. 


Recoge estudios dialectales folklóricos, así como materiales a nuestro saber 
popular con el propósito de fomentar el mejor conocimiento e interpretación del 
acervo poético y linguístico que enriquece la cultura espafiola. Siendo la Etnolo- 
gia la ciencia que enseña a observar la vida y la cultura de los pueblos, sus es- 
tudios alcanzaron un extraordinario auge en todos los países, haciéndose im- 
prescindible la creación de cátedras de Etnologia en las Universidades y Museos 
Etnológicos en todas las regiones. Su ensefianza se exige en el Magisterio, como 
disciplina necesaria para el conocimiento de la mentalidad humana y formación 
integral del individuo. Sólo mediante los estudios completos de la Etnologia de 
una comarca se puede llegar a la comprensión de sus peculiaridades regionales 
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y, por extensión, al conocimiento de bibliotecas de Etnologia, para las que brin- 
damos como obra imprescindible: 

Revista de Dialectología y Tradiciones Populares, de publicación trimestral, 
que cuenta actualmente con XII tomos de unas 70 páginas cada uno y abundan- 
tes láminas correspondientes al tomo XIII (1957). Recoge los más variados temas 
de cultura material y espiritual de Espafia en todos los aspectos de la vida hu- 
mana, desde el nacimiento hasta la muerte. Dialectología, Conocimientos, Lite- 
ratura, Müsica y Canto y Baile, Costumbres, Fiestas, Creencias, Bibliografía, 
constituyen sus secciones. 

Los precios de suscripción para España son 100 pesetas. Para el extranjero, 
140 pesetas. Número suelto, para Espafia, 25 pesetas; para el extranjero, 45 pe- 
setas. Unas 180 páginas cada nümero (26 x 18). Existen colecciones. Aparición 
trimestral. 


II. LIBROS RECIBIDOS 


Victor Sarat, C. P. C. R., Director de la C. P. M.: Historias Modernas. Campaña 
pro Moralidad y fe íntegra. Santa Clara (Madrid). Es una colección de treinta 
cuentos verídicos, segün dice el autor, amenos a la vez que instructivos. 


* * * 


VI? Congres de l'Ássociation Internationale des Juristes democrates (Bruxelles, 
22-25 mai 1956). Travaux de la Commission de procedure penale. Édité par 
L'Association Internationale des Juristes Democrates. 234, rue du Tróne, Bru- 
selles. Un volumen de 73 pp., 24 cm. 


Contiene un resumen de las intervenciones tenidas en la discusión sobre los 
derechos del individuo en materia de procedimiento penal, y al fin una relación 
de la Comisión en la que propone distintos medios encaminados a evitar la falta 
de garantías individuales que pueden ocurrir en los procedimientos penales. 


* * + 


MARC ORAISON, docteur en Théologie, docteur en Médecine: L’Union des épous. 
Librairie Arthéme Fayard. 18, rue du Saint-Gothard (Paris). Bibliothéque 
Ecclesia, n. 26. Un vol de 155 pp. 


Se trata de un libro que no está escrito para especialistas, sino para el pü 
blico en general. El autor ha pretendido disipar los equívocos producidos por la 
doctrina de libros anteriores en relación con los fines del matrimonio. Aunque 
no está escrito para canonistas, se lee con interés el capítulo III, titulado «La 
question des «fins» du mariage». 


O E CES 


BASSOLS DE CLIMENT, MARIANO: Sintaxis latina. Col. «Enciclopedia Clásica», to- 
mos 3 y 4 (14 x 22). Dos vols. 412 pp. y 460 pp. Precio: 200 pesetas. 


El ilustre catedrático de la Universidad de Barcelona y Director de la Escue- 
Ja de Filología del C. S. I. C., doctor BASSOLS DE CLIMENT, «ha realizado con éxito 
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la difícil empresa que representa el contener en corto nümero de páginas una 
materia densa y complicada, sin menoscabo de la abundante bibliografía ni de 
SN claridad expositoria». 


iD En el Estudio de la Sintaxis de la lengua latina se toman generalmente como 
aa puntos de referencia las lenguas indoeuropeas e incluso el idioma de que derivan 
“hye estas lenguas—advierte el autor en el Prólogo de su obra—, aunque lo que de él 
P sabemos sea sólo resultado de conjeturas y reconstrucciones hipotéticas. Es in- 
dudable que la comparación del latin con las lenguas más antiguas de su propia 
estirpe ha dejado muchas incógnitas y contribuído eficazmente al estudio cien- 
"RP tifico del idioma del Lacio. Mas para una exacta y correcta interpretación de los 
E» fenómenos sintácticos de la lengua latina, entendemos que no basta remontarnos 
E a los estudios más antiguos y primitivos de las lenguas indoeuropeas, sino que 
es también necesario tomar en consideración las formas últimas y más recientes 
AN a que ha llegado el latín en su evolución, tal como se nos presenta en las lenguas 
Y. romances, y en especial en el espafiol. 


«La lengua latina desemboca en las lenguas romances a través del latín. vul- 
P. gar y perdura y sobrevive a su descomposición en el latín medieval. Hasta hace 
poco, preocupados excesiva y exclusivamente por el latín clásico, habíamos des- 
cuidado en Espana el estudio del latín medieval, a pesar de los grandes tesoros, 
en parte inexplorados, que en él se conservan. Sin embargo, gracias a la atención 
que presta el C. S. I. C. a todos los problemas culturales, se está en vías de rec- 
Bei tificar este lamentable olvido. Equipos de investigadores encuadrados dentro del 
di «Comité para el Estudio del Latín Medieval» trabajan en varias Universidades 
espanolas en el acopio de materiales, y particularmente en la redacción de un 
diccionario de latín medieval espanol, en colaboración con la «Unión Académique 
Internationale». Al presente manual, pues, se han incorporado numerosas refe- 
rencias de las particularidades del latín de estas épocas. 


Es lógico y natural que las gramáticas de países de ascendencia no latina con- 
sideren la lengua del Imperio romano como un ciclo cerrado y ya exhausto, pues 
las influencias que ha ejercido sobre sus propios idiomas son generalmente las 
especiales, de tipo literario y erudito; para nosotros, en cambio, tiene esta len- 
gua una actualidad palpitante, vivimos de su herencia, e incluso muchas de las 
peculiaridades de nuestro idioma se hallaban ya en germen y en potencia en el 
latín decadente. Movido por todas esas consideraciones, el doctor BssoLs DE CLI- 
MENT ha intentado con su Manuel relacionar campos de investigación y estudio 
que hasta ahora estaban demasiado alejados y distanciados. 


DEPARTAMENTO DE PROPAGANDA DEL C. S. I. C. 


Enquiridion de las indulgencias.—Oraciones y prácticas piadosas. Enriqueci- 
das con indulgencias, cuidadosamente revisadas, en favor de todos los fieles cris- 
tianos o de algunas agrupaciones de personas. Unica versión castellana autori- 
zada por la Santa Sede para Espafia. Editorial Balmes. Durán y Bas, 11 (Bar- 
celona, 1956). 

Se trata de una traducción castellana completa del Enchiridion Indulgencia- 
zwm actualmente en vigor y publicado por la Tipografía Vaticana en 1952. Las 
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Actas del Primer Congreso Interamericano de Psicología.—Celebrado en Ciu- "EN 


y «dad Trujillo (Rep. Dominicana), del 10 al 20 de diciembre de 1953. (Texs in Spa- 1 Se [s 


i mish and english.) Editora del Caribe, C. por A. (Ciudad Trujillo, Repüblica Do- T. 
minicana, 1955. Año del Benefactor de la Patria). 809 pp., 23 cm. Contiene en. E 
texto castellano e inglés las intervenciones escenografiadas de todos los parti- pm m a 
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PIETRO CALAMANDREI 


Recientemente falleció el gran procesalista italiano PIETRO CALAMANDREI, CO- 
«director, junto con FRANCESCO CARNELUTTI, de la «Rivista di Diritto procesuale». 
-Aunque no cultivó los sagrados cánones, sus notabilísimos estudios sobre el pro- 
ceso han ejercido una honda huella en la moderna ciencia procesal, sin excluir 
la canónica, por lo cual no queremos dejar pasar en silencio su desaparición. La 
Facultad de Derecho de Barcelona ha honrado su memoria con una serie de lec- 
ciones sobre la casación, tema al que CALAMANDREI había dedicado sus primeras 
investigaciones; en dichas lecciones han tomado parte las figuras más relevantes 
de la ciencia procesal española. 

Descanse en paz el gran jurista italiano. Nosotros, al dar cuenta de su muer- 
te, rogamos a nuestros lectores una oración por su alma. 


EL PROCEDIMIENTO PUNITIVO EN EL DERECHO ECLESIASTICO. 
VI SEMANA DE DERECHO CANONICO 


El Instituto San Raimundo de Peñafort convocó la VI Semana de Derecho 
“Canónico, atendiendo a la utilidad y practicidad del tema sobre el procedimiento 
punitivo, a la vez que buscando la necesidad teórica de su perfección. Como otras 
“anteriores, la presente Semana agrupó a numerosos cultivadores de la ciencia 
procesal en el Seminario de Vitoria, del 18 al 25 de septiembre de 1956. 

El 18, a las cinco de la tarde, se realizaba la solemne apertura de la Semana, 
“y a continuación el muy ilustre señor don LAMBERTO DE ECHEVERRÍA, catedrático 
de la Universidad de Salamanca, disertó sobre la «finalidad y fundamento del 
procedimiento punitivo, procedimiento judicial y gubernativo, acción criminal y 
penal». 

El ponente desarrolló su tema señalando las características esenciales del pro- 
«cedimiento canónico, comparándolas con las del ordenamiento civil. Dedicó un 
análisis especial a la acción criminal y penal según la doctrina y la legislación de 
la Iglesia. 

El día 19, por la mañana, intervino el muy ilustre señor don MoIsÉs GARCÍA 
“ToRREs, Provisor de la diócesis de Madrid-Alcalá, desarrollando la ponencia de la 
«Materia próxima y remota del juicio criminal». Empezó recordando la potestad 
judicial y coercitiva de la Iglesia, inherente a su constitución y necesaria para sus 
fines: desde el principio, la Iglesia ejerció esta potestad, y en el decurso de los 
tiempos se fueron perfilando las convenientes sanciones para los delincuentes, 
hasta llegar a formar un verdadero Código procesal. Señaló que el objeto in- 
mediato del juicio criminal está formado por los trámites procesales, encaminados 
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a descubrir el delito y al delincuente, así como las circunstancias en que fué aquél 
perpetrado, con el fin de averiguar el grado de responsabilidad. El objeto remo-- 
to es el propio delito, siempre que tenga la condición de püblico. Recordó el po- 
nente las diversas opiniones en relación con el concepto de delito público, sefia- 
lando, al final, aquellos que, conforme a Derecho, deben ser castigados con san- 
ciones penales, sin la tramitación exigida por el verdadero juicio criminal. 

Por la tarde intervino el muy ilustre señor don José RoDRÍGUEZ, Provisor de 
la diócesis de Mallorca. En la primera parte de su tema: «Inquisición y correc- 
ción judicial en el proceso criminal canónico», estudia las características de la 
Inquisición en el Derecho antiguo, que hacía de ella un proceso criminal com- 
pleto; expone con amplitud la naturaleza y condiciones de la Inquisición especial 
como medio ordinario de preparar el juicio criminal, señalando la cierta seme- 
janza existente entre la inquisición practicada por los tribunales eclesiásticos y 
el sumario instruído por los tribunales seculares, a la vez que las notables di- 
ferencias entre la forma de proceder del Juez de Instrucción y del Inquisidor 
eclesiástico. En la segunda parte se habla de la práctica continua de la Iglesia 
de corregir y reprender al delincuente en ciertas circunstancias, en lugar de cas- 
tigarle con penas; se estudia la corrección judicial como fase previa del juicio 
criminal canónico. Se concluye la ponencia demostrando cómo contra la correc- 
ción judicial no cabe apelación o recurso; sería sólo posible recurrir en devolu- 
tivo a la Sagrada Congregación competente si el reo se siente perjudicado en 
su fama o estima haber padecido de forma injusta en su dignidad. 

El día 20 desarrolló la primera ponencia de la mafiana el muy ilustre senor 
don José RODRÍGUEZ CRUZ, Doctoral de Badajoz. Explicada la terminología del Có- 
digo en lo referente al proceso criminal, el ponente desarrolla ampliamente su 
tema: «Iniciación del juicio criminal». Estudia los requisitos previos al juicio: 
criminal, reprensión del reo y decreto del Ordinario mandando introducir la cau- 
sa por el Fiscal, el libelo acusatorio en sus antecedentes, naturaleza, mutación 
y enmienda y la posición del Juez frente al libelo. La figura del Fiscal se estu- 
dia ampliamente a través de la legislación antigua y de una extensa colección 
de Constituciones sinodales, principalmente españolas, comparándolas con su equi- 
valente en el sistema civilista. El ponente defiende que el juicio estrictamente: 
tal comienza con la citación del inculpado, con la que se completa la relación 
jurídica procesal; expuestos los orígenes, naturaleza y necesidad de la actuación, 
estudia finalmente la litis-contestatio como comienzo del desarrollo de la ins- 
tancia. 

La segunda ponencia de la manana estuvo a cargo del ilustrísimo sefior don 
LEON DEL AMO, Auditor de la Rota española. Su tema: «Período probatorio», sus- 
citó desde el principio el máximo interés por su carácter práctico. Expuso las 
diferencias existentes entre las pruebas penal y civil, las dificultades y necesidad 
de la prueba penal. En el examen del reo insistió en la importancia de formular: 
deliberadamente los interrogatorios. Expuso ampliamente la función de la po- 
testad instructoria y sus límites, y, finalmente, la obligación del reo de responder 
al Juez. 

La necesidad de aclarar y completar algunos extremos sobre el interrogatorio: 
y la confesionalidad del reo, objeto de interesantísimas preguntas y no pequefias 
dificultades, obligó a los congresistas a prolongar en la sesión de la tarde la in- 
tervención del ilustrisimo señor don LEÓN DEL AMO. 
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El día 21 interviene, por la mañana, el reverendo P. MARCELINO CABREROS DE 
ANTA, Catedrático de la Universidad Pontificia de Salamanca, quien desarrolló 
el tema de la «Publicación del proceso, conclusión en la causa y sentencia». La 
falta de legislación propia y especifica sobre el proceso criminal canónico—ad- 
vierte el ponente—se nota principalmente en sus ültimas fases, o sea, en el pe- 
ríodo discusorio y decisorio; él, por su parte, intenta llenar este vacío recurrien- 
do a dos fuentes principales: la nueva legislación del proceso oriental y la doc- 
trina acerca del proceso criminal en el ordenamiento civil. De esta forma logra 
organizar en buena parte un cuerpo sistemático de normas sobre la publicación 
del proceso criminal, la conclusión de la causa, la discusión y la sentencia. Esta 
ültima es considerada por el ponente en su doble aspecto de fallo de la preten- 
sión punitiva y fallo de la pretensión de resarcimiento. Finalmente, el P. Mar- 
CELINO CABREROS ofrece un amplio esquema doctrinal sobre cada uno de los te- 
mas tratados. 

Por la tarde, el muy ilustre señor don MARCELINO DE CASTRO, Capellán del 
Colegio de San Clemente, de Bolonia, tuvo su ponencia sobre la «Sentencia no 
impugnada, ejecución de la misma y remedios». Sefialó la tendencia moderna a 
considerar como patrimoniales los bienes espirituales, tales como la fama, con- 
sideración social, etc.; expuso la situación personal, status, después de la sen- 
tencia y el valor universal de ésta. En la ejecución subrayó el sentido humano 
de la sentencia con los problemas de tipo formal que lleva consigo, haciendo re- 


:saltar los contrastes con la legislación moderna en lo que se refiere a correccio- 


nes y moniciones. Terminó el muy ilustre señor don MARCELINO DE CASTRO ex- 
poniendo el concepto de fama como bien sustantivo y destacando las imperfec- 
ciones de la legislación canónica en los diversos puntos de su ponencia. 

El dia 22, por la mañana, el muy ilustre señor don José DE SALAZAR, Provisor 
de Huelva, habló sobre las Peculiaridades del proceso por injurias». Estas, dice, 
tienen su origen y raíz comün en la naturaleza de este proceso, originada por el 
papel relevante que en él juega el interés privado. Esto hace que para entablar 
la acción criminal de injurias y difamación sea necesaria la previa querella del 
agraviado; ésta, con todo, no tiene carácter de acción; sólo es un presupuesto 
judicial; por tanto, puede presentarla todo agraviado que sea persona en la Igle- 


«sia y pueda ejercer sus derechos. Reconocida la posibilidad de renunciar a la que- 


rella por parte del agraviado, una vez presentada y entablada por el Promotor de 
la justicia , no puede ser retirada por aquél; presentada contra uno de los co- 
rreos o cómplices, se ha de perseguir a todos. Sefialó el ponente, al final, las in- 
seguridades, confusiones y contradicciones de la doctrina y del Código, origina- 
das por no tener en cuenta las peculiaridades de este determinado proceso. à; 
Por la tarde, el reverendo P. FRANcIscO Lopos, S. J., Catedrático de la Uni- 
versidad Pontificia de Comillas, disertó sobre la «Monitio en el procedimiento pe- 
nal canónico». La teoría del Código acerca de la monición en el procedimiento 
penal se contiene en los siguientes elementos: Respecto del autor, lo es sólo el 
superior eclesiástico que ejerza poderes jurisdiccionales. El sujeto pasivo es un. 
sübdito propio y determinado, aunque desconocido; es posible amonestarle por 
escrito edictal aun tratándose de censuras ferendae sententiae. En la paterna, el 
superior advierte al sübdito que viva sobre aviso; en la conminatoria, le EDT 
cibe de que, si no cumple lo mandado, han de seguirsele sanciones; us 
prevenido, la pena es justa; no previniéndole, la punición es ilegitima e inválida, 
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aunque fuera vindicativa ferendae sententiae. Respecto del modo de hacerla, la. 
monitio a jure se hace convirtiendo en penal la norma jurídica, sin posibilidad de- 
recurso o apelación; la monitio ab homine, cuando es conminatoria y pública, no: 
parece excluir la fórmula de edicto, pero debe hacerse antes de aplicar las cen- 
suras ferendae sententiae, conminadas en leyes o preceptos de indole general—no» 
en los preceptos peculiares—; de lo contrario sería inválida; en todo caso queda 
el recurso o apelación in suspensivo. 

Se reanudan las sesiones el día 24. Por la mafiana intervino el muy ilustre 
señor don ANTONIO MOSTAZA, Capellán castrense. Al exponer su tema: « Proce- 
dimiento en la imposición, aplicación o declaración gubernativas de las penas ca- 
nónicas, recursos en contra», formula unos interrogantes sobre las penas que 
pueden aplicarse por vía gubernativa, sobre las condiciones para la aplicación 
de penas ad modum praecepti y el procedimiento en su aplicación, para terminar: 
hablando de los efectos de la aplicación misma de las penas por vía gubernativa 
y de los recursos. Respecto del problema fundamental, el ponente no admite po- 
sibilidad de aplicar penas en forma gubernativa, sino las contenidas en el ca- 
non 1.933, 8 4. Para poder infringirlas válidamente, el superior debe poseer aque- 
lla certeza moral sobre la comisión del delito y su imputabilidad que se exige al 
juez en el momento de pronunciar sentencia. Tal certeza, bien que de una ma- 
nera extrajudicial, debe inferirse ex actis et probatis, no bastando el conocimien- 
privado del superior, al menos ad liceitatem. La forma del decreto aplicativo debe: 
ajustarse al canon 2.225 para que tenga valor en el fuero externo. Contra las. 
penas aplicadas per modum praecepti es dable recurrir a la Santa Sede y con 
efecto suspensivo, siempre que el Codex no determine lo contrario. 

Por la tarde, el muy ilustre señor don José Luis Santos, de Archidiócesis de 
Granada, tuvo la ponencia sobre «Procedimiento contra clérigos irresidentes, con- 
cubinarios y párrocos negligentes». Analizó su naturaleza específica y el deter- 
minado carácter pastoral determinante de su estructura sumarial, a la vez que 
sus caracteres fundamentales procesales. Hizo un detenido examen del objeto: 
delictual y sujeto pasivo en los tres casos, destacando a través de los documen- 
tos pontificios la interesante postura actual de la Santa Sede en cuanto a los 
capitulares, ya que, debido a multiples dispensas corales y residenciales, les va 
haciendo escapar a la función asignada en el Código al procedimiento irresiden-- 
cial. En cuanto a un segundo grupo, los párrocós, hizo observar, también docu- 
mentalmente, un fenómeno contrario al anterior respecto de ciertos núcleos de- 
sacerdotes que podrían acudir a dicho procedimiento debido a su notable equipa- 
ración con la función parroquial. La noción de residencia adquiriría así un ám- 
bito mayor que el estrictamente geográfico. 

El día 25 por la manana se tuvo la Ultima ponencia y la clausura. 

El muy ilustre señor don Tomás GARCÍA BARBERENA, Catedrático de la Uni- 
versidad Pontificia de Salamanca, disertó sobre el «Procedimiento en la aplica- 
ción de suspensiones ex informata conscientia». Recordó cómo algunos vieron en 
ello una injuria al derecho natural y un abuso de la autoridad. Demostró su le- 
gitimidad, ya que históricamente existió de forma sustancial desde los primeros 
tiempos de la Iglesia, y comparativamente con otros derechos es similar a la 
suspensión de empleo y sueldo. A continuación habló del sujeto activo y pasivo. 
Respecto del procedimiento, esta pena es excepción tanto del proceso como del 
juicio criminal; siendo imposibles éstos, se aplica aquélla, Causa suficiente, pues,. 


OS 


ACTUALIDAD 


de su aplicación será la imposibilidad de actuar por el método ordinario; exis- 
tiendo tal posibilidad, la suspensión ex informata conscienta sería inválida. Re- 
quiere tal procedimiento informaciones y pruebas objetivas de que el clérigo co- 
metió el delito. La información puede hacerse por otro, pero el Ordinario debe 
actuar en los momentos esenciales; impuesta como censura, deben manifestarse 
la eausa y preceder las amonestaciones. 

Clausuró solemnemente la VI Semana el ilustrísimo señor don José MALDO- 
NADO FERNANDEZ DEL Torco, Subsecretario de Educación Nacional, unido siempre 
a la Facultad de Derecho de Salamanca y al Instituto San Raimundo de Peña- 
fort, organizador de la Semana. Recordando el camino recorrido y los frutos del 
Instituto a través de las Semanas precedentes, de la REVISTA ESPANOLA DE DERE- 
CHO CANÓNICO, de las multiples actividades jurídicas de sus miembros en el plano 
nacional e internacional, sefialó la influencia actual de la floración canonista es- 
pafiola en las Universidades civiles. Agradeciendo en nombre del Estado todos los 
trabajos encaminados a elevar el nivel cultural de los espanoles, auguró un nue- 
vo porvenir también lleno de gloria. 

R. LOSADA, 


do puteus 
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JOSE MALDONADO Y FERNANDEZ DEL Torco (Catedrático. Subsecretario de Educa- 


ción Nacional): Los primeros afios de vigencia del Concordato de 1953. Pági- 
nas 7 a 28. 


Después de una breve introducción acerca de la repercusión y de la efectivi- 
dad del Concordato en los tres primeros afios de su vigencia, se refiere el autor 
a su influencia en la ciencia jurídica espafiola y en sus aplicaciones. 

En cuanto a lo primero, el autor pasa revista a los distintos estudios y con- 
ferencias a que ha dado lugar la promulgación del Concordato. 

En una segunda parte trata el autor de las aplicaciones de distinta índole que 
han alcanzado las normas concordatarias, dividiendo su estudio en los siguientes 
apartados: 

I) Remisiones al Derecho canónico, es decir, casos en los que el Concordato 
ha operado una recepción del Derecho canónico en el estatal. 
II) Normas de aplicación inmediata. 

III) Mandatos al legislador; las normas concordatarias encuadradas en esta 
sección del estudio van divididas en dos secciones, segün que el mandato del Con- 
cordato sea expreso o dé solamente normas que requieran ser desarrolladas en 
leyes complementarias futuras. 

IV) Remisión a convenios futuros, refiriéndose principalmente a los casos 


para los cuales el Concordato prevé nuevos convenios que llenarán los vacíos del 
Concordato. 


V) Por último, se refiere el autor a las modificaciones requeridas por el es- 
piritu del Concordato. En cada uno de los apartados el autor hace un análisis 
completo del contenido del Concordato. 

LAUREANO PÉREZ MIER (Auditor de la Rota española): Pío XII y el Derecho pú- 

blico. Páginas 29 a 64. 

Preámbulo. El autor divide su trabajo en tres secciones. Como fundamento 
comün y supuesto previo, condensa brevemente la doctrina pontificia sobre el 
valor de la persona humana en sí misma y como centro y fin del Derecho. 

I. Pío XII ante el problema internacional. El autor desarrolla la doctrina 
pontificia expresada sobre todo en los mensajes de Navidad, sobre las. bases en. 
las que se ha de apoyar el nuevo orden anhelado por los pueblos. 

IL Pío XII y el ordenamiento interno de los Estados. Misión del ordenamien- 
to jurídico. Convivencia en la tranquilidad. El problema de la democracia: a), su 
planteamiento; b), derecho de los ciudadanos; c), la democracia como postulado 
natural; d), los gobernantes en la democracia; e), democracia y absolutismo de 
Estado. 

III. Pio XII y el Derecho público eclesiástico. Como preámbulo estudia el 
autor la doctrina de los Papas anteriores acerca de la tolerancia, con especial 
referencia a León XIII, para examinar en seguida el pensamiento de Pio XII, 
tanto en lo referente a la obligación de conciencia con respecto a lo que objetiva- 
mente es verdadero y bueno como'en el problema concreto de la tolerancia de 
cultos. 
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José IGNACIO TELLECHEA IDÍGORAS, Pbro.: Francisco de Vitoria y la reforma cató- 
lica. La figura ideal del Obispo. Paginas 65 a 110. 


SUMARIO: 


INTRODUCCIÓN. Aspectos de la personalidad vitoriana. Autenticidad y realismo. 
Vitoria ante el problema de la Reforma. Trascendencia de su postura. 


I. CARACTERIZACIÓN ASCÉTICO-PASTORAL DEL EPISCOPADO: 


1. Officiwm pastoris. Status episcoporum. 
2. Exigencias fundamentales: A. Perfección notable. B. Predicación «ex offi- 
tio» y ciencia correspondiente. C. Principalidad en el ejercicio de la cura pastoral. 


Excursus 1. El Obispo y el presbítero con cura de almas. Excursus 2. La ape- 
tencia y la renuncia al episcopado. 


137 gee 
E ihe sra] 
2 


II. OTROS DEBERES HUNDA mds 


Ta Xt 


™ 1. La residencia. 2. Ta provisión de beneficios. 3. La pluralidad de CHORUS 
4. Cuestiones sobre bienes eclesiásticos: A: Postura general ante el problema.. 
B. Postura ante la situación de su tiempo. C. ; Derecho de propiedad sobre bienes 
y frutos? D. Especies de simonia. 


ANA OR ROL AN IR 


i ' TE 
CONCLUSIÓN. Síntesis doctrinal. Carácter de la doctrina de Francisco de Vito- 


ria. Carácter de su magisterio: realismo y valentía. Valor ejemplar. 


APÉNDICES DOCUMENTALES. 


DOCUMENTOS Y JURISPRUDENCIA COMENTADOS 


SEVERINO ALVAREZ-MENÉNDEZ, O. P. (Catedrático en el Pontificio Instituto «An- 
gelicum»): De muevo sobre las funciones de la Semana Santa. Páginas 113. 
a 123. > 


El autor comenta el contenido de las normas novísimas de la Sagrada Con- 
gregación de Ritos sobre el ordenamiento de las funciones litúrgicas de la Se-- 
mana Santa. Hecha la introducción, divide su comentario en los siguientes apar- 
tados: 


I. De ritu solemni vel simplici in celebranda liturgia Hebdomadae Sanctae- 
adhibendo. 


II. De Dominica II Passionis seu in Palmis. 
III. De Feria V in Cena Domini. 
IV. De Feria VI in Passione et Morte Domini. 


a 


De Sabbato Sancto et vigilia paschali. 


< 
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"ToMÁs GARCÍA BARBERENA (Catedrático de la Facultad de Derecho Canónico, de 


Salamanca): La afinidad de los infieles, impedimento matrimonial. Páginas 
125 a 134. : 


Trata el autor de la respuesta de la Sagrada Congregación del Santo Oficio 
de 31 de enero de 1957 por la que establece que la afinidad contraída por los in- 
fieles constituye impedimento matrimonial por la conversión de uno cualquiera 
' de los infieles casados. 

En la primera parte se refiere al origen del impedimento de afinidad, tanto 
histórico como jurídico: explica sumariamente sus vicisitudes históricas y los pro- 
blemas estudiados por los escritores anteriores al Código. 

En la segunda parte se refiere el autor a la doctrina de la afinidad posterior 
al Código. Después de explicar los cambios que el Código introdujo en el impedi- 
mento, alude a los problemas planteados; afirma que hoy no hay cuestiones 
acerca de la raíz remota del impedimento, sino que la doctrina está concorde en 
admitir que su origen es el Derecho meramente eclesiástico; analiza la respuesta 
del Santo Oficio, y por fin indica que la cuestión del concepto de la afinidad en 
el Código no ha quedado resuelta en la respuesta, aunque dicha respuesta supone 
que el concepto de la afinidad canónica no incluye en si el bautismo de los 
esposos. 


INFO RIRASS 


Fr. VICENTE MONTSERRAT, O. P. (Profesor de Derecho canónico en el Estudio Ge- 
neral Dominicano de Valencia): ¿Encuentra el canon 581 cumplida satisfacción 
en nuestro Código Civil? Páginas 159 a 164. 


Con arreglo al canon 581, el religioso, antes de la profesión solemne, debe re- 
nunciar a sus bienes propios, y esta renuncia debe realizarse de tal manera que 
surta también efecto ante el Derecho civil. El autor se plantea el problema de 
encontrar un cauce civil, en el Derecho español, que sea adecuado para esa re- 
nuncia. Examina las distintas hipótesis posibles para concluir que en el Derecho 
español no se puede dar cumplimiento a la norma canónica mencionada por me- 
dio de una donación directa; cree que es posible utilizar la donación indirecta, 
es decir, la compraventa simulada, aunque no carece de algunos inconvenientes; 
por fin, establece que el mejor sistema sería una donación mortis causa o por 
testamento, pero que para ello sería conveniente que existiera un indulto apos- 
tólico. 


PEDRO LOMBARDÍA (Profesor de Derecho canónico en el Estudio General de Na- 
varra, Pamplona): Sobre la enseñanza universitaria y el método de estudio 
del Derecho canónico. Páginas 165 a 173. 


Constituye el presente trabajo una recensión crítica del primer volumen del 
Corso di Diritto canonico editado recientemente y debido a la pluma de Pietro 
Agostino D’Avack. El autor limita su recensión y sus observaciones a los dos 
primeros capítulos del libro, en el que se estudian los problemas de método que 
plantea la enseñanza del Derecho canónico. Es un trabajo crítico, en el cual el 
autor expresa los juicios favorables o adversos que le merecen las afirmaciones 


del libro de D'AvackK, 
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STUDIA 


IOSEPH MALDONADO FERNANDEZ DEL Torco (Subsecretarius Ministerii Educationis 
Status): Vita Concordatus Hispanici tribus primis annis eiusdem vigentiae.. 
Paginae 7-28. 


Brevi praemissa introductione de influxu et efficacia Concordatus in tribus 
primis annis eius vigentiae, auctor agit de influxu Concordatus in scientia iuri- 
dica et in eius applicationibus. 

In prima parte auctor recenset labores scientificos el collationes quae occa- 
sione promulgationis Concordatus locum habuerunt. 

In altera parte agit de Concordatus variis applicationibus in vita iuridica. 
Hanc partem auctor ita per capita distinguit: 

I) Remissiones ad ius canonicum, nempe casus in quibus vi E ius 
canonicum receptum fuit in iure statuali hispanico. 

ID) Normae Concordatus que statim ab eius promulgatione sunt in praxim 
deductae. 

III) Mandata legislatori hispanico inducta; normae autem concordatariae sub 
hae sectione contentae duabus paragraphis recensentur, sc., normae quae man- 
datum expressum continent et aliae normae quae exigunt ut legislator alias 
leges complementarias ferat. 

IV) Statuitiones conventionum futurarum; praecipue vero agit de casibus in 
quibus lacunae Concordatus erunt per novas conventiones replendae. 

V) Demum auctor ait de quibusdam modificationibus quae spiritus Concor- 
datus postulat ut in legibus inducantur. 

Et in singulis capitibus auctor accuratam recensionem facit normarum quae 
in Concordato reperiuntur. i. 


LAUREANUS PEREZ Mier (Auditor Rotae matritensis): De Iure publico ad mentem. 
Pii XII. Paginae 29-64. 


Praeambulum. In tres sectiones dividit auctor suam disertationem. Sed prius, 
veluti praevium fundamentum et praesuppositum commune tribus sectionibus, 
auctor breviter exponit doctrinam pontificiam de valore personae humanae, tum 
in seipsa, tum prout centrum est et finis iuris. 

I. De quaestione internationali iuxta doctrinam Pii XII. Auctor exponit doc- 
trinam pontificiam, quae praesertim reperitur in allocutionibus nataliciis, de fun- 
damentis in quibus fulciri oportet novum ordinem ab omnibus exoptatum. 

IL De ordine Statuum interno in doctrina pontificia. Finis ordinis iuridici. 
Coexistencia in tranquilitate. Quaestio de democracia: a) quaestionis propositio; 
b) civium iura; c) democracia prout naturae postulatum; d) de viribus demo- 
craciam gubernantibus; e) democracia et Status absolutus. 

III. De Iure publico ecclesiastico ad mentem Pii XII. Ut praeambulum ad 
hanc sectionem auctor dilucidat doctrinam Romanorum Pontificum praedecesso- 
rum de tolerantia, praecipue vero Leonis XIII. Deinde mentem evolvit Pii XII 
de tolerantia, tum quoad obligationem qua conscientia adigitur ad prosequendum 
in quod obiective verum est et bonum, tunc etiam quoad quaestionem concretam 
de tolerantia cultuum. 
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IOSEPH IGNATIUS TELLECHEA IDÍGORAS, Pbrus.: Franciscus de Vitoria et reforma- 
tio catholica; specimen episcopi ideale. Paginae 65-110. 


SUMMARIUM : 


PROEMIUM. Prosopopoeica vitoriana. Authentia et realismus. Francisci de Vi- 
toria positio in quaestionibus reformationis. Eius positionis momentum. 


I. EPISCOPATUS NOTAE ASCETICO-PASTORALI : 

1) Officium pastoris. Status episcoporum. 

2) Condiciones primordiae: A. Perfectio notabilis. B. Officium praedicandi 
et scientia tali officio congrua. C. Cura pastoralis potior pars officii. 

Excursus 1. Episcopatus et praesbyteratus cum cura animarum. 

Excursus 2. De episcopatu appetendo et renuntiando. 


II. ALIA OFFICIA FUNDAMENTALIA: 

‘1. Residentia. 2. Beneficiorum provisio. 3. Pluralitas beneficiorum. 4. Quaes- 
tiones de bonis ecclesiae temporalibus: A) Generalia de hac re. B) Generalia de 
condicionibus tunc temporis vigentibus. C) Quaestiones de iureproprietatis circa 
bona et circa fructus. D) Simoniae varia genera. 

CONCLUSIO. Doctrinae synopsis. Doctrinae characteres. Character modi eru- 
diendi Francisci de Vitoria; audacia et realismus. Virtus imitanda. 


APPENDIX DOCUMENTORUM, 


DOCUMENTA ET IURISPRUDENCIA COMMENTARIA 


SEVERINUS ALVAREZ-MENÉNDEZ, O. P. (in Pontificio Instituto «Angelicum» ante- 
cessor): Iterum de functionibus Hebdomadae Maioris. Paginae 113-123. 


Auctor commentat novissimas Normas Sacrae Congregationis Rituum de or- 
dine liturgico Hebdomadae Maioris. Praemissa introductione, commentarium ita 


distribuit per capita: 


I De ritu sollemni vel simplici in celebranda liturgica Hebdomadae Sanc- 
tae adhibendo. 


II. De Dominica II Passionis, seu in Palmis. 
III. De Feria V in Cena Domini. 
IV. De Feria VI in Passione et Morte Domini. 


V. De Sabbato Sancto et vigilia paschali. 


THOMAS GARCÍA BARBERENA (in Facultate Iuris canonici salmanticensi professor) : 
Affinitas infidelium, impedimentum matrimoniale. Paginae 125-134. 


Auctor dilucidat responsum Sacrae Congregationis Sancti Officii die 31 ianua- 
rii 1957 datum quo statuitur affinitatem in infidelitate contractam impedimen- 
tum constituere pro matrimonio ineundo post conversionem alterutrius coniugum 


infidelium. 
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In prima parte agit auctor de origine impedimenti affinitatis, tum historica 
tum iuridica eiusque vicisitudines historicas breviter narrat: doctrinas veterum 
circa quaestiones tunc temporis agitatas recenset. 

In altera parte doctrinam de affinitate explicat in auctoribus qui post Codi- 
cem scripserunt. Agit de mutationibus in impedimento a Codice inductis, recenset 
quaestiones controversas, asserit nullam hodie quaestionem moveri de radice 
impedimenti remota nam impedimentum est iuris mere ecclesiastici: quaestionem 
in responso solutam perpendit et concludit quaestionem de conceptu affinitatis 
in Codice per responsum non esse solutam ita tamen ut responsum vehementer 
inclinet in doctrinam quae sustinet affinitatem canonicam in suo conceptu non 
exigere baptismum coniugatorum. 


NOTAE 


Fr, VINCENTIUS MONTSERRAT, O. P. (in Collegio generali dominicano valentino 
antecessor): De praescripto canonis 581 in iure civili hispano. Paginae 159-164. 


Iuxta canonem 581 religiosus ante professionem sollemnem debet bonis pro- 
priis renuntiare, et quidem ita ut renuntiatio etiam iure civili effectum habeat. 
Quaerit autem auctor num haec renuntiatio iure civili hispano sit possibilis. 

Auctor respondet id fieri non posse iuxta leges hispanas per directam dona- 
tionem; fieri autem posse per donationem indirectam, nempe, per emptionem- 
venditionem simulatam quamvis haec donatio indirecta incommodis non careat; 
demum statuit optimum in iure hispano systema esse donationem mortis causa 
vel testamentum, optandumque esse ut ad hoc indultum apostolicum haberetur. 


PETRUS LOMBARDÍA (Professor Iuris canonici in Studio Generali pampilonensi) : 
De methodo docendi in Universitatibus atque de methodo discendi ius canoni- 
cum. Paginae 165-173. 


Auctor critice recenset primum volumen operis recenter editi Corso di Diritto 
canonico, quod conscripsit Pietro Agostino D’Avack. Non de universo volumine 
auctor scribit, sed solum de duobus libri prioribus capitibus in quibus sermo est 
de quaestionibus quae respiciunt methodum in iuris docentia servandam. Labor 
auctoris praesertim est indolis criticae, namque dicta libri D’Avack perpendit ut 
quae vera eius iudicio sunt, secernat a falsis, 
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SITUADA ENS 


JOSE MALDONADO FERNANDEZ DEL Torco (Under secretary in the Ministry of Edu- 
cation): The first few years after the Concordat of 1953. Pages 7-28. 


After a brief introduction concerning the repercussion and effectiveness of 
the Concordat in the first three years after its publication, the author refers to 
its application and influence in the field of Spanish jurisprudence. 

In so far as the first of these elements is concerned, the author examines the 
various studies and conferences to which the publishing of the Concordat gave 
rise. : 

In the second part he treats of the distinct applications which have been the 
result of the Concordat legislation, dividing his study of this section into the 
following parts: 

iD) ane applications of Canon Law; i. e., those cases in which the Concor- 
dat has achieved a reception of the canon law legislation into the statal. 

II) Norms for immediate application. 

III) Commands to the legislator; this section is divided into various parts, 
according as the commands are express ones or merely norms which require 
adequate legislation in the future in order to bring out their full force. 

IV) Remission to future agreements; cases in which the Concordat forsees 
agreements which will supply its own deficiencies. 

V) Finally, the author refers to those modifications which are required 
by the spirit of the Concordat. In each of these sections the author gives a com- 
plete analysis of the contents of the Concordat legislation. 


LAUREANO PEREZ MIER (Auditor of the Spanish Rota): Pius XII and Public Law. 
Pages 29-64. 


Introduction. The author divides his work into three sections. As a common 
foundation and prelude to the study of this question he gives a brief summary 
of the Pontiff’s doctrine with regard to the value of the Human person in itself 
and also as the centre of law. 

I. Pius XII and the international problem. The author expounds the pontifi- 
cal teaching above all as it is given in the familiar Christmas messages. He 
outlines the basis on which the new order so long desired by all nations has to 
be built up. 

II. Pius XII and the internal government of States. The mission of juridical 
government. Living together in peace. The problem of democracy: a) it is stated; 
b) the rights of the citizens; c) democracy as a natural postulate; d) the rulers 
in a democracy; e) democracy and the absolutism of the State. 

II. Pius XII and ecclesiastical public. law. As an introduction the author 
studies the doctrine of former Popes with regard to toleration with special refe- 
rence to Leo XIII, in order to examine the thought of Pius XII concerning the 
obligations of conscience with regard to objective good and truth, especially 
with reference to the problem of toleration of religions. 
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` José IGNACIO TELLECHEA IDÍGORAS, Pbr.: Francis of Vitoria and the Catholic Re- 
form: the ideal of a bishop. Pages 65-110. 


SUMMARY : 


INTRODUCTION: Aspects of Vitoria's personality. His authenticity and realism. 
Vitoria and the problem of reform. The transcendence of his attitude. 

I. THE ASCETICO-PASTORAL NATURE OF THE EPISCOPATE: 

1. The pastoral office. The status of the bishop. 

2. Fundamental requirements: A. Notable perfection. B. Preaching by reason 
of the office and from competent knowledge. C. Principality in the exercise of 
the pastoral office. 

Note 1. The bishop and the care of souls. Note 2. The cuestion of wanting 
and refusing the bishopric. 

II. OTHER FUNDAMENTAL DUTIES: 

1. Residence. 2. Provision of benefices. 3. Plurality of benefices. 4. Questions 
concerning ecclesiastical goods: A. His general position with regard tho this 
question. B. The same with regard to the situation in his day. C. The right of 
ownership of goods and fruits? D. Species of simony. 

CONCLUSION. Doctrinal synthesis. Nature of the doctrine of Francis of Vito- 
ria. The nature of his teaching; realism and courage. 

APPENDICES. 


COMMENTS ON DOCUMMENTS AND JURISPRUDENCE 


SEVERINO ALVAREZ-MENÉNDEZ, O. P. (Professor in the «Angelicum»): Once more 

the ceremonies of Holy Week. Pages 113-123. 

The author comments on the new laws from the Sacred Congregation of 
Rites concerning the carrying out of the liturgical functions of Holy Week. 

He divides-his work into the following sections: 

I. The solemn rite and the simple rite in the ceremonies of Holy Week. 

II. The II Sunday of Passion, or Palm Sunday. 

III. Holy Thursday. 

IV. Good Friday. 

V. Holy Saturday and the Paschal Vigil. 


Tomás García BARBERENA (Professor in the Faculty of Canon Law, Salamanca): 
The Impediment of affinity in the marriage of Infidels. Pages 125-134. 


The author deals with the reply of the Holy Office of the 3lst of January, 1957 
in which it was declared that affinity contracted by infidels constitutes an im- 
pediment to marriage in the case of the conversion of one of the parties. 

In the first part the origin of the impediment of affinity is dealt with both 
from the historical and the juridical angles. The author explains the vicissitu- 
des in the history of this impediment and the problems it presented to authors 
who wrote before the Code. 
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The second part deals with the impediment after the Code. Having discussed 
the changes introduced by the Code the author refers to the problems to which 
it gives rise and states that, nowadays, there can be no doubt concerning the re- 
mote root of this impediment, since it is clearly of ecclesiastical origin. He gives 
an analysis of the reply of the Holy Office and says that the question of the 
concept of affinity in the Code has not been entirely settled by this reply, alt- 
hough it does suppose that the concept of affinity doés not include in itself the 
baptism of the contracting parties. D 


NOTES: 


FR. VICENTE MONTSERRAT, O. P. (Professor of Canon Law, Valencia): Does ca- 
non 581 find complete satisfaction in our Civil Code? Pages 159-164. 


According to canon 581, religious before solemn profession must renounce all 
personal property and this must be done in such a way as to find effect also in 
civil law. The author considers the problems of finding a way of achieving this 
in accordance with the Spanish, civil legislation. He considers the various hypothe- 
ses and ends by concluding that there is no possibility of attaining the purpose 
of the canon law by means of a direct deed of gift; however, he thinks that it 
is possible to use indirect donation of goods in this case, i e. a simulation of a 
contract of sale and purchase, even though this laos has its disadvantages. At 
length he lays it down that the best system seems to be a gift «mortis cause» 
o by means of a will, but for that it would be convenient to seek an apostolic 
indult. x 


PEDRO LOMBARDÍA (Professor of Canon Law, Valencia): University education, and 
the method. of studyng Canon Law. Pages 165-173. 


The present work is a criticism and review of a recent book Corso di Diritto 
canonico from the pen of Pietro Agostino D'Avack. The author limits his review 
to the first two chapters of the book in which are studied the methods and pro- 
blem of method arising from the teaching of Canon Law. It*is a critical review 
in which the author gives his favourable and unfavourable judgments concerning 
the points mentioned By D’Avack in his book. 


